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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz, y de Justicia, la señora Javiera Blanco Suárez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 55ª, ordinaria, en martes 29 de septiembre de 2015, y 56ª, especial, y 57ª, ordinaria, en 30 de septiembre de 2015, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes

· Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero comunica que no hará uso de la facultad establecida en el artículo 73 de la Carta Fundamental respecto del proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).


--Se toma conocimiento y se manda poner en conocimiento del Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con el segundo comunica que retira y hace presente la urgencia establecida en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, respecto de la solicitud de acuerdo del Senado para designar en el cargo de Contralor General de la República al señor Enrique Petar Rajevic Mosler (boletín N° S 1.830-05).



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (boletín N° 10.057-06).



Con el último hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (boletín N° 10.008-04).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero remite el mensaje mediante el cual Su Excelencia la Presidenta de la República inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2016 (boletín N° 10.300-05) (Véase en los Anexos, documento 1). 



Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho mensaje fue recibido, en esa Corporación, el día 30 de septiembre del año en curso.


--Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Con el segundo informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (boletín N° 10.008-04) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2). 



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura y a la de Hacienda, en su caso.



De la Excelentísima Corte Suprema:



Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que crea la XVI Región, de Ñuble, y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata (boletín N° 10.277-06).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide sendas copias autorizadas de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



1) Artículo duodécimo transitorio de la ley N° 20.720.



2) Artículos 505, 505 bis y 506 del Código del Trabajo.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del inciso final del artículo 6° de la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria.



--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:



Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor Navarro, antecedentes estadísticos relacionados con delitos de tráfico de drogas y porte ilegal de armas en la Región del Biobío.



Del señor Subsecretario de Justicia:



Atiende petición de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, respecto de la creación de unidades regionales de Derechos Humanos en Gendarmería de Chile.


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Chahuán, sobre posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto para el fortalecimiento institucional de Gendarmería de Chile y el resguardo de la dignidad y de las condiciones laborales de sus funcionarios.


Del señor Intendente de Atacama:



Contesta consulta, planteada en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de los beneficios a los que podría optar la agricultora que individualiza, cuya propiedad fue usada como helipuerto durante los aluviones del pasado mes de marzo en la localidad de Chiguinto, comuna de Alto del Carmen.


Del señor Alcalde de Arauco:



Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor Navarro, antecedentes del recurso de protección interpuesto en contra de la empresa Harting Aromas S.A.



Del señor Superintendente de Salud:



Atiende petición de información, efectuada en nombre del Senador señor De Urresti, respecto de la fiscalización que realiza esa Superintendencia a las clínicas privadas y acerca de la regulación de los aranceles de esas entidades para las diversas prestaciones.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de las investigaciones realizadas con ocasión del sumario iniciado en el SAG de la Región de Atacama, por la vacunación errónea de siete funcionarios con un producto para animales, en lugar de la dosis correspondiente a la hepatitis A.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Espina, acerca del avance en la adquisición de un nuevo retén móvil para la Tenencia de Carabineros de la comuna de Renaico.



Contesta consulta, cursada en nombre de la Senadora señora Von Baer, relativa a aumento de dotación policial para el período estival 2016 en la localidad de Coñaripe, comuna de Panguipulli.



De la señora Directora del Servicio Nacional del Adulto Mayor:



Atiende petición de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor García, sobre factibilidad de construir un establecimiento de larga estadía para adultos mayores o un proyecto de viviendas tuteladas en la ciudad de Pitrufquén.


Del señor Director General de la Dirección General de Aeronáutica Civil:



Absuelve consulta, planteada por la Senadora señora Allende, acerca de la responsabilidad que les corresponde a las empresas prestadoras de servicios de transporte aéreos en la disponibilidad de itinerarios o vuelos que hagan posible la interconexión entre distintos lugares del territorio nacional.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros; establecer sanciones; crear un registro de pasajeros infractores, y modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3). 



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre publicidad de los alimentos (boletín N° 8.026-11) (Véase en los Anexos, documento 4). 



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial (boletín N° 10.226-03) (Véase en los Anexos, documento 5). 



--Quedan para tabla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.


Tiene la palabra el Senador señor Prokurica sobre la Cuenta.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, veo que el Gobierno retiró e hizo presente la urgencia establecida en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, respecto del nombramiento del Contralor General.



Entiendo que hay plazos en curso. 



Por eso deseo preguntar a la Secretaría si, cumplidos los treinta días después de pedida la urgencia, ocurre lo que todos sabemos: que queda designado el Contralor.



Lo consulto públicamente para que en esto haya una sola opinión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El señor Secretario le dará la información pertinente, tal como se comunicó a todos los Comités en la reunión que tuvimos hoy.



Señor Secretario, por favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, de conformidad con el artículo 53 de la Constitución, Su Excelencia la Presidenta de la República hizo presente la urgencia pertinente al solicitar al Senado su acuerdo para el nombramiento de Contralor. A partir de entonces, esta Corporación contaba con treinta días para pronunciarse.



La Primera Mandataria retiró dicha urgencia y la presentó nuevamente, como indica la Cuenta. De consiguiente, rige un nuevo plazo de treinta días, contado desde hoy, para que el Senado emita su parecer sobre el particular. Si no lo hiciere dentro de ese lapso, se tendría por otorgado el asentimiento para designar Contralor a la persona que la Presidenta propuso.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En otras palabras, no hay ninguna posibilidad de que este jueves quede nombrado Contralor General el candidato propuesto por la Presidenta de la República. 



Es muy probable que el miércoles de la próxima semana se ponga en tabla la solicitud para dicho nombramiento.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en el tercer y cuarto lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, respectivamente, los siguientes asuntos: 



a) Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señoras Pérez San Martín y Goic y señores Chahuán y Lagos, en primer trámite constitucional, que establece medidas de protección a la lactancia materna y su ejercicio (boletín N° 9.303-11), y



b) Proyecto, iniciado en moción de los Senadores señor Rossi, señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.779, con el fin de eliminar, en los exámenes de detección del VIH, el consentimiento de un representante legal para los mayores de 14 años de edad (boletín N° 10.130-11)



2.- Considerar en Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana miércoles 7 de octubre las siguientes materias:



a) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los exmineros del carbón en la comuna de Coronel (boletín N° 9.876-24), y



b) Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Quintana e Ignacio Walker, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en memoria del poeta Jorge Teillier en la comuna de Lautaro (boletín N° 10.291-14).

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, la Comisión de Intereses  Marítimos, Pesca y Acuicultura despachó en general y en particular el proyecto que crea una bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas.



Esta iniciativa, por las materias que aborda, requiere ser vista por la Comisión de Hacienda. Por tanto, solicito que recabe la anuencia de la Sala para que el proyecto individualizado sea remitido a dicho órgano técnico en el trámite de primer informe.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, en la sesión anterior se aprobó en general la iniciativa, en primer trámite constitucional, que establece la regulación de la actividad apícola, y quedó pendiente el plazo para la presentación de indicaciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo el lunes 19 de octubre, a las 12.



--Así se acuerda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Ya está resuelta mi inquietud, señor Presidente. Se refería a lo del plazo que se acaba de establecer.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El tema apícola le interesa mucho a Su Señoría.

V. ORDEN DEL DÍA
ENMIENDA DE DOHA A PROTOCOLO DE KYOTO DE LA CONVENCIÓN MARCO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE CAMBIO CLIMÁTICO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada en Doha, Qatar, el 8 de diciembre de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.625-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 46ª, en 19 de agosto de 2015.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 57ª, en 30 de septiembre de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto de acuerdo es dar inicio a un segundo período de compromisos para reducir gradualmente las emisiones de gases de efecto invernadero.


La Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes que todo, aprovecho de dar las gracias a todos los Senadores que ayer participaron en el Seminario Nuestro Océano. 



El salón plenario estuvo lleno de jóvenes, de estudiantes. 



Agradezco a los colegas que actuaron de moderadores y a los que intervinieron. Fue una jornada importante.



Lo menciono a propósito del proyecto que vamos a discutir ahora, que guarda relación con la protección al medio ambiente.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el proyecto de acuerdo que se somete a la consideración de la Sala busca aprobar la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada en Doha, Qatar, el 8 de diciembre de 2012.



Como señaló el señor Secretario, el principal propósito de este proyecto es dar inicio a un segundo período de compromisos para reducir gradualmente las emisiones de gases de efecto invernadero.



Dicho instrumento viene a modificar el Protocolo de Kyoto referido, que fue promulgado por el decreto supremo Nº 349, de 22 de diciembre de 2004, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y publicado en el Diario Oficial del 16 de febrero de 2005.


Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, de conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión propuso discutirlo en general y en particular a la vez.



Chile suscribió en su oportunidad la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, la cual distingue entre países desarrollados y aquellos que se encuentran en desarrollo para los efectos de cumplir las obligaciones que emanan de este instrumento internacional. 


Además, dicho Tratado estableció deberes comunes pero diferenciados respecto de los Estados Partes, con relación a sus respectivas capacidades y a sus responsabilidades históricas.


En ese escenario, se dio inicio a un proceso de negociaciones con el objeto de ampliar las exigencias ambientales a todos los intervinientes en el Convenio (incluidos los países en desarrollo), los cuales requirieron que en el momento en que se adopte un acuerdo válido para todas las partes -situación que debería acaecer en el mes de diciembre del año en curso- no debe existir una brecha entre los años 2013 y 2020.


La Enmienda en estudio estableció un segundo lapso de compromisos, situado entre los años 2013 y 2020, período en el cual las naciones desarrolladas deben asumir el liderazgo en lo concerniente a la reducción de las emisiones contaminantes.


Si bien se ha contemplado una aplicación provisional para algunos países involucrados, constituiría una señal relevante en materia de política exterior que la señora Presidenta de la República pudiese comunicar en la próxima Conferencia de las Partes de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, a realizarse este año, que Chile ha aprobado la Enmienda de Doha, tal como ya lo han hecho naciones del continente como Barbados, Guyana, Granada, México, Ecuador y Perú.


En definitiva, se establecen nuevas obligaciones para los países desarrollados, no para los que están en vías de desarrollo, entre los cuales se encuentra Chile.



En consecuencia, señor Presidente, pido a la Sala que respalde el proyecto de acuerdo aprobatorio de la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático. 



Si un número significativo de países suscribe dicho instrumento internacional, se dará una señal relevante.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, Honorable Sala, este proyecto es de importancia crucial, pues busca aprobar la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada el 8 de diciembre del año 2012.



La finalidad de dicha Enmienda es comprometer a los países desarrollados a estabilizar sus emisiones de gases de efecto invernadero mediante el establecimiento de metas vinculantes de reducción de dichas emisiones.



Tales metas se aplicarían solo a 37 países, denominados “industrializados”, los cuales se encuentran consignados en el Anexo I del Protocolo.



En la Comisión de Relaciones Exteriores, el Director de Medio Ambiente y Asuntos Marítimos de la Cancillería hizo presente que la ratificación del presente instrumento implica dar una potente señal política en apoyo a la demanda internacional relacionada con la reducción de emisiones de efecto invernadero por parte de las naciones industrializadas. Ello, considerando especialmente que este Tratado no genera nuevas obligaciones para Chile. 



Además, manifestó que nuestro país tiene una participación solamente del 0,25 por ciento de las emisiones contaminantes a nivel global. Sin embargo, a pesar de su baja injerencia en esta materia, nuestro país también ha anunciado un esfuerzo de reducción voluntaria de contaminantes del orden del 20 por ciento al final de esta década.



La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático entró en vigor el 21 de marzo de 1994, siendo ratificada por nuestro país el 22 de diciembre del mismo año. Ella establece un marco general sobre la materia.



Dicha Convención hace caer la carga más pesada de la lucha contra el cambio climático sobre los países -como bien dije- industrializados, ya que son ellos la fuente principal de la mayor parte de las emisiones de gases de efecto invernadero en el mundo.



La Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto tiene por objeto dar inicio a un segundo período de compromisos para reducir gradualmente las emisiones de gases de efecto invernadero.



Cabe hacer presente que Chile no tiene compromisos -como bien lo señalé- de carácter vinculante en cuanto a reducción de gases de efecto invernadero, conforme a su condición de país no incluido en el Anexo I de la Convención. Es más, la Enmienda de Doha contempla obligaciones solo para las naciones industrializadas o desarrolladas.



Por eso, señor Presidente, resulta muy importante que nuestro país dé una señal, pues se necesita que más de 140 naciones ratifiquen esta Enmienda, y a la fecha solo lo han hecho 38. Por lo tanto, Chile sería un país más que estaría aportando su voto con el fin de que las naciones industrializadas, a la brevedad, empiecen a hacer el esfuerzo de reducir su emisión de gases de efecto invernadero.



Por lo expuesto, anuncio el voto favorable de la Unión Demócrata Independiente a esta Enmienda, con el fin de que sea ratificada a la brevedad.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, he querido hacer uso de la palabra en este proyecto dada la vinculación que uno tiene como miembro de la Comisión de Medio Ambiente y en vista de lo que representa para el mundo y especialmente para Chile el cambio climático.



En cuanto a la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, nosotros debemos reconocer el calentamiento global de la Tierra como un fenómeno real. Y Chile debe apoyar la segunda etapa que se abre con esta Enmienda, para fomentar y promover la disminución de gases de efecto invernadero.



Nuestro país no posee compromisos de carácter vinculante en materia de reducción de gases de efecto invernadero, conforme a su condición de nación no incluida en el Anexo I de la Convención, por lo que esta Enmienda, como bien mencionaron quienes me antecedieron en el uso de la palabra, no implica obligaciones para el Estado de Chile.



Sin embargo, sí resulta necesario que nuestro país concurra a la aprobación del instrumento que nos ocupa, pues implica que naciones más desarrolladas que la nuestra asuman un mayor grado de responsabilidad frente al fenómeno del calentamiento global.



Es razonable, entonces, que los países más desarrollados tengan obligaciones más estrictas que el resto de las naciones, en atención a que han sido ellos los que más han contribuido al calentamiento global de la Tierra, y no solo por las emisiones que generan en sus propios territorios, sino también porque consumen más bienes que el resto, a pesar de que muchas veces estos productos se han fabricado en otros países.



Asimismo, es de esperar que China, el principal emisor de gases de efecto invernadero, no se quede atrás y asuma cada vez más compromisos tendientes a mejorar las condiciones ambientales en que operan sus industrias.



Así las cosas, esta Enmienda es claramente un avance en la protección del medioambiente global y de nuestro país. Si bien Chile se encuentra lejos de estar dentro de las naciones que generan más gases de efecto invernadero, sí es una de las que más sufren sus consecuencias debido a la ubicación donde se ha producido la destrucción de la capa de ozono.



Por lo señalado, votaré a favor del proyecto de acuerdo.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, ¿es posible abrir la votación?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?



Acordado.



En votación general y particular.



(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en verdad, este es un acuerdo de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático de 8 de diciembre de 2012, y corresponde a lo que se denomina la “CP 18”. Y nosotros estamos próximos a la CP 21, que se celebra en París en diciembre. Por lo tanto, creo que vamos con un resto de rezago, por decirlo en términos breves.



¿Qué hace la Enmienda de Doha? Prorroga el acuerdo de Kyoto hasta 2020, porque vencía el año 2012.



En el acuerdo de Kyoto hay 35 países -Chile entre ellos-, que dieron los votos y el quórum necesario para que entrara en vigencia, lo cual fue muy importante.



Sin embargo, como se ha dicho, no están China, Estados Unidos, Brasil, México, India, de los países más productores de gases de efecto invernadero.



Lo que pretende el Protocolo de Kyoto es reducir los gases de efecto invernadero en 5,2 por ciento respecto del nivel existente en 1990, para que no aumente más de 2 grados la temperatura en el planeta. Si el incremento es mayor, tenemos efectos irreversibles. Ya estamos acercándonos a ese escenario.



Quiero llamar la atención para que en la próxima presentación de Chile en París, la primera semana de diciembre -nos hemos reunido en la Comisión de Medio Ambiente con los Ministerios del Medio Ambiente y de Relaciones Exteriores-, haya una postura de Estado, no solo del Gobierno.



Digo lo anterior en un sentido positivo y complementario, porque estos acuerdos tienen dos grandes vertientes. Una es la del cumplimiento y autocumplimiento de las normas y de la reducción de gases de efecto invernadero, y Chile tiene como hacerlo. Y por otro lado han tomado mucha importancia los compromisos de adaptabilidad al cambio climático.



El más claro ejemplo: suben las líneas de nieve, se derriten los glaciares, vienen lluvias, que ya no quedan sujetas en las cumbres, vertiéndose de un solo viaje y cambiando absolutamente el curso de los caudales, con lo que ocupan cuencas distintas. Y antes la ingeniería, la arquitectura, la planificación territorial se basaba en una larga estadística hidrológica para decir: “Este es un fenómeno que tiene la posibilidad de producirse cada 50 años, para diseñar un puente; o cada 100 años, para diseñar un ciudad”, en fin. Eso hoy en día ya no corre. Eso no es cierto, dado el fenómeno del cambio climático.



Por lo tanto, nosotros debemos asegurar, con normativa interna, los mapas de riesgo, en el caso de la nueva ley de ONEMI. Pero es preciso que sean vinculantes, porque, de lo contrario, tenemos los fenómenos de Atacama, de Valparaíso, de los entornos de los volcanes, donde la gente después del cataclismo, cuando reaccionamos con una solidaridad fantástica pero con una imprevisión más o menos de la misma envergadura, se vuelve a instalar en los mismos lugares.



También hay que abordar la forestación. Nosotros tenemos límites de incendios sobre las 117 mil hectáreas entre 2014 y este año, y estamos forestando apenas 7 mil. Es decir, no nos estamos preparando para este nuevo fenómeno.



Entonces, quiero alertar y llamar la atención de los Senadores -todos están no solo interesados, sino vinculados a este tema- para que en la Comisión de Medio de Ambiente y en el Senado participen en esta postura de Estado con compromisos legislativos y de política interna en esta materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, deseo justificar mi voto a favor de esta Enmienda.



Eso sí, me parece oportuno que junto con respaldar el proyecto de acuerdo podamos abordar el tema de fondo.



De hecho, la semana pasada formamos una bancada de cambio climático, convocada por organizaciones y centros de estudios vinculados al tema, que nos planteaban la necesidad de avanzar más rápido y en forma más sistémica, más articulada, como país en esta materia.



Señor Presidente, usted hizo mención a la reunión de ayer. Allí se formularon una serie de preguntas, en un panel donde nos referíamos a la situación de nuestros océanos. Y hablábamos de la sequía. Señalábamos que esto no es un tema transitorio. Debemos ver cómo enfrentamos como país un fenómeno que llega para quedarse, frente al cual tenemos que avanzar en la adaptabilidad, como se ha mencionado. Pero también hemos de coordinar no solo herramientas que hoy puede tener el Estado dentro de distintos programas de apoyo, de investigación (tenemos que destinar los recursos pertinentes), sino también herramientas normativas y legislativas.



El problema, más que el cambio climático, es el calentamiento global. Y esa es una realidad presente, no es un problema del futuro.



La principal causa del calentamiento global son las emisiones de gases que producen el efecto invernadero.



Las consecuencias a escala planetaria de esa situación las estamos viendo y las seguiremos viendo dentro de los próximos veinte años.



Abordar eso implicará desafíos de política pública.



Debemos resolver cómo enfrentamos la falta de espacio habitable, cuando vemos el aumento de los biomas desérticos, en los territorios y sectores actualmente más poblados. Ello implicará el desplazamiento de millones de personas afectadas por la desertificación.



¿Cómo enfrentaremos la falta de agua potable, debido a las sequías y al avance del desierto? ¿O la falta de alimentos producto de la disminución de la superficie cultivable, y la implicancia que eso tiene para la población?



¿Cómo abordaremos las consecuencias del calentamiento global en materia energética? Hoy día ya apreciamos un déficit energético expresado en el costo de las distintas fuentes de energía.



Los mencionados son aspectos acerca de los cuales nosotros debemos tener una discusión más bien con mirada de mediano plazo, y convocando transversalmente a todos los actores.



Además, me interesa hacer un análisis pensando en la planificación territorial de un país extenso y diverso, desde el desierto por el norte hasta el sur.



En tal sentido, nuestras regiones representan un tremendo potencial.



En la Patagonia, junto con la Región de Aisén, contamos con la reserva de agua dulce más grande del hemisferio sur: los Campos de Hielo Norte y los Campos de Hielo Sur. Y podríamos ser los principales surtidores de este vital elemento para nuestro país y más allá de él.



También es posible abordar el poblamiento de un espacio vasto y poco habitado hoy día. El territorio de Magallanes es de 132 mil kilómetros cuadrados, siendo más grande que 110 de los 193 países miembros de las Naciones Unidas. Y eso que Magallanes es solo una región, no un país. Pero en ella habitan solo 131 mil personas, la mayor parte concentrada en Punta Arenas.



Debemos ir anticipándonos al poblamiento de este territorio, y aprovechándolo como una oportunidad. Pero hemos de hacerlo en forma sustentable, con viabilidad, para abordar los problemas medioambientales que puedan generarse.



Del mismo modo, en materia de producción de alimentos, tenemos que ver cómo aprovechamos las zonas climáticas y los suelos de la Patagonia, de las Regiones de Aisén y de Magallanes. Hoy no son cultivables. Pero ante el aumento de las lluvias, en veinte años más es probable que sí lo sean.



Entonces, debemos llevar adelante una discusión al respecto y poner al servicio de esa causa la investigación, el trabajo de las universidades regionales, la formación de profesionales.



A la vez, en materia energética tenemos un tremendo potencial hidroeléctrico, geotérmico, eólico, mareomotriz, que claramente no hemos sabido aprovechar hasta hoy.



En consecuencia, me parece que esta es una oportunidad para efectuar esa discusión, a fin de pensar una planificación territorial que aborde los desafíos del calentamiento global; para ver cómo avanzamos en la carretera hídrica, como una respuesta a la falta de agua, a la desertificación, o a fin de aprovechar instrumentos de la CORFO.



En tal sentido, ayer un estudiante planteaba cómo puede garantizar financiamiento para una propuesta de reutilización del plástico a fin de generar energía.



Yo creo que en eso necesitamos un rol mucho más activo de la CORFO, de los fondos concursables de financiamiento, que requiere un trabajo muy articulado, por un desafío que, insisto, no es un problema que tengamos que abordar en diez, quince años más, sino hoy día.



Por eso, apruebo con entusiasmo este proyecto de acuerdo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, los problemas globales, como la falta de paz, la desigual distribución de la riqueza o el cambio climático, tienen un lugar cada vez más relevante en la agenda nacional.



Aquellos problemas que veíamos como lejanos se tornan próximos y hasta urgentes.



Los dolorosos efectos de la guerra y la intolerancia en África y Asia tocan las puertas de Europa, con miles de refugiados que buscan protección.



Así también, el desastre ambiental provocado por décadas de explotación irracional de los recursos naturales y la producción de gases de efecto invernadero por parte de un puñado de países ricos está provocando cambios en el clima en todas las latitudes, y afecta desde los glaciares de la Patagonia hasta el nivel del mar que baña nuestras costas, incluidas centenares de islas ubicadas entre Chiloé y el Cabo de Hornos.



En consecuencia, hoy día, cuando hablamos de problemas globales, estamos hablando también de problemas nacionales y locales.



El cambio climático está modificando una realidad que se creía inmodificable y que se expresa en los más variados ámbitos de nuestra actividad.



Desde luego, condiciona las políticas impulsadas hasta hoy en materia de riesgos y catástrofes, como lo hemos podido comprobar en los recientes desastres de Atacama; en la prolongada sequía que ha llegado hasta las regiones del sur y que aún no puede darse por superada, pese a las últimas lluvias.



El cambio climático acentúa la importancia de establecer una política nacional del agua, resguardando su calidad de recurso esencial y de propiedad de todos los chilenos y, por qué no decirlo, de todos los habitantes del planeta.



Esta nueva realidad determina también nuevas políticas de fomento y apoyo a nuestra agricultura; y nuevas políticas de uso del borde costero, que afectan su uso residencial y actividades tan diversas como el turismo, la recreación, los puertos, la pesca y la salmonicultura.



Pero como sabemos que el cambio climático es provocado por la acción de gases de efecto invernadero, generados por fuentes tan diversas como el uso de combustibles fósiles para producir energía, de fertilizantes para la agricultura intensiva y de insumos para la industria de la refrigeración, entonces se puede concluir que son todos los habitantes los afectados por este fenómeno.



En consecuencia, las medidas deben estar a la altura de los desafíos que toca enfrentar a esta generación.



Con una de las costas más extensas del mundo, Chile está llamado a asumir un rol activo y de liderazgo en esta materia, como se ha expresado en la reciente Conferencia Internacional sobre Océanos llevada a cabo en dependencias de nuestro Congreso Nacional.



En tal sentido, Chile fue de los primeros países que ratificaron la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, que con el Protocolo de Kyoto entró en vigencia en 2005, luego de ser ratificado por 141 países.



Pese a que Chile no presenta obligaciones vinculantes con este acuerdo -como ya se ha dicho-, es de suma relevancia apoyar las iniciativas disponibles para aquellas naciones que tienen la obligación de cumplirlo, debido a su responsabilidad directa en el calentamiento global. Los grandes emisores -Estados Unidos, con 36 por ciento; la Unión Europea, con 24,2 por ciento; la Federación Rusa, con 17,4 por ciento; Japón con 8,5 por ciento; y Canadá y Australia, con 3,3 y 2 por ciento, respectivamente- deben responder a la ampliación de demandas ambientales y al liderazgo requerido a los países desarrollados en la reducción de emisiones.


Es un compromiso justo y urgente.



En el caso de Chile, y de acuerdo con las exigencias de “contribuciones nacionales determinadas” o compromisos que los países han adquirido conforme a sus capacidades, asumimos la obligación de innovar a partir de mecanismos de desarrollo limpio, considerando el avance de tecnologías respetuosas con el medioambiente.



Nuestro país se ha convertido de esta manera en uno de los pioneros en el desarrollo de esos mecanismos, siendo la primera nación de América Latina en aprobar proyectos de tales características.



En esos avances, es importante destacar que nuestras regiones tienen una responsabilidad primordial en ese tipo de compromisos, sobre todo cuando queremos impulsar un modelo de desarrollo que considere la igualdad y la sustentabilidad como un imperativo a largo plazo.



Al final, el costo ambiental de la actividad de países y regiones desarrollados lo soportan las naciones y regiones con menor crecimiento. Por eso, nuestra Región de Los Lagos es tan sensible en esta materia.



El desarrollo sustentable puede convertirse en un sello de carácter nacional que nos permita avanzar como país en las exigencias nacionales y mundiales, cumpliendo no solo con los acuerdos internacionales suscritos, sino también con un proyecto de sustentabilidad que asegure a los ciudadanos el apoyo a nuevas iniciativas en ese marco, profundizando e incentivando estos mecanismos voluntarios.



Por todas esas razones, señor Presidente, voto a favor de este instrumento internacional, que se inscribe dentro de un camino ineludible que deben emprender no solo la comunidad internacional, sino también y muy especialmente las comunidades regionales y locales.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, seré muy breve, porque recuerdo que, en su momento, cuando se aprobó el Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático se generó un gran debate aquí, en el Parlamento, con relación a cuáles iban a ser sus efectos. 



Ahora bien, el proyecto de acuerdo que nos ocupa tiene por objeto aprobar una Enmienda al referido instrumento internacional. Y, a mi juicio, ello tiene buenas y no tan buenas noticias.



Voy a quedarme con las buenas.



Se trata de una señal pública internacional importante.



Si bien en el marco original el primer período de compromiso expiró el 2012, en que se dispuso la obligación de reducir las emisiones de 5,2 por ciento respecto de los niveles existentes en 1990, lo cierto es que su cumplimiento, dependiendo de cómo se mida, no fue el óptimo.



En este segundo paso se trata de aumentar el nivel de exigencia como una señal en el sentido de que a nuestro planeta hay que cuidarlo. Y, en tal virtud, creo que sería bueno aprobar dicha Enmienda. Hay poca discusión sobre el particular, más allá de que -y también es verdad- no afecta mayormente a nuestro país, porque está fuera del rango de acción de las naciones que se hallan más obligadas.



Lo único que yo quiero connotar es que también hay que hacerse cargo de lo que está pasando en el mundo.



En este segundo período -hay que recordar que Estados Unidos no ratificó el Protocolo-, se han retirado Japón, Canadá y Nueva Zelandia. El grupo de países que queda solo suma el 15 por ciento de las emisiones mundiales. Estamos hablando específicamente de la Unión Europea, Australia, Noruega, Islandia, Croacia, Kazajistán, Liechtenstein y Mónaco.



Ese es el ámbito de acción al cual obligaría la Enmienda en comento, en la medida que -y esta es la segunda parte- la acepten a lo menos tres cuartas partes de las 144 naciones que suscribieron el Protocolo. Hasta ahora solo lo han hecho 49, según consta en los respectivos registros.



Entonces, ¿qué quiero plantear?



Yo creo que uno debe alegrarse de que el tema ambiental siga cierto ritmo, de que haya una dosis de exigencia, de que los países no se den por vencidos en función de que otros utilicen distintos mecanismos. Porque ello también es parte de la discusión científica respecto del calentamiento global. Y basta ver todas las revistas que hoy circulan para darse cuenta de que existen diferentes formas de acercamiento.



No creo que aquí estén los buenos y los malos. Pienso que hay personas que emplean cierta lógica para enfrentar los problemas y otras utilizan una distinta.



Sí, debo señalar que el instrumento que nos ocupa es de carácter limitado. Hablamos del 15 por ciento de las emisiones mundiales, no de una cifra mayor.



Entonces, me parece que, como señal pública, política, de país, estamos en el camino correcto al aprobar esta Enmienda. Seremos la nación número 50 que lo haga. Y aún falta un largo trecho por recorrer.



Pero también hay que ser conscientes de que a nivel planetario existe todavía una distancia importante a los efectos de concordar la forma como enfrentar obligatoriamente este tipo de convenios.



Porque ahí surge la vieja discusión de los países desarrollados versus los que están en vías de desarrollo. Para estos últimos no es tan fácil someterse a determinados parámetros, que podrían disminuir el avance alcanzado. Las naciones más adelantadas tampoco quieren ver menoscabada la calidad de vida que tienen instalada para sus ciudadanos.



No son cuestiones sencillas, sino más bien complejas.



En todo caso, me parece que la aprobación de este instrumento constituye una señal que va en la línea correcta.



Sin embargo, siento que existe una distancia importante con el hecho de cantar victoria. Aquí hay que seguir con los brazos y las mentes abiertos a buscar otras fórmulas, otros modelos.



Se señala que en diciembre podría haber un acuerdo más masivo en esta materia, cuestión que sería muy relevante para enfrentar de manera distinta el siglo XXI respecto de cómo se encaró el siglo anterior.



Imagino que en forma unánime nos pronunciaremos a favor de este proyecto de acuerdo. Pero yo quería al menos hacer todas esas precisiones, para no instalar sensaciones que al final no son tales.



Voto que sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quizás la mejor noticia que nos trae este proyecto de acuerdo es que Estados Unidos por fin va a cumplir lo que prometió.



Hasta los años 2005 y 2006, los supuestos del Protocolo de Kyoto fueron ignorados por esa nación: no se sometió a dicho instrumento internacional.



Barack Obama ha anunciado que Estados Unidos va a disminuir de 26 a 28 por ciento las emisiones. Sin duda, ese país es el mayor emisor de gases responsables del calentamiento global.



Pero yo pregunto: ¿Quién fiscaliza que eso ocurra?



El debate que se dio en la Cumbre de Kyoto apuntaba a que los países que producían mayores emisiones contaminantes eran los que más debían disminuirlas, puesto que a las naciones emergentes -y es a lo que el Senador Coloma hacía referencia-, que utilizan energía proveniente de combustibles fósiles, como el petróleo, también les asistía el derecho a desarrollarse. Porque los países que ya habían alcanzado el desarrollo (contaminando el medioambiente, provocando el cambio climático y, en particular, el calentamiento global) tenían una mayor responsabilidad.



Estados Unidos continúa teniéndola. Es actualmente el principal emisor de los gases que están provocando el calentamiento global. Lo sigue de cerca China, potencia en desarrollo.



Países como Chile y los del resto de América del Sur pueden realizar una contribución. Pero mientras los grandes productores de emisiones contaminantes no cuenten con una política responsable, nuestros esfuerzos serán más bien marginales.



Nuestro país ha señalado su propia agenda (20/25), para tener el año 2025 el 20 por ciento de la matriz energética con energías renovables no convencionales. Alemania se ha planteado de aquí al 2050 contar con el 100 por ciento. Ello, al objeto de eliminar totalmente la causal del calentamiento global.



Hasta hace poco ese fenómeno era atribuido a causas externas, no humanas.



Ha habido documentales. Se ha registrado un gran debate científico. Y ya está claro que el hombre es el responsable del calentamiento global, y en particular, los países en desarrollo.



Por eso, si bien Chile no posee compromisos de carácter vinculante en la reducción de gases de efecto invernadero, el contribuir a ser parte de quienes están realizado ingentes esfuerzos por disminuirlos sin duda es un buen elemento de presentación y una saludable pedagogía ciudadana.



Por tal motivo, más allá de que se trate de un instrumento internacional -de hecho, a la Comisión encargada de su estudio solo asistió el Director de Medio Ambiente y Asuntos Marítimos del Ministerio de Relaciones Exteriores-, uno hubiera querido hacer un debate más ciudadano sobre esta materia.



Los compromisos internacionales relacionados con el planeta, con la humanidad, no merecen ser solo una discusión de un grupo de expertos.



Señor Presidente, cuando debamos debatir este tipo de protocolos, que involucran una acción mancomunada de la ciudadanía con el Estado, quisiera que tuviéramos la posibilidad de escuchar a las organizaciones medioambientales, a los expertos, de tal manera que no nos quedemos en la simple ratificación de un convenio, sino que analicemos lo que eso significa para Chile.



La Enmienda en estudio estableció un segundo lapso de compromiso, situado entre los años 2013 y 2020, en el cual las naciones desarrolladas deben asumir el liderazgo en lo concerniente a la reducción de las emisiones contaminantes. No obstante, este segundo período presenta la debilidad de que se han sustraído de dicho compromiso Rusia, Japón, Canadá y Nueva Zelandia, centrándose fundamentalmente su acatamiento en los países integrantes de la Unión Europea.


El Director de Medio Ambiente y Asuntos Marítimos del Ministerio de Relaciones Exteriores señaló que Estados Unidos no cumplió el Protocolo de Kyoto (¡en esa nación más bien se corrieron por la tangente…!).



Dijo que, entre los años 2008 y 2012, la obligación de reducir las emisiones para los seis principales gases que regula la Convención “no fue respetada por Estados Unidos, que en ese momento se erigía como el país con más emisiones de ese tipo en el mundo, sitial que hoy en día es ocupado por China”.



Eso es efectivo.



Entonces, ¿qué le queda a un país pequeño como el nuestro? Ser parte de una consciencia crítica en el sentido de que nuestro planeta se está echando a perder y se está tornando invivible.



¡Estamos destruyendo el mundo! Y lo están destruyendo los poderosos, las naciones más desarrolladas: ayer Estados Unidos y hoy China.



¿Qué podemos hacer? Lograr que los pequeños esfuerzos que un país como Chile puede realizar se vean reflejados a lo menos en un debate internacional cuyo objetivo sea que cada cual cargue con sus propias responsabilidades.



Con esta discusión nosotros contribuimos a aprobar la Enmienda al Protocolo de Kyoto.



Sin embargo, la contaminación, el calentamiento global continúan.



Nuestros océanos están cambiando, se están calentando.



Nuestros hielos eternos se están deshaciendo. Así ocurre con la Antártica y con el Polo Norte.



Parece que todos los esfuerzos no son suficientes.



No tuve la posibilidad de participar en la Comisión que discutió este proyecto de acuerdo, que -según entiendo- fue la de Relaciones Exteriores.



Escuché al Presidente de la Comisión de Medio Ambiente.



Me habría gustado oír a expertos que nos dijeran si las medidas que están tomando los países desarrollados y los que se encuentran en vías de desarrollo, como Chile, son las adecuadas para detener el cambio climático, para paralizar el calentamiento global.



¿Vamos en la senda correcta o estamos tardíamente llegando a aquello?



Se trata de un asunto no menor.



Estamos aprobando la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto. Y que Japón, Canadá y Nueva Zelandia -esto es impresionante-, que son referentes obligados en sistemas democráticos, de participación ciudadana, se excluyan debe tener una explicación.



No hay ningún representante del Ministerio de Relaciones Exteriores en la Sala.



Uno podría entenderlo de Rusia, que todavía se halla en desarrollo. La Guerra Fría ya no existe, pero hay una competencia permanente con los Estados Unidos.



¿Pero por qué Japón, Canadá y Nueva Zelandia? ¿Cuál es la raíz de esa decisión política que toman países importantes, de mucho prestigio internacional?



Ello forma parte de un debate que quedará inconcluso. Porque vemos que naciones tan poderosas y relevantes como las que he mencionado se sustraen de este compromiso, mientras que Chile se incluye.



Las emisiones de Canadá deben de superar ampliamente las chilenas. Lo mismo las de Japón.



Entonces, qué hacer, a partir del Protocolo de Kyoto, para que los países que se excluyen de aprobar esta Enmienda la suscriban y así cooperen en esta tarea de todos, que es mantener el planeta donde vivimos, la casa donde cohabitamos. 



Si no vamos a la cuestión de fondo, esta aprobación será más bien protocolar, administrativa, un tanto burocrática.



Más allá de la simple votación, se trata de un debate tremendamente político y social, pues está en cuestión la sobrevivencia de la humanidad.



Algunos planteaban que eran alarmistas aquellos que hace treinta, cuarenta años señalaban que la Tierra se estaba calentando. No lo creían. ¡Decían que era falso! 



Pero ello cada día asoma como una inminente realidad, tal vez irreversible. 



Chile puede contribuir a abrir esa discusión en el Senado. Pero habría sido muy interesante conocer la opinión de los expertos sobre la exclusión de potencias como las que señalé.



Voto a favor, con la recomendación de que debiéramos profundizar esta materia en un debate ciudadano.



¡Patagonia sin represas!


¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, voy a concurrir con mi voto favorable al proyecto de acuerdo que aprueba la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto. 



Cuando hablamos de materias globales, nos damos cuenta de que estas pueden ser de distinta naturaleza. Algunas se dice que lo son porque tratan de hacerse cargo de valores compartidos.



Pienso, por ejemplo, en asuntos relativos a los derechos humanos.



Existe una agenda global de derechos humanos. Participan Chile, Estados Unidos, Argentina, en fin. Y se pronuncian sobre ella.



Esa es una agenda valórica.



Hay temas globales, como las hambrunas, las sequías, las guerras civiles, los refugiados. Aquí prima el criterio de que son asuntos que todos comparten, por una cuestión valórica, pero que se hallan acotados en alguna parte del globo terráqueo.



La hambruna que existe en Etiopía no afecta a Chile. Nuestro país contribuye a la solución del problema, manda fuerzas de paz, etcétera. Pero se trata de una materia global que se halla radicada en un lugar distinto del planeta.



Hay otras cuestiones que tienen impacto global universal. Y ahí se inserta el cambio climático.



Esa es la seriedad de este asunto. Porque lo que hagan terceros fuera de nuestra área de jurisdicción termina afectándonos en Chile.



Se discutió si el cambio climático tenía o no asidero en la realidad.



Hoy, sobre el 97 por ciento de los científicos del mundo asevera que el cambio climático existe: ha aumentado el nivel de las aguas; hay sequías; se verifica un progresivo deshielo de las masas glaciares, y el aumento de la temperatura global de casi 0,85 grados es algo palpable. 



El impacto en la temperatura, en el nivel de las aguas, en los deshielos se traduce en efectos económicos y sociales.



La sequía, los riesgos en la salud, los fenómenos meteorológicos extremos como las tormentas y huracanes que hemos visto recurrentemente, los daños en las cosechas y en la producción alimentaria se relacionan al final del día con las emigraciones, los refugiados, etcétera.



Entonces, en ese esquema uno aborda esta materia.



Hoy la debatimos en el Senado.



Ayer se realizó en el Congreso Nacional una actividad vinculada con la conferencia mundial “Nuestro Océano”, en la que tanto el Presidente de nuestra Corporación como otros Senadores participaron. Y ello está íntimamente ligado a lo que ahora discutimos. ¿Por qué razón? Porque hoy los océanos están recibiendo el principal daño por el tipo de energía que utilizamos, que proviene básicamente de combustibles fósiles.



Todo eso está generando el cambio climático.



Ahora bien, uno podría pensar que se trata de cuestiones de índole internacional, de conferencias de un día. Sin embargo, ahora la Región de Valparaíso vive una de las sequías más grandes registradas en los últimos cincuenta años.



¿Ha habido sequías en Chile antes? Sin duda que sí.



Pero la frecuencia, la magnitud, la profundidad de las actuales sequías tiene que ver con el cambio climático.



La pregunta es qué haremos para enfrentar ese problema.



¿Ratificaremos la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto? No cabe ninguna duda de que sí lo haremos.



¿Nos pondremos con más recursos para investigación internacional? ¡Por supuesto!



La pregunta que surge también es qué medidas adoptaremos domésticamente.



Ahí pasa a ser clave sustituir la generación de energías altamente contaminantes y que contribuyen al efecto invernadero por el desarrollo de otras que no lo sean, como las energías renovables no convencionales.



Creo que hay que ser más conscientes en esta materia.



Para ello debe haber mayor educación. También son importantes los incentivos tributarios, económicos, en fin.



Debemos hacernos cargo de que, con el actual sistema, se disminuyen las posibilidades de sobrevivencia de la especie humana en los próximos siglos.



De no hacer nada, a finales de esta centuria la temperatura de la Tierra aumentará por sobre 4 grados.



Ello será tremendamente dañino. Porque los científicos estiman que, con dos grados más, el impacto sobre la economía y la vida de las personas y de las especies va a ser devastador.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (30 votos afirmativos) y queda concluida su discusión en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
MODIFICACIÓN A LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde proseguir la votación particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con segundo informe de las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.



--Los antecedentes sobre el proyecto (2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 26ª, en 11 de junio de 2008.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.



Salud (nuevo): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.



Agricultura y Salud, unidas (segundo): sesión 6ª, en 7 de abril de 2014.



Discusión:



Sesiones 11ª, en 20 de abril de 2011 (se aplaza su discusión); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 42ª, en 30 de julio de 2013 (se aplaza la votación); 2ª, en 18 de marzo de 2014 (se aplaza la votación); 4ª, en 1 de abril de 2014 (se aprueba en general); 6ª, en 7 de abril de 2015 (queda para segunda discusión); 14ª, en 6 de mayo de 2015 (se aplaza la votación en particular); 26ª, en 9 de junio de 2015 (se aplaza la votación en particular); 30ª, en 30 de junio de 2015 (votación en particular pendiente); 36ª, en 21 de julio de 2015 (votación en particular pendiente); 37ª, en 22 de julio de 2015 (votación en particular pendiente); 39ª, en 4 de agosto de 2015 (votación en particular pendiente); 49ª, en 2 de septiembre de 2015 (votación en particular pendiente); 55ª, en 29 de septiembre de 2015 (votación en particular pendiente).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que está pendiente la votación particular de diversas normas del proyecto.



Les ruego a Sus Señorías dirigirse a la página 27 del comparado.



En la tercera columna figura una disposición que no tuvo enmiendas en el segundo informe. Pero, como se pidió votación separada de cada precepto, corresponde pronunciarse sobre ella.



Dice: “b) Reemplázase, en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la expresión ‘de fútbol profesional’ por la palabra ‘masivos’.”.



Eso significa que, con respecto a la primera columna, donde está el texto legal vigente, la norma propuesta expresa: “En los espectáculos masivos que el intendente determine que existe riesgo para la seguridad pública, decretará la prohibición de venta o entrega de bebidas” (la norma sigue en la página 28) “alcohólicas en los centros o recintos donde se lleven a efecto y en un perímetro máximo de cinco cuadras, medida que regirá desde tres horas antes del inicio del evento hasta tres horas después de su finalización.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación el remplazo propuesto.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la enmienda sugerida es de toda lógica a los efectos de extender la prohibición explicitada, que el intendente podrá decretar, a cualquier espectáculo masivo.



Por lo mismo, el llamado a la Sala es básicamente a aprobar dicha modificación, con la que se procura evitar un consumo de alcohol que pueda provocar actos violentos. Porque es factible que estos se registren con motivo no solo de los espectáculos de fútbol profesional, sino también de cualquier evento masivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, llamo a tener más cuidado con la redacción del precepto que nos ocupa.



Entiendo la idea que planteó el colega Chahuán de remplazar la expresión “fútbol profesional” por “masivos”.



En el fondo, se diría “En los espectáculos masivos que el intendente determine que existe riesgo para la seguridad pública, decretará la prohibición de venta o entrega de bebidas alcohólicas en los centros o recintos donde se lleven a efecto...”. La disposición está bien hasta ahí. El problema estriba en lo que sigue: “... y en un perímetro máximo de cinco cuadras, medida que regirá desde tres horas antes del inicio del evento hasta tres horas después de su finalización.”.



Se habla de “espectáculos masivos”. ¿Qué es masivo? ¿Una cena a la que llegan 1.000 personas para un evento de carácter social o cultural, para un espectáculo, para un acto de una junta de vecinos?



Eso puede ser declarado masivo.



La pregunta, entonces, es qué culpa tiene el resto de los negocios, o de los restoranes, o de todos los salones que puedan existir en cinco cuadras a la redonda.



¿Y quién autoriza ese tipo de eventos?



Puede ser un espectáculo privado. Puede ser un evento de 3 mil o de 20 mil personas.



Por ejemplo, me parece que la señorita Katy Perry -entiendo que es una artista espectacular- cantará esta noche en el antiguo velódromo del estadio Nacional. Considero que está bien que ahí no exista expendio de bebidas alcohólicas. ¿Pero qué pasa con las cinco cuadras a la redonda, donde hay restoranes, fuentes de soda, locales comerciales, supermercados?



Pienso que, en la lógica del proyecto, lo que se plantea dice relación con los espectáculos de fútbol profesional y la aplicación de la Ley de Violencia en los Estadios, lo cual tiene otro tratamiento. Me parece que es necesario concordarlo. Sin embargo, yo no lo dejaría con el carácter tan amplio de la expresión “espectáculos masivos”. Porque “masivos” puede ser cualquier cosa: con 100, con 500, con 1.000, con 50 mil personas, y eventos de distinto tipo.



Entonces, se trata de facultar al intendente para que califique y aplique una restricción extraordinariamente delicada y que puede afectar a muchísima gente que nada tiene que ver con el espectáculo propiamente tal.



Ahora, lo más probable es que sea un evento pagado, donde hay ganancias para algunos, Y ello, en detrimento o desmedro de otros.



Aquí, como en tantas otras cosas, lo ideal es enemigo de lo bueno. Y lo que se propone puede prestarse para hartas confusiones y para mucha injusticia.



Por precaución, voy a votar en contra del remplazo que se plantea.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, en principio, el cambio sugerido parece bastante razonable. Y la determinación del riesgo por el intendente también parece razonable, porque la hace generalmente cuando hay espectáculos de fútbol profesional.



El problema radica en que en la legislación vigente no tenemos una regulación para espectáculos masivos que no sean de fútbol profesional.



Ahora, el Subsecretario de Prevención del Delito nos dijo en la Comisión de Gobierno, cuando conversamos sobre la Ley de Violencia en los Estadios, que venía un proyecto destinado a regular lo concerniente a los espectáculos masivos.



Entonces, quizá lo relativo a la venta o entrega de bebidas alcohólicas deberíamos dejarlo para la iniciativa que se nos anunció.



Lo que señala el Senador Pizarro de alguna manera hace sentido, pues ha de regularse un montón de cosas -no solo las concernientes al alcohol- en el caso de los espectáculos masivos que no son los del fútbol profesional. Todo eso debiera ir coherentemente en un texto legal.



Acá se le está poniendo al intendente una presión bastante fuerte solo para el caso de las bebidas alcohólicas. Sin embargo, a mi entender, deberíamos ver la solución completa en la legislación que se supone viene en camino para regular lo atinente a los espectáculos masivos.



Ahora, si no se concretara la ley anunciada, en algún minuto habría que reglar lo vinculado con las bebidas alcohólicas, pues, sin duda, se les provoca un problema a las personas que viven alrededor de los lugares donde se realiza ese tipo de eventos.



Por consiguiente, yo también voy a votar que no, porque me hace sentido lo que se planteó con respecto al intendente y, además, porque estimo que debiéramos regular la materia en una legislación completa sobre los espectáculos masivos.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, cuando discutimos la Ley de Violencia en los Estadios señalamos con bastante antelación el objetivo de evitar molestias a los vecinos que están al lado de los estadios. Porque los problemas se registran dentro de estos recintos, pero principalmente fuera de ellos. ¿Y cuál es la idea final? Evitar que el alcohol sea el elemento vinculante de todos los desórdenes que provocan perjuicio a las propiedades pública y privada, y muchas veces, daños físicos a los propios participantes en los eventos.



Por tanto, el cambio de la clasificación “espectáculos de fútbol profesional” a “espectáculos masivos” se halla en esa línea. Y la prohibición respecto a las cinco cuadras, a la que hizo referencia el Senador Pizarro, está en la ley permanente sobre espectáculos de fútbol profesional.



Viene un proyecto específico sobre la materia. Sin embargo, la Ley de Violencia en los Estadios se ajustó después de muchos años, los que no sirvieron de nada.



Yo quiero decir que lo que abunda no daña. Tan solo debemos tener fe en el criterio del intendente.



Uno podría decir, entonces: “Regulemos la facultad del intendente”. Porque en Santiago, por ejemplo, a veces han jugado clubes deportivos muy populares y algunos jóvenes han sido detenidos en Las Condes solo por vestir la camiseta del club más popular de Chile. Y lo he denunciado en este mismo Senado: cuando han jugado Colo-Colo y la Universidad Católica en el estadio de este último club se ha detenido a muchachos por vestir la camiseta de Colo-Colo; ello, sin mediar ningún otro hecho y de manera abusiva, discriminatoria e ilegal.



Entonces, uno pregunta cuál es la facultad del intendente. Y si es necesario, acotémosla. O sea, que cuando el Intendente de Santiago use la facultad que le otorgamos como principal autoridad metropolitana lo haga de manera adecuada, acotada y diferenciada.



Porque, en el caso que cité, está bien que instruya para que los jóvenes del Colo-Colo lleguen vigilados y regulados al estadio de la Católica.



¿Cómo se llama ese estadio, Senador Coloma?

El señor COLOMA.- ¡Yo no soy de la Católica! ¡Que quede claro...!

El señor NAVARRO.- ¿Santa Rosa de Las Condes?

El señor LAGOS.- No: San Carlos de Apoquindo.

El señor NAVARRO.- San Carlos de Apoquindo, me dice el colega Lagos.

El señor LAGOS.- ¡Donde Colo-Colo perdió 2-1 el domingo último...!

El señor NAVARRO.- Entonces, señora Presidenta, el problema no está en la norma sobre espectáculos masivos, sino en el criterio que aplica el intendente, quien en el caso que nos ocupa tiene una manga muy ancha, porque, sin expresión de causa, puede determinar restricciones sobre la base de que, a su parecer, existe riesgo para la seguridad pública. 



En consecuencia, no obstante convenir en que durante la realización de espectáculos de diversa naturaleza puede haber efectos colaterales no buscados -sabemos que ningún deporte masivo está exento de explosiones de violencia; ¡si hasta en el tenis se tiran las sillas por la cabeza...!-, pienso que se debe regular la acción del intendente en el sentido de que haya un parámetro diferenciador.



Señora Presidenta, ¿es factible presentar indicaciones?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Estamos en la votación particular, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- ¡Ubíquese, señor Senador...!
El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, yo estoy por votar a favor la definición de espectáculos masivos, pues me parece muy segregador, discriminatorio hablar solo del fútbol profesional. Porque a mí no me gustaría que hubiera alcohol y violencia en eventos en que participan nuestros hijos -festivales de música, por ejemplo-, los que deben ser objeto de restricciones para evitar aquello.



Entonces, si existe un mismo diagnóstico en cuanto a que donde se realizan tales eventos masivos la venta de bebidas alcohólicas atenta contra la paz y la tranquilidad, debiera incorporarse el concepto de “espectáculos masivos”. 



Yo voy a votar a favor del remplazo propuesto, pero señalando claramente que el intendente debe tener un margen de acción acotado, diferenciador.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, solo para que entendamos qué estamos haciendo, debo precisar que ya se encuentran aprobadas regulaciones muy estrictas respecto al expendio de bebidas alcohólicas tratándose de partidos de fútbol considerados de alto riesgo por el intendente, quien en tal caso podrá decretar que a cinco cuadras a la redonda ellas no podrán venderse o entregarse.



Ahora se está planteando que aquello, que es únicamente para el fútbol profesional, se haga extensivo a todos los espectáculos masivos en que pudiera existir riesgo.



La preocupación que me surge es que “partidos de fútbol de alto riesgo” es distinto de “eventos masivos que pudieran ser de alto riesgo”.



En general los actos masivos qué son. ¿Conciertos? ¿Concentraciones? ¿Marchas? Qué son.



Entonces, como va a haber, según dijo el Subsecretario de Prevención del Delito, un proyecto de ley que regulará los actos masivos, yo preferiría estar a lo que disponga esa iniciativa; no sobrerreglamentar ni afectar para eventos que no sean del fútbol profesional el suministro de bebidas alcohólicas a cinco cuadras a la redonda, y regular la materia en su oportunidad.



Si en el proyecto que se anunció hay buenas razones para establecer el mismo criterio, ciertamente lo voy a apoyar. Pero me parece improcedente hacer ahora un símil con lo del fútbol profesional, historia que ya conocemos: sabemos de qué se trata; tenemos claro lo que ha ocurrido y que la situación todavía no se ha resuelto. O sea, yo no replicaría lo que ocurre ahí al resto de las actividades masivas. Por lo demás, hasta ahora no hemos tenido situaciones que lamentar a ese respecto y, por ende, no hay antecedentes que justifiquen proceder de aquella manera.



Por último, no va a haber vuelta en cuanto a que siempre deberemos confiar en el buen criterio de los intendentes, quienes son autoridades. Pero, por más que acotemos su facultad, ello no va a resolver el problema.



De consiguiente, prefiero esperar el proyecto de ley que reglará los actos masivos y dejar la regulación que nos ocupa ahora, que es bastante estricta, limitada al fútbol profesional.



Así que voy a votar en contra del remplazo sugerido.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, recogiendo los planteamientos que se han hecho y las muy bien argumentadas aprensiones planteadas acá por el Senador Pizarro y recogidas por otros colegas, apelo a la unanimidad de esta Sala para acoger una proposición.



Entiendo que tiene sentido la primera parte del inciso cuarto con el remplazo que se sugiere. O sea, la que diría “Los espectáculos masivos que el Intendente determine que existe riesgo para la seguridad pública, decretará la prohibición de venta o entrega de bebidas alcohólicas en los centros o recintos donde se lleven a efecto...”. 



Lo que genera problema es más bien la segunda parte de dicho precepto, donde se expresa: “... y en un perímetro máximo de cinco cuadras, medida que regirá desde tres horas antes del inicio del evento hasta tres horas después de su finalización.”.



Probablemente en la Comisión debimos haber incorporado un párrafo referente a los espectáculos masivos, pero con la prohibición decretada por el intendente en cuanto a la venta de bebidas alcohólicas solo dentro del recinto. Todos entendemos que tal es el sentido de resguardo, de prudencia o de cuidado. Y ello no genera las complicaciones derivadas de involucrar a todo el barrio en varias cuadras a la redonda.



Eso, por el trámite en que estamos, requiere la unanimidad de la Sala.



No sé si tal proposición permite zanjar las diferencias que hay e incorporar los planteamientos que se han formulado. 



Le ruego consultarlo, estimada Presidenta.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- En cuanto al planteamiento de la Senadora señora Goic...

El señor MOREIRA.- ¿Me permite una prevención, señora Presidenta?
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Sí, Su Señoría.
El señor MOREIRA.- Solo quiero pedir que la proposición quede para un momento más, pues considero muy importante que cuando se vea esté en la Sala el Senador Chahuán, quien debió salir por un minuto. Yo no puedo dar la unanimidad si Su Señoría no se halla presente.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- En todo caso, como estamos en votación, reglamentariamente no corresponde abrir debate sobre la proposición que se hizo.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Su Señoría ya fundó el voto.

El señor CHAHUÁN.- Así es, señora Presidenta. Simplemente, quiero efectuar una aclaración de hecho respecto a un planteamiento del Senador Pizarro.



La norma que nos ocupa tiene una condición adicional: que “el Intendente determine que existe riesgo para la seguridad pública”. O sea, no es cualquier reunión masiva. 



Solo quería aclararlo, señora Presidenta, porque fui aludido.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tengo que recabar el acuerdo de la Sala para acoger o no el planteamiento de la Honorable señora Goic. Sin embargo, Su Señoría debería formular una propuesta concreta, porque estamos en votación.



Puede intervenir el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, comparto la idea de mi colega. Juzgo importante materializarla, pues ella expone…

El señor PIZARRO.- Estamos en votación.

El señor ESPINA.-… una distinción que me parece bien. En el fondo, se mantendría como está la norma respecto del fútbol profesional, que incluye la posibilidad de que el Intendente establezca la limitación en un perímetro máximo de cinco cuadras del lugar del espectáculo; pero, como se ha expresado con toda razón, el acto masivo es de otra naturaleza, por lo que la restricción haría referencia al sitio donde tiene lugar.



En consecuencia, al menos el Senador que habla está de acuerdo con que se redacte la indicación pertinente en el transcurso del debate. A mí me parece que la sugerencia resulta razonable y resuelve problemas de naturaleza diversa.



Apoyo, entonces, la proposición de la Honorable señora Goic.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, seré muy breve.



Lo que corresponde es finalizar la votación, conocer el resultado y después determinar si hay unanimidad en la Sala para el efecto requerido. En el fondo, se trata de eliminar la parte relativa al perímetro máximo.

La señora GOIC.- Se agregaría una disposición nueva.

El señor PIZARRO.- Si es así, sería preciso trabajar en sus términos una vez que se llegue a una definición.



Insisto en que concluya nuestro pronunciamiento y se conozca el resultado. Porque si el texto se aprueba como está, no hay nada que hacer. Si se rechaza, será posible revisar.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Concuerdo con Su Señoría. Creo que no es pertinente opinar acerca de un nuevo texto en el marco de un debate en particular y, además, en votación.



¿Desea intervenir sobre una cuestión de Reglamento, Honorable señor Larraín?

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, lo que ocurre es que la norma resulta muy distinta si se incluye la palabra “masivos” en lugar de “fútbol profesional”. Si se contempla ese vocablo, considero absolutamente necesario aprobar la proposición de la Senadora señora Goic. Entonces, no da lo mismo como se vote.



Por lo tanto, juzgo importante definir sobre qué nos pronunciamos, para el efecto de lograr algún acuerdo. Considero que extender del espectáculo de fútbol profesional a los actos masivos es hacer referencia a un contorno demasiado amplio. No sabemos qué estaríamos incorporando. Estimo muy necesario que ello se encuentre ligado a alguna restricción razonable, a menos que exista una reglamentación que pueda definir cuándo se trata de espectáculos masivos que importen un riesgo. Parece que la cuestión no se halla bien resuelta.



Si no mediara una precisión antes de votar, quizás preferiría rechazar la incorporación del vocablo “masivos” en caso de no conllevar alguna regulación adicional, porque constituye un “océano”.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Pienso que, en el fondo, existe acuerdo en el sentido de que la propuesta de la Honorable señora Goic es pertinente. Sin embargo, en el tratamiento de proyectos y votaciones nos regimos por el Reglamento.



Tiene la palabra el señor Secretario, nuestro ministro de fe, para que exprese cuál es el curso que debemos seguir.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, dispone que el intendente, respecto de los espectáculos de fútbol profesional determinados riesgosos, decretará una prohibición de venta de alcohol “en un perímetro máximo de cinco cuadras, medida que regirá desde tres horas antes del inicio del evento hasta tres horas después de su finalización”.



Lo único que está haciendo el texto aprobado en general es cambiar la expresión “de fútbol profesional” por la palabra “masivos”, vale decir, la medida se generalizaría. Regular ese aspecto en forma distinta es iniciativa exclusiva del Ejecutivo, en mi concepto, porque se le daría una atribución al intendente.


De consiguiente, ahí hay un problema adicional, sin perjuicio de lo que Sus Señorías estimen.



Nada más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, se trata de dos cosas separadas.



Comparto lo de que el otorgamiento de una nueva potestad al intendente es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. Entonces, debemos ser coherentes, pues significa que podemos hacerlo en todos los proyectos de ley que estamos discutiendo. En la Comisión de Gobierno se estudian muchos y a veces nos ha tocado rechazar estas facultades por no venir con el patrocinio necesario.



El señor Secretario tiene toda la razón: lo que estamos haciendo es otorgarle a dicha autoridad una atribución de la cual hoy carece. El intendente, cuando se trata de un espectáculo de fútbol profesional, puede prohibir la venta de alcohol en el recinto respectivo y en hasta cinco cuadras a la redonda, en virtud de la norma legal vigente. Es algo que extendemos ahora bastante más y le decimos que podrá determinar la medida con motivo de actos masivos. Eso es de iniciativa del Ejecutivo de todas maneras. Abrigo un convencimiento al respecto.



Sin perjuicio de lo anterior, que haría concluir que el señor Presidente debe declarar inadmisible la indicación -al menos el Senador que habla lo plantea así, no porque no comparta lo que se dice, sino por estimar que se tiene que respetar la Carta-, la propuesta de la Honorable señora Goic es razonable. Ello, si el Gobierno estuviera dispuesto a patrocinarla. Porque Su Señoría diferencia al expresar que, tratándose de un espectáculo de fútbol profesional, el intendente mantiene su facultad de decretar la prohibición cuando se afecte el orden público y hasta por cinco cuadras a la redonda, y que, en el caso de actos masivos, la medida tiene que limitarse exclusivamente al lugar donde se están realizando.


Es una salida sensata: son dos situaciones distintas. Mas a mí me parece, en relación con cualquiera de ellas, que se requiere el patrocinio del Ejecutivo.



Por lo tanto, a pesar de estar de acuerdo con la señora Senadora, pido declarar…
El señor COLOMA.- La norma viene de la Cámara.

El señor ESPINA.- Así será, pero no podemos aprobar disposiciones inconstitucionales.

El señor PROKURICA.- Es preciso declarar la inadmisibilidad en su momento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Solo deseo aclarar que esta no es una norma producto de una indicación, sino el texto acogido en general, que efectivamente procede de la otra rama del Congreso, lo que al Senado le permite rechazar, si lo estima pertinente, o aprobar.



Lo que pasa es que el Honorable señor Letelier pidió pronunciarse separadamente, hace muchas sesiones, sobre cada una de las disposiciones del proyecto. Es por esta sola razón que se está votando, ya que la regla general, si no han mediado indicaciones ni modificaciones, es que la norma derechamente quede aprobada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Reglamentariamente, no se puede suspender la votación. Ya han intervenido todos los inscritos, así que vamos a conocer el resultado. Después sería posible incorporar -naturalmente, si hay unanimidad- una indicación.



Puede intervenir el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, después de la explicación que ha dado el señor Secretario, que comparto, quisiera consultar si el texto de la Cámara fue o no producto de una indicación parlamentaria. Porque si fue así, se debería declarar inadmisible.



El artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional señala que esto último es posible en cualquier estado de la tramitación de una iniciativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sus Señorías se van a dar cuenta, por el resultado de la votación, de que el debate resulta un poco inoficioso.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 17 votos contra 6, se rechaza la letra b) del número 3 del artículo 3° del proyecto.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, Espina, Guillier, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Chahuán, Horvath, Moreira y Navarro.
)-----------------(
El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, le pido a la Mesa recabar la autorización de la Sala para que el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del Gobierno regional pueda ser discutido en general y en particular por la Comisión de Gobierno, y no solo en general.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?
El señor NAVARRO.- ¿A qué se hace referencia?

El señor ESPINA.- Lo que he señalado dice relación con el órgano técnico. El asunto será tratado después en el Hemiciclo.

El señor NAVARRO.- ¿Pero cómo van a abordar en esa forma…?

El señor ESPINA.- No hemos partido abocándonos al texto. Lo que digo es que, si se quiere que llegue a la Sala con todas las sugerencias y cambios a que dé lugar, la posibilidad de formular indicaciones en la Comisión facilitará el debate. Precisamente se ha acogido la petición de todas las organizaciones que desean expresar su opinión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si no hay objeciones, se acogerá la solicitud.



Acordado.

)------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En relación con el artículo 3° del proyecto, las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas, recomiendan contemplar un número 4, nuevo, aprobado solo por mayoría y con abstenciones. La disposición es de rango orgánico constitucional.



La proposición expresa:



“4.- Agréguese, en el inciso cuarto del artículo 26, antes del punto aparte (.), la siguiente oración:



“En todo caso, la duración de la internación o del tratamiento ambulatorio, será determinada por el médico tratante.”.


Esta es una facultad que se le daría al juez cuando se trate de “quienes fueren sorprendidos en la vía pública o en lugares de libre acceso al público en manifiesto estado de ebriedad”.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, la norma obedece a una propuesta del propio Ministerio de Salud, debido a que no podíamos definir, en virtud de la iniciativa, la duración de la internación o del tratamiento ambulatorio, lo que finalmente haría el médico tratante.



El texto original básicamente establece un plazo en la materia, cuestión que Salud consideró que no se atiene a la buena praxis profesional.



Sobre la base de este antecedente, accedimos al planteamiento formulado y, en definitiva, nos ajustamos a las disposiciones a las cuales se ciñe la secretaría regional ministerial para estos efectos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, pido que el señor Secretario puntualice exactamente en qué parte entiende que entra a jugar la norma. ¿Antes o después de la resolución del juez? Porque resultaría extraño disponer, por un lado, que este “precisará la duración de la medida”, y por el otro, que “la duración de la internación o del tratamiento ambulatorio,” -es justamente la medida a que se hace referencia- “será determinada por el médico tratante”.
El señor CHAHUÁN.- Exactamente.

El señor COLOMA.- Pero ¿cómo se concilian los dos aspectos? Eso es lo que quiero comprender.



A menos que se reemplace una cosa por la otra. Mas no es así: se realiza un agregado.



Para que se entienda bien, repito: por un lado, el juez “precisará la duración de la medida”, con un plazo máximo; por el otro, el médico tratante fijará “la duración de la internación o del tratamiento ambulatorio”, que es lo mismo.



Entonces, deseo saber si se trata de un reemplazo o de un agregado, pues lo que no podemos hacer es darles la misma facultad a dos autoridades diferentes, ya que el resultado puede ser contradictorio.



Me gustaría una aclaración.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El texto legal vigente señala que la medida “no podrá exceder de noventa días” y la proposición de las Comisiones unidas expresa que “la duración de la internación o del tratamiento ambulatorio, será determinada por el médico tratante”. Podría presentarse una incompatibilidad al disponer este último un plazo mayor.

El señor COLOMA.- O menor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La única manera de interpretar la norma sería en el sentido de que, una vez que el facultativo señalara un término, el juez lo extendiese, pero sin sobrepasar los noventa días.



Si las Comisiones unidas aprobaron la recomendación, la verdad es que para la Secretaría resulta un poco complicado, con todo respeto, admitir que la redacción no es clara.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A ver si el Senador señor Larraín ayuda a superar el problema.



Su Señoría tiene la palabra.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el Honorable señor Coloma se halla en lo cierto.



Existe una contradicción, en efecto, porque el cuerpo legal vigente le otorga al juez la facultad de definir la duración del período, luego de lo cual se agregaría la oración en el sentido de que, “En todo caso, la duración de la internación o del tratamiento ambulatorio, será determinada por el médico tratante”. Una cosa no va con la otra.



Sugiero que ello se corrija y armonice, porque, así como está, no va a operar: dos autoridades contarían con la misma atribución.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay varios inscritos. Imagino que desean intervenir al respecto.



Creo que el criterio es que, más allá de que el facultativo sea quien fije la duración, jamás se podrá exceder de noventa días.

El señor PIZARRO.- Ello es posible en la actualidad: el plazo es renovable.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, la proposición probablemente resulta innecesaria, porque el magistrado es quien determina si la persona se tiene que internar y el inciso tercero vigente expresa que, “Para resolver, el juez de policía local podrá requerir los informes y diligencias que estime convenientes”. Por lo tanto, debiera preguntarle al médico tratante y luego definir cuánto dura la medida, con lo cual se resolvería el problema de los tiempos a que han hecho referencia mis Honorables colegas Coloma y Larraín.



A mi juicio, debiéramos quedarnos sin la parte que nos ocupa, porque la cuestión se halla decidida en la ley actual. Hasta donde puedo interpretarlo, es el juez, sin perjuicio de que debiera preguntarle al médico tratante, quien define. No puede hacerlo el facultativo, porque el asunto reviste carácter judicial.



Si no fuera así, votaría que no.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No me corresponde dirigir para dónde va la discusión, pero, por lo que estoy recogiendo, obviamente tiene que ser el juez el que disponga el plazo, salvo que Sus Señorías digan algo distinto, y el médico puede proponer.



Tal vez podríamos autorizar a la Secretaría -tenemos que pronunciarnos, de modo que ello requiere unanimidad- para buscar una redacción en tal sentido. 
El señor LARRAÍN.- Pero el juez dispone a propuesta del médico.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Exactamente.

La señora VON BAER.- Hoy día es así.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Voy a ofrecer la palabra, porque no sé cuál es la solución.



Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, usted sabe cuánto tiempo llevamos viendo esta iniciativa de ley, que ha sido bastante compleja. Mi convicción es que hay que tratar de sacarla adelante lo mejor que se pueda.



El Ministerio de Salud deseaba que esta responsabilidad recayera en el médico tratante. Pero hubo un informe de la Corte Suprema que  rechazó esa posibilidad por estimar que de alguna manera les quitaba atribuciones a los jueces. En virtud de ese informe, yo decidí abstenerme.



Para qué voy a repetir lo que ya han explicado la Senadora Von Baer -ella entendió el tema de inmediato- y el Honorable señor Larraín.



En consecuencia, en virtud de lo que se ha dicho acá, yo por lo menos voy a rechazar la norma propuesta, a no ser que podamos corregirla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Bueno, queda claro que si alguien quiere que las cosas sigan como están -es decir, que el médico proponga y el juez resuelva- debe votar en contra de este número.

El señor LARRAÍN.- Hay que rechazarlo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, creo que la Senadora Von Baer lo ha dicho con toda claridad y sabiduría: los médicos no dictan resoluciones judiciales. Eso lo hace un juez, pero sobre la base de un informe médico, lo cual es obvio porque los jueces no saben de medicina ni de tratamientos.



Por lo tanto, esa es la lógica. 



Si está así, dejémoslo tal cual.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



No hay ningún otro inscrito, así que les ruego votar, sea a favor o en contra, de acuerdo a lo que se ha explicado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza el número 4, nuevo (16 votos contra 2).


Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, Guillier, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker y Patricio Walker.



Votaron por la afirmativa la señora Lily Pérez y el señor Lagos.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Chahuán.



Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, les ruego dirigirse a la página 36 del boletín comparado.



En la segunda columna figura el número 4 del artículo 3°, que reemplaza los incisos primero y segundo del artículo 29 de la legislación actual. 



El acuerdo de las Comisiones unidas es suprimirlo. 



Votaron a favor los Senadores señores Quinteros y Moreira y, en contra, el Senador señor Chahuán. 

El señor WALKER (don Ignacio).- O sea, se propone rechazar el texto aprobado en general por el Senado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es, para que quede la redacción de la ley vigente. 



¿Se entiende o no?



El señor LAGOS.- ¿Cuál es la diferencia?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hoy día se prohíbe “el ingreso de menores de dieciocho años a los cabarés, cantinas, bares y tabernas, y el ingreso de menores de dieciséis años a discotecas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42.”.



Las Comisiones unidas proponen mantener esa norma. Para ello es preciso suprimir el texto aprobado en general por el Senado, tal como pueden leer las señoras y los señores Senadores en la página 36 del boletín comparado. 



Señor Secretario, a ver si nos ayuda a ilustrar la discusión...

El señor LABBÉ (Secretario General).- La norma modificatoria incide en lo siguiente.



Actualmente, en el texto vigente, que está en la primera columna, se hace una diferenciación para decir que en el caso de las discotecas se prohíbe el ingreso de menores de dieciséis años, sin perjuicio de la excepción que hay en otro artículo. La norma modificatoria, aprobada en la Cámara de Diputados, prohíbe el ingreso a las discotecas, pero a los menores de dieciocho años, cuando en ellas se expendan bebidas alcohólicas. Esa es la diferencia.



Por tanto, las Comisiones unidas recomiendan suprimir la modificación que aprobó la Cámara de Diputados, de manera que la ley quede tal como está actualmente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es decir, son partidarias de mantener la prohibición de ingreso a las discotecas para los menores de dieciséis años.



En votación.



--(Durante la votación).
La señora VON BAER.- ¿Cómo se vota, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Votar a favor es suprimir el número 4, a efectos de que la prohibición quede en dieciséis años y no suba a dieciocho. 

El señor LAGOS.- Eso fue lo que aprobaron las Comisiones unidas por mayoría, con el voto del Senador Quinteros.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Exactamente.



¡El Senador Quinteros siempre vota correctamente…!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se suprime el número 4 del artículo 3° (18 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Guillier, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker y Patricio Walker.



Se abstuvo la señora Goic.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en la página 38 del comparado las Comisiones unidas proponen incorporar el siguiente número 5, nuevo:



“5.- Modifícase el artículo 33 en el siguiente sentido: 



“a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “de” y “tratamiento”, lo siguiente “prevención,”.



“b) Agrégase en el inciso segundo, antes del punto aparte (.), el siguiente texto: “y las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud. Estas últimas deberán diferenciar y coordinar con otros sectores e instituciones de la sociedad civil, medidas de protección de la salud pública en relación al consumo nocivo de alcohol”.”.


Este número fue aprobado por unanimidad en las Comisiones unidas.

El señor CHAHUÁN.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Sí.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



--Por unanimidad, se aprueba el número 5, nuevo.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, les ruego dirigirse a la página 39 del boletín comparado. 



Allí cabe señalar, en primer término, que la letra a) del número 5, que pasa a ser 6, es de rango orgánico constitucional. 



Ella dice: “a) Reemplázase, en el inciso primero” -del artículo 39, que figura en la primera columna- “la expresión “se estimulará” por la frase “el currículo de enseñanza del establecimiento deberá incorporar”.”.



La ley vigente señala que en todos los establecimientos educacionales “se estimulará la formación de hábitos de vida saludable y el desarrollo de factores protectores contra el abuso del alcohol. Se incluirán temas relativos a cultura gastronómica y a actividades sociales que consideren un consumo adecuado de bebidas alcohólicas, a fin de prevenir positivamente el alcoholismo.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ofrezco la palabra a la Senadora señora Ena von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, yo entiendo que esto suena sumamente bien, que debiera formar parte de lo que los niños estudian en las escuelas. Pero intuyo -puedo estar equivocada- que la forma en que la ley lo contempla hoy día se debe a que el currículum de enseñanza -y lo vamos a ver cuando discutamos el proyecto sobre formación en educación cívica- se establece a través de un sistema que pasa por el Consejo Nacional de Educación.



Entonces, no debiéramos cambiar el currículum de enseñanza de una manera tan liviana, porque en el fondo esto tiene que ver con la cantidad de horas, etcétera. Por eso la ley dice hoy día “se estimulará la formación de hábitos...”, etcétera: porque, al igual que en el caso de la educación cívica, esto forma parte de un plan y no cambia el currículum de enseñanza.



Por mi parte, estimo que la ley debiera quedar como está actualmente, para lo cual es preciso rechazar lo que viene de las Comisiones unidas.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, la idea es justamente posibilitar que esta iniciativa sirva como instrumento para educar a la población respecto de los efectos del consumo nocivo de bebidas alcohólicas.



Durante demasiado tiempo hemos tenido promesas respecto de los cambios de currículum. Se habló, en su oportunidad, de la educación cívica. Se nos dijo que iba a venir un proyecto especial para incorporarla en el currículum. Tuvo que producirse una crisis política de envergadura como la que está viviendo hoy día el país para que, en definitiva, ello se materializara.



Y lo mismo puede decirse de las horas de educación física. Estaban también en un proyecto de ley, en un protocolo de acuerdo. Finalmente, nunca ha habido voluntad de los ministerios para avanzar en esa dirección.



La norma en debate fue propuesta por el Ejecutivo presente en las Comisiones unidas. Y nosotros consideramos importante que este proyecto no sea solamente una estimulación, una mera referencia; debe ser también un instrumento que nos permita mejorar la educación respecto de los efectos del consumo nocivo de bebidas alcohólicas.



Por tanto, llamo a la Sala a aprobar esta disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero recordar que esta norma es de quórum especial.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la discusión respecto de cuáles son los mecanismos mediante los que debiera construirse el currículum escolar es vieja. Está claro que este último debe incorporar formas sanas de vida y, particularmente, la prescindencia o usos moderados del alcohol, sobre todo si consideramos el increíble consumo de bebidas alcohólicas que se aprecia en mujeres adolescentes, como ya hemos discutido latamente.



Chile está teniendo tasas de ingesta de alcohol progresiva en nuestros adolescentes y muchos colegios carecen de programas para abordar el problema.



Me parece adecuado introducir en esta iniciativa la obligatoriedad de incorporar esta materia en el currículum de enseñanza. ¿Cómo? Lo discutimos con el Ministerio de Educación: el detalle se hará en otra ley, pero está claro que el espíritu de este proyecto, que establece restricciones al consumo de alcohol, incluye este punto. 



Porque ¿estamos legislando solo para restringir la venta, el consumo? ¿O queremos contar con una ley que busque efectivamente proteger la salud? 



Cuando decimos que debe haber restricción es porque queremos proteger la vida, la salud, el futuro de nuestros jóvenes.



Hace algún tiempo discutimos -yo era Diputado en ese entonces- la necesidad de incorporar la enseñanza de las normas del tránsito en los colegios. El proyecto se aprobó por unanimidad en la Cámara de Diputados. Llegó aquí, al Senado, y en la Comisión de Constitución lo rechazaron cinco a cero, porque estimaron que el asunto había que abordarlo cuando se debatiera la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



La principal causa de muerte hoy día en Chile en jóvenes de 18 a 23 años son los accidentes automovilísticos producto de la ingesta de alcohol. Y la verdad es que todavía seguimos sin una cultura de peatón, de pasajero y, menos aún, de conductor.



Por tanto, creo que esta norma es una señal y un mandato para que el Ministerio de Educación, de la manera que lo determine, a través de su Unidad de Currículum y Evaluación, y con todo el debate interno que procede al fijar la malla curricular, incorpore esta materia en los currículums. No estamos estableciendo ni número de horas, ni especialidades, ni fijando ningún tipo de restricción. Simplemente estamos diciendo que los establecimientos deben enseñar esto. ¿Cómo? El Ministerio deberá resolverlo.



Me parece que votar en contra es negar una realidad que nos golpea día a día; es negar el objetivo esencial de una ley que no busca restringir el consumo de alcohol porque sí, o porque nos caen mal los viñateros o los productores, sino para que haya hábitos de vida sana y, particularmente, como una manera de proteger a nuestros jóvenes.



A mi juicio, la norma es adecuada, y la voy a aprobar. Tenemos la facultad para hacer esto; ella es perfectamente constitucional. Y confío plenamente en que el Ministerio va a resolver el problema en la forma debida. No corresponde en esta iniciativa de ley entrar en el detalle, sí corresponde establecer lo que aquí se nos ha presentado, señor Presidente.



Voto a favor de la indicación, a fin de que se incorpore en el currículum de enseñanza de los establecimientos educacionales “la formación de hábitos de vida saludable y el desarrollo de factores protectores contra el abuso del alcohol”, como señala la ley actual.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Al Senador señor Navarro le faltó decir: “¡Libertad para Venezuela!”…! ¡Se lo recuerdo, no más…!

El señor NAVARRO.- ¡La gran democracia de Venezuela!

La señora PÉREZ (doña Lily).- Lo digo con cariño.

El señor NAVARRO.- ¡Mejor que la chilena! 



¡Con una Constitución fabulosa!

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Ya se desahogó el Senador Navarro...!  

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señora Senadora, le ruego atenerse a lo que estamos discutiendo.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, yo voy a apoyar de todas maneras esta disposición, porque, efectivamente -tal como han dicho varios de los Senadores que me han precedido en el uso de la palabra-, en la discusión de muchos proyectos que son colaterales a la educación cívica, o derechamente a la educación pública, nos hemos planteado la necesidad de incorporar en los currículums de forma permanente, vinculante para los colegios -no voluntaria- la educación contra el alcoholismo, puesto que es una materia que debe ser parte de la educación escolar desde prebásica, desde kínder. Y, de verdad, creo que es sumamente importante que lo hagamos.



Por mi parte, solo quiero recordar -y me sumo a todo lo que han dicho los Senadores al respecto- que cada vez que hemos discutido el proyecto de ley de Presupuestos, yo misma he presentado propuestas que hemos suscrito con los Ministros de turno, los cuales se han comprometido a incorporar esta materia a la malla curricular. Bueno, firmamos el protocolo de acuerdo y, al final, no pasa nada.



Entones, creo que esta es una oportunidad. Y, más allá de la fórmula que se está utilizando, que a lo mejor incorpora este contenido a través de una ley distinta, me parece superlegítimo que de una vez por todas lo hagamos.



Así que voto gustosa a favor, porque creo que es indispensable, en todo el contexto de la educación, incorporar en nuestra malla curricular la prevención contra el alcoholismo. Y el día de mañana espero que también podamos agregar la drogadicción, porque también es muy importante hacerlo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, me parece que esta norma hay que respaldarla. Lo que propone es cambiar un estímulo, que queda al arbitrio, a la decisión del establecimiento educacional, por algo que efectivamente sea vinculante para el objetivo central de este proyecto, que es cómo nosotros protegemos sobre todo a los niños para que no consuman alcohol en forma abusiva cuando adultos. Y sabemos que estos cambios se generan en la escuela, a partir de la educación.



Yo recuerdo que se modificó una situación que era frecuente. Cuando se realizaba una celebración en un servicio público, muchas veces en una escuela, se hacía un “vino de honor” donde había niños. Y uno decía: “¡El ejemplo que estamos dando!”.



Estamos hablando de cosas muy sencillas, en las que, creo yo, debemos ser cuidadosos, por los modelos que se generan.



Hay muchas iniciativas que se pueden tomar. Les voy a contar una anécdota de cómo se puede incorporar esto en el currículum y en actividades cotidianas, incluso en experimentos. Hay uno en que a los niños les entregan dos plantitas -así como a nosotros nos ponían las arvejitas o las lentejas que crecían- y les piden que una la rieguen con agua y la otra con vino. Al cabo de unos días, claramente la plantita regada con vino se muere. Y es algo muy impactante para los niños, que dicen: “¡Eso es lo que toma mi papá, o mi mamá, en la casa!”. Tal es el efecto que provoca. Así que, ¡imagínense!



Se trata de actividades simples, que no requieren una gran discusión curricular, pero que sí pueden generar una enseñanza en los niños e, incluso, más allá de ellos.



Ese es el objetivo que tiene este proyecto: el consumo responsable de bebidas alcohólicas.



Cada vez que en un texto nosotros dejamos algo que dependa de la voluntad, habitualmente no es más que una buena declaración de intenciones. Y aquí, por los datos de alcoholismo que tenemos, por cómo se ha adelantado la edad de consumo más abusivo, se requiere que seamos más protectores.



Insisto: hay montones de experiencias fáciles de seguir y que sería deseable que los establecimientos educacionales incorporaran.



Por eso, señor Presidente, me parece que la modificación sugerida por las Comisiones unidas se tiene que aprobar.



Yo la voto favorablemente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Para aclarar, señor Presidente.



No es que yo esté en contra de que estos contenidos se vean en las escuelas. De hecho, creo que se tienen que ver y que es muy importante que se vean. 



Sí quisiera aclarar que lo que estamos haciendo aquí es cambiar el currículum escolar. Y en Chile existe una institucionalidad establecida para ello. Tanto es así, que es a propuesta del Ejecutivo y luego pasa al Consejo Nacional de Educación. Es un sistema con equilibrios.



Acá, a todos nosotros nos podría parecer superbueno tener más horas de historia, o más horas de educación física, o que habría que agregar educación cívica, o el tema de las drogas.



¿Qué sucede, sin embargo? Que hay profesionales dedicados al currículum escolar, que saben cuántas son las horas que se tienen que dedicar a una cosa y cuántas las horas que se tienen que dedicar a otra. ¡Nosotros no somos expertos en la materia!



Es el Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, el que propone los cambios curriculares, los cuales son tremendamente estudiados. No es algo que se haga al azar o porque a algunos “les parece” que se debiera estudiar más esto o lo otro. ¡No! Es un asunto muy analizado; pasa por el Consejo Nacional de Educación y tiene ciertos equilibrios.



Por lo tanto, nosotros, desde el Congreso, no podemos agregar elementos al currículum porque “nos parece” que son contenidos que se debieran impartir.



De hecho, el Ejecutivo actual, en el tema de la educación cívica, está planteando un plan de educación cívica, pero no está cambiando el currículum escolar, que es lo que estamos haciendo acá.



Es más: el problema del alcohol y las drogas es un tema transversal y hoy en día ya se ve en las escuelas.



Acá -reitero- nosotros estamos cambiando el currículum.



Yo no estoy diciendo que el punto no sea importante. Estoy diciendo que estamos sentando un precedente complejo, porque, a partir de él, el Congreso, dependiendo de las mayorías, podría determinar lo que se estudie en las escuelas. 



¡Ese es el punto! 



No es que el problema del alcohol sea poco relevante ¡No! El problema es el precedente que se crea y que serviría para que a través de una mayoría el Congreso cambiara lo que se estudia en las escuelas. Y eso puede ser complejo. ¿Por qué? Porque el currículum no se establece de cualquier manera. Hay curriculistas, hay profesionales que señalan cómo se debe hacer y de hecho se analiza durante mucho tiempo.



La Subsecretaria de Educación, en la Comisión del ramo, dijo hace una semana: “En Chile debiéramos tener una política sobre cada cuantos años se cambia el currículum”. Pero ello debe llevarse a cabo según la institucionalidad que tenemos establecida.



En consecuencia, el llamado que yo hago no es a que veamos con poca importancia el tema del alcohol, sino a que cuidemos nuestra institucionalidad, que hoy muestra el camino a través del cual se cambia el currículum. 



Eso es lo que estoy planteando: que cuidemos esa institucionalidad. Tanto es así, que en el tema de la educación cívica -lo vuelvo a repetir-, el Gobierno la está cuidando, porque no está sugiriendo crear un curso nuevo, sino idear un plan de formación ciudadana.



En ese sentido, señor Presidente, llamo a votar en contra, para que la norma quede con su redacción actual, porque en Chile tenemos una institucionalidad para determinar el currículum. Y es muy importante que esté equilibrado. Nosotros, en el Congreso, no somos expertos en lograr un programa de estudios equilibrado, con una cantidad de horas establecidas, etcétera.



Por eso, señor Presidente, haciendo un llamado a cuidar nuestra institucionalidad respecto al Consejo Nacional de Educación y a los temas relacionados con el currículum, pido rechazar la modificación sugerida por las Comisiones unidas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Muy breve, señor Presidente, porque me parece que la colega que me antecedió en el uso de la palabra ha colocado las cosas en su exacta dimensión. 



Recuerdo que cuando estuvimos examinando asuntos vinculados a educación y se explicó la relevancia de que hubiera un orden que permitiera que la educación tuviera una secuencia y fuera de calidad, se valoró la importancia de los currículums y la labor desempeñada al respecto por el Consejo Nacional de Educación.



Y lo que estamos haciendo acá -obviamente, sin quererlo- es debilitando todo el proceso que por otro lado estamos construyendo, que es tener un Consejo Nacional que vele por la actualización del plan de estudios y por la calidad de la educación.



Entonces, si en esta ley modificamos el currículum, si en una ley del trabajo valoramos la importancia de la formación de hábitos o la conciencia de los derechos laborales, si en la ley equis incorporamos la relevancia del deporte como espacio curricular, vamos a estar legislando exactamente en el sentido inverso de lo que debería ser, que es buscar el lugar adecuado donde generar los cambios de fondo.



Y hay una pregunta bien simple: las horas curriculares dedicadas al tema del alcohol, ¿a qué disciplina se las van a quitar? A menos que queramos que los jóvenes estudien 20 horas diarias, que es una opción que me parece muy poco atendible. Como hay un máximo de horas, ¿a qué asignatura se las van a quitar?



Por eso, por la complejidad de la materia, existe el Consejo Nacional de Educación. Y por eso también hay un orden para que las distintas instancias se vayan incorporando armónicamente.



Hago la pregunta porque aquí se está instalando un nuevo currículum. Entonces, ¿a qué ramo se le van a restar horas? 



Ahí tenemos un problema.



Para eso existe el Consejo Nacional de Educación, para eso existe el Ministerio de Educación, para eso existe una instancia que le da un sentido amplio, pero coherente, a lo que debe ser la formación de un joven.



El tema, señor Presidente, es superrelevante, como muchos otros, pero no tratemos de generar un esperpento, en el sentido de que los currículums se nutran de veinte leyes diferentes producto de la importancia que se atribuya a materias que se vayan superponiendo.



Eso, desde mi perspectiva, no tiene sentido.



Por eso, compartiendo la relevancia del tema, me parece que votar a favor equivale a modificar, mediante normas que no tienen que ver con la Ley de Educación, los contenidos obligatorios, lo cual debe llevarse a cabo a través de las instancias pertinentes, porque, por la otra vía, en vez de ser positivos, generaremos daño y confusión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, yo entiendo, desde el punto de vista jurídico, la racionalidad de decir que hay una institucionalidad que vela por el currículum de estudio, que está el Consejo Nacional de Educación, que hay personas expertas o profesionales que evalúan qué asignaturas deben impartirse obligatoriamente y con qué duración y frecuencia, y entiendo también que el número de horas de clases es finito. 



Sin embargo -y este es el punto-, en esta misma Sala, hace dos o tres años, durante el Gobierno del Presidente Piñera, a propósito de la discusión de una ley de educación, se trató de introducir clases de educación cívica.



Si yo hiciera hoy una encuesta entre los Senadores, todos me dirían que las clases de educación cívica son necesarias, fundamentales. Pero hace tres años se rechazó su inclusión. Y cuando uno lo explica afuera, no creen que se votó en contra. Yo no, porque era una ley de quórum. 



Y ahora me dicen que este Gobierno, mi Gobierno, está pensando, ahora sí, en introducir la asignatura de educación cívica en la malla curricular. 



Por lo tanto, mientras eso tenga lugar y ocurra en algún minuto, yo voy a aprobar esta modificación, para que sea obligatorio un ramo de prevención sobre el consumo de alcohol irresponsable en los jóvenes.



Si efectivamente el Gobierno va a enviar un proyecto acerca de la materia o va a regular las clases de educación cívica, aprovechemos de pedirles inmediatamente a los mismos expertos que agreguen un tiempo adicional y vean cómo incorporar el tema cuando hagan su propuesta. 



De lo contrario, si hacemos lo que quieren algunos acá, vamos a quedarnos sin educación cívica -que ya tuvimos en tres años sin que se pudiera reponer-, y sin una asignatura que vele por el control y la prevención del uso excesivo e irresponsable de alcohol en los jóvenes.



No me opongo a que el día de mañana el Gobierno determine que las clases de educación cívica van a ser tales y cuales y que ahí va a haber un espacio para la prevención del consumo de alcohol u otras medidas de educación que sean saludables para la calidad de vida de los jóvenes. Las aprobaremos cuando sean materia de una ley, ningún problema, pero, mientras tanto, como ese proceso tomará mucho tiempo, me parece que lo propuesto no hace daño y lo apruebo gustoso.



Me habría gustado, sí, que nos hubieran acompañado a establecer la introducción de clases de educación cívica. “Reintroducción”, la verdad, porque hasta el Gobierno militar eran obligatorias…

La señora VON BAER.- ¡Llegaron hasta 1998, con el Gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle!

El señor LAGOS.- ¡Escucho un rumor, un ruido por ahí, señor Presidente…!



Lo que quiero decir es que aquellos que hoy rasgan vestiduras deberían haber votado favorablemente en esa oportunidad. No ocurrió. Y hoy tenemos esto, que no es lo óptimo, pero no me cabe duda de que el Gobierno, si está trabajando en un proyecto para reintroducir la educación cívica, hará las modificaciones necesarias e incorporará también este tema.



Mientras tanto, no me voy a quedar de brazos cruzados y voy a votar por su reintroducción.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Dos cosas previas, señor Presidente.



Primero, hago míos los argumentos que dio tanto la Senadora Von Baer como el Senador Coloma.



Y segundo, el “ruido” que escuchó el Senador Lagos fueron las palabras de la Senadora Von Baer para aclarar que fue durante el año 1998, bajo el Gobierno de Eduardo Frei Ruiz-Tagle, cuando se puso fin a las clases de educación cívica.



El punto es el siguiente.



Para motivar o enseñar a nuestros jóvenes a combatir el alcohol y el alcoholismo, ¿es necesario un ramo obligatorio, o, como establece actualmente la ley, se deben realizar actividades que estimulen, que enseñen, que motiven, que adecúen comportamientos, que permitan conocer de una manera didáctica, a lo mejor hasta entretenida, los daños del alcoholismo?



Al escuchar a algunos señores Senadores, quienes estén observando este debate creerán que en nuestros establecimientos educacionales no se efectúa ninguna actividad en tal sentido. 



Si uno escuchara lo que dicen algunos de mis colegas, creería que en nuestras escuelas o liceos municipales y en los establecimientos particulares, subvencionados o no, no se lleva a cabo ninguna actividad para estimular, para motivar, para enseñar, para inculcar a nuestros jóvenes las dificultades que genera el alcohol. 



Eso lo hacen hoy los profesores. Y el Ministerio de Educación debería dotar a los establecimientos educacionales de cada vez más contenidos, más elementos, más tecnología para hacer de aquella una actividad entretenida.



Yo estoy seguro de que si este tema se incorpora en el currículum con carácter obligatorio va a generar en los niños y en los jóvenes, más que una adhesión a las políticas que ahí se impulsen, un rechazo.



Por lo tanto, no es un contenido de carácter obligatorio, sino una actividad de enseñanza, de estímulo, de motivación, que sin duda hoy los profesores realizan y que a lo mejor debiera redoblarse en nuestras escuelas y liceos. Pero el camino para ello no es establecer un ramo vinculante.



A mi juicio, quienes creen que estableciendo la obligatoriedad en esta materia van a resolver el problema se equivocan medio a medio.



Los niños reciben una serie de estímulos. Y es verdad que el alto grado de alcoholismo en la juventud es un tema que debiera preocuparnos a todos. Pero no por eso tenemos que equivocar el camino para enfrentarlo,  no por eso tenemos que equivocarnos en el diagnóstico, no por eso tenemos que equivocarnos en los instrumentos. Creo que un ramo obligatorio no es el camino. Ramos obligatorios son las matemáticas, las ciencias, la química, la historia, pero esto otro se debe lograr a través de medios distintos.



Yo soy testigo de cómo muchos profesores realizan una noble tarea estimulando y motivando a sus alumnos. Por lo tanto, el rol del Ministerio de Educación debe ser reforzar esa labor.



Y por eso creo, señor Presidente, que la norma actual es adecuada y que de lo que debiéramos preocuparnos nosotros es de que en las inversiones que efectúe el Ministerio el tema se halle presente. El problema es que eso no ocurre. A mí me consta que los profesores reciben muy poco apoyo -de carácter didáctico, de carácter tecnológico, de imágenes, libros, etcétera- para llevar a cabo la noble tarea que realizan.



En consecuencia, considero que si buscamos el objetivo a través de la instauración de un ramo obligatorio estaremos equivocándonos medio a medio. Lo que debemos hacer es reforzar, ayudar y colaborar en la tarea que nuestros docentes efectúan para erradicar o al menos detener el problema del alcoholismo en nuestra juventud.



En definitiva, pienso que hay que rechazar la modificación, no solo por ser innecesaria, sino también porque va por un camino absolutamente equivocado.



Si alguien cree que los problemas se resuelven con normas obligatorias, no hay duda de que estamos transitando por una senda que no conduce al éxito.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra a) del N° 5, que pasa a ser N° 6 (21 votos a favor, 4 en contra y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma y Pérez Varela.


Se abstuvo el señor Moreira.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora, señores Senadores, corresponde pronunciarse sobre la letra b) del mismo N° 6, que la Senadora señora Von Baer pidió votar en forma separada. 



Voy a leer el texto aprobado en general por el Senado, porque, en realidad, la modificación de las Comisiones unidas es meramente formal: solo agrega una preposición en la redacción. 



El inciso señala lo siguiente: 


“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la dirección del respectivo establecimiento, sólo a solicitud del centro general de padres y apoderados o con la aprobación de éste, podrá autorizar que se proporcionen y consuman bebidas alcohólicas durante Fiestas Patrias o actividades de beneficencia que se realicen hasta por tres veces en cada año calendario. Se deberá contar, asimismo, con las autorizaciones de Carabineros de Chile y la respectiva municipalidad, las que no se concederán durante el año escolar a establecimientos que cuenten con internado. La dirección del establecimiento velará por el correcto uso de la autorización concedida y porque la realización de la actividad no afecte, de manera alguna, el normal desarrollo de las actividades educacionales. Este permiso será válido solo para aquellas localidades que no cuenten con un lugar para dicho evento.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobarla?

El señor QUINTEROS.- Sí.

El señor MATTA.- Conforme.

El señor CHAHUÁN.- Sí.

La señora VON BAER. Está bien.



--Se aprueba unánimemente la letra b) del número 5, que pasa a ser 6.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, las Comisiones unidas proponen incorporar un número 7, nuevo, que reemplaza el inciso final del artículo 41, por el siguiente:



“La persona que suministre bebidas alcohólicas, o induzca a consumirlas, a personas en manifiesto estado de embriaguez, será sancionada con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Estas sanciones se aplicarán dobladas si el destinatario de estas acciones fuera un menor de edad.”.



Se aprobó solo por mayoría en las Comisiones unidas, con los votos a favor de los Senadores señores Chahuán y Quinteros, y en contra, del Honorable señor Moreira.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar ese inciso?



Como no lo hay, vamos a abrir la votación y le pediremos a alguien de la Comisión de Salud, como el Senador señor Chahuán, que nos explique la votación de dos contra uno en las Comisiones unidas. ¿Cuál fue el sentido?



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Antes me gustaría que el señor Secretario nos dijera cómo fue la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Fue de cuatro contra dos porque los Senadores que nombré actuaron como miembros de ambas Comisiones.

El señor CHAHUÁN.- ¿Podría precisarlo?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Honorables señores Chahuán y Quinteros votaron a favor de la norma. El Senador señor Moreira lo hizo en contra.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la idea era evitar que alguien se aprovechara del estado de embriaguez de determinado sujeto para efectos de suministrarle o venderle más bebidas alcohólicas.



Lo que establece la norma propuesta es, precisamente, la sanción de aquello.



Reitero mi voto favorable en las Comisiones unidas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Jacqueline van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, la verdad es que al leer esto se me genera una contradicción, porque en este país uno no puede venderle ¡bajo ninguna circunstancia! alcohol a menores. Y resulta que acá estamos generando una multa para quienes se lo venden a los que están en estado de embriaguez.



Así, el inciso propuesto señala: “La persona que suministre bebidas alcohólicas, o induzca a consumirlas, a personas en manifiesto estado de embriaguez, será sancionada con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Estas sanciones se aplicarán dobladas si el destinatario de estas acciones fuera un menor de edad.”.



Entonces, me parece que o es uno o es lo otro. Uno no puede venderle bajo ninguna circunstancia, esté o no en estado de embriaguez, alcohol a un menor. Por lo tanto, por lo menos esa parte de la norma no corresponde.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rabindranath Quinteros.
El señor QUINTEROS.- Solo deseo aclarar lo que acabo de escuchar.



¿Qué sanción tiene la persona que le vende alcohol a un menor?



¡No la hay!

El señor LAGOS.- Está en la norma siguiente.

El señor QUINTEROS.- ¡No! Estoy hablando de lo que acaba de decir la Senadora que me antecedió.



Por eso se tomó esta determinación: para que exista una sanción explícita.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Jorge Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, de verdad, creo que estamos confundiendo lo que se propone aquí con lo que dispone el artículo 41 vigente, que tiene que ver con las sanciones. En efecto, este establece que quienes “expendan bebidas alcohólicas para ser consumidas en el interior del local, las vendan, obsequien o suministren a funcionarios fiscalizadores, a sabiendas de que están en servicio, serán sancionados con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.



“Dicha cantidad podrá imponerse doblada a los administradores o dueños de los establecimientos referidos”.



O sea, en buenas cuentas, si llega una comisión fiscalizadora a una boîte, a un restaurante o a otro recinto y le dicen a los funcionarios: “oiga, pasen, tómense una piscolita mientras nos fiscalizan”, lo que se sanciona es el intento de corrupción para evitar la fiscalización del expendio de bebidas alcohólicas, que a mí me parece muy bien, por lo demás, porque está claramente prohibido.



Pero, a partir de ahí, en el texto que se plantea se establecen sanciones para las mismas personas, para el administrador, si sigue suministrando bebidas alcohólicas a quien está en manifiesto estado de embriaguez. O sea, se trata de una situación que se genera en un recinto donde se puede vender alcohol bajo ciertas condiciones.



Primero está la sanción para quienes buscan corromper a alguien.



Y aquí se coloca esa otra idea, que es completamente distinta: “La persona que suministre bebidas alcohólicas, o induzca a consumirlas, a personas en manifiesto estado de embriaguez, será sancionada con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Estas sanciones se aplicarán dobladas si el destinatario de estas acciones fuera un menor de edad.”.



No se especifica que es en un local, ni que se refiere a funcionarios que están fiscalizando. Se habla en términos generales. Entonces, podría tratarse de un ilícito cometido incluso en un recinto privado, en una casa, en una fiesta, en los típicos casos que se producen hoy.



Lamentablemente, hay exceso de consumo de alcohol por jóvenes que hacen fiestas en lugares, o que los arriendan, pero que los administran. Y se podría pensar que la persona, el padre o el adulto que organiza esto o que provee el alcohol y no se da cuenta de que algunos se hallan sobrepasados -porque su consumo se va potenciando- será sancionado.



Yo pienso que, si la idea es sancionar a la persona que en cualquier lugar les ofrezca alcohol a menores de edad o que induzca a consumirlo a aquellos que ya están en manifiesto estado de ebriedad, tendríamos que colocarlo en una legislación distinta, pues el artículo 41 vigente se refiere a las sanciones y procedimientos.



El artículo 42 habla de “El que vendiere, obsequiare o suministrare bebidas alcohólicas, a cualquier título, a un menor de dieciocho años, en alguno de los establecimientos señalados en el artículo 3°”.



Y, tal como está redactado el número 7 propuesto, no tiene absolutamente nada que ver con ello y es extraordinariamente laxo, amplio. O sea, se podría usar para cualquier cosa.



Por lo tanto, voy a rechazarlo, primero, porque no corresponde ni siquiera a la lógica del artículo vigente. Y, segundo, porque -como digo- no distingue. Claramente, todo el artículo 41 se refiere a la prohibición de ofrecer trago o alcohol a los funcionarios fiscalizadores, sean inspectores municipales, sean policías, sean del Servicio de Salud, sean de Higiene Ambiental, sean quienes tienen que velar por los temas de seguridad, etcétera, etcétera.



Entonces, no confundamos las cosas. ¿Cuál es la idea aquí? La idea es -supongo- evitar que alguien manifiestamente ebrio siga tomando, por el mal que se hace a su salud, o que un joven en estado de embriaguez se siga dañando.



Pero también uno podría decir: “¿quién determina el estado de embriaguez?”. ¿Vamos a tener que hacerle alcoholemia a cada uno de esos jóvenes o adultos para saber si están ebrios? No se distingue.



Me parece que, pudiendo ser hasta plausible la idea, la disposición que la contiene está muy mal ubicada. Y, yo por lo menos, la voy a rechazar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza el número 7, nuevo, propuesto por las  Comisiones unidas (12 votos en contra, 2 a favor, una abstención y un pareo). 



Votaron por la negativa las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, Hernán Larraín, Matta, Pérez Varela, Pizarro, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa los señores Chahuán y Quinteros.


Se abstuvo la señora Goic.


No voto, por estar pareado, el señor Guillier.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se valora la coherencia de los Senadores Quinteros y Chahuán…

El señor PIZARRO.- ¡La doble coherencia…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- O sea que valían doble en las Comisiones unidas…  

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en el número 6, que pasa a ser 8, se pidió votación separada.



De consiguiente, está primero la letra a), modificada por las Comisiones unidas, que dice: “El que vendiere, obsequiare o suministrare bebidas alcohólicas, a cualquier título, a un menor de dieciocho años, en alguno de los establecimientos señalados en el artículo 3°, será sancionado con prisión en su grado máximo y multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales. Asimismo, se prohíbe a los menores de dieciocho años comprar bebidas alcohólicas.”.



Se aprobó por unanimidad en las Comisiones unidas.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente, antes de que se ponga en votación?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, había una norma idéntica en el proyecto que crea una nueva legislación antitabaco y, después de un extenso debate, acá logramos mejorar su redacción. 



La disposición propuesta es tan amplia, que señala: “El que vendiere, obsequiare o suministrare bebidas alcohólicas, a cualquier título,”. 



Y puede ocurrir que un padre licencioso, que, en definitiva, suministre alcohol a menores, sea sancionado con pena de prisión en su grado máximo y multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales. 



En la iniciativa que armonizaba la legislación de tabaco con el Convenio Marco de la OMS logramos finalmente establecer una redacción distinta.



Para que ambas normas guarden absoluta concordancia, traigo a colación en este lugar lo que se dispuso en esa ocasión, a fin de terminar con esto que puede ocasionar, de verdad, una interpretación absolutamente genérica. 



Básicamente, como quedó la redacción de la norma, según recuerdo -me gustaría ver el texto comparado-, se habla del que comercialice o suministre bebidas alcohólicas, a cualquier título, a un menor de dieciocho años, en alguno de los establecimientos señalados en el artículo 3°; y luego, se mencionan las sanciones. 



En definitiva, se trata de evitar que esas sanciones se puedan aplicar, en una interpretación extensiva, a un padre o a un pariente que suministren alcohol a menores.



Es mi propuesta, antes de que se ponga en votación este número. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿La puede repetir, Senador señor Chahuán?

El señor CHAHUÁN.- En general, lo que se logró corregir en el proyecto que armonizó la legislación antitabaco con el Convenio Marco de la OMS era una disposición idéntica a esta: de hecho, se incorporó lo concerniente a que fuera a título oneroso.



O sea, lo que estamos sancionando es el comercio o la venta de alcohol a menores. Pero cuando se habla de suministrar, podría interpretarse, por ejemplo, que si un padre le suministrara alcohol a un hijo, o un tío a un sobrino, tendría que ser sancionado, en virtud del articulado, con pena de prisión en su grado máximo y multa.



Entonces, sugiero enmendar lo anterior.

El señor NAVARRO.- ¿Cuál es la diferencia?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entiendo que esto se refiere a los establecimientos. 



Antes de seguir con la discusión, el señor Secretario dará una explicación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Lo que pasa es que el artículo 42 propuesto hace una remisión expresa al conjunto de los establecimientos a que se refiere el artículo 3° de la ley que se modifica. 



Si ustedes leen ese artículo 3°, verán que de las letras A) a la Q) se habla de depósitos de bebidas alcohólicas; hoteles, anexos de hoteles, casas de pensión o residenciales; restaurantes diurnos o nocturnos; cabarés o peñas folclóricas; cantinas, bares, pubs y tabernas; establecimientos de expendio de cerveza o sidra de frutas; quintas de recreo o servicios al auto; minimercados; hoteles, hosterías, moteles o restaurantes de turismo (están identificados y se menciona qué se entiende por cada uno de ellos), etcétera. 



Entonces, la disposición se aplica para la venta u obsequio en un establecimiento, pero no en el caso de un particular.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay varios oradores inscritos. 



Les daré la palabra de acuerdo al orden de las inscripciones. 



Senadora señora Jacqueline van Rysselberghe, puede intervenir. 

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Efectivamente, tal como lo dice el señor Secretario, esto se halla restringido a ciertos lugares.



Yo recuerdo, por ejemplo, que hace algún tiempo salió por televisión que en una fonda o en un lugar público un chico, mientras su mamá no estaba presente, tomó parte de la bebida alcohólica que había en la mesa, y le cursaron una multa. 



En ese caso, resulta razonable.



Sin embargo, acá estamos sancionando con cárcel. Y es posible que por un descriterio. Estamos hablando de niños que pueden tener 17 años. 



Entonces, creo que hay que diferenciar. Y el Senador Chahuán tiene razón en el sentido de que una cosa es inducir al consumo para lograr la compra de alcohol, y otra distinta, la falta de criterio o de supervisión de un adulto que en un restaurante le convida a un menor un poco de su copa de champaña. O -como apareció en televisión-, que la mamá salga a bailar, y el chico se tome su trago y le cursen una multa.



Repito: puede ser que la multa sea algo razonable. Pero castigar con cárcel esa conducta me parece un poco excesivo.



Eso fue lo que corregimos en la iniciativa referida al tabaco, donde también se castigaban con cárcel conductas similares. 

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, lo que no comprendo, y quizás se pueda explicar, es que la ley actual dice: “El que vendiere, obsequiare o suministrare bebidas alcohólicas, a cualquier título, a un menor de dieciocho años, en alguno de los establecimientos señalados en el artículo 3°, será sancionado con prisión en su grado medio”.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Se cambió.

La señora VON BAER.- ¡Ah! Gracias.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez. 

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, coherente con lo que voté en la iniciativa sobre consumo de tabaco, voy a rechazar la modificación que se nos propone.



Me parece que no corresponde penalizar con una sanción privativa de libertad al adulto que, por un error, por un accidente -puede deberse a un montón de distintas circunstancias-, le dé de beber alcohol a un menor de edad.



Menos aún, si consideramos que en Chile las cárceles no están segregadas y los reos se hallan hacinados. Son escuelas del delito. Ahí pueden juntarse en una misma celda un homicida y un vendedor de CD piratas. Recordemos que un muchacho de 21 años que se dedicaba a esto último murió en el incendio de la cárcel de San Miguel.



En verdad, creo que sería un descriterio establecer una pena de prisión para el adulto que se encontrara en la situación que indica la enmienda planteada.



Votaré en contra de ella.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, solo deseo aclarar que la pena de prisión en su grado medio ya existe en el inciso primero del artículo 42 vigente. El proyecto no innova en esta materia; solo propone aumentar la sanción.



La Senadora Lily Pérez tendría razón si el reclamo fuera por el incremento de la pena, pero no por la ausencia de ella.



En ese ámbito, entre lo sugerido por las Comisiones unidas y la disposición en vigor, me quedo con esta última.



Pero hay otra diferencia: se plantea subir el rango de la multa. En efecto, se sustituye la expresión “de tres a diez unidades tributarias mensuales” por “de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales”.



En mi opinión, no es necesario ir más allá de la norma que hoy nos rige. Si esta se quiere asimilar a lo aprobado a propósito de la Ley sobre Consumo de Tabaco, sugiero que se haga en otro proyecto. Pero aquí, en la Sala, no corresponde hacer el trabajo de Comisión, como es redactar otras alternativas de solución.



Dado que la iniciativa que nos ocupa no contará con otro trámite en los órganos especializados, prefiero quedarme con el actual artículo 42 y no innovar sobre la materia.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, un punto de Reglamento.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, pido votación separada de la última oración, que es lo interesante de este inciso. Dice: “Asimismo, se prohíbe a los menores de dieciocho años  comprar bebidas alcohólicas.”.



¿Saben por qué? Porque hasta ahora no existe norma expresa que prohíba la compra.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pero se prohíbe la venta de alcohol.

El señor CHAHUÁN.- Sí. Pero no la compra.

El señor LAGOS.- ¿Y ello tiene sanción?

El señor CHAHUÁN.- No.

El señor LAGOS.- O sea, ¡se prohíbe nomás!

El señor CHAHUÁN.- Pero después, en el siguiente inciso, se fija la facultad para exigir la cédula de identidad. 



Estoy buscando la norma. Denme un segundo.

El señor LAGOS.- ¡Se prohíbe comprar, pero no se sanciona!

El señor CHAHUÁN.- No es así. 



El nuevo inciso segundo dice: “quienes atiendan en esos establecimientos estarán obligados a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública, a todas las personas que deseen adquirir bebidas alcohólicas y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad.”.



Esa medida tampoco está contemplada en la ley.



Y se agrega: “Asimismo, y mientras se encuentren cumpliendo con sus funciones fiscalizadoras, los inspectores municipales estarán facultados para solicitar alguna identificación que acredite la edad de los compradores.”.


Y después se establece…

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- ¿Qué disposición está leyendo, Senador señor Chahuán?

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, es que sí hay sanción para la prohibición de comprar. Estoy buscando la norma donde ello aparece.



Deme un segundo.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Mientras tanto, señor Senador, voy a seguir entregando el uso de la palabra. 



Cuando encuentre el inciso pertinente, me avisa y da a conocer su propuesta a la Sala.

El señor CHAHUÁN.- Okay.
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- 
Tiene la palabra la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, quiero clarificar algo, aunque ya lo precisó el Senador Zaldívar: esta modificación propone que la pena de prisión, que ya existe en la norma legal, aumente en un grado. 



Se busca diferenciar con el cumplimiento efectivo de cárcel, como sucede hoy con la Ley Emilia.



Con la disposición actual es posible otorgar penas alternativas, dependiendo del historial de la persona sentenciada.



Además, pienso que se ha confundido un poco la situación al comparar lo propuesto con lo que preceptúa la legislación en materia de consumo de tabaco. La prohibición de suministrar cigarrillos a un menor es bastante más amplia que la que se plantea en el caso del alcohol, que se limita a recintos determinados. 



En los incisos siguientes se especifica la situación de que el menor esté en compañía de sus padres. 



Ahí está la diferencia.



Entonces, me parece que se ha hecho una interpretación que va más allá de lo que propone el inciso en análisis, que no es otra cosa que aumentar en un grado la pena de prisión y elevar el monto de las multas.



En ningún caso ello implica sanción de cárcel efectiva para un padre que no advierte, luego de levantarse de la mesa en determinado establecimiento, que su hijo pequeño prueba de su trago. Lo aclaro para evitar una interpretación que no se apega a lo que señala el texto aprobado por las Comisiones unidas.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Discúlpeme, señora Presidenta, por volver sobre el tema. 



Creo que no es conveniente que tratemos de redactar aquí una disposición legal en una improvisación total. En tal caso, prefiero quedarme con el artículo 42 tal como está. Y si en un momento se quiere rectificar, hagámoslo pero en otra iniciativa de ley. 



¡No corresponde aquí empezar a inventarnos cosas!



Además, no sé por qué se incorpora la oración final: “Asimismo, se prohíbe a los menores de dieciocho años  comprar bebidas alcohólicas.”. 



¡Pero si está prohibida la venta!



La obligación de exigir cédula de identidad está vigente para la persona que expende bebidas alcohólicas, con el fin de comprobar la edad del que compra.



En consecuencia, no voy a aprobar el inciso propuesto, no por estar a favor o en contra, sino porque no me gusta improvisar. Prefiero que siga aplicándose la norma legal en vigor. Después se podrá perfeccionar, cuando se haga un estudio con mayor cuidado sobre la materia.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario para dar una explicación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación a lo solicitado por el Senador señor Chahuán, deseo precisar que, si la Sala rechazara el inciso propuesto por las Comisiones unidas, de todas maneras habría que votar el texto aprobado en general por el Senado, que corresponde a lo que despachó la Cámara de Diputados, el cual indica: “Asimismo, se prohíbe a los menores de dieciocho años comprar bebidas alcohólicas.”.
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- 
Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, todos sabemos que el camino al infierno está sembrado de buenas intenciones.



Objetivamente, como señaló un colega que me antecedió en el uso de la palabra, en la ley ya existe una norma suficientemente explícita en este ámbito, que dice: “El que vendiere, obsequiare o suministrare bebidas alcohólicas, a cualquier título, a un menor de dieciocho años (…) será sancionado con prisión en su grado medio”. 



Esa pena es de 541 días a 3 años, que es una sanción no menor. Y ahora se plantea aumentarla en un grado: de 3 años y un día a 5 años. 



De eso estamos hablando. 



Además, no se distingue si el infractor es pariente (padre, hermano) o no. La disposición expresa: “El que vendiere, obsequiare o suministrare”.



Uno debe poner mano firme ante algunas acciones. Me parece que este asunto es muy grave. Sin embargo, no estoy de acuerdo con equiparar la sanción por la conducta descrita con otras que sí merecen prisión de 5 años. En verdad, lo planteado por las Comisiones unidas en este punto me parece poco coherente con el resto de la legislación.



Yo he hablado en varias ocasiones con los jueces sobre distintos temas, no acerca de este en especial. Y con razón ellos me dicen: “Mire, cuando alguien incurre en determinada acción y la sanción que debiera aplicarse es de 3 años y un día a 5 años, lo que resulta excesivo, nos sacamos el problema mediante formalidades”. Claro, porque todos consideran que es absurda la pena.



Hago un llamado, señora Presidenta, de acuerdo con lo que han planteado muchos señores Senadores, a dejar la norma como está. 



¡Una sanción de 5 años me parece absolutamente exagerada en este caso!



La disposición en vigor contempla una pena suficientemente severa.



Considero positivo innovar en muchas materias, pero en este tipo de cosas no, pues podríamos generar un efecto indeseado extraordinariamente grave.



Sería complejo aprobar el inciso propuesto.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Senador señor Chahuán pidió votación separada del inciso en análisis.



Habría que votar primero la oración que se inicia con la expresión “El que vendiere, obsequiare o suministrare” y termina en el punto seguido. Y luego pronunciarse por la segunda oración.



¿Eso es lo que solicitó, señor Senador?

El señor CHAHUÁN.- Sí.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De consiguiente, corresponde votar la primera parte del inciso primero del artículo 42 propuesto por las Comisiones unidas, que dice: “El que vendiere, obsequiare o suministrare bebidas alcohólicas, a cualquier título, a un menor de dieciocho años, en alguno de los establecimientos señalados en el artículo 3°, será sancionado con prisión en su grado máximo y multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.”.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- En votación.



--(Durante la votación).
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma, para fundar el voto.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, voto que no para no innovar en esta materia.



Pero quiero corregir un error que cometí en mi intervención anterior. Estaba pensando en penas de presidio, pero se trata de prisión. Entonces, los días que indiqué no corresponden. La prisión en su grado máximo va de 41 a 60 días.



Reitero: recién argumenté creyendo que se trataba de presidio. Dejo aclarada esa parte de mi planteamiento.



Igual estimo que no hay que cambiar la norma legal pertinente. 



Además, en vez de generar una especie de persecución permanente, me parece mucho mejor impulsar la lógica educacional.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminada la votación.



--Se rechaza la primera oración del nuevo inciso primero del artículo 42, contenido en la letra a) del Nº 8 del artículo 3º del proyecto (14 votos en contra, 2 a favor y un pareo).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa la señora Goic y el señor Horvath.


No votó, por estar pareado, el señor Guillier.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar ahora la segunda oración del mismo inciso, que dice: “Asimismo, se prohíbe a los menores de dieciocho años comprar bebidas alcohólicas.”.
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con dicha proposición de las Comisiones unidas votan que sí; quienes no lo estén, que no, o se abstienen.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 6 votos a favor, 4 en contra y 7 abstenciones.



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Lily Pérez y los señores Chahuán, Horvath, Moreira y Prokurica.


Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Letelier, Quinteros y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron las señoras Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, Hernán Larraín, Pérez Varela y Patricio Walker.
El señor LABBÉ (Secretario General).- De conformidad con el Reglamento, por influir las abstenciones en el resultado, corresponde repetir la votación.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- En votación, nuevamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminada la votación.



--Se rechaza la segunda oración del nuevo inciso primero del artículo 42, contenido en la letra a) del Nº 8 del artículo 3º del proyecto (10 votos en contra, 6 a favor, una abstención y un pareo).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Pérez Varela, Quinteros y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Lily Pérez y los señores Chahuán, Horvath, Moreira y Prokurica.


Se abstuvo la señora Muñoz.


No votó, por estar pareado, el señor Guillier.
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, ahora estamos en un problema, porque todas las modificaciones posteriores hablaban de cómo materializar la prohibición que se acaba de rechazar.



El inciso segundo sugerido por las Comisiones unidas señala: “Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior, quienes atiendan en esos establecimientos estarán obligados a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública, a todas las personas que deseen adquirir bebidas alcohólicas y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad. Asimismo, y mientras se encuentren cumpliendo con sus funciones fiscalizadoras, los inspectores municipales estarán facultados para solicitar alguna identificación que acredite la edad de los compradores.”.


Dicha enmienda, que buscaba darles facultades a quienes expendan bebidas alcohólicas para pedir la cédula de identidad al que compra, era absolutamente necesaria, pero perdió sentido luego de la votación anterior.



Y después venían otras normas sobre el particular. 



En fin, creo que se nos cayó completamente el artículo.



Insisto en que era necesario prohibir a menores de dieciocho años comprar alcohol. Hoy esta Sala ha cometido un profundo error. 



Por lo mismo, ya no va a existir la atribución para exigir la cédula de identidad. ¿Por qué? Porque finalmente no quedará prohibido que el menor compre bebidas alcohólicas.



Repito: aquí se acaba de cometer un tremendo error.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Senador señor Chahuán, esperemos a que el señor Secretario indique que corresponde tratar ahora antes de debatir las normas que vienen.



¿Le parece?

El señor CHAHUÁN.- Okay.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- No podemos dar por hecho lo que usted está planteando sin entrar primero a discutir las enmiendas en su mérito.

La señora VON BAER.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Antes de continuar con la demás disposición, quisiera pedir, de conformidad con el artículo 125 del Reglamento, la reapertura del debate de la oración final del nuevo inciso cuarto del artículo 39 de la ley, contenido en la letra b) del Nº 5, que pasó a ser 6, del artículo 3º del proyecto. 



Explico por qué.



El inciso tercero del artículo 39 del texto legal señala lo siguiente: “Se prohíbe la venta, suministro o consumo de toda clase de bebidas alcohólicas en los establecimientos educacionales.”.


Y el inciso cuarto agrega: “No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la dirección del respectivo establecimiento, a solicitud del centro general de padres y apoderados o con la aprobación de éste, podrá autorizar que se proporcionen y consuman bebidas alcohólicas”. Es el caso, por ejemplo, de una kermés.



Yo había pedido votación separada de la oración final del último inciso propuesto para el artículo 39, porque allí se señala: “Este permiso será válido sólo para aquellas localidades que no cuenten con un lugar para dicho evento.”.



Si dejamos la norma tal como está, en una escuela cuyo centro de padres y apoderados quiera hacer una kermés en beneficio de los segundos medios que van de viaje de estudio no será posible vender alcohol, incluso contando con el permiso de la dirección del colegio, si en la ciudad existe otro lugar donde se pueda realizar la kermés.



Por lo tanto, una escuela de escasos recursos tendrá que pagar el arriendo de una sala para llevar a cabo la actividad de beneficio, la que no se podrá hacer en la propia escuela.



Por eso, señora Presidenta, pido que reabramos el debate, pues creo que estamos aprobando una norma que va en contra de los establecimientos de escasos recursos, en los cuales los cursos no tendrán la plata para arrendar un lugar en otra parte de la ciudad en vista del impedimento de ocupar sus instalaciones para realizar una kermés. Reitero que ello se debe a que aprobamos el texto que dice: “Este permiso será válido sólo para aquellas localidades que no cuenten con un lugar para dicho evento.”.



Señora Presidenta, repito para aquellos Senadores que no me escucharon…

El señor LETELIER.- Yo la escucho, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Hoy día en las escuelas se prohíbe la venta de alcohol. Si uno quiere hacer una kermés, le pide a la dirección del colegio autorización para realizarla y vender alcohol en esa circunstancia específica.



Lo que nosotros aprobamos hoy día es que solo se puede hacer la kermés -por poner el mismo ejemplo- en la escuela si en la ciudad o en el pueblo no hay otro lugar apto para realizarla. Con esto, si un colegio de escasos recursos quiere hacer un beneficio organizando un bailable, una kermés o lo que sea y en la localidad hay otro lugar donde se puede desarrollar dicha actividad, esa escuela tendrá que pagar por ocupar el recinto respectivo.



Y dado eso, señora Presidenta, pido que se reabra el debate a fin de rechazar el texto que he mencionado, pues creo que dicha norma de verdad perjudicará a aquellas escuelas que quieran organizar actividades de beneficio para pagar viajes de estudios, etcétera, y que no cuenten con los recursos para arrendar un local.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Señora Senadora, usted ha hecho alusión al artículo 125. En virtud de este, se requieren dos tercios de los Senadores y las Senadoras presentes para acoger su petición.



En votación la indicación hecha por la Senadora señora Von Baer para reabrir el debate respecto de la última oración del inciso cuarto propuesto para el artículo 39 de la ley vigente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminada la votación.



--Se rechaza la reapertura del debate por no reunirse el quórum reglamentario (10 votos a favor, 5 en contra y dos abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Horvath, Hernán Larraín, Moreira, Pérez Varela y Prokurica.



Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Lagos, Letelier, Navarro y Quinteros.



Se abstuvieron las señoras Goic y Muñoz.



No votó, por estar pareado, el señor Guillier.

El señor LARRAÍN.- ¿Las abstenciones no influyen?

El señor LABBÉ (Secretario General).- No, señor Senador.



De 17 votos, dos tercios son 11, los que no se reunieron.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Señores Senadores, restan tres minutos para el término del Orden del Día, por lo que dejaremos hasta aquí el debate.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Procederé a levantar la sesión, sin perjuicio de dar curso a la petición de oficio que ha llegado a la Mesa.

PETICIÓN DE OFICIO



--El oficio cuyo envío se anunció es el siguiente:



Del señor OSSANDÓN:



A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y Subsecretario de Transportes, solicitándoles INFORMACIÓN SOBRE MARCO REGULATORIO PARA RENOVACIÓN DE CONTRATOS DE OPERADORES DE TRANSANTIAGO Y ACERCA DE SECRETARÍA TÉCNICA PARA REDISEÑO DE SISTEMA DE TRANSPORTE CAPITALINO.

)-----------(

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:27.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL INICIA LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS PARA EL SECTOR PÚBLICO DEL AÑO 2016 

(10.300-05)
Oficio N° 12.116
VALPARAÍSO, 1 de octubre de 2015
HONORABLE SENADO:

Tengo a honra pasar a manos de V.E. el Mensaje mediante el cual S.E. la Presidenta de la República ha dado inicio a la tramitación del proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2016, boletín N°10.300-05.
Para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Constitución Política de la República, me permito poner en conocimiento de V.E. que el referido Mensaje fue recibido en esta Corporación el día 30 de septiembre del año en curso.

(Fdo.): Patricio Vallespín López, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkic, Secretario General de la Cámara de Diputados.

SANTIAGO, 30 de septiembre de 2015

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración el Proyecto de Ley de Presupuestos para el sector público correspondiente al año 2016.

I.
ANTECEDENTES Y OBJETIVOS

El proyecto de ley de Presupuestos para el año 2016 ha sido elaborado en el marco de responsabilidad fiscal que caracteriza a nuestro país y considerando las orientaciones del Programa de Gobierno. Siguiendo nuestra hoja de ruta, se han aplicado criterios de priorización y gradualidad, de manera de hacer este presupuesto compatible con una gradual disminución del déficit estructural.

Esta propuesta de presupuesto permitirá mantener las cuentas fiscales sanas, a la vez de representar una contribución a la adaptación de la economía a condiciones externas menos favorables, a dinamizar la actividad del sector privado y a la coordinación de la política macroeconómica.  

Como lo señala el decreto de política fiscal del año 2014, a inicios de mi Gobierno comprometimos, como marco para el período, el converger gradualmente a una situación de Balance Estructural en el año 2018, en la medida que se aprobase la reforma tributaria y que no existiesen situaciones macroeconómicas objetivas que justificasen converger en un plazo mayor.

Sin embargo, el análisis de la situación macroeconómica actual muestra que la recuperación de la economía ha demorado más de lo proyectado y que el precio del cobre ha estado muy por debajo de lo previsto. Asimismo, se han verificado correcciones a la baja de los parámetros estructurales –PIB tendencial y precio de referencia del cobre- que se utilizan para calcular el balance estructural y determinar una trayectoria sostenible del gasto público.

A lo anterior se suma la presión presupuestaria surgida para hacer frente a las catástrofes naturales que lamentablemente han golpeado al país en los meses recientes, incluyendo los gastos que deberán incurrirse a causa del terremoto y tsunami del norte de los días recién pasados.

Esta realidad ha hecho prudente actualizar la estrategia fiscal para lo que resta de mi período gubernamental, de manera de equilibrar los compromisos de gasto público con el nivel de estímulo que requiere la economía y los recursos disponibles. Ello queda reflejado en la modificación incorporada, mediante decreto supremo 1378, de Hacienda, de 29 de septiembre del presente año, al decreto 892, de 2014, del Ministerio de Hacienda, que establece las bases de la de política fiscal. 

De este modo, el objetivo central de la política fiscal de los próximos años consistirá en una gradual consolidación fiscal, que asegure la solvencia de las finanzas públicas en un horizonte de mediano y largo plazo. Dado el ciclo de desaceleración por el que atraviesa la economía, esta consolidación no puede significar un freno abrupto a la demanda in-terna. Por lo mismo, la estrategia para la política fiscal de los próximos años consistirá en reducir gradualmente el déficit estructural en aproximadamente un cuarto de punto porcentual del Producto Interno Bruto cada año.

Esto implica para el año 2016 moderar el ritmo de crecimiento del gasto público, pero considerar de todas maneras un crecimiento, concentrado en las prioridades programáticas, especialmente en educación y en otras áreas sociales.

Así, el proyecto de Ley de Presupuestos del sector público para el año 2016 considera que el gasto crezca un 4,4% real.

II.
CONTENIDO DEL PROYECTO

El artículo 1° contiene el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Sector Público, que consolida los presupuestos de ingresos y gastos del Fisco y de los servicios e instituciones regidos por la Ley de Administración Financiera del Estado. El total neto asciende a $42.040.361 millones y US$2.596 millones.

En el subtítulo Gastos en Personal de cada uno de los presupuestos de los servicios e instituciones, se incorpora el efecto año de los mejoramientos sectoriales y generales aprobados en anualidades anteriores y en  el presente proyecto y, en su caso, las provisiones correspondientes, lo que se refleja en la cifra pertinente en moneda nacional contenida en este artículo 1°.

El artículo 2° incluye los ingresos generales de la Nación y los programas de gastos en subsidios, operaciones complementarias, servicio de deuda y transferencias de aportes fiscales a los organismos que aprueban presupuesto en esta ley. Este agregado presupuestario, denominado Tesoro Público, presenta niveles de ingresos y gastos del orden de $37.642.525 millones y US$3.679 millones.

El artículo 3° tiene como propósito autorizar a la Presidenta de la República para contraer, hasta por el monto que se señala, obligaciones de carácter financiero en el exterior o en el país. Por las características de este tipo de operaciones en cuanto al plazo de los compromisos que se contraen, resulta indispensable que este artículo sea aprobado por el H. Congreso Nacional con quórum calificado, según lo dispuesto en el artículo 63, N° 7 de la Constitución Política de la República.

Los artículos siguientes proponen disposiciones complementarias sobre materias de orden presupuestario.

El artículo 4° se refiere a limitaciones al gasto, en cuanto a que sólo en virtud de ley puede incrementarse la suma de determinados conceptos de gastos corrientes. Asimismo, se dispone similar exigencia respecto de gastos en inversión, cuando se haya alcanzado el 10% por sobre la suma aprobada en esta ley para esos fines, sin perjuicio de las excepciones o exclusiones que establece. Con ello, se da cumplimiento al inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, en cuanto a que en la Ley de Presupuestos corresponde fijar limitaciones al gasto y las exclusiones y autorizaciones de su variación que procedan. El inciso final perfecciona las limitaciones del nivel de gasto, disponiendo que aquel monto en que se disminuya la suma determinada conforme al inciso primero de esta disposición (gasto corriente), para incrementar las cantidades a que se refiere este  inciso  (gasto de capital), constituirá una reducción definitiva del nivel autorizado en el citado inciso primero.

El artículo 5° tiene como objetivo establecer un mecanismo de control adecuado para evitar aumento en la dotación de los servicios públicos, sin respaldo presupuestario permanente.

Para ello, se suspende, por el año 2016, la facultad otorgada en la letra d) del artículo 87 de la ley N° 18.834, en lo referido a contratar personal titular de un cargo de planta en la calidad a contrata en grados superiores, dejando exceptuada, de esta norma, la renovación del personal que actualmente esté en esa condición.

El artículo 6° regula los procedimientos de licitación a que estarán afectos los servicios públicos para adjudicar durante el año 2016 la realización de estudios para inversiones y  proyectos de inversión, distinguiendo, en relación a sus montos, la utilización de licitación pública o privada.

El artículo 7° tiene como objetivo res-guardar el interés fiscal, al facultar a la autoridad correspondiente para que, en los decretos que contengan transferencias de recursos, se puedan incorporar condiciones de uso o destino de éstos e información periódica sobre su aplicación y reintegros cuando corresponda.

El inciso final impide que, con las transferencias que constituyan asignaciones globales a unidades de un servicio o a  programas ejecutados total o parcialmente por éste, se destinen recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, excepto aquellos que estén expresamente autorizados en el respectivo presupuesto.

El artículo 8° prohíbe a los organismos y servicios públicos, la adquisición, arrendamiento o construcción de viviendas destinadas a sus funcionarios, con las excepciones que se señalan.

Mediante el artículo 9° se establece un mecanismo de flexibilización de las dotaciones máximas de personal, permitiendo reasignar dotación entre servicios de cada ministerio sin que se pueda superar la dotación total  del conjunto de aquellos. Adicionalmente, se otorga la facultad de reasignar recursos con tal objeto. 

El artículo 10 persigue posibilitar el reemplazo del personal contratado que, por cualquier causa, no pueda desempeñar su cargo por un período de treinta días corridos.  El objetivo de esta norma es evitar la disminución de servicios causada por tales ausencias, estableciéndose en la misma disposición el resguardo de mayores gastos y el procedimiento de justificación de tales reemplazos. 

El artículo 11 dispone un procedimiento para la provisión de los cargos de Alta Dirección Pública, regulados en la norma que se cita de la ley N° 19.882, precisando cuáles son los mecanismos e instancias más idóneas, públicas y de menor costo, en los cuales incluir toda la información relativa a los procesos de selección de los respectivos cargos y los requisitos exigidos, sin apartarse del espíritu que informa la citada norma.

En el artículo 12 se regula la adquisición y arrendamiento de los vehículos motorizados que señala, como también el procedimiento para reasignar dotación de vehículos entre los servicios dependientes de un mismo ministerio, sin alterar la dotación máxima total de la respectiva cartera.

El artículo 13 regula el destino del producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que, de acuerdo a sus facultades, efectúe durante el año 2016 el Ministerio de Bienes Nacionales. 

En el artículo 14 se establece que la Dirección de Presupuestos deberá proporcionar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, información relativa a la ejecución del presupuesto, deuda pública y del Banco Central, copia de los balances y estados financieros de las empresas del Estado y demás que señala.

En el artículo 15, y en concordancia con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 19.908, se limita para el año 2016 la autorización para efectuar las operaciones permitidas y reguladas en dicho artículo 5°, al monto máximo que se señala.

En el artículo 16, se autoriza a la Presidenta de la República para otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y las universidades estatales, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América), o su equivalente en otras monedas.

Se regula la forma de ejercer esta facultad, y la extensión de la garantía que se puede otorgar.

Asimismo, se establece que todas aquellas empresas que reciban la garantía estatal para las operaciones de deuda que contraten, deberán suscribir, previamente, un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, con el objeto de que el Gobierno cuente con una instancia de análisis y evaluación uniforme de la gestión y del desarrollo de los planes y las políticas de las aludidas empresas.

En el artículo 17 se propone un procedimiento autorizatorio destinado a centralizar la procedencia y gasto producto de la afiliación o incorporación de los organismos públicos a diferentes organismos internacionales, radicándolo en el Ministerio del ramo, con visación del Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Hacienda.

El artículo 18 identifica los mecanismos reglamentarios y administrativos necesarios para la ejecución del presupuesto del Sector Público para el año 2016.

El artículo 19 otorga la calidad de agentes públicos a los encargados de programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios.

El artículo 20 señala el porcentaje de los recursos destinados a avisaje y publicaciones, que las reparticiones públicas podrán realizar en medios de comunicación con clara identificación local.

El artículo 21  establece el deber de las entidades públicas que se señalan, y en la forma que se indica, de informar acerca de las materias detalladas en el mismo artículo.

El artículo 22 dispone que las actividades de publicidad y difusión que deban efectuar los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 19.896. Para estos efectos, se define lo que se entenderá por gastos de publicidad y difusión para el cumplimiento de las funciones de los referidos organismos, y se señala que el incumplimiento de esta normativa implicará una contravención de las normas relativas al principio de probidad administrativa.

El artículo 23 establece un mecanismo para cambiar la calidad jurídica del personal que se encuentra contratado actualmente como honorarios a suma alzada, incorporándolo a la modalidad de contrata. 

Finalmente, el artículo 24 fija la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, con la excepción que señala.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.-
Apruébase el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Sector Público, para el año 2016, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:



En Miles de $


Resumen de los Presupuestos de las Partidas
Deducciones de Transferencias


Total

INGRESOS

43.880.733.892


1.840.372.491


42.040.361.401 

IMPUESTOS
29.308.455.015
29.308.455.015

IMPOSICIONES PREVISIONALES
2.365.174.878

2.365.174.878

TRANSFERENCIAS CORRIENTES


1.024.349.132


977.632.401


46.716.731

RENTAS DE LA PROPIEDAD


426.666.470


36.594.767


390.071.703

INGRESOS DE OPERACIÓN

792.387.422



792.387.422

OTROS INGRESOS CORRIENTES


805.857.721

805.857.721

VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


39.735.460

39.735.460

VENTA DE ACTIVOS  FINANCIEROS


1.598.160.189

1.598.160.189

RECUPERACIÓN DE  PRÉSTAMOS
312.609.616

312.609.616

TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL


852.071.948
En Miles de $

826.145.323


25.926.625

ENDEUDAMIENTO

6.313.164.000



6.313.164.000

SALDO INICIAL DE CAJA


42.102.041

42.102.041

En Miles de $


Resumen de los Presupuestos de las Partidas
Deducciones de Transferencias


Total

GASTOS


43.880.733.892


1.840.372.491


42.040.361.401

GASTOS EN PERSONAL


7.195.292.501

7.195.292.501

BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


2.833.147.071

2.833.147.071

PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


7.066.965.738

7.066.965.738

TRANSFERENCIAS CORRIENTES


16.049.510.962
958.342.128
15.091.168.834

INTEGROS AL  FISCO


78.906.227
55.885.040
23.021.187

OTROS GASTOS CORRIENTES


6.321.934

6.321.934

ADQUISICIÓN DE  ACTIVOS NO FINANCIEROS


279.963.071

279.963.071

ADQUISICIÓN DE  ACTIVOS FINANCIEROS


1.155.514.876

1.155.514.876

INICIATIVAS DE  INVERSIÓN


3.555.959.636

3.555.959.636

PRÉSTAMOS


377.855.977

377.855.977

TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


4.028.006.664
826.145.323
3.201.861.341

SERVICIO DE LA DEUDA


1.200.538.772

1.200.538.772

SALDO FINAL DE CAJA


52.750.463

52.750.463

B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:



En Miles de US$


Resumen de los Presupuestos de las Partidas


Deducciones de transferencias


Total

INGRESOS

2.595.837


0


2.595.837

IMPUESTOS

57.300



57.300

RENTAS DE LA  PROPIEDAD


451.042

451.042

INGRESOS DE OPERACIÓN

6.897



6.897

OTROS INGRESOS CORRIENTES


53.912

53.912

VENTA DE ACTIVOS  FINANCIEROS


1.991.034

1.991.034

RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS
3.166

3.166

ENDEUDAMIENTO

30.486



30.486

SALDO INICIAL DE CAJA


2.000



2.000



En Miles de US$


Resumen de los Presupuestos de las Partidas


Deducciones de transferencias


Total

GASTOS


2.595.837
0
2.595.837

GASTOS EN PERSONAL


173.345

173.345

BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


249.753

249.753

PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


155

155

TRANSFERENCIAS CORRIENTES

OTROS GASTOS CORRIENTES

65.622

610



65.622

610



En Miles de US$

ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS

6.406



6.406

ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS


1.885.318

1.885.318

INICIATIVAS DE INVERSIÓN

800



800

PRÉSTAMOS

3.166



3.166

TRANSFERENCIAS DE CAPITAL

300



300

SERVICIO DE LA DEUDA

208.362



208.362

SALDO FINAL DE CAJA


2.000

2.000

Artículo 2º.-
Apruébanse los Ingresos Generales de la Nación y los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2016, a las Partidas que se indican:


Miles de $


Miles de US$

INGRESOS GENERALES DE LA NACIÓN:

IMPUESTOS

29.308.455.015


57.300

TRANSFERENCIAS CORRIENTES


21.780.308
638.430

RENTAS DE LA PROPIEDAD

249.193.738

451.042

INGRESOS DE OPERACIÓN

12.294.532

6.897

OTROS INGRESOS CORRIENTES


244.855.177
41.482

VENTA DE ACTIVOS NO FINAN-CIEROS


569.709


VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


1.195.482.117
1.986.991

RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS
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TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL


304.894.663
464.243


Miles de $


Miles de US$

ENDEUDAMIENTO


                   6.300.000.000


30.486

SALDO INICIAL DE CAJA
5.000.000
2.000

TOTAL INGRESOS


37.642.525.269
3.678.871

APORTE FISCAL:

Presidencia de la República


18.445.057


Congreso Nacional


114.745.924


Poder Judicial


483.502.889


Contraloría General de la República
67.315.616


Ministerio del Interior y Seguridad Pública


2.612.228.412
44.149

Ministerio de Relaciones Exteriores

76.845.571


203.544

Ministerio de Economía, Fomento y Turismo


537.629.163


Ministerio de Hacienda
404.739.355


Ministerio de Educación
8.735.231.115


Ministerio de Justicia


928.449.798


Ministerio de Defensa Nacional
1.093.492.998
219.002

Ministerio de Obras Públicas


1.932.975.943


Ministerio de Agricultura


432.798.939


Ministerio de Bienes Nacionales


11.366.083


Ministerio del Trabajo y Previsión Social


6.345.362.477


Ministerio de Salud


4.166.736.324


Ministerio de Minería


45.477.649


Ministerio de Vivienda y Urbanismo


1.758.988.439

Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones


871.082.443



Miles de $


Miles de US$

Ministerio Secretaría General de Gobierno


28.527.893


Ministerio de Desarrollo Social

624.078.431

Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República
16.060.454


Ministerio Público


166.405.468

Ministerio de Energía
143.002.583


Ministerio del Medio Ambiente

Ministerio del Deporte
     

48.641.390

124.339.374


Programas Especiales del Tesoro Público:

Subsidios
1.048.769.070


Operaciones Complementarias
3.327.311.201
1.455.833

Servicio de la Deuda Pública
1.142.075.271
208.065

Fondo de Reserva de Pensiones


682.944

Fondo de Estabilización Económica y Social

Fondo para la Educación

Fondo de Apoyo Regional

Fondo para Diagnósticos   y Tratamiento de Alto Costo

30

275.899.849

       60.000.060


183.450

681.884

TOTAL APORTES
37.642.525.269
3.678.871

Artículo 3°.-
Autorízase a la Presidenta de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 9.000.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en los Ingresos Generales de la Nación.


Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 500.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.

Para los fines de este artículo, se podrá emitir y colocar bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.


La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2016 y aquéllas que se contraigan para efectuar pago anticipado total o parcial de deudas constituidas en ejercicios anteriores, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2016, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.


No se imputarán a la suma de las cantidades señaladas en los incisos primero y segundo de este artículo, las obligaciones que se contraigan para solventar el pago de bonos de reconocimiento a que alude el artículo tercero transitorio del decreto ley Nº 3.500, de 1980, hasta por un monto del equivalente a US$ 1.000.000 miles.


La autorización que se otorga a la Presidenta de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.

Artículo 4°.-
En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los Gastos en personal, Bienes y servicios de consumo, Prestaciones de seguridad social, Transferencias corrientes, Integros al Fisco y Otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.


No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incrementarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.


Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de Adquisición de activos no financieros, Iniciativas de inversión y Transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.

Artículo 5°.-
Suspéndese, durante el año 2016, la aplicación de la letra d) del artículo 87 de la ley Nº 18.834, respecto de la compatibilidad en el desempeño de cargos de planta regidos por dicha ley con la designación en cargos a contrata en el mismo servicio. Esta suspensión no regirá respecto de la renovación de los contratos que gozaron de compatibilidad en el año 2015. 

Artículo 6°.-
La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2016, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos.


Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.


Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.


Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, al momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones o bien, no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.

Artículo 7°.-
En los decretos que contengan transferencias, hayan sido dispuestas en esta ley o se creen en virtud del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, con imputación a los ítems 01, 02 y 03, de los subtítulos 24, Transferencias Corrientes, y 33, Transferencias de Capital, de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que la institución receptora deberá dar a los recursos, las condiciones o modalidades de reintegro de los mismos y la información que respecto de su aplicación deberá remitirse al organismo que se determine.


Aquellas transferencias, incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria en los distintos conceptos de gasto, con visación de la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.

Artículo 8°.-
Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional, de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.

Artículo 9°.-
No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. 

Artículo 10.-
 Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un periodo superior a treinta días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.

Artículo 11.-
Para los efectos de proveer durante el año 2016 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de los sitios web institucionales u otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicarán en diarios de circulación nacional, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

Artículo 12.-
Los órganos y servicios públicos de la administra-ción civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para adquirir, a cualquier título, toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.


Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motoriza-dos, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que éstos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.


Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos, comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.


En el decreto supremo respectivo podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.

Artículo 13.-
El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2016 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas en años anteriores, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:


-
65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;


-
10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y


-
25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.


La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.


No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.

Artículo 14.-
La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:


1.
Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.


2.
Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y saldo de la deuda bruta del Gobierno Central.


Del mismo modo, se deberá incluir, en anexos, información del gasto devengado en el Gobierno Central en el del Subtítulo 22 ítem 07, Publicidad y Difusión, desagregado por asignación, detallando el gasto por partida y su variación real respecto de igual trimestre del año anterior, y de las asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, para cada uno de los programas de esta ley.


3.
Informe de la ejecución trimestral del presu-puesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de partidas, capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


4.
Informe semestral de los montos devengados en el subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, para las distintas partidas presupuestarias, con clasificación regional de ese gasto, incluyendo la categoría “interregional”, a más tardar, sesenta días después de terminado el semestre respectivo.


5.
Copia de los decretos de modificaciones presupuestarias totalmente tramitados durante cada trimestre y un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en dicho trimestre, especificando los montos incrementados o disminuidos por subtítulo y partida, dentro de los treinta días siguientes al término del mismo..


6.
Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos, de la Partida Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.


7.
Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados, a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.


8.
Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile y de todas aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.


9.
Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los sesenta días y noventa días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.


10.
Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


11.
Informe trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre. 


12.
Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.


13.
Informe trimestral de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5° de la ley N° 19.908, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


14.
Informe, antes del 31 de diciembre de 2015, de los gastos considerados para el año 2016 en iniciativas de inversión en las zonas comprendidas en el decreto supremo N° 150, de 2010, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, especificando el tipo de obra, región y comuna de ubicación, costo y plazo de ejecución. Asimismo, estado de avance trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, de cada una de las obras especificadas.


Para dar cumplimiento a lo señalado en los numerales anteriores, la información indicada deberá ser entregada por los organismos correspondientes de conformidad a las instrucciones impartidas para tal efecto por la Dirección de Presupuestos. Además, ésta deberá ser publicada en los mismos plazos en los respectivos sitios web de los organismos obligados a proporcionarla.


Toda información que en virtud de otras disposiciones de esta ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado, de la Cámara de Diputados y Especial Mixta de Presupuestos, será proporcionada por los respectivos organismos. En el caso de la Cámara de Diputados dicha información se proporcionará a través del Departamento de Evaluación de la Ley, para su trabajo y remisión a quien lo solicite.

Artículo 15.- Durante el año 2016, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$1.500.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.

Artículo 16.-
 Durante el año 2016, la Presidenta de la República podrá otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y universidades estatales, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


La autorización que se otorga a la Presidenta de la República será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.


Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, cualquiera sea su denominación presente o futura, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones.


Las empresas señaladas en el inciso primero, para obtener la garantía estatal señalada, deberán suscribir previamente un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, en que se especificarán los objetivos y los resultados esperados de su operación y programa de inversiones, en la forma que se establezca mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda. A estos convenios les será aplicable la disposición del inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.847.


Autorízase a las universidades estatales para contratar, durante el año 2016, empréstitos por períodos de hasta veinte años, de forma que, con los montos que se contraten, el nivel de endeudamiento total en cada una de ellas no exceda del setenta por ciento (70%) de sus patrimonios. El servicio de la deuda se realizará con cargo al patrimonio de las mismas universidades estatales que las contraigan. Estos empréstitos deberán contar con la visación previa del Ministerio de Hacienda. Con todo, los empréstitos no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado.


La contratación de los empréstitos que se autorizan a las universidades estatales no estará sujeta a las normas de la ley Nº 19.886 y su reglamento. En todo caso, las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.


Copia de los antedichos empréstitos, indicando el monto y las condiciones bajo las cuales fueron suscritos, además de un informe que especifique los objetivos y los resultados esperados de cada operación y su programa de inversiones asociado, serán enviados al Ministerio de Educación y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al de su contratación.

Artículo 17.-
Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Hacienda, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las afiliaciones existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación o renovación les demande efectuar contribuciones o aportes o aumentos de éstos y si los convenios consisten en aumentos del monto de cuotas, su visación quedará condicionada a la disponibilidad de recursos fiscales.

Artículo 18.-
Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975.


Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N° 1.056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley N° 19.104 y el artículo 14 de la ley N° 20.128, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quien podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.


Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.

Artículo 19.-
Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos, con la consecuente responsabilidad penal y administrativa, y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico.

Artículo 20.-
Los órganos y servicios públicos, cuando realicen avisaje y publicaciones en medios de comunicación social, deberán efectuarlos, al menos en un 20%, en medios de comunicación con clara identificación local. Los mismos se distribuirán territorialmente de manera equitativa. Los órganos y servicios a que se refiere este artículo deberán dar cumplimiento a lo establecido, por medio de sus respectivos sitios web.

Artículo 21.-
Será de cargo de las respectivas entidades públicas el siguiente deber de información:


1.
Informe trimestral sobre el estado de ejecución de los compromisos adquiridos con la Mesa Social de la Región de Aysén.


2.
Remisión a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, de una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud de la asignación 22.11.001, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la recepción de su informe final.


3.
En caso de contar con asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, los organismos responsables de dichos programas deberán publicar Informe trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre en su sitio web institucional la individualización de los proyectos beneficiados, nómina de beneficiarios, metodología de elección de éstos, las personas o entidades ejecutoras de los recursos, los montos asignados y la modalidad de asignación.


Si las asignaciones a las que hace mención el párrafo precedente corresponden a transferencias a municipios, el informe respectivo también deberá contener una copia de los convenios firmados con los alcaldes, el desglose por municipio de los montos transferidos y el criterio bajo el cual éstos fueron distribuidos.


4.
En caso de contar con asignaciones correspondientes al subtítulo 31, la entidad responsable de la ejecución de los recursos deberá informar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de marzo de 2016, la nómina de los proyectos y programas financiados con cargo a los recursos señalados, su calendario de ejecución y también, en caso de ser pertinente, su calendario de licitación.


5.
Mensualmente, el Gobierno Regional correspondiente deberá informar los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los treinta días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.


6.
Publicar en sus respectivos portales de transparencia activa las actas de evaluación emitidas por las comisiones evaluadoras de licitaciones y compras públicas de bienes y servicios que realicen en el marco de la ley N° 19.886, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo proceso.


7.
Trimestralmente, la Subsecretaría de Hacienda enviará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe sobre la base de la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.

Artículo 22.-
Las actividades de publicidad y difusión que corresponda realizar por los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 19.896. En caso alguno podrán efectuarse campañas publicitarias que tengan por objeto único enumerar los logros de una autoridad específica o del Gobierno en general, con excepción de las cuentas públicas que los organismos señalados en el citado artículo realicen.


Para estos efectos, se entenderá que son gastos de publicidad y difusión, para el cumplimiento de las funciones de los referidos organismos, aquéllos necesarios para el adecuado desarrollo de procesos de contratación; de acceso, comunicación o concursabilidad de beneficios o prestaciones sociales, tales como ejercicio de derechos o acceso a becas, subsidios, créditos, bonos, transferencias monetarias u otros programas o servicios; de orientación y educación de la población para situaciones de emergencia o alarma pública y, en general, aquellos gastos que, debido a su naturaleza, resulten impostergables para la gestión eficaz de los mismos organismos.


El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo por parte de las autoridades de los organismos señalados contraviene lo establecido en el artículo 52 del decreto con fuerza de ley N°1/19.653, del año 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que hace referencia al principio de probidad administrativa.

Artículo 23.-
Durante el primer trimestre de 2016, a solicitud de los respectivos servicios e instituciones del Sector Público, la Dirección de Presupuestos podrá modificar el límite máximo de personas contratadas a honorarios, fijado en las respectivas glosas asociadas a los subtítulos 21 y 24. 


No obstante lo dispuesto en el artículo 9° de la presente ley, a partir del segundo trimestre de 2016, la Dirección de Presupuestos estará facultada para reducir el número de honora-rios fijados en las glosas, aumentando en la misma cantidad la dotación máxima de personal de los respectivos servicios, reflejando la modificación de calidad jurídica del personal, de honorarios a contrata. El personal antes indicado podrá alcanzar un máximo global de 4.000 personas en los servicios e instituciones del sector público.


Los ajustes indicados en los incisos anteriores y la fijación del número de trabajadores que, por distintos servicios, podrán someterse al cambio de calidad jurídica durante el año 2016, serán establecidos por medio de  uno o más decretos del Ministerio de Hacienda, dictado conforme a lo dispuesto en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263 de 1975.


Los requisitos y normas de procedimiento que sean necesarios para la implementación de este artículo, serán establecidos por medio de uno o más decretos del Ministerio de Hacienda, dictados a más tardar en marzo de 2016, conforme a lo dispuesto en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263 de 1975.


Los ajustes efectuados de conformidad con este artículo deberán ser informados dentro de los treinta días siguientes a la finalización del trimestre respectivo a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

Artículo 24.-
Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2016, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°, y los decretos y resoluciones que en virtud de esta ley sean necesarios para posibilitar la ejecución presupuestaria.

Dios Guarde a V.E.
(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Rodrigo Valdés Pulido, Ministro de Hacienda.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA EL SISTEMA DE DESARROLLO PROFESIONAL DOCENTE Y MODIFICA OTRAS NORMAS 

(10.008-04)

Oficio Nº 12.121

VALPARAÍSO, 1 de octubre de 2015

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas, correspondiente al boletín N°10008-04, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°19.070:

1. Intercálase, a continuación de la expresión Título I Normas Generales, y antes del artículo 1°, las siguientes expresiones:

“Párrafo I

Ámbito de Aplicación”

2. Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “, Universidades o Institutos profesionales” por la expresión “y Universidades”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“Del mismo modo, tienen la calidad de profesionales de la educación las personas que estén en posesión de un título de profesor o educador concedido por Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, de conformidad a las normas vigentes al momento de su otorgamiento.”.

3. Elimínase el epígrafe “Título II Aspectos Profesionales”.

4. En el Título I, sustitúyense los epígrafes “Párrafo I”, “Párrafo II”, “Párrafo III” y “Párrafo IV” por “Párrafo II”, “Párrafo III”, “Párrafo IV” y “Párrafo V”, respectivamente.

5. Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4°.- Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer labores docentes quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes Nos20.000, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 4, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.

En caso de que el profesional de la educación sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.”.

6. Reemplázase en el artículo 5°, inciso segundo, el número “III” por “IV”.

7. Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “prebásico” por “parvulario”.

b) Reemplázase la letra b) del inciso segundo por el siguiente:

“b) Actividades curriculares no lectivas: aquellas labores educativas complementarias a la función docente de aula, relativa a los procesos de enseñanza-aprendizaje, considerando, entre otras, la preparación y seguimiento de las actividades de aula, la evaluación de los aprendizajes de los estudiantes, y las gestiones derivadas directamente de la función de aula, así como también las labores de desarrollo profesional y trabajo colaborativo entre docentes, en el marco del Proyecto Educativo Institucional y del Plan de Mejoramiento Educativo del establecimiento, cuando corresponda.

Asimismo, considera aquellas actividades profesionales que contribuyen al desarrollo de la comunidad escolar, como la atención de estudiantes y apoderados vinculada a los procesos de enseñanza; actividades asociadas a la responsabilidad de jefatura de curso, cuando corresponda; trabajo en equipo con otros profesionales del establecimiento; actividades complementarias al plan de estudios o extraescolares de índole cultural, científica o deportiva; actividades vinculadas con organismos o instituciones públicas o privadas, que contribuyan al mejor desarrollo del proceso educativo y al cumplimiento del Proyecto Educativo Institucional y del Proyecto de Mejoramiento Educativo, si correspondiere, y otras análogas que sean establecidas por la dirección, previa consulta al Consejo de Profesores.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación determinará aquellas labores y actividades comprendidas dentro de aquellas señaladas en el inciso anterior.

Corresponderá a los directores de establecimientos educacionales velar por la adecuada asignación de tareas, de modo tal que las horas no lectivas sean efectivamente destinadas a los fines señalados precedentemente. Para lo anterior, en la distribución de la jornada docente propenderán a asignar las horas no lectivas en bloques de tiempo suficiente para desarrollar actividades de esta naturaleza en forma individual y colaborativa.”.

8. Modifícase el artículo 7° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “final” por “cuarto”.

b) Agrégase en el inciso segundo, después del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En consecuencia, será el responsable de velar por la participación de la comunidad escolar, convocándola en las oportunidades y con los propósitos previstos en la ley”.

c) Reemplázase en el inciso tercero la referencia al artículo “19” por “19 W”.

9. Agrégase al artículo 8° bis el siguiente inciso final:

“Los docentes que vean vulnerados los derechos antes descritos podrán denunciarlo ante la Superintendencia de Educación Escolar, sin perjuicio de las acciones legales que sean procedentes.”.

10. Reemplázase la actual denominación del Párrafo II del Título II, que ha pasado a ser Párrafo III del Título I, por la siguiente: 
“Párrafo III

Formación para el Desarrollo de los Profesionales de la Educación”.

11. Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- La formación de los profesionales de la educación corresponderá a las universidades acreditadas, cuyas carreras y programas de pedagogía también cuenten con acreditación, de conformidad a la ley.”.

12. Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:

“Artículo 11.- Los profesionales de la educación tienen derecho a formación gratuita y pertinente para su desarrollo profesional y la mejora continua de sus saberes y competencias pedagógicas.

Los profesionales de la educación son responsables de su avance en el desarrollo profesional.

Su objetivo es contribuir al mejoramiento continuo del desempeño profesional de los docentes, mediante la actualización y profundización de sus conocimientos disciplinarios y pedagógicos, la reflexión sobre su práctica profesional, y el dominio de nuevas metodologías de enseñanza de acuerdo al contexto en que realiza su labor profesional. 

Esta formación considerará la función que desempeñe el profesional respectivo y sus necesidades de desarrollo profesional, como aquellas otras necesidades asociadas al proyecto educativo institucional, al plan de mejoramiento educativo del respectivo establecimiento educacional, si procede, a su contexto cultural y al territorio donde este se emplaza.”.

13. Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:

“Artículo 12.- Los sostenedores de establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, como los administradores de los establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, podrán colaborar con la formación para el desarrollo profesional de los docentes que se desempeñen en sus respectivos establecimientos.”.

14. Introdúcese el siguiente artículo 12 bis nuevo, pasando el actual artículo 12 bis a ser artículo 12 quinquies:

“Artículo 12 bis.- El Ministerio de Educación, a través de su Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, en adelante indistintamente “el Centro”, colaborará en el desarrollo de los profesionales de la educación ejecutando programas, cursos o actividades de formación de carácter gratuito, de manera directa o mediante la colaboración de universidades acreditadas en conformidad a los criterios establecidos en el artículo 27 bis de la ley N°20.129, o instituciones certificadas por el Centro, como también otorgando becas para éstos.

Los programas, cursos o actividades de formación indicados en el inciso anterior, no comprenden aquellos programas conducentes a una formación de postgrado.

El diseño e implementación de estos programas, cursos o actividades deberá considerar los requerimientos de formación que proporcione el Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III y los resultados del sistema de evaluación establecido en el artículo 70. Además, deberá favorecer la progresión en los tramos del sistema, propendiendo a que los docentes alcancen al menos el tramo profesional avanzado, reconociendo con ello el carácter formativo de las evaluaciones del sistema de reconocimiento del desarrollo profesional.

El Centro deberá realizar, de manera directa o mediante la colaboración de universidades acreditadas o instituciones sin fines de lucro certificadas por este de acuerdo al artículo 12 ter, programas, cursos y actividades específicas para los siguientes grupos de profesionales de la educación:

1. Docentes que se estén desempeñando dentro de los primeros cuatro años de ejercicio profesional, a quienes se ofrecerá acompañamiento pedagógico a través de talleres, cursos o tutorías, sin perjuicio de la inducción a que se refiere el artículo 18 A.

2. Docentes que no han logrado avanzar, a lo menos, al tramo profesional temprano en su primer proceso de reconocimiento profesional, a quienes se ofrecerá apoyo para su desarrollo profesional.

Asimismo, el Centro ejecutará acciones de formación continua para los docentes, conforme a las necesidades de estos formuladas por las comunidades educativas a través de sus directores o sostenedores, y ofrecerá orientaciones y apoyo al trabajo de aprendizaje profesional colaborativo que se desarrolle en los establecimientos educacionales.”.

15. Introdúcese el siguiente artículo 12 ter, nuevo:

“Artículo 12 ter.- El Centro podrá certificar cursos o programas que impartan instituciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras, con el objeto de garantizar su calidad y pertinencia para la formación para el desarrollo profesional docente, inscribiéndolos en el registro público que llevará al efecto, siempre que cumplan los siguientes requisitos:

a) Que la institución solicitante acredite contar con los profesionales y recursos materiales necesarios para impartir el curso o programa que propone.

b) Que cuente con una metodología adecuada y objetivos consistentes y pertinentes para la formación profesional docente.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, si la certificación es solicitada por una institución distinta de una universidad acreditada de conformidad a la ley, esta deberá demostrar, además:

i. Que cuenta con experiencia en la formación de profesionales de la educación.

ii. Que cuenta con la debida experticia en la o las disciplinas relacionadas con los cursos o programas que se propone impartir.

iii. Que se trate de entidades organizadas como personas jurídicas sin fines de lucro.

En el caso de las instituciones de educación superior, solo podrán certificarse cursos o programas impartidos por universidades acreditadas, o centros de formación técnica o institutos profesionales organizados por personas jurídicas sin fines de lucro.

La resolución que conceda la respectiva certificación deberá ser emitida por la Subsecretaría de Educación y señalar los documentos y,o antecedentes que sirvieron para demostrar el cumplimiento de los requisitos precedentes, los que deberán encontrarse disponibles para su consulta por cualquier interesado.

La certificación de los cursos o programas tendrá una vigencia de cinco años contados desde la notificación de la resolución que la concedió. Cumplido este plazo sin que la institución haya obtenido la renovación, dichos programas y cursos deberán ser eliminados del registro señalado en el inciso primero.”.

16. Introdúcese el siguiente artículo 12 quáter, nuevo:

“Artículo 12 quáter.- Corresponderá al Centro mantener un sistema de seguimiento de los cursos o programas que haya certificado. Para ello, las instituciones estarán obligadas a entregar en el plazo de veinte días hábiles, contado desde la fecha de la notificación por carta certificada de la solicitud de información por parte del Centro, respecto del funcionamiento y la ejecución de los cursos o programas, la nómina de profesionales de la educación que se hayan matriculado, su porcentaje de asistencia y los resultados obtenidos en sus evaluaciones finales, indicando su aprobación o reprobación, si corresponde. En caso que las instituciones no entreguen la información solicitada dentro del plazo señalado, se procederá a la suspensión de su inscripción en el registro, hasta que dicha información sea efectivamente entregada al Centro.

Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones deberán entregar a más tardar el 31 de enero de cada año un informe que dé cuenta de todos los aspectos señalados en el inciso anterior, respecto de los cursos o programas certificados ejecutados en el año inmediatamente anterior. De no hacerlo, se revocará la certificación de los cursos y programas y se eliminarán del registro respectivo.”.

17. Modifícase el artículo 12 bis, que ha pasado a ser artículo 12 quinquies, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la oración “revocación de la inscripción del curso, programa o actividad de perfeccionamiento de que se trate, o pérdida de la acreditación a que se refiere el artículo anterior, cuando corresponda, por incumplimiento de las condiciones de ejecución de los cursos o actividades presentadas al momento de la inscripción del curso, programa o actividad respectiva” por la siguiente: “o pérdida de la certificación a que se refiere el presente párrafo, cuando corresponda, por incumplimiento de las condiciones consideradas y aprobadas para la respectiva certificación de ejecución de los programas o cursos”.

b) Introdúcese el siguiente inciso segundo:

“De aplicarse la sanción de pérdida de la certificación, el Centro deberá cancelar la inscripción en el registro establecido en el artículo 12 ter, del respectivo curso o programa de formación de la institución infractora, informándose de este hecho en el mismo registro. En lo no regulado previamente, se aplicará supletoriamente la ley N°19.880.”.

18. Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:

“Artículo 13.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12 bis, los profesionales de la educación que postulen a los programas, cursos y actividades de formación para el desarrollo que imparta el Centro, como también los que postulen a sus becas, en ambos casos, de acuerdo a los cupos que se determine en su presupuesto, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Trabajar en un establecimiento educacional subvencionado de conformidad con el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, o regido por el decreto ley N°3.166, de 1980.

b) Contar con el patrocinio del sostenedor o administrador del establecimiento en que se desempeña, en el caso que las actividades, programas o cursos se desarrollen durante la jornada laboral, con el fin de asegurar el compromiso de aquél y el aprovechamiento del aprendizaje de los docentes para el mejoramiento continuo de la institución.

En el caso de aquellos sostenedores públicos, previo patrocinio, deberán consultar a los directivos del respectivo establecimiento las necesidades formativas del personal docente a su cargo y sus respectivas prioridades.

c) El patrocinio a que se refiere la letra anterior deberá ser siempre otorgado cuando se trate de cursos, programas o actividades de formación para el desarrollo, que sean de carácter general para todos los profesionales de la educación y cuando digan relación a los programas y proyectos educativos del establecimiento.

d) Estar aceptado en alguno de los programas, cursos o actividades de formación para el desarrollo inscritos en el registro señalado en el artículo 12 ter.

e) En el caso de los postulantes a beca, junto con la solicitud, deberán contraer el compromiso de laborar en el establecimiento patrocinante durante el año escolar siguiente. Con todo, si la beca se realizare durante los dos primeros meses del año, el compromiso de permanencia se referirá al año respectivo.

Los criterios de prioridad para seleccionar a estos postulantes deberán considerar, especialmente, las siguientes circunstancias:

1. Trabajar en un establecimiento con alta concentración de alumnos prioritarios, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 50, o en establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como aquellos multigrado o en situación de aislamiento.

2. Estar contratado en un establecimiento educacional que se encuentre bajo el promedio nacional del sistema de evaluación regulado en los párrafos 2° y 3° del Título II de la ley N°20.529.

3. El grado de relación entre la función que ejerce el profesional en el establecimiento y los contenidos del programa al cual postula.

Las postulaciones a los programas, cursos, actividades o becas serán presentadas a través de un mecanismo que disponga el Centro, institución encargada de la evaluación y selección de los postulantes, de acuerdo a los procedimientos que establezca el reglamento.”.

19. Agrégase, a continuación del artículo 13, el siguiente artículo 13 bis, nuevo:

“Artículo 13 bis.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.”.

20. Introdúcese a continuación del artículo 18 el siguiente Título II, nuevo:

“TÍTULO II

Del Proceso de Inducción y Mentoría

Párrafo I

Del Proceso de Inducción al Ejercicio Profesional Docente

Artículo 18 A.- La inducción es un derecho que tendrán todos los docentes que ingresan al ejercicio profesional en un establecimiento educacional subvencionado de conformidad al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, o regido por el decreto ley N°3.166, de 1980.

La inducción consiste en un proceso formativo que tiene por objeto acompañar y apoyar al docente principiante en sus primeros dos años de ejercicio profesional para un aprendizaje, práctica y responsabilidad profesional efectiva, facilitando su inserción en el desempeño profesional y en la comunidad educativa a la cual se integra.

Los directores, en conjunto con el equipo directivo, podrán establecer planes de inducción propios para efectos de su implementación en el establecimiento educacional, de modo que estos tengan relación con el desarrollo de la comunidad educativa y sean coherentes con el proyecto educativo institucional y el programa de mejoramiento de este, debiendo ajustarse en su duración y su inicio a lo señalado en el inciso siguiente. Con todo, en el plan de mentoría establecido en el artículo 18 J, el mentor podrá establecer objetivos específicos de la inducción, complementarios a los dispuestos por el establecimiento.

El proceso de inducción podrá iniciarse hasta el segundo año de ejercicio profesional, y tendrá una duración de hasta diez meses dentro de un año lectivo, durante el cual el docente principiante será acompañado y apoyado por un docente denominado “mentor” que, para estos efectos, le será asignado, de conformidad a lo dispuesto en el párrafo siguiente.

Artículo 18 B.- Se entenderá por “docente principiante” aquel profesional de la educación que no ha ejercido la función docente de conformidad al artículo 6° de la presente ley o la ha desempeñado por un lapso inferior a dos años.

Artículo 18 C.- Los docentes principiantes que comiencen su proceso de inducción deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Estar en posesión de un título profesional de profesor o educador, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2°.

b) No estar inhabilitado para el ejercicio de la profesión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 4°.

c) Estar contratado para desarrollar funciones de aquellas señaladas en el artículo 6° en un establecimiento regido por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, o por el decreto ley N°3.166, de 1980.

d) Que en su respectivo contrato se estipule una jornada semanal de un máximo de treinta y ocho horas, por el período en que se desarrolle el respectivo proceso de inducción.

Artículo 18 D.- Corresponderá al Centro administrar los procesos de inducción de docentes principiantes, coordinar con los sostenedores o administradores la ejecución de los mismos y supervigilar la labor de los docentes mentores. 

El Centro pondrá a disposición de los sostenedores o administradores de establecimientos educacionales diversos modelos de planes de inducción que establecerán un marco general para el desarrollo de los planes de mentoría de que trata el artículo 18 J. El diseño de los planes de inducción deberá reconocer las particularidades de los niveles y modalidades educativos, así como la diversidad y el contexto de los establecimientos educacionales.

Asimismo, implementará o certificará programas de formación de mentores, cursos y actividades conducentes a la formación continua de estos, de conformidad a lo establecido en los artículos 11 y siguientes.

Artículo 18 E.- La Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la que se indiquen los docentes principiantes sujetos a inducción, conjuntamente con el docente mentor que lo acompañará y apoyará en su respectivo proceso, de conformidad a lo establecido en el párrafo siguiente.

Artículo 18 F.- Previamente al inicio del proceso de inducción, el docente principiante deberá firmar un convenio con el Centro, en el cual se establecerán a lo menos las siguientes obligaciones:

a) Cumplir su respectivo plan de mentoría, establecido en el artículo 18 J.

b) Dedicar al menos seis horas semanales promedio exclusivamente para el desarrollo de actividades propias del proceso de inducción.

c) Participar en las evaluaciones del proceso de inducción que realice el Centro.

d) Asistir a las actividades convocadas por el Centro, que se encuentren directamente vinculadas al proceso de inducción.

e) Entregar la información oportuna y fidedigna que solicite el Centro sobre las actividades realizadas durante el proceso de inducción.

Sin perjuicio de lo anterior, el reglamento señalado en el artículo 18 T de la presente ley, regulará las obligaciones señaladas previamente, estableciendo otras necesarias para el correcto desarrollo del proceso.

Artículo 18 G.- Los docentes principiantes, mientras realicen el proceso de inducción, tendrán derecho a percibir una asignación de inducción, correspondiente a un monto mensual de $ 81.054.-, financiado por el Ministerio de Educación, el que se pagará por un máximo de diez meses.

Esta asignación será imponible, tributable, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración, y se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que se reajusten las remuneraciones del sector público.

Artículo 18 H.- La Subsecretaría de Educación, a través del Centro, mediante resolución fundada y, en el caso señalado en la letra b), previa audiencia del interesado, resolverá la pérdida de la asignación de inducción, poniéndose término al respectivo proceso, de aquellos docentes principiantes que:

a) sean desvinculados del establecimiento en que se desempeñaban mientras desarrollaban su proceso de inducción, o

b) incumplan gravemente sus obligaciones establecidas en el convenio regulado en el artículo 18 F.

Párrafo II

De la Mentoría para Docentes Principiantes

Artículo 18 I.- Se entenderá por “docente mentor” aquel profesional de la educación inscrito en el respectivo registro, que cuenta con una formación idónea para conducir el proceso de inducción al inicio del ejercicio profesional de los docentes principiantes.

Un docente mentor podrá tener hasta un máximo de tres profesionales de la educación principiantes a su cargo.

Artículo 18 J.- El docente mentor deberá diseñar, ejecutar y evaluar un plan de mentoría, el que consistirá en un conjunto sistemático de actividades relacionadas directamente con el objeto del proceso de inducción, metódicamente organizadas y que serán desarrolladas bajo su supervisión, durante el desarrollo de aquel proceso.

Este plan deberá considerar, a lo menos, la planificación de las actividades de aula del respectivo docente principiante y visitas periódicas del docente mentor a ellas; la realización de reuniones periódicas entre el docente mentor y el docente principiante a su cargo, en las cuales se analicen y evalúen las actividades del plan; la evaluación de la aplicación de los dominios establecidos en el artículo 19 K y la asistencia a actividades que desarrolle el Centro para los procesos de inducción. Asimismo, deberá ser coherente con el plan de inducción del establecimiento educacional establecido en el artículo 18 A, si lo hubiese, y considerar el proyecto educativo del establecimiento educacional donde se desempeña el docente principiante, y su contexto.

El Centro pondrá a disposición de los docentes mentores diversos modelos de planes de mentoría.

El reglamento establecido en el artículo 18 T desarrollará y establecerá las demás actividades que deberá contemplar este plan.

Artículo 18 K.- Los profesionales de la educación que cumplan con lo establecido en este título podrán desempeñarse como docentes mentores siempre que, previamente, estén inscritos en el registro público que para estos efectos deberá llevar el Centro, el que deberá ser actualizado permanentemente.

Artículo 18 L.- Los directores de establecimientos educacionales, conjuntamente con su equipo directivo, podrán proponer al Centro a profesionales de la educación de su dependencia, que en el desempeño de sus funciones demuestren habilidades para el acompañamiento pedagógico de sus pares y que cumplan con los requisitos establecidos en las letras b) y c) del inciso siguiente para su formación como mentores. 

Por otra parte, los profesionales de la educación podrán solicitar su inscripción en el registro establecido en el artículo anterior, previo cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Haber aprobado un curso o programa de formación para estos efectos, de aquellos impartidos o certificados por el Centro, de conformidad a los artículos 11 y siguientes.

b) Encontrarse reconocido a lo menos en el tramo profesional avanzado del desarrollo profesional docente, de conformidad a lo dispuesto en el Título III.

c) Contar con a lo menos seis años de experiencia profesional en el desempeño de la función docente, según lo establecido en el artículo 6º.

d) Haber obtenido en el instrumento portafolio rendido en el último proceso de reconocimiento establecido en el párrafo 2° del Título III resultado de categoría A o B.

Artículo 18 M.- Los procesos de inducción serán asignados por el Centro, a los docentes mentores con inscripción vigente en el registro, que cumplan los siguientes requisitos:

a) Desempeñarse en el mismo establecimiento educacional que el respectivo docente principiante sujeto a inducción, o en su defecto desempeñarse en una comuna que le permita desarrollar el proceso de inducción en los términos que establezca el reglamento referido en el artículo 18 T.

b) Impartir docencia en el mismo nivel de enseñanza y especialidad del respectivo docente principiante, o en su defecto del mismo nivel.

En caso que, por la aplicación de los criterios anteriores, sea posible designar más de un docente mentor a un determinado docente principiante, se preferirá a aquél que el director conjuntamente con el equipo directivo determinen. En subsidio, se aplicarán los siguientes criterios de prelación:

i. Los profesionales de la educación que obtengan una evaluación destacada en la dirección de procesos de inducción previamente desarrollados, de conformidad a lo establecido en el artículo 18 P de la presente ley.

ii. Los profesionales de la educación que cuenten con grados universitarios de magíster o doctor, pertinentes al proceso de inducción.

iii. Los profesionales de la educación que se encuentren en el tramo experto II o experto I, en ese orden, en el sistema de reconocimiento del desarrollo profesional docente.

iv. Los profesionales de la educación que cuenten con mayor experiencia en la función docente, de conformidad a lo establecido en el artículo 6°.

El Centro, de conformidad al reglamento establecido en el artículo 18 T, desarrollará los criterios previamente señalados y establecerá las ponderaciones que correspondan.

Artículo 18 N.- El profesional de la educación que sea designado para dirigir procesos de inducción deberá, previo a su inicio, aceptar desempeñar la función de docente mentor suscribiendo un convenio con el Centro, en el cual se deberán estipular, a lo menos, las siguientes obligaciones:

a) Diseñar, ejecutar y evaluar el plan de mentoría para cada docente principiante que se le asigne.

b) Mantener una comunicación permanente con quienes desempeñen la función docente directiva en el o los establecimientos educacionales donde ejerzan el o los docentes principiantes a su cargo.

c) Participar en las actividades que desarrolle el Centro, vinculadas al proceso de inducción.

d) Colaborar con el Centro en la supervigilancia del proceso de inducción que éste realice.

e) Entregar oportunamente al Centro la información que le sea requerida.

f) Entregar al Centro, dentro de los treinta días siguientes al término del proceso de inducción, un informe de las actividades realizadas en el marco del plan de mentoría establecido en el artículo 18 J y el grado de cumplimiento de este.

A este convenio se deberán adjuntar el o los planes de mentoría que corresponda, los que se entenderán parte integrante de él, para todos los efectos legales. Asimismo, este deberá contemplar la pérdida del derecho a percibir las respectivas cuotas de los honorarios de mentoría, en caso que el docente principiante pierda el proceso de inducción.

Si un docente mentor designado no suscribe el convenio dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación de la respectiva resolución, se entenderá, para todos los efectos legales, que ha rechazado ejercer la mentoría para el respectivo docente principiante. En este caso, el Centro podrá convocar a la suscripción del convenio a un docente mentor disponible, de acuerdo a los criterios del artículo 18 M, y que cumpla con los requisitos legales, quien, a su vez, deberá suscribir el convenio dentro del mismo plazo señalado en este inciso, y así sucesivamente.

Sin perjuicio de lo anterior, el reglamento señalado en el artículo 18 T desarrollará las obligaciones indicadas previamente y determinará otras necesarias para el desarrollo del proceso.

Artículo 18 Ñ.- El docente mentor, por cada docente principiante que acompañe y apoye, tendrá derecho a percibir honorarios por sus servicios, que se deberán estipular en el convenio señalado en el artículo anterior, los que ascenderán a $ 1.105.280.-, pagados por el Ministerio de Educación, en hasta diez cuotas mensuales.

Los honorarios señalados en el inciso anterior se reajustarán anualmente, en la misma oportunidad y porcentaje que las remuneraciones del sector público.

Artículo 18 O.- En aquellas zonas del territorio nacional en que no sea posible asignar docentes mentores de conformidad a las reglas anteriores, el Centro deberá implementar programas y actividades especiales para apoyar la adecuada inmersión profesional de los docentes principiantes que lo soliciten.

Artículo 18 P.- El Centro evaluará el desempeño de los docentes mentores, para lo cual diseñará e implementará un sistema de evaluación de los procesos de inducción.

Dicho sistema deberá considerar, a lo menos, lo siguiente:

a) El cumplimiento de los respectivos planes de mentoría.

b) La correcta vinculación de los docentes mentores con quienes desempeñen la función docente-directiva en los establecimientos en que se desarrolla la mentoría.

c) La evaluación que hará el docente principiante a su respectivo docente mentor, conforme a las pautas que para estos efectos establezca el reglamento.

d) La evaluación del director del establecimiento en que se haya desarrollado el respectivo proceso de inducción.

Asimismo, el mentor deberá entregar un informe reflexivo de la mentoría realizada a la Dirección Provincial de Educación y al director del establecimiento en que se haya desarrollado el respectivo proceso de inducción.

Artículo 18 Q.- Previa audiencia del interesado, la Subsecretaría de Educación, mediante resolución fundada del Centro, dispondrá el término del proceso de inducción y, asimismo, la pérdida del derecho a percibir las cuotas de los honorarios de mentoría, de aquellos docentes mentores que:

a) Incumplan gravemente sus obligaciones establecidas en el convenio regulado en el artículo 18 N.

b) Sean evaluados insatisfactoriamente en su función, de conformidad a lo establecido en el artículo anterior.

c) Sean evaluados en un nivel insatisfactorio o básico, de conformidad a lo establecido en el artículo 70.

Asimismo, se excluirá del registro público de mentores a los profesionales que incurran en alguna de las circunstancias establecidas en las letras a) o b), por segunda vez. El docente excluido podrá solicitar su reinscripción una vez transcurrido el plazo de tres años de notificada la resolución respectiva, siempre que cumpla con los requisitos legales para ello.

De aplicarse dicha medida, el Centro deberá asignar un nuevo docente mentor al docente principiante respectivo, por el tiempo que falte para el término de su proceso de inducción, a quien le corresponderán las restantes cuotas de los honorarios de mentoría.

Párrafo III

Otras disposiciones

Artículo 18 R.- Los sostenedores o administradores, según corresponda, de establecimientos educacionales cuyos docentes principiantes o mentores desarrollen el proceso de inducción regulado en el presente Título, deberán otorgar las facilidades que correspondan para el cumplimento de sus respectivas obligaciones.

Asimismo, para realizar actividades de mentoría durante la jornada laboral, el profesional de la educación requerirá la autorización expresa del sostenedor o administrador del establecimiento educacional con el cual mantiene su relación laboral.

Artículo 18 S.- La información proveniente de los procesos de inducción y mentoría será pública, sin perjuicio de la reserva de los datos personales de conformidad a la ley. Corresponderá al Centro diseñar estrategias adecuadas y pertinentes para facilitar que la información relevante de estos mecanismos sea procesada y utilizada de manera significativa por las instituciones de educación superior en la formación de sus estudiantes de pedagogía.

Con todo, la información deberá ser entregada en forma agregada, de modo que no puedan ser identificados los resultados de los procesos a nivel individual.

Artículo 18 T.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, y suscrito por el Ministro de Hacienda, desarrollará las materias reguladas en el presente título.”.

21. Introdúcese el siguiente Título III, nuevo, pasando el actual Título III a ser IV, y el actual IV a ser V:

“TITULO III

Del Desarrollo Profesional Docente

Párrafo I

Aspectos Generales del Desarrollo Profesional Docente

Artículo 19.- El presente título regulará el Sistema de Desarrollo Profesional Docente, en adelante también “el Sistema”, que tiene por objeto reconocer y promover el avance de los profesionales de la educación hasta un nivel esperado de desarrollo profesional, así como también ofrecer una trayectoria profesional atractiva para continuar desempeñándose profesionalmente en el aula.

El sistema regulado en el presente título se aplicará a los profesionales de la educación que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación; los regulados por el decreto ley N°3.166, de 1980, y a los que ocupan cargos directivos y técnicos-pedagógicos en los Departamentos de Administración Educacional de cada municipalidad, o de las corporaciones educacionales creadas por estas.

El sistema está constituido, por una parte, por un Sistema de Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente que se compone de un proceso evaluativo integral que reconoce la experiencia y la consolidación de las competencias y saberes disciplinarios y pedagógicos que los profesionales de la educación alcanzan en las distintas etapas de su ejercicio profesional y de un procedimiento de progresión en distintos tramos, en virtud del cual los docentes pueden acceder a determinados niveles de remuneración; y, por otra, por un Sistema de Apoyo Formativo a los docentes para la progresión en el Sistema de Reconocimiento, el que se establece en el párrafo III del Título I de esta ley. Se complementa, además, con el apoyo al inicio del ejercicio de la profesión docente a través del proceso de Inducción establecido en el Título II.

El Sistema de Desarrollo Profesional Docente se inspira en los siguientes principios:

a) Profesionalidad docente: el sistema promoverá la formación y desarrollo de profesionales que cumplen una misión decisiva en la educación integral de sus estudiantes.

b) Autonomía profesional: el sistema propiciará la autonomía del profesional de la educación para organizar las actividades pedagógicas de acuerdo a las características de sus estudiantes y la articulación de un proceso de enseñanza-aprendizaje de calidad, conforme a las normativas curriculares, al respectivo proyecto educativo institucional, a las orientaciones legales del sistema educacional y a los programas específicos de mejoramiento e innovación.

c) Responsabilidad y ética profesional: el sistema promoverá el compromiso personal y social, así como la responsabilidad frente a la formación y aprendizaje de todos los estudiantes, y cautelará el cultivo de valores y conductas éticas propios de un profesional de la educación.

d) Desarrollo continuo: el sistema promoverá la formación profesional continua de los docentes, de manera individual y colectiva, la actualización de los conocimientos de las disciplinas que enseñan y de los métodos de enseñanza, de acuerdo al contexto escolar en que se desempeñan.

e) Innovación, investigación y reflexión pedagógica: el sistema fomentará la creatividad y la capacidad de innovación e investigación vinculada a la práctica pedagógica, contribuyendo a la construcción de un saber pedagógico compartido.

f) Colaboración: se promoverá el trabajo colaborativo entre profesionales de la educación, tendiente a constituir comunidades de aprendizaje, guiadas por directivos que ejercen un liderazgo pedagógico y facilitan el diálogo, la reflexión colectiva y la creación de ambientes de trabajo que contribuyen a mejorar los procesos de enseñanza-aprendizaje.

g) Equidad: el sistema propenderá a que los profesionales de la educación de desempeño destacado ejerzan en establecimientos con alta proporción de alumnos vulnerables, de modo de ofrecer mejores oportunidades educativas a dichos estudiantes.

h) Participación: el sistema velará por la participación de los profesionales de la educación en las distintas instancias de la comunidad educativa y su comunicación con los distintos actores que la integran, en un clima de confianza y respeto de los derechos de todas las personas.

i) Compromiso con la comunidad: el sistema promoverá el compromiso del profesional de la educación con su comunidad escolar, generando así un ambiente que propenda a la formación, el aprendizaje y desarrollo integral de todos los estudiantes.

j) Apoyo a la labor docente: el Estado velará por el cumplimiento de los fines y misión de la función docente, implementando acciones de apoyo pedagógico y formativo pertinente al desarrollo profesional de los profesionales de la educación.

Artículo 19 A.- El Sistema distingue dos fases del desarrollo profesional docente. En la primera, el desarrollo profesional docente estará estructurado en tres tramos que culminan con el nivel de desarrollo esperado para un buen ejercicio de la docencia. La segunda consta de dos tramos de carácter voluntario para aquellos docentes que, una vez alcanzado el nivel esperado, deseen potenciar su desarrollo profesional.

Artículo 19 B.- Para los efectos de la presente ley, se entenderá por tramo una etapa del desarrollo profesional docente en la cual se espera que, una vez lograda cierta experiencia, los docentes señalados en el artículo 19 logren alcanzar un determinado nivel de competencias y habilidades profesionales, cuyo reconocimiento los habilita a percibir asignaciones, avanzar en su desarrollo profesional y asumir crecientes responsabilidades en el establecimiento, de conformidad a esta ley.

Artículo 19 C.- Los tres tramos que conducen a la consolidación del desarrollo profesional docente son los establecidos en los incisos siguientes.

El tramo profesional inicial es aquel al que los profesionales de la educación ingresan por el solo hecho de contar con su título profesional, iniciando su ejercicio profesional e insertándose en una comunidad escolar. En esta etapa, el docente integra los conocimientos adquiridos durante su formación inicial con aquellos que adquiere a través de su propia práctica, y construye progresivamente una identidad profesional y seguridad para enfrentar las situaciones educativas que el contexto donde se desempeña le plantea. Desde el trabajo colaborativo, el profesor participa de instancias de reflexión pedagógica colectiva. En el desarrollo de este tramo puede asumir labores relativas a la vinculación con otros actores de la comunidad educativa, como relación con las familias o desarrollo de proyectos de extensión cultural. En este esfuerzo, el docente requiere apoyo mediante un proceso de inducción realizado por mentores y acompañamiento pedagógico. 

El tramo profesional temprano es la etapa del desarrollo profesional docente en que los profesionales de la educación avanzan hacia la consolidación de su experiencia y competencias profesionales. La enseñanza que realizan evidencia un mayor desarrollo en todos sus aspectos: preparación, actividades pedagógicas, evaluación e interacción con los estudiantes, entre otros. La práctica de enseñanza en el aula se complementa progresivamente con nuevas iniciativas y tareas que el docente asume en la institución escolar. En esta etapa es fundamental que el docente continúe con su desarrollo profesional y fortalezca sus capacidades mediante el estudio, perfeccionamiento y la reflexión pedagógica, tanto individual como colectiva con sus pares.

El tramo profesional avanzado es la etapa del desarrollo profesional en que el docente ha logrado el nivel esperado de consolidación de sus competencias profesionales de acuerdo a los criterios señalados en el Marco para la Buena Enseñanza indicados en el artículo 19 J, demostrando una especial capacidad para lograr aprendizajes de todos sus estudiantes de acuerdo a las necesidades de cada uno. El docente que se encuentra en este tramo demuestra no solamente habilidades para la enseñanza en el aula, sino que es capaz de hacer una reflexión profunda sobre su práctica y asumir progresivamente nuevas responsabilidades profesionales relacionadas con el acompañamiento y liderazgo pedagógico a docentes del tramo profesional inicial y con los planes de mejoramiento escolar. En esta etapa el docente profundiza su desarrollo profesional y actualiza constantemente sus conocimientos.

Artículo 19 D.- Los tramos a los que voluntariamente se podrá postular para potenciar el desarrollo profesional docente son los siguientes.

El tramo experto I es una etapa voluntaria del desarrollo profesional docente al que podrán acceder los profesionales de la educación que se encuentren en el tramo profesional avanzado, por al menos cuatro años, y que cuenten con una experiencia, competencias y habilidades pedagógicas que les permitan ser reconocidos por un desempeño profesional docente sobresaliente. Al interior de la comunidad docente, se trata de profesionales en la búsqueda constante de formas de colaboración con sus pares. Los docentes que se encuentren en este tramo tendrán acceso preferente a funciones de acompañamiento y liderazgo pedagógico. 

El tramo experto II es una etapa voluntaria del desarrollo profesional docente al que podrán acceder los profesionales de la educación que se encuentren en el tramo experto I, por al menos cuatro años, y que cuenten con una trayectoria, competencias y habilidades pedagógicas que les permitan ser reconocidos como docentes de excelencia, con altas capacidades y experticia en el ejercicio profesional docente, siendo capaces de liderar y coordinar distintas instancias de colaboración con los docentes de la escuela. Los docentes que se encuentren en este tramo tendrán acceso preferente a funciones de acompañamiento y liderazgo pedagógico.

Artículo 19 E.- Para efectos de lo establecido en los artículos anteriores, corresponderá al Centro el reconocimiento de las competencias pedagógicas y conocimientos específicos y pedagógicos que correspondan a los tramos profesionales temprano y avanzado, y a los tramos experto I y II del desarrollo profesional docente, de conformidad al párrafo III del presente Título.

Asimismo, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará la resolución que señale el tramo del desarrollo profesional docente que corresponda a los profesionales de la educación regidos por el presente Título, de conformidad a sus años de experiencia profesional y al reconocimiento que obtengan.

Artículo 19 F.- Los profesionales de la educación que hayan accedido a los tramos profesionales temprano y avanzado, y a los tramos experto I y II, no retrocederán a tramos anteriores de su desarrollo profesional docente, independientemente del tipo de establecimiento educacional donde se desempeñen o la actividad que desarrollen.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, los profesionales de la educación que, habiendo accedido a un tramo, sean posteriormente contratados por un empleador cuyos docentes no se rijan por las disposiciones del presente Título, quedarán sujetos a las normas laborales que regulen a dichos profesionales.

Párrafo II

Del Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente

Artículo 19 G.- Corresponderá al Centro administrar el Sistema Nacional de Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente que, para la progresión en los tramos del desarrollo profesional, considera tanto el desempeño como las competencias pedagógicas de los profesionales de la educación.

Para estos efectos, a través de un proceso evaluativo integral se reconocerá el dominio de conocimientos disciplinarios y pedagógicos acordes con el nivel y especialidad en que se desempeña cada docente; así como también las funciones docentes ejercidas fuera del aula, relativas al desarrollo profesional, tales como el trabajo colaborativo con pares, estudiantes, padres y apoderados, su participación en distintas actividades de su establecimiento educacional, y el perfeccionamiento del docente que sea pertinente al ejercicio profesional y nivel de desarrollo de éste; verificando el cumplimiento de estándares de desempeño profesional, los que se medirán de conformidad a los instrumentos señalados en el artículo 19 K.

Artículo 19 H.- Para los efectos de la promoción a los tramos del desarrollo profesional docente, establecidos en el artículo 19 C, los profesionales de la educación deberán cumplir con las exigencias de experiencia profesional señalada en los incisos siguientes.

Para acceder al tramo profesional temprano, el profesional de la educación deberá contar con, a lo menos, cuatro años de experiencia profesional docente.

Para acceder al tramo profesional avanzado, el profesional de la educación deberá contar con, a lo menos, cuatro años de experiencia profesional docente.

Para acceder al tramo experto I, el profesional de la educación deberá contar con, a lo menos, ocho años de experiencia profesional docente.

Para acceder al tramo experto II, el profesional de la educación deberá contar con, a lo menos, doce años de experiencia profesional docente.

Artículo 19 I.- Para el solo efecto de acreditar los años de experiencia profesional docente de los profesionales de la educación, el Centro podrá requerir a los demás órganos de la Administración del Estado la información con la que cuenten, la que le deberá ser remitida oportunamente.

Con todo, el profesional de la educación siempre podrá solicitar a su respectivo sostenedor o administrador, según corresponda, la emisión de un documento donde acredite sus años de experiencia profesional docente bajo su dependencia. Dicho sostenedor estará obligado a emitirlo, dentro del plazo de cinco días hábiles.

Artículo 19 J.- Los estándares de desempeño profesional serán desarrollados reglamentariamente, en base a los siguientes dominios contenidos en el Marco de la Buena Enseñanza:

a) La preparación de la enseñanza.

b) La creación de un ambiente propicio para el aprendizaje de los estudiantes.

c) La enseñanza para el aprendizaje de todos los estudiantes.

d) Las responsabilidades profesionales propias de la labor docente, incluyendo aquellas ejercidas fuera del aula, como el trabajo técnico-pedagógico colaborativo.

Artículo 19 K.- Para medir el cumplimiento de los estándares de desempeño profesional y el conocimiento de las bases curriculares, el Centro diseñará y ejecutará los siguientes instrumentos:

a) Un instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos, atingentes a la disciplina y nivel que imparte.

b) Un portafolio profesional de competencias pedagógicas que evaluará la práctica docente de desempeño en el aula, considerando las variables de contexto de dicho desempeño y que incluirá un componente en el que el docente aportará evidencias documentadas de sus mejores prácticas relativas al dominio señalado en la letra d) del artículo anterior, en su contexto cultural. Este componente comprenderá evidencias sobre aquel perfeccionamiento del docente que sea pertinente al ejercicio profesional y nivel de desarrollo de este, siempre que dicho perfeccionamiento se realice de conformidad a lo dispuesto en el párrafo III del Título I. En caso de estudios de postgrado, estos deberán ser atingentes a su función, de acuerdo a los requisitos que determine un reglamento. Los estudios de postgrado efectuados en Chile deberán ser impartidos por universidades acreditadas. En el caso de los estudios de postgrado efectuados en el extranjero se considerarán aquellos reconocidos, validados o convalidados en Chile, sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales vigentes.

En el caso de aquellos profesionales de la educación que se desempeñen en modalidades educativas que requieren de una metodología especial de evaluación para el reconocimiento de sus competencias pedagógicas, tales como las diversas formas de la educación especial, aulas hospitalarias, escuelas cárceles y especialidades de educación media técnica profesional, el Centro deberá adecuar el instrumento portafolio profesional señalado en el inciso precedente a dichos requerimientos.

Artículo 19 L.- Los instrumentos señalados en el artículo anterior se aplicarán, respecto del profesional de la educación, cada cuatro años, en la misma oportunidad que el sistema de evaluación establecido en el artículo 70. Asimismo, se utilizará el instrumento portafolio profesional del mismo sistema de evaluación.

Corresponderá al Centro la coordinación de ambos sistemas.

Sin perjuicio de lo anterior, el profesional de la educación que, encontrándose en el tramo inicial del desarrollo profesional docente, haya obtenido, copulativamente, en su primera evaluación categoría D o E en el portafolio y categoría D en el instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos, podrá ser sometido a los dos años siguientes a una nueva evaluación.

Artículo 19 M.- El resultado de la aplicación de los instrumentos señalados en el artículo 19 K se expresará cuantitativamente en puntajes, los que permitirán elaborar una escala de categorías de logro profesional.

Los resultados del instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos se ordenarán en cuatro categorías de logro profesional, de conformidad a la siguiente tabla:

	Categorías de logro
	Puntaje de logro

	A
	De 3,38 a 4,00 puntos

	B
	De 2,75 a 3,37 puntos

	C
	De 1,88 a 2,74 puntos

	D
	De 1,00 a 1,87 puntos


Los resultados del portafolio profesional de competencias pedagógicas se ordenarán en cinco categorías de logro profesional, de conformidad a la siguiente tabla:

	Categorías de logro
	Puntaje de logro

	A
	De 3,01 a 4,00 puntos

	B
	De 2,51 a 3,00 puntos

	C
	De 2,26 a 2,50 puntos

	D
	De 2,00 a 2,25 puntos

	E
	De 1,00 a 1,99 puntos


Artículo 19 N.- Podrán rendir los instrumentos señalados en el artículo 19 K aquellos profesionales de la educación que estén contratados o hayan ingresado a una dotación, según corresponda, para un establecimiento educacional cuyos docentes se rijan por el presente Título. 

Artículo 19 Ñ.- Deberán rendir los instrumentos del Sistema Nacional de Reconocimiento del Desarrollo Profesional Docente los profesionales de la educación que se encuentren en los tramos profesionales inicial y temprano del desarrollo profesional docente.

Con todo, aquellos que se encuentren en los tramos profesional avanzado y experto I y II podrán rendir dichos instrumentos. 

Sin perjuicio de lo anterior, los docentes que se encuentren en el tramo profesional avanzado y que hayan obtenido la categoría de logro D del instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos o la categoría de logro D o E en el portafolio profesional de competencias pedagógicas, deberán rendir el instrumento en que hayan obtenido dicho resultado.

Para efectos de lo señalado en los incisos primero y segundo, los profesionales de la educación que obtengan en una oportunidad categoría de logro A, o en dos oportunidades consecutivas categoría de logro B, en el instrumento portafolio, no estarán obligados a rendir este instrumento, en el siguiente proceso de reconocimiento. Asimismo, si el último resultado obtenido por el profesional en el instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos fue de nivel de logro A o B, no estarán obligados a rendirla en los procesos de reconocimiento siguientes.

Aquellos profesionales de la educación que hayan accedido al tramo avanzado, obteniendo un logro de A en ambos instrumentos de evaluación, podrán acceder al tramo experto I en el plazo de dos años.

En caso que por aplicación de lo dispuesto en el inciso cuarto, a un docente no le corresponda rendir alguno de los instrumentos de evaluación señalados en el artículo 19 K, no podrá acceder a un nuevo tramo por el solo transcurso del tiempo, debiendo rendir, a lo menos, uno de los instrumentos de evaluación.

Artículo 19 O.- Los profesionales que hayan rendido los instrumentos señalados en el artículo 19 K, según los resultados que obtengan, podrán acceder a los tramos del desarrollo profesional docente de conformidad a la siguiente tabla:

	Resultado Instrumento Portafolio
	Resultado Instrumento de Evaluación de Conocimientos Específicos y Pedagógicos

	
	A
	B
	C
	D

	A
	Experto II
	Experto II
	Experto I
	Temprano

	B
	Experto II
	Experto I
	Avanzado
	Temprano

	C
	Experto I
	Avanzado
	Temprano
	Inicial

	D
	Temprano
	Temprano
	Inicial
	Inicial

	E
	Inicial


Artículo 19 P.- El profesional de la educación que incumpla la obligación señalada en los incisos primero y tercero del artículo 19 Ñ perderá, mientras no dé cumplimiento a lo ordenado en dichos incisos, el derecho a percibir la Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional establecida en el artículo 49.
Artículo 19 Q.- Antes del 30 de junio de cada año, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la cual señalará el tramo profesional que corresponda a cada docente conforme a sus años de experiencia profesional, y las competencias, saberes y el dominio de conocimientos disciplinarios y pedagógicos, reconocidos a través de los instrumentos de evaluación establecidos en el artículo 19 K.

El tramo de desarrollo profesional docente que se indique en esta resolución surtirá sus efectos legales desde el mes de julio del año escolar en que se dicte.

Artículo 19 R.- Los profesionales de la educación que hayan accedido a los tramos del desarrollo profesional docente de conformidad a las disposiciones de este Título tendrán derecho a la respectiva asignación de tramo establecida en el artículo 49, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 19 P.

Artículo 19 S.- El profesional de la educación que, perteneciendo al tramo inicial del desarrollo profesional docente, obtenga resultados de logro profesional que no le permitan avanzar del tramo en un plazo de nueve años, contado desde la primera notificación de la resolución que le asigna el tramo inicial, deberá ser desvinculado, y no podrá ser contratado en el mismo ni en otro establecimiento educacional donde se desempeñen profesionales de la educación que se rijan por lo dispuesto en este Título.

Artículo 19 T.- El profesional de la educación que de acuerdo al artículo 19 Ñ se encuentra obligado a rendir los instrumentos de evaluación establecidos en el artículo 19 K, y deja de desempeñarse en un establecimiento cuyos profesionales estén sujetos al presente Título por una causal diferente de la establecida en el artículo 19 S, en caso que sea nuevamente contratado o designado en un establecimiento educacional cuyos profesionales de la educación se rijan por este título, podrá eximirse de rendir dichos instrumentos si han transcurrido menos de cuatro años desde su última resolución de reconocimiento, debiendo rendirlos al cumplir el respectivo período de cuatro años. En caso contrario, deberá rendir dichos instrumentos dentro del plazo de un año contado de su nueva contratación o designación.

De no cumplir con lo señalado en el inciso anterior, perderá el derecho a la asignación por tramo de desarrollo profesional establecido en el artículo 49, hasta que dé cumplimiento a dicha obligación.

Artículo 19 U.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, desarrollará lo establecido en el presente título.

Artículo 19 V.- Los establecimientos educacionales acogidos al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, deberán, para percibir la subvención respectiva, contratar a los profesionales de la educación referidos en el artículo 2°, de conformidad al régimen establecido en el Título III, con excepción de aquellas labores transitorias, optativas, especiales, de reemplazo, así como también los habilitados y autorizados.”.

22. Reemplázase el epígrafe del Título III, que ha pasado a ser IV, por el siguiente:

“De la dotación docente y el contrato de los profesionales de la educación del sector municipal”

23. Reemplázase la numeración del artículo 19 por artículo 19 W.
24. Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en su inciso tercero la expresión “una experiencia docente de cinco años” por “encontrarse reconocido al menos en el tramo profesional avanzado del desarrollo profesional docente”.

b) Sustitúyese en el inciso cuarto el guarismo “3” por el vocablo “cuatro”.

c) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto:

“Para todos los efectos de esta ley, los profesionales señalados en el inciso anterior quedarán asimilados al tramo profesional avanzado, mientras ejerzan dicha función.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero, podrá designarse excepcionalmente en cargos docentes directivos, distintos al de director, y en cargos técnico pedagógicos, a profesionales de la educación que no cuenten con el tramo profesional avanzado, cuando no existan profesionales con dicha condición. En este caso, no tendrán derecho a percibir la asignación de responsabilidad directiva o la de responsabilidad técnico-pedagógica, según corresponda.”.

25. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 31 bis la frase “estar acreditado como Profesor de Excelencia Pedagógica, según lo dispuesto en la ley N°19.715” por “estar reconocido en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, del desarrollo profesional docente”.

26. Reemplázase el inciso segundo del artículo 34 E por los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:

“A estos concursos podrán postular aquellos profesionales de la educación que cumplan los siguientes requisitos:

a) Los exigidos en el artículo 24.

b) Estar reconocido, a lo menos, en el tramo profesional avanzado.

Asimismo, podrán postular aquellos profesionales, y excepcionalmente docentes, que estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos ocho semestres y que cuenten con un mínimo de seis años de experiencia profesional. En los casos en que la persona nombrada como Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal no sea profesional de la educación, dicho Departamento deberá contar con la asesoría de un docente encargado del área técnico pedagógica.”.

27. Agrégase el siguiente artículo 34 K:

“Artículo 34 K.- En el caso de los profesionales de la educación que hayan cesado en los cargos de jefe del Departamento de Administración Municipal, director, subdirector, inspector general y jefe técnico, y que continúen desempeñándose en la dotación en algunas de las funciones del artículo 5°, lo harán en el tramo de desarrollo profesional en que estén reconocidos.

Los directores y jefe del Departamento de Administración Municipal que sean profesionales de la educación y no cuenten con reconocimiento de tramo del desarrollo profesional previo, lo harán transitoriamente en el tramo al cual se encuentran asimilados, accediendo al tramo que corresponda una vez rendidos los instrumentos señalados en el artículo 30. En todo caso deberán evaluarse al año siguiente de su incorporación al tramo en que están asimilados para obtener el reconocimiento que les permitirá ingresar en forma definitiva a un tramo. Para estos efectos, a los profesionales que cesen en su nombramientos como jefe del Departamento de Administración Municipal, no le será exigible el requisito de años de ejercicio para incorporase a un tramo.

Aquellos directores o jefes de Departamentos de Administración Municipal que no posean el título profesional de profesor o educador, al terminar su nombramiento dejarán de regirse por esta ley, salvo que se encuentren habilitados de acuerdo al decreto con fuerza de ley N°29, de 1981, del Ministerio de Educación, en el caso de la educación media técnico profesional.”.

28. Reemplázase el artículo 47 por el siguiente:

“Artículo 47.- Los profesionales de la educación del sector municipal gozarán de las siguientes asignaciones: 

a) Asignación de Experiencia.

b) Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional.

c) Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios.

d) Asignación de Responsabilidad Directiva y Asignación de Responsabilidad Técnico-Pedagógica.

e) Bonificación de Reconocimiento Profesional.

f) Bonificación de Excelencia Académica.”.

29. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 48 los siguientes guarismos: “6,76%” por “3,38%”; “6,66%” por “3,33%”, y “100%” por “50%”.

30. Reemplázase el artículo 49 por el siguiente:

“Artículo 49.- El profesional de la educación tendrá derecho a percibir una Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional, cuyo monto mensual se determinará en base a los siguientes componentes:

a) Componente de Experiencia: Se aplicará sobre la base de la remuneración básica mínima nacional que determine la ley y consistirá en un porcentaje de esta, correspondiente a un 3,38% por los primeros dos años de servicio docente y un 3,33% por cada dos años adicionales, debidamente acreditados, con un tope y monto máximo de 50% de la remuneración básica mínima nacional para aquellos profesionales que totalicen 30 años de servicios.

b) Componente de Progresión: Su monto mensual dependerá del tramo en que se encuentra el docente y los bienios de experiencia profesional que tenga, y su valor máximo corresponderá al siguiente para un contrato de 44 horas y 15 bienios:

	Tramo profesional inicial
	Tramo profesional temprano
	Tramo profesional avanzado
	Tramo experto I
	Tramo experto II

	$13.076
	$43.084
	$86.714
	$325.084
	$699.593


Lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales, y en proporción a sus correspondientes bienios para aquellos que tengan una experiencia profesional inferior a 15 bienios.

c) Componente fijo: Los profesionales de la educación reconocidos en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, tendrán derecho a percibir una suma complementaria cuyo monto mensual dependerá del tramo en que se encuentra el docente y su valor máximo corresponderá a los siguientes valores para un contrato de 44 horas cronológicas semanales:

	Tramo profesional avanzado
	Tramo experto I
	Tramo experto II

	$90.000.-
	$125.000.-
	$190.000.-


Lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales.

Con todo, el incremento por concepto de la suma de la asignación de experiencia establecida en el artículo 48 y la asignación por tramo establecida en este artículo, por cada dos años de ejercicio profesional debidamente acreditado, no podrá ser inferior al 6,66% de la Remuneración Básica Mínima Nacional.

La asignación de tramo, considerado su componente fijo cuando corresponda, tendrá el carácter de imponible y tributable, solo servirá de base de cálculo para la asignación establecida en el artículo 50 y se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”.

31. Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:

“Artículo 50.- La Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios será imponible y tributable, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración y será igual al 20% de la asignación de tramo a que tenga derecho el docente, más un monto fijo máximo de $43.726.- para un contrato de 44 horas cronológicas semanales, el cual se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales. Tendrán derecho a percibirla los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos con alta concentración de alumnos prioritarios.

Para estos efectos se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N°20.248.

En caso de que el beneficiario se encuentre en el tramo profesional inicial o temprano solo podrá percibirla, por una vez, hasta por el término de cuatro años desde su primer reconocimiento en cualquiera de dichos tramos.

Los profesionales que se desempeñen en establecimientos que se encuentren ubicados en zonas rurales, y tengan una concentración de alumnos prioritarios inferior al 60% y mayor o igual al 45%, tendrán derecho a una asignación igual al 10% de su respectiva asignación de tramo.”.

32. Reemplázase el artículo 52 por el siguiente:

“Artículo 52.- Los profesionales de la educación que presten sus servicios en los establecimientos educacionales del sector municipal tendrán derecho a conservar el porcentaje de la Asignación de Experiencia, la Bonificación de Reconocimiento Profesional y la Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional al desempeñarse en otra comuna o establecimiento.

No obstante, las asignaciones por Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, Bonificación de Excelencia Académica y de Responsabilidad Directiva o Técnico-Pedagógica solamente se mantendrán si el nuevo empleo da derecho a percibirlas.”.

33. Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:

“Artículo 54.- Los profesionales de la educación tendrán derecho a la Bonificación de Reconocimiento Profesional establecida en la ley N°20.158, que corresponderá a un componente base equivalente al 75% de la asignación por concepto de título y un complemento equivalente al 25% de esta por concepto de mención, de conformidad al monto establecido en el inciso siguiente.

El monto máximo de esta asignación asciende a la cantidad de $228.258.- mensuales por concepto de título y $76.086.- mensuales por concepto de mención, para 30 o más horas de contrato. En los contratos inferiores a 30 horas se pagará la proporción que corresponda. 

Se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que la Unidad de Subvención Educacional (USE) y será imponible, tributable y no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración.”.

34. Reemplázase el artículo 55 por el siguiente:

“Artículo 55.- Los profesionales de la educación que se desempeñen en un establecimiento educacional que haya sido seleccionado como de Desempeño de Excelencia Académica tendrán derecho a percibir una Bonificación de Excelencia Académica, en los términos que se establece en los artículos 15, 16 y 17 de la ley N°19.410.”.

35. Deróganse los artículos 56, 57, 59, 60 y 61.

36. Modifícase el artículo 62 en el siguiente sentido: 

a) Reemplázanse en el inciso primero los guarismos “III” y “IV” por “IV” y “V”, e intercálase entre las expresiones “de 1992,” y “respectivamente,” la siguiente frase “o regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980”.

b) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:

“No obstante, no se considerarán para el cálculo de lo señalado en los dos primeros incisos de este artículo la Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, la Bonificación de Excelencia Académica, las remuneraciones por horas extraordinarias, y aquellas que no correspondan a contraprestaciones de carácter permanente, para los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales del sector municipal, particular subvencionado o los regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980.”.

c) Agrégase un nuevo inciso final del siguiente tenor:

“En los meses de enero de cada año, el valor de la Remuneración Total Mínima se reajustará en la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre los meses de enero a diciembre del año inmediatamente anterior. Las nuevas Remuneraciones Totales Mínimas, resultantes de la aplicación de este inciso, se fijarán mediante decretos supremos del Ministerio de Educación, que además deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda.”.

37. Reemplázase el artículo 63 por el siguiente:

“Artículo 63.- La Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios será financiada directamente por el Ministerio de Educación.

La Bonificación de Excelencia Académica se pagará de acuerdo al artículo 40 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.

La Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional será de cargo del sostenedor para los docentes reconocidos en los tramos profesional inicial y profesional temprano. Para aquellos docentes que se encuentren en los tramos profesional avanzado, experto I y experto II, la asignación por tramo será de cargo del sostenedor hasta el valor correspondiente al tramo profesional temprano según el respectivo bienio, y la diferencia será financiada por el Ministerio de Educación.

La Bonificación de Reconocimiento Profesional se otorgará de acuerdo al procedimiento establecido en la ley N°20.158 y se financiará de acuerdo a las siguientes reglas: 

a) Se financiará con la subvención de escolaridad del artículo 9° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, el monto de $31.238.- para los profesionales de la educación con una jornada de 30 o más horas y en proporción a sus horas de trabajo para los demás profesionales beneficiarios de esta bonificación.

b) La diferencia entre los montos establecidos en el artículo 54 y la letra anterior se financiará por el Ministerio de Educación a través de una transferencia directa.

El monto establecido en la letra a) se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que la unidad de subvención educacional.”.

38. Deróganse los artículos 65, 66 y 67.

39. Modifícase el artículo 69 de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “33 horas” por la frase “28 horas con 30 minutos”.

b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “32 horas con 15 minutos” por la frase “28 horas con 30 minutos”.

c) Agréganse los siguientes incisos finales:

“Un porcentaje de a lo menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases, de evaluación de aprendizajes y a la atención de estudiantes y apoderados, así como también a otras actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean acordadas en el Consejo de Profesores.

Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N°20.529.”.

40. Elimínase en el inciso sexto del artículo 70 la siguiente oración: “Además, tratándose de docentes cuyos niveles de desempeño sean destacado o competente, éstos se considerarán para rendir la prueba de conocimientos disciplinarios y pedagógicos habilitante para acceder a la asignación variable por desempeño individual.”.

41. Agrégase el siguiente artículo 70 ter:

“Artículo 70 ter.- Los profesionales de la educación que en el proceso de evaluación docente establecido en el artículo 70 obtengan en una oportunidad un nivel de desempeño destacado o en dos oportunidades consecutivas un nivel de desempeño competente en el instrumento portafolio, no estarán obligados a rendirlo en el siguiente proceso, considerándose dichos resultados para la ponderación de este instrumento en esta nueva evaluación.”.

42. Agrégase al artículo 72, la siguiente letra m):

“m) Por aplicación de lo dispuesto en el artículo 19 S.”.

43. Modifícase el artículo 73 bis en el siguiente sentido:

a) En su inciso primero, reemplázase la frase “la causal establecida en la letra l)” por “las causales establecidas en las letras l) y m)”.

b) En el inciso segundo, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, agrégase lo siguiente: “Asimismo, quienes sean desvinculados de conformidad a la letra m) del artículo 72 podrán optar a la indemnización por años de servicio señalada en el inciso final del artículo anterior, si procede, en el caso que fuere mayor.”.

44. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 74, la frase “Si un profesional de la educación que se encontrare en la situación anterior” por la frase “Sin perjuicio de lo anterior, si un profesional que haya percibido la indemnización establecida en el artículo 73”.

45. Modifícase el artículo 80 de la siguiente manera:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “33 horas” por la frase “28 horas con 30 minutos”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “32 horas con 15 minutos” por la frase “28 horas con 30 minutos”.

c) Agréganse los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo nuevos:

“En la distribución de la jornada de trabajo se deberá procurar que las horas no lectivas sean asignadas en bloques de tiempo suficiente para que los profesionales de la educación puedan desarrollar la totalidad de sus labores y tareas asociadas al proceso de enseñanza y aprendizaje dentro de aquella.

Al menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases, de evaluación de aprendizajes, y a la atención de estudiantes y apoderados, así como también otras actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean acordadas en el Consejo de Profesores.

Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N°20.529.”.

d) En el inciso séptimo, que pasa a ser décimo, reemplázanse las expresiones “se aplicarán solamente” por “no se aplicarán” y “subvencionados” por “pagados”.”.

46. Reemplázase el artículo 84 por el siguiente:

“Artículo 84.- Los profesionales de la educación del sector particular subvencionado y aquellos que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, gozarán de las asignaciones establecidas en los artículos 48, 49, 50, 54 y 55, en las condiciones establecidas en los mismos artículos, así como lo dispuesto en el artículo 63.

El sostenedor podrá otorgar otro tipo de remuneraciones con cargo a sus propios recursos.”.

47. Derógase el artículo 86.

48. Agrégase, en el artículo 87, el siguiente inciso primero nuevo, pasando los actuales incisos primero, segundo y tercero a ser segundo, tercero y cuarto, respectivamente:

“Artículo 87.- Los profesionales de la educación que sean desvinculados de conformidad a lo establecido en el artículo 19 S, tendrán derecho a una bonificación, de cargo del empleador, en los mismos términos del artículo 73 bis. Sin perjuicio de lo anterior, podrán optar a la indemnización por años de servicio establecida en el Código del Trabajo, si procediere.”.
49. Derógase el inciso segundo del artículo 88.

50. Intercálase, entre el artículo 88 y el Título Final, el siguiente Título VI nuevo:

“TITULO VI

De los establecimientos de educación parvularia financiados con aportes regulares del Estado

Artículo 88 A.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen alguna de las funciones señaladas en el artículo 5º de esta ley en establecimientos que impartan educación parvularia y que sean financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento. El establecimiento donde se desempeñan deberá, además, encontrarse reconocido oficialmente por el Estado.

Sin perjuicio de lo anterior, estos profesionales se regirán por las normas del Código del Trabajo y sus respectivas disposiciones complementarias en todo aquello que no esté expresamente establecido en este Título.

El presente Título no se aplicará a los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos que imparten educación parvularia y que son subvencionados conforme al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, ni a los que se desempeñen en establecimientos pertenecientes a la Junta Nacional de Jardines Infantiles. 

Artículo 88 B.- A los profesionales de la educación regidos por este Título les serán aplicables las normas del párrafo III del Título I, del Título II y del Título III.

Artículo 88 C.- Establécese una asignación para los profesionales de la educación regidos por este Título, que ingresen al Sistema de Desarrollo Profesional Docente de conformidad al Título III de esta ley, la que se calculará y pagará de la siguiente manera:

a) Su monto se establecerá sobre la base de la remuneración total mínima en los términos establecidos en el artículo 62 y las asignaciones establecidas en los artículos 48, 49, 50 y 54, calculadas de acuerdo al tramo de desarrollo profesional docente en que esté reconocido el profesional.

b) La asignación establecida en este artículo se pagará en caso que la remuneración que percibe el profesional de su empleador sea inferior a la remuneración y asignaciones señaladas en la letra a), y será equivalente a la diferencia entre ambos montos. Para estos efectos, la remuneración del profesional de la educación se determinará de acuerdo al promedio de los doce meses inmediatamente anteriores a aquel en que ingrese al Sistema de Desarrollo Profesional Docente. Esta asignación será de carácter mensual, imponible y tributable, no será base de cálculo de ninguna otra remuneración y se absorberá por los aumentos de remuneraciones permanentes del profesional y por cualquier otro aumento de remuneraciones permanentes que establezca la ley. Con todo, esta asignación se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que se reajusten las remuneraciones del sector público.

c) Existirá el derecho a percibir esta asignación mientras el profesional de la educación mantenga contrato vigente, y hasta su siguiente proceso de reconocimiento profesional o hasta la fecha en que debió rendir los instrumentos de evaluación respectivos, si esta no se produce por causas imputables a él. Si el profesional accede a un nuevo tramo, la asignación se volverá a calcular en los mismos términos señalados en las letras anteriores.

Artículo 88 D.- En los convenios de transferencia de recursos que los sostenedores suscriban para recibir aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, se establecerá la obligación de pagar la asignación establecida en el presente Título.

Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la forma y oportunidad en que los sostenedores solicitarán, ejecutarán y rendirán los recursos para el financiamiento de las asignaciones establecidas en el presente artículo. Este reglamento se entenderá parte integrante de los convenios de transferencia citados.

Artículo 88 E.- Sin perjuicio de las causales de término de contrato establecidas en el Código del Trabajo, a los profesionales de la educación regulados por este Título se les aplicará lo dispuesto en el artículo 19 S y tendrán derecho a una bonificación, de cargo del empleador, en los mismos términos de la establecida en el artículo 73 bis.

Los profesionales de la educación a que se refiere el inciso anterior podrán optar a la indemnización por años de servicio establecida en el Código del Trabajo, si procediere.”.

51. Elíminase el inciso segundo del artículo 90.

Artículo 2°.- Modifícase la ley N°20.129 en el siguiente sentido:

1. Elimínase, en el artículo 27, la frase “Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos,”.

2. Agrégase, a continuación del artículo 27, el siguiente artículo 27 bis:

“Artículo 27 bis.- Sólo las universidades acreditadas podrán impartir carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Técnico Profesional, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos, siempre que dichas carreras y programas hayan obtenido acreditación.

Sin perjuicio de lo establecido en la presente ley, para obtener la acreditación de carreras y programas se deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) Que la universidad aplique a todos los estudiantes de las carreras de pedagogía que imparta, las evaluaciones diagnósticas sobre formación inicial en pedagogía que determine el Ministerio de Educación. Una de estas pruebas deberá ser realizada al inicio de la carrera y la otra, durante los doce meses que anteceden al último año de carrera.

Los resultados de las evaluaciones diagnósticas señaladas en el párrafo anterior serán de carácter referencial y formativo para los estudiantes. Con todo, la universidad deberá establecer acciones de nivelación y acompañamiento, según corresponda, para aquellos estudiantes que obtengan bajos resultados en estas mediciones. 

b) Las universidades solo podrán admitir y matricular en dichas carreras y programas regulares, alumnos que cumplan, a lo menos, con alguna de las siguientes condiciones: 

i. Haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 70 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.

ii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 10% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo.

iii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 30% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo, y haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 50 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.

iv. Haber realizado un programa de preparación y acceso de estudiantes de enseñanza media para continuar estudios de pedagogía en la educación superior reconocido por el Ministerio de Educación.

v. Haber sido seleccionado mediante un proceso que mida conocimientos y habilidades alternativas, definidas según un reglamento que será aprobado por el Consejo Nacional de Educación, y haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 50 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.

Para estos efectos, se entenderá que la prueba de selección universitaria es aquella que se aplica como mecanismo de admisión de estudiantes por la mayor cantidad de universidades del Consejo de Rectores. Un reglamento del Ministerio de Educación determinará el procedimiento e implementación de los requisitos de admisión y matrícula de las carreras y programas de Pedagogía previamente señalados.

c) Que el proceso formativo de la carrera:

i. Permita el logro del perfil de egreso definido por la universidad.

ii. Contemple la realización de prácticas tempranas y progresivas.

iii. Cuente con mecanismos de seguimiento y apoyo al logro de los aprendizajes esperados.

iv. Sea coherente con los estándares pedagógicos y disciplinarios definidos por el Ministerio de Educación, los que serán aprobados por el Consejo Nacional de Educación.

d) Que la Universidad cuente con convenios de colaboración con establecimientos educacionales, los que deben incluir como mínimo la realización de prácticas de los estudiantes de pedagogía, la facilitación de investigaciones en conjunto con los docentes que se desempeñen en estos establecimientos y la ejecución de actividades de capacitación. 

e) Que la Universidad cuente con la infraestructura y el equipamiento necesarios y adecuados para impartir la carrera de pedagogía, en relación con la cantidad de estudiantes, académicos y las características de su plan de estudios.

f) Que la Universidad cuente con un cuerpo académico idóneo para impartir la carrera de pedagogía, incluyendo tanto académicos que realicen investigaciones en el ámbito de la educación, como docentes con experiencia en aula escolar.

El Ministerio de Educación establecerá lineamientos orientadores para las carreras de pedagogía, los que contemplarán a lo menos las condiciones establecidas en el inciso anterior.”.

3. Agrégase, a continuación del artículo 27 bis, el siguiente artículo 27 ter:

“Artículo 27 ter.- La acreditación de las carreras de pedagogía solo podrá ser realizada directamente por la Comisión Nacional de Acreditación. Con todo, para efectos del financiamiento de dichas acreditaciones, se procederá de conformidad a lo dispuesto en la letra b) del artículo 13 de la ley N°20.129.

En caso que la carrera o programa no obtuviere o perdiere la acreditación a que se refiere este artículo, la universidad no podrá admitir nuevos estudiantes, pero deberá seguir impartiéndolos hasta la titulación o egreso de aquellos matriculados, los que, de obtener el título respectivo, serán considerados profesionales de la educación para todos los efectos legales, entendiéndose incluidos en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación:

1. Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (USE), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en USE. Incluye incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 65/35.
	Valor de la subvención en USE. Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en USE.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,26752
	0,17955
	2,44707

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	2,26752
	0,17955
	2,44707

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,98327
	0,17997
	2,16324

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,13810
	0,19546
	2,33356

	Educación Especial Diferencial
	6,29420
	0,59727
	6,89147

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	5,29995
	0,59727
	5,89722

	Educación Media Humanístico Científica
	2,37660
	0,21818
	2,59478

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,43652
	0,32402
	3,76054

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,72000
	0,25252
	2,97252

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,45803
	0,22634
	2,68437

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,46473
	0,13317
	1,59790

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,88805
	0,13317
	2,02122

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,09972
	0,13317
	2,23289

	Educación Media Humanístico - Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,27270
	0,18363
	2,45633

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,53888
	0,18363
	2,72251

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,07123
	0,18363
	3,25486

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,31520
	0,18363
	2,49883

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,40021
	0,18363
	2,58384

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,27270
	0,18363
	2,45633


b) Sustitúyese el inciso noveno por el siguiente:

“En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (USE), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en USE.

Incluye incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 65/35.
	Valor de la subvención en USE. Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en USE.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,69376
	0,24655
	2,94031

	Educación Media Humanístico - Científica
	3,19191
	0,29481
	3,48672

	Educación Media Técnico Profesional Agrícola y Marítima
	4,24481
	0,40013
	4,64494

	Educación Media Técnico Profesional Industrial
	3,35987
	0,31177
	3,67164

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,19191
	0,29481
	3,48672


c) Reemplázanse, en el inciso undécimo, los guarismos “7,39674” por “7,89436”; “8,14665” por “8,64427”; “6,33267” por “6,67119”, y “7,08258” por “7,42110”.

2. Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso cuarto los guarismos “55,32110” por “55,76914” y “60,50430” por “60,95234”.

b) Reemplázase en el inciso quinto los guarismos “68,49479” por “68,94283” y “74,91951” por “75,36755”.

3. Derógase el artículo 41.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.410:

1. Derógase el artículo 8°.

2. Derógase el artículo 10.

3. Derógase el artículo 11.

4. Reemplázase en el artículo 12 la expresión “los artículos 7° a 11” por “los artículos 7° y 9°”.

5. Derógase el artículo 13.

6. Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “los beneficios establecidos en los artículos 7° a 11” por “lo establecido en los artículos 7° y 9°”.

b) Deróganse los incisos segundo y tercero.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.598:

1. Derógase el artículo 1°.

2. Derógase el artículo 2°.

3. Reemplázase en el inciso primero del artículo 8° la frase “al pago de los siguientes beneficios: bonificación proporcional, bono extraordinario y planilla complementaria, establecido en los artículos 8º, 9º y 10 de la ley Nº 19.410; en la ley N°19.504, y en este cuerpo legal” por la siguiente: “al pago de la planilla complementaria”.

4. Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “1° al 4°” por “3° y 4°”.

b) Elimínase del inciso cuarto la expresión “de la bonificación proporcional, del bono extraordinario y”. 

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.715:

1. Derógase el Título I “Aumento de la Bonificación Proporcional”.

2. Reemplázase el inciso primero del artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- Los recursos que reciban los sostenedores de los establecimientos particulares subvencionados derivados de esta ley, por concepto de aumento de subvención, serán destinados exclusivamente al pago de los siguientes beneficios: incremento del valor hora vigente al 31 de enero de 2001 y de la planilla complementaria, cuando corresponda.”.

3. Modifícase el artículo 10 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “1° al 4°” por “3° y 4°”.

b) Elimínase en el inciso final la expresión “, de la bonificación proporcional, del bono extraordinario”.

4. Reemplázase la denominación del Título IX “De la Asignación de Excelencia Pedagógica y de la Red de Maestros” por “De la Red de Maestros”.

5. Deróganse los artículos 14 y 15.

6. Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese el numeral 1), por el siguiente:

“1.- Estar reconocido en el tramo de desarrollo profesional avanzado, experto I o experto II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente.”.
b) Reemplázase, en el numeral 2), la palabra “Participar” por “Inscribirse”.

c) Elimínase, en el numeral 2, la frase “, habiendo oído a entidades relevantes y organismos representativos directamente vinculados al quehacer educacional. En él se evaluarán las competencias, desempeño y logros profesionales de los docentes, mediante instrumentos idóneos que se desarrollarán con dicho propósito”.

Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.933:

1. Derógase el Capítulo I del Título I “Aumento de la Bonificación Proporcional”.

2. Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Los recursos que reciban los sostenedores de los establecimientos particulares subvencionados derivados de esta ley, por concepto de aumento de subvención, serán destinados exclusivamente al pago de los siguientes beneficios: incremento del valor hora vigente al 31 de enero de 2004, así como de los incrementos del valor hora para los años 2005 y 2006 dispuestos en el artículo 10 de esta ley y, cuando corresponda, planilla complementaria.”.

b) Derógase el inciso tercero.

3. Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:

a) Suprímese, en el inciso primero, la expresión “1°, 2°,”.

b) Suprímese, en el inciso final, la siguiente frase “, de la bonificación proporcional, del bono extraordinario”.

4. Deróganse los artículos 17 y 17 bis.

Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°1, de 2002, del Ministerio de Educación:

1. Deróganse los Títulos I al VI.

2. Modifícase el artículo 30 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la expresión “selección” por “inscripción”.

b) Reemplázase la frase “con los requisitos contenidos en el párrafo siguiente” por “los requisitos establecidos en el artículo siguiente”.

3. Modifícase el artículo 31 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “selección” por “inscripción”.

b) Reemplázanse los números 1 y 2 del inciso segundo por los siguientes:

“1. Estar reconocido en el tramo de desarrollo profesional avanzado, experto I o experto II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente.

2. Participar en un mecanismo voluntario de inscripción para integrarse a la Red.”.

4. Deróganse los artículos 32 y 33.

5. Sustitúyese en el artículo 34 la frase “declarar la integración de los postulantes seleccionados a” por “elaborar y publicar la nómina de los nuevos profesionales de la educación que pasan a integrar”.

6. Reemplázase en el inciso primero del artículo 35 la frase “acreditación para percibir la asignación de excelencia pedagógica” por “reconocimiento en el tramo de desarrollo profesional avanzado, experto I o experto II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente”.

7. Sustitúyese, en la parte final del inciso segundo del artículo 38, la frase “para lo cual considerará las siguientes variables: número de docentes de aula por Región, número de docentes con derecho a percibir la Asignación de Excelencia Pedagógica; y, número de horas docentes por Región” por “según el número de docentes de aula y la proporción de alumnos prioritarios, ambos por región”.

8. Sustitúyese en el numeral 1) del artículo 51 la expresión “selección” por “inscripción”.

Artículo 9°.- Derógase el decreto con fuerza de ley N°2, de 2012, del Ministerio de Educación.

Artículo 10.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo 1°

Disposiciones generales

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia en la fecha de su publicación, sin perjuicio de lo establecido en los artículos transitorios siguientes.

Artículo segundo.- La disminución de horas lectivas de la función docente establecida en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, entrará en vigencia el año escolar 2018. El año escolar 2016, las horas de docencia de aula establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas, no podrá exceder de 30 horas con 45 minutos, excluidos los recreos. Para el caso de los establecimientos que funcionen en régimen de Jornada Escolar Completa Diurna, las horas de docencia de aula establecidas en los artículos 69 y 80, para una jornada de 44 horas, no podrán exceder de 30 horas con 45 minutos, excluidos los recreos.

Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las horas lectivas de la función docente establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas excluidos los recreos, podrá disminuirse a 27 horas y 45 minutos, siempre que se cumplan de manera copulativa los siguientes requisitos:

1. El crecimiento del Producto Interno Bruto de los tres años anteriores a la fecha de verificación referida en el inciso siguiente debe ser, en promedio, igual o mayor a 4,0% real anual.

2. El 5% de la variación de los ingresos cíclicamente ajustados, experimentada en el período comprendido entre el año anterior al de la fecha de verificación referida en el inciso siguiente y el año inmediatamente anterior a dicho año, debe ser superior a 3,9 millones de USE.

El Ministerio de Hacienda verificará el cumplimiento de los requisitos antedichos a más tardar el 15 de agosto de cada año, a partir del año 2020. Para ello utilizará las estadísticas de crecimiento de Producto Interno Bruto publicadas por el Banco Central y las estadísticas de ingresos cíclicamente ajustados calculados por la Dirección de Presupuestos, y publicados anualmente en su Informe de Evaluación de la Gestión Financiera del Sector Público, expresados en Unidades de Subvención Escolar de los años que corresponda.

En el año en que se cumplan los requisitos indicados en el inciso primero, el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley que regule la disminución de las horas lectivas de la función docente a los valores establecidos en dicho inciso, a más tardar el 15 de septiembre de dicho año. El proyecto de ley deberá ajustar también las horas de docencia de aula en los establecimientos que funcionen en régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y hacer las adecuaciones necesarias al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, contemplando su entrada en vigencia al inicio del año escolar siguiente a su publicación.

Transcurridos dos años desde la entrada en vigencia de la ley a que se refiere el inciso anterior, se estudiará la implementación de una nueva disminución de horas lectivas de la función docente establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas excluidos los recreos, a 27 horas, si se cumplen los siguientes requisitos copulativos:

1. El crecimiento del Producto Interno Bruto de los tres años anteriores a la fecha de verificación referida en el inciso siguiente debe ser, en promedio, igual o mayor a 4,0% real anual.

2. El 5% de la variación de los ingresos cíclicamente ajustados, experimentada en el período comprendido entre el año anterior al de la fecha de verificación referida en el inciso siguiente y el año inmediatamente anterior a dicho año, debe ser superior a 3,6 millones de USE.

El Ministerio de Hacienda verificará el cumplimiento de los requisitos antedichos al 15 de agosto de cada año, desde el año establecido en el inciso cuarto. Para ello utilizará las estadísticas referidas en el inciso segundo, de los años que corresponda.

En el año en que se cumplan los requisitos indicados en el inciso cuarto, el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley que regule la disminución de las horas lectivas de la función docente a los valores establecidos en dicho inciso, a más tardar el 15 de septiembre de dicho año. El proyecto de ley deberá ajustar también las horas de docencia de aula en los establecimientos que funcionen en régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y hacer las adecuaciones necesarias al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, contemplando su entrada en vigencia al inicio del año escolar siguiente a su publicación.

Transcurridos dos años desde la entrada en vigencia de la ley a que se refiere el inciso anterior, se estudiará la implementación de una nueva disminución de horas lectivas de la función docente establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas excluidos los recreos, a 26 horas y 15 minutos, si se cumplen los siguientes requisitos copulativos:

1. El crecimiento del Producto Interno Bruto de los tres años anteriores a la fecha de verificación referida en el inciso siguiente debe ser, en promedio, igual o mayor a 4,0% real anual.

2. El 5% de la variación de los ingresos cíclicamente ajustados, experimentada en el período comprendido entre el año anterior al de la fecha de verificación referida en el inciso siguiente y el año inmediatamente anterior a dicho año, debe ser superior a 3,9 millones de USE.

El Ministerio de Hacienda verificará el cumplimiento de los requisitos antedichos a más tardar el 15 de agosto de cada año, desde el año establecido en el inciso séptimo. Para ello utilizará las estadísticas referidas en el inciso segundo, de los años que corresponda.

En el año en que se cumplan los requisitos indicados en el inciso séptimo, el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley que regule la disminución de las horas lectivas de la función docente a los valores establecidos en dicho inciso, a más tardar el 15 de septiembre de dicho año. El proyecto de ley deberá ajustar también las horas de docencia de aula en los establecimientos que funcionen en régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y hacer las adecuaciones necesarias al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, contemplando su entrada en vigencia al inicio del año escolar siguiente a su publicación.

Artículo cuarto.- Sin perjuicio de lo establecido en la letra e) del artículo 6° de la ley N°20.248, a partir del año 2019 y hasta la entrada en vigencia de la ley que se dicte en virtud de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo anterior, en los establecimientos educacionales que tengan una concentración de alumnos prioritarios igual o superior al 80%, los sostenedores deberán disponer para los profesionales de la educación que se desempeñen en los niveles 1°, 2°, 3° o 4° año de Educación Básica, una jornada semanal docente de un máximo de 26 horas y 15 minutos, excluidos los recreos, destinadas a la docencia de aula, para una designación o contrato por 44 horas, o la proporción que corresponda. 

Lo dispuesto en el inciso anterior podrá financiarse con hasta el 50% de los recursos establecidos en la ley N°20.248 que perciba el establecimiento educacional. En todo caso, este financiamiento no podrá superar la diferencia de horas no lectivas que se produzca entre la jornada semanal establecida en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación y la dispuesta en este artículo. Lo previsto en el presente inciso deberá quedar establecido en los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que suscriban los sostenedores, de acuerdo al artículo 7° de la ley N°20.248.

La Superintendencia de Educación podrá eximir a los sostenedores de la obligación señalada en el inciso segundo, por razones fundadas, tales como tratarse de un establecimiento educacional uni, bi o tri docente u otras condiciones en que no sea factible cumplir con dicha obligación. Con todo, en estos casos, los sostenedores estarán obligados a utilizar los recursos establecidos en el inciso anterior para disminuir las horas destinadas a la docencia de aula de los profesionales de la educación indicados en el inciso primero, en la medida que dichos recursos lo permitan.

Artículo quinto.- Los profesionales de la educación a quienes les falten diez o menos años para la edad legal de jubilación podrán optar por no regirse por las normas del Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación. En este caso, mantendrán su última remuneración mensual devengada, la que se reajustará en el mismo porcentaje y en la misma oportunidad que las remuneraciones del sector público.

Para efectos de lo establecido en este artículo, se entenderá por última remuneración mensual devengada la establecida en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, y que percibió el profesional de la educación en el mes inmediatamente anterior a aquel en que los profesionales de la educación del establecimiento educacional en que se desempeña pasen a regirse por el señalado Título III.

Los sostenedores de establecimientos educacionales cuyos profesionales deban regirse por el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán contratar a los profesionales de la educación que en virtud de lo establecido en el inciso primero hayan optado por no regirse por dicho título, sin que sea aplicable respecto de ellos lo dispuesto en el artículo 19 V. Asimismo, estos profesionales tendrán derecho a seguir percibiendo la asignación de antigüedad establecida en el artículo 48 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, sin que sea aplicable lo dispuesto en el número 26 del artículo 1° de esta ley.

Sin perjuicio de lo establecido en este artículo, será aplicable a los profesionales del sector municipal el sistema de evaluación establecido en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo sexto.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, los profesionales de la educación podrán acogerse a lo establecido en el inciso final del artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en cuyo caso no podrán acceder al proceso de reconocimiento profesional establecido en la presente ley.

Artículo séptimo.-. Las derogaciones y modificaciones a las asignaciones y demás beneficios pecuniarios establecidos en los numerales 28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 36 b), 37, 38, 46 y 47 del artículo 1°; artículo 4°; artículo 5°; numerales 1, 2, y 3 del artículo 6°; y numerales 1, 2 y 3 del artículo 7°, todos de esta ley, no se aplicarán a aquellos profesionales de la educación que no se rijan por lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Sin perjuicio de lo anterior, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 54 y en el inciso final del artículo 63, ambos del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, introducidos por esta ley, así como lo establecido en el número 36, letra c), del artículo 1° de esta ley, regirán desde la entrada en vigencia de la presente ley.

Los profesionales de la educación que hayan accedido a algún tramo del desarrollo profesional docente y sean beneficiarios de las asignaciones señaladas en el párrafo VI del Título IV o las reguladas en los artículos 84 y 85 del Título V del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, no tendrán derecho a ellas en las relaciones laborales con sostenedores que no deban dar aplicación a lo señalado en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, debiendo regirse por lo señalado en el inciso primero.

Por su parte, la asignación por desempeño en condiciones difíciles será incompatible con la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios. De este modo, el profesional de la educación tendrá derecho a la de mayor monto, mientras tenga derecho a percibir ambas, a menos que opte expresamente por lo contrario.

Artículo octavo.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, los profesionales de la educación que sean beneficiarios de las siguientes asignaciones las continuarán percibiendo en los términos establecidos en las leyes que las regulan:

a) La asignación variable por desempeño individual, establecida en el artículo 17 de la ley N°19.933.

b) La asignación de excelencia pedagógica, establecida en el decreto con fuerza de ley N°2, de 2012, del Ministerio de Educación.

Estas asignaciones se percibirán hasta el término del respectivo plazo por el cual fueron concebidas, en conformidad a sus propias leyes, y no se considerarán para los efectos del cálculo de la planilla suplementaria o remuneración complementaria adicional, según corresponda, que se establecen en los artículos vigésimo y trigésimo quinto transitorios.

Dichas asignaciones serán incompatibles con la asignación por tramo de desarrollo profesional establecida en el artículo 49 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación. De este modo, el profesional de la educación tendrá derecho a asignación por tramo del desarrollo profesional o a la suma de las asignaciones señaladas en el inciso primero de este artículo, según lo que resulte de mayor monto, mientras tenga derecho a percibirlas, a menos que opte expresamente por lo contrario.

Tampoco serán consideradas para los efectos del cálculo de la planilla suplementaria o remuneración complementaria adicional, según corresponda, la bonificación de excelencia que le corresponda percibir al respectivo profesional de la educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 17 de la ley N°19.410, y la asignación por desempeño en condiciones difíciles.

Párrafo 2°

Transición para los profesionales que se desempeñan en el sector municipal

Artículo noveno.- Los profesionales de la educación que a la entrada en vigencia de la presente ley sean parte de dotaciones de establecimientos educacionales del sector municipal serán asignados a los tramos del desarrollo profesional docente establecidos en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de conformidad a los artículos siguientes.

Artículo décimo.- La asignación a los tramos del desarrollo profesional docente se hará de conformidad a los años de experiencia profesional y los resultados obtenidos en el instrumento portafolio del sistema de evaluación establecido en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, y su reglamento, o en el instrumento portafolio establecido en el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2012, del Ministerio de Educación, según corresponda. 

Sin perjuicio de lo anterior, el profesional de la educación que haya rendido la prueba de conocimientos disciplinarios para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N°19.715 o la establecida en el artículo 17 de la ley N°19.933, podrá optar por ser asignado al tramo del Sistema de Desarrollo Profesional Docente que corresponda de acuerdo a los resultados obtenidos en el instrumento portafolio, sus años de ejercicio profesional y el instrumento prueba, de conformidad a lo establecido en el artículo decimocuarto transitorio.

Asimismo, el profesional de la educación que tenga resultados vigentes en la prueba de conocimientos disciplinarios para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N°19.715 o la establecida en el artículo 17 de la ley N°19.933, podrá optar por utilizar estos resultados en el primer proceso de reconocimiento profesional que realice conforme al Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en reemplazo de los resultados que haya obtenido en el instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos, establecido en la letra b) del artículo 19 K del referido título.

Artículo undécimo.- Se considerarán los resultados obtenidos en la última aplicación, para los efectos de lo establecido en el artículo anterior, desde la entrada en vigencia de esta ley, de los instrumentos de evaluación señalados en dicha disposición.

En el caso que el profesional de la educación haya rendido ambos instrumentos portafolio de los señalados en el inciso primero del artículo anterior y que, conforme al inciso anterior, ninguno de ellos pueda considerarse como la última aplicación, para efectos de la asignación de tramo que tratan las disposiciones transitorias siguientes, se considerará el instrumento con el mejor resultado.

Sin perjuicio de lo anterior, los profesionales de la educación que durante el año 2015 rindan la evaluación docente establecida en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán optar por utilizar los resultados del instrumento portafolio del proceso de evaluación docente inmediatamente anterior.

Artículo duodécimo.- Los profesionales de la educación podrán acceder a los siguientes tramos del desarrollo profesional docente, según los resultados obtenidos en el instrumento portafolio señalado en el inciso primero del artículo undécimo transitorio de la presente ley, de conformidad a lo siguiente:

a) Quienes hayan obtenido un resultado “A” serán asignados al tramo profesional avanzado.

b) Quienes hayan obtenido un resultado “B”, “C” y “D” serán asignados al tramo profesional temprano.

c) Quienes hayan obtenido un resultado “E” serán asignados al tramo profesional inicial.

Artículo decimotercero.- El profesional de la educación que haya rendido la prueba de conocimientos disciplinarios, para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N°19.715 o la establecida en el artículo 17 de la ley N°19.933, y haya optado por ser asignado a un tramo según lo establecido en el inciso final del artículo décimo transitorio, será asignado a un tramo de desarrollo profesional de conformidad al siguiente cuadro:

	Resultado Instrumento Portafolio 
	Resultado Prueba de Conocimientos Disciplinarios ADVI o AEP

	
	A
	B
	C
	D

	A
	Experto II
	Experto II
	Experto I
	Profesional avanzado

	B
	Experto II
	Experto I
	Profesional avanzado
	Profesional temprano

	C
	Experto I
	Profesional avanzado
	Profesional temprano
	Profesional temprano

	D
	Profesional avanzado
	Profesional temprano
	Profesional temprano
	Profesional temprano

	E
	Profesional inicial
	Profesional inicial
	Profesional inicial
	Profesional inicial


Artículo decimocuarto.- Para ser asignado a un tramo del Sistema de Reconocimiento al Desarrollo Profesional Docente, conforme a los resultados obtenidos en los instrumentos de evaluación, según lo establecido en los artículos duodécimo y decimotercero transitorios, se deberá contar, a lo menos, con los siguientes años de experiencia profesional:

a) Podrán ser asimilados al tramo de desarrollo profesional temprano o profesional avanzado aquellos profesionales de la educación que cuenten, a lo menos, con cuatro años de experiencia profesional docente.

b) Podrán ser asimilados al tramo de desarrollo profesional experto I aquellos profesionales de la educación que cuenten, a lo menos, con ocho años de experiencia profesional docente.

c) Podrán ser asimilados al tramo de desarrollo profesional experto II aquellos profesionales que cuenten, a lo menos, con doce años de experiencia profesional docente.

Aquellos profesionales de la educación que, de conformidad a los artículos duodécimos y decimotercero, debiesen acceder a un tramo mayor al correspondiente por sus años de experiencia profesional, serán asignados al tramo más alto que corresponda a su experiencia profesional.

No se requerirá contar con el requisito de experiencia profesional previa para ser asignado al tramo profesional inicial.

Artículo decimoquinto.- Aquellos profesionales de la educación que, de conformidad con los artículos anteriores, no puedan ser asignados a ningún tramo del desarrollo profesional docente, serán asignados al tramo profesional inicial.

Sin perjuicio de lo anterior, dichos profesionales podrán acceder al tramo que corresponda, una vez rendidos los instrumentos para el reconocimiento profesional respectivo, de conformidad a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo decimosexto.- Los profesionales de la educación que se desempeñen como director de establecimientos educacionales o como jefe de Departamento de Administración de Educación Municipal serán asignados al tramo profesional avanzado, y, para efectos de la percepción de la asignación de tramo establecida en el artículo 49 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, se considerarán los años de ejercicio profesional que acrediten.

Sin perjuicio de lo anterior, los directores o jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal cuyos resultados en los instrumentos de evaluación, indicados en el artículo décimo transitorio, y experiencia profesional les permitan ser asignados a un tramo más alto que el profesional avanzado, serán asignados al tramo que les corresponda de acuerdo a sus resultados.

Con todo, quienes se desempeñen como director o jefe de Departamento de Administración de Educación Municipal y no sean profesionales de la educación, no serán asignados o asimilados a un tramo y seguirán percibiendo su última remuneración mensual devengada, la que se reajustará en el mismo porcentaje y en la misma oportunidad que las remuneraciones del sector público. Para efectos de lo establecido en este artículo, se entenderá por última remuneración mensual devengada la establecida en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, la que se determinará a la fecha en que debiesen pasar a regirse por el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, si fuesen profesionales de la educación.

En el caso de los directivos de establecimientos educacionales y jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal que cesen en el cargo, se regirán por lo dispuesto en el artículo 34 K del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo decimoséptimo.- Antes del 31 de julio de 2016, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, dictará una resolución en donde señalará el tramo asignado y el bienio que corresponda a los profesionales de la educación establecidos en el artículo octavo transitorio, la que surtirá sus efectos, para todos los efectos legales, el mes de julio de 2017.

Artículo decimoctavo.- Los profesionales de la educación principiantes, conforme lo establecido en el artículo 18 B del nuevo título II del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán postular al proceso de inducción desde el año escolar 2017.

Para los efectos de lo establecido en el inciso anterior y hasta el inicio del año escolar 2020, el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas administrará un sistema nacional de postulación a los cupos que se establezcan anualmente para el proceso de inducción de docentes principiantes. 

El Centro, en virtud de la información que reciba, previa revisión del cumplimiento de los requisitos legales, y conforme a los criterios de prioridad establecidos en el inciso cuarto, asignará los cupos de los procesos de inducción que ofrezca.

El número de cupos para docentes principiantes en proceso de inducción será fijado anualmente en la respectiva ley de Presupuestos del Sector Público y serán asignados, en el orden establecido a continuación, a los docentes principiantes que cumplan con lo establecido en el artículo 18 C del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de acuerdo a los siguientes criterios:

a) Concentración de alumnos prioritarios en el respectivo establecimiento, privilegiando al que se desempeñe en los de mayor concentración, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 50 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

b) Nivel de rendimiento del respectivo establecimiento según el sistema de evaluación regulado en los párrafos 2° y 3° del Título II de la ley N°20.529, priorizando a los que trabajen en los de más bajo desempeño.

c) Número de horas del respectivo contrato, priorizando a los de mayor número.

Una vez finalizado el proceso de postulación, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la que se indiquen los postulantes seleccionados, conjuntamente con el docente mentor que lo acompañará y apoyará en su respectivo proceso de inducción. 

Los profesionales de la educación del sector municipal que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a), c) y e) del artículo 18 L, del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán inscribirse, hasta el inicio del año escolar 2017, en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 K del mismo cuerpo legal y ser asignados para dirigir procesos de inducción.

Artículo decimonoveno.- La entrada en vigencia de esta ley no implicará la disminución de las remuneraciones de aquellos profesionales de la educación que ingresen al desarrollo profesional docente por la aplicación de las disposiciones transitorias del presente párrafo.

En el caso que la remuneración promedio de los seis meses inmediatamente anteriores al ingreso al desarrollo profesional docente sea mayor a la que le corresponda legalmente por dicho ingreso, la diferencia deberá ser pagada mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla será imponible y tributable, de conformidad a la ley.

Para efectos del cálculo de la remuneración promedio, se entenderá por remuneración la establecida en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, sin perjuicio de las asignaciones excluidas de la planilla, de conformidad al artículo octavo transitorio.

Artículo vigésimo.- En los concursos y nombramientos que se efectúen hasta el 31 de julio de 2017 para proveer vacantes de directores o funciones directivas de exclusiva confianza de estos, según corresponda, no será aplicable el requisito de estar reconocidos a lo menos en el tramo profesional avanzado, establecido en el inciso tercero del artículo 24 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

A los profesionales de la educación que, al 31 de julio de 2017, se desempeñen en las funciones señaladas en el inciso anterior, no les será aplicable el requisito de estar reconocidos a lo menos en el tramo profesional avanzado, establecido en el inciso tercero del artículo 24 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, únicamente hasta el cese de sus funciones o el término del período de su nombramiento, según corresponda, sin perjuicio de lo señalado en el artículo decimosexto transitorio.

Artículo vigésimo primero.- Lo establecido en el número 25) del artículo 1° de esta ley regirá a partir del 31 de julio de 2017.

Párrafo 3°

Transición para los profesionales que se desempeñan en el sector particular subvencionado y establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980

Artículo vigésimo segundo.- Los profesionales de la educación que, a la entrada en vigencia de la presente ley, se desempeñen en establecimientos educacionales particulares subvencionados de acuerdo al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, o en establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, seguirán rigiéndose por una relación laboral de derecho privado, sin perjuicio de que les será aplicable el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en el presente párrafo. 

Artículo vigésimo tercero.- La aplicación del Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los profesionales señalados en el artículo anterior será gradual, en un proceso dividido en dos etapas: la primera de carácter voluntaria para los sostenedores o administradores de los establecimientos en que aquellos se desempeñen, conforme a los cupos de docentes que se dispongan para ello; y la segunda de carácter obligatoria para los restantes sostenedores o administradores señalados en el artículo vigésimo sexto transitorio.

Lo dispuesto en el Título II del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, les será aplicable una vez que comiencen a regirse por lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de conformidad a los artículos siguientes.

Artículo vigésimo cuarto.- La primera etapa comenzará el año 2018 y finalizará el año 2025, y en ella será voluntaria la adscripción de los sostenedores o administradores al Sistema de Desarrollo Profesional Docente de sus respectivos profesionales de la educación, pudiendo optar, para estos efectos, con todos los docentes de su dependencia, a los cupos de docentes que anualmente disponga el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas de conformidad al artículo siguiente.

Artículo vigésimo quinto.- Corresponderá al Ministerio de Educación disponer anualmente, durante el período señalado en el artículo anterior, el número total de cupos para profesionales de la educación que ingresarán al Sistema de Desarrollo Profesional Docente. Dichos cupos serán determinados según disponibilidad presupuestaria, por medio de una resolución que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.

Con todo, los cupos corresponderán a lo menos a un séptimo de los profesionales de la educación regidos por este párrafo y se establecerán mediante una resolución de la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, que deberá publicarse antes del mes de julio del año anterior al que se dispondrán.

Artículo vigésimo sexto.- Los sostenedores o administradores de establecimientos educacionales cuyos profesionales se rijan por este párrafo podrán postular a los cupos disponibles de docentes, mediante una solicitud escrita, que deberá ser presentada antes del último día hábil del mes de agosto del año anterior a aquel en que desean someter a dichos profesionales a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo vigésimo séptimo.- En el caso que postulen sostenedores o administradores con un mayor número de profesionales de la educación que cupos disponibles, el Centro deberá asignar dichos cupos a aquellos cuyos establecimientos educacionales cuenten con un mayor porcentaje de alumnos prioritarios de conformidad a lo establecido en el artículo 2° de la ley N°20.248, hasta que, con los establecimientos asignados, se completen los cupos de docentes disponibles.

Para todos los efectos legales, se entenderá que postulan a los cupos del año siguiente aquellos sostenedores o administradores que, habiendo postulado oportunamente y en la forma legal, no se adjudiquen cupos para aplicar a todos sus profesionales de la educación el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, y así sucesivamente.

Para estos efectos, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, deberá dictar una resolución antes del 31 de diciembre del año de las respectivas postulaciones, adjudicando los cupos de docentes que haya dispuesto para esa ocasión.

Artículo vigésimo octavo.- Los profesionales de la educación dependientes de establecimientos educacionales de sostenedores adjudicatarios de los cupos señalados en el artículo anterior serán asignados a los tramos del desarrollo profesional docente de conformidad a los artículos décimo, undécimo, duodécimo, decimotercero, decimocuarto y decimoquinto transitorios, según corresponda.

Para estos efectos, antes del 31 de marzo del año siguiente a la postulación, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la cual señalará el tramo asignado y el bienio que corresponda a dichos profesionales de la educación, la que surtirá sus efectos, para todos los efectos legales, el mes de julio del año siguiente a la postulación.

Artículo vigésimo noveno.- Los profesionales de la educación dependientes de sostenedores o administradores regidos por el presente párrafo que no hayan pasado a regirse por Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en virtud del mecanismo voluntario de ingreso establecido en el artículo vigésimo quinto transitorio, lo harán en forma obligatoria desde el mes de julio de 2026.

Para los efectos de lo establecido en el inciso anterior, se aplicará la asignación de tramos del desarrollo profesional docente establecida en el artículo vigésimo octavo transitorio.

Artículo trigésimo.- Antes del mes de diciembre del año anterior a aquel en que las disposiciones del Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, rijan a los profesionales de la educación señalados en el artículo anterior, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución informando a los sostenedores tanto de aquella circunstancia, como de la asignación de tramos que correspondan de conformidad al artículo vigésimo séptimo transitorio.

Artículo trigésimo primero.- Los profesionales de la educación principiantes, conforme a lo establecido en el artículo 18 B del Título II del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán postular al proceso de inducción a partir del año escolar siguiente a aquel en que el establecimiento en que se desempeñe comience a regirse por lo establecido en el Título III, del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Para estos efectos, el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas administrará hasta el inicio del año escolar 2020 un sistema nacional de postulación a los cupos que se establezcan anualmente para el proceso de inducción de docentes principiantes, de acuerdo al artículo décimo octavo transitorio.

Los profesionales de la educación del sector particular subvencionado y regido por el decreto ley N°3.166, de 1980, que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 18 L, del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán inscribirse, hasta el inicio del año escolar 2025, en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 K del mismo cuerpo legal y ser asignados para dirigir procesos de inducción.

Artículo trigésimo segundo.- El ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, no implicará la disminución de las remuneraciones de aquellos profesionales de la educación que se desempeñen en el sector regulado en el presente párrafo.

En el caso que la remuneración promedio de los seis meses inmediatamente anteriores al ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente sea mayor a la que le corresponda legalmente por dicho ingreso, la diferencia deberá ser pagada mediante una remuneración complementaria adicional, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a estos profesionales de la educación, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta remuneración complementaria adicional será imponible y tributable, de conformidad a la ley.

Para los efectos del cálculo de la remuneración a que se refieren los incisos anteriores, se estará a lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, sin perjuicio de las asignaciones excluidas de esta remuneración de conformidad al artículo quinto transitorio.

En todo caso, los beneficios que se otorguen con posterioridad a la fecha en que los profesionales de la educación comiencen a regirse por el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en virtud de un instrumento colectivo o de un acuerdo individual entre el profesional y su empleador, serán de costo de este último.

Párrafo 4°

Transición para la formación de los profesionales de la educación

Artículo trigésimo tercero.- Tendrán la calidad de profesionales de la educación, a que se refiere el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, quienes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren cursando las carreras para obtener los títulos de profesor o educador en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, una vez que hayan obtenido dichos títulos.

Artículo trigésimo cuarto.- Para las carreras y programas de pedagogía que se encuentren acreditados a la fecha de la publicación de esta ley, se considerará que dicha acreditación cumple con lo dispuesto en las letras a) y b) del artículo 27 bis de la ley N°20.129, introducido mediante la presente ley.

Las universidades que no hayan acreditado las carreras de pedagogía que impartan a la fecha de publicación de esta ley tendrán un plazo de tres años para obtener tanto la acreditación institucional, como la de la carrera o programa, contado desde aquella. 

Si la carrera o programa no obtuviere la acreditación a que se refiere el inciso precedente, la universidad no podrá admitir nuevos estudiantes, pero deberá seguir impartiéndolas hasta la titulación o egreso de sus estudiantes matriculados.

Sin embargo, los estudiantes de carreras y programas de pedagogía no acreditados y que se encuentren matriculados a la fecha de publicación de esta ley, o estén en la situación descrita en el inciso anterior, si obtuvieren el título respectivo serán considerados profesionales de la educación para todos los efectos legales, entendiéndose incluidos en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo trigésimo quinto.- Los requisitos para la admisión universitaria señalados en el artículo 27 bis, letra b), de la ley N°20.129, que se introducen mediante la presente ley, entrarán en vigencia el año 2018, sin perjuicio de las reglas de gradualidad en su implementación que se establecen en los incisos siguientes.

Para el proceso de admisión universitaria del año 2016, los requisitos señalados en el artículo 27 bis, letra b), de la ley N°20.129, serán los siguientes:

a) Haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, obteniendo un rendimiento que lo ubique en el percentil 50 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.

b) Tener un promedio de notas de la educación media, dentro del 50% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo.

c) Haber realizado un programa de preparación y acceso de estudiantes de enseñanza media para continuar estudios de pedagogía en la educación superior reconocido por el Ministerio de Educación. 

Para el proceso de admisión universitaria del año 2017, los requisitos referidos en el artículo 27 bis, letra b), de la ley N°20.129 serán los siguientes:

i. Haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, obteniendo un rendimiento que lo ubique en el percentil 60 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.

ii. Tener un promedio de notas de la educación media, dentro del 40% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo.

iii. Haber realizado un programa de preparación y acceso de estudiantes de enseñanza media para continuar estudios de Pedagogía en la educación superior reconocido por el Ministerio de Educación.

Párrafo 5°

Transición para los profesionales que se desempeñan en establecimientos que atiendan estudiantes con necesidades educativas especiales

Artículo trigésimo sexto.- Los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos que, de conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y su reglamento, sean escuelas de educación especial, accederán al proceso de inducción y al Sistema de Desarrollo Profesional establecidos en los Títulos II y III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de conformidad a los párrafos 2° y 3° de las disposiciones transitorias, según corresponda al sector en que ejerzan, sin perjuicio de lo dispuesto en los siguientes artículos.

Artículo trigésimo séptimo.- Para efectos de lo establecido en el artículo anterior, hasta el término del año escolar 2019, para la habilitación a los tramos del desarrollo profesional docente se considerará únicamente un instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos adecuado a las situaciones de discapacidad de los alumnos que atienden, que elaborará e implementará el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas.

Artículo trigésimo octavo.- El Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas deberá implementar el instrumento de evaluación señalado en el artículo anterior el año 2016, para los respectivos reconocimientos de tramo a partir del año 2017, de acuerdo al artículo trigésimo sexto transitorio.

Artículo trigésimo noveno.- El Centro señalado en el artículo anterior certificará los conocimientos, debiendo considerar los siguientes parámetros de evaluación de la prueba de conocimientos disciplinarios:

a) Quienes obtengan un resultado D serán asignados al tramo inicial del desarrollo profesional docente.

b) Quienes obtengan un resultado C serán asignados al tramo temprano.

c) Quienes obtengan un resultado B serán asignados al tramo avanzado.

d) Quienes obtengan un resultado A (2) serán asignados al tramo superior.

e) Quienes obtengan un resultado A (1) serán asignados al tramo experto del desarrollo profesional docente.

Para estos efectos, se aplicará la siguiente tabla:

	Categorías de logro
	Puntaje de logro

	A (1)
	De 3,70 a 4,00 puntos

	A (2)
	De 3,38 a 3,69 puntos

	B
	De 2,75 a 3,37 puntos

	C
	De 1,88 a 2,74 puntos

	D
	De 1,00 a 1,87 puntos


El Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas establecerá los criterios técnicos, públicos y objetivos para la aplicación de lo establecido en el inciso anterior.

Artículo cuadragésimo.- La entrada en vigencia de la presente ley no implicará la disminución de las remuneraciones de aquellos profesionales de la educación que se desempeñen en los establecimientos regulados en este párrafo. Para dichos efectos, se estará a lo establecido en los artículos decimonoveno y vigésimo tercero transitorios, según corresponda.

Párrafo 6°

Aplicación del desarrollo profesional docente para el nivel parvulario

Artículo cuadragésimo primero.- Los profesionales de la educación principiantes, conforme a lo establecido en el artículo 18 B del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán postular al proceso de inducción desde el año escolar 2020, para iniciarlo el año escolar 2021.

Hasta el inicio del año escolar 2025 podrán inscribirse en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 L del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, y ser asignados para dirigir procesos de inducción, los profesionales de la educación regidos por el Título VI del citado cuerpo legal que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 18 K del mismo cuerpo legal.

Artículo cuadragésimo segundo.- Al Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas corresponderá realizar la coordinación técnica para la adecuada implementación del proceso de ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente de los profesionales señalados en este párrafo, fijando su calendarización a más tardar el 30 de junio de 2019, para ser aplicado a contar del inicio del año escolar 2020. Esta calendarización será gradual, y deberá considerar la incorporación al sistema del 20% de los establecimientos por año, para su aplicación universal el año 2025.

Artículo cuadragésimo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro de un año, contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Educación y suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias:

1. Adecuar, para los profesionales de planta y a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o pedagógicas en dichos establecimientos, los procesos de inducción y mentoría contemplados en el Título II, del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, pudiendo establecer para tal efecto, especialmente: su duración, requisitos que deberán reunir los profesionales para optar a dicho proceso, el sistema de postulación a los cupos del proceso y la forma en que serán asignados, derechos y obligaciones de los participantes, requisitos para la inscripción en el registro público de mentores a que se refiere el inciso siguiente, derechos y obligaciones del mentor y causales de término de la mentoría, evaluación de los participantes y mentores del proceso, y todas las demás normas necesarias para el adecuado funcionamiento del referido proceso.

2. Adecuar, para los profesionales de planta y a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o pedagógicas en dichos establecimientos, la aplicación del sistema de reconocimiento de competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios contemplado en el título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación. En el ejercicio de esta facultad, podrá establecer, especialmente: las oportunidades del proceso de reconocimiento y sus efectos, los casos en que el reconocimiento será obligatorio y voluntario, los profesionales que estarán exceptuados de la aplicación del sistema y todas las demás normas necesarias para el adecuado funcionamiento del referido sistema.

3. Regular la forma en que se aplicará lo establecido en el artículo 19 S del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para los profesionales que desempeñen funciones pedagógicas referidos en el número anterior.

4. Establecer una asignación asociada al desarrollo profesional docente para profesionales de planta y a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o pedagógicas en dichos establecimientos, fijando las condiciones para su otorgamiento, entre las cuales se considerará certificaciones de competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios; mecanismo para determinar el monto de la asignación, como asimismo su percepción y pago, y cualquier otra disposición necesaria para la adecuada aplicación de la misma. Con todo, cuando esta asignación, más las remuneraciones a que tengan derecho los profesionales de planta y contrata antes señalados, sea superior a aquella que corresponda a un profesional regido por el decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de acuerdo al tramo que le corresponda, del sistema de desarrollo profesional docente, la asignación se ajustará de manera tal que no exceda el límite antes indicado.

5. Modificar los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de la planta de personal de profesionales de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, pudiendo establecerlos según el tipo de función profesional.

6. Establecer las fechas de entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales anteriores, pudiendo fijar gradualidades para su implementación.

Corresponderá al Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas administrar el proceso de inducción y mentoría para los profesionales de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en los mismos términos que establece el Título II del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación. El Centro llevará un registro público de mentores para los efectos antes señalados. También le corresponderá administrar el sistema de reconocimiento de las competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios de dichos profesionales, debiendo coordinar la implementación de este sistema en los mismos términos establecidos en el artículo cuadragésimo segundo transitorio de esta ley.

Artículo cuadragésimo cuarto.- El uso de la facultad delegada por el artículo anterior quedará sujeto a las siguientes restricciones:

1. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de la relación laboral, cese de funciones o término de servicios.

2. No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales. Tampoco podrá modificar la calidad jurídica del nombramiento ni la asignación por antigüedad del funcionario.

Párrafo 7°

Otras disposiciones transitorias

Artículo cuadragésimo quinto.- Lo dispuesto en el artículo 19 V del decreto fuerza de la ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, será aplicable a los sostenedores, una vez que rija para sus profesionales de la educación lo establecido en el Título III del mismo cuerpo legal, de conformidad a lo dispuesto en los párrafos 2° y 3° de las presentes disposiciones transitorias.

Artículo cuadragésimo sexto.- Lo dispuesto en los números 1) y 2) del artículo 3° de esta ley comenzará a regir a partir del inicio del año escolar 2018.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, para el año escolar 2016 y 2017 el valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (USE), que establece el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en USE. Incluye incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 70/30.
	Valor de la subvención en USE.

Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en USE.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,20803
	0,17955
	2,38758

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	2,20803
	0,17955
	2,38758

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,92378
	0,17997
	2,10375

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,07861
	0,19546
	2,27407

	Educación Especial Diferencial
	6,11929
	0,59727
	6,71656

	Necesidades Educativas Especiales de carácter transitorio
	5,18096
	0,59727
	5,77823

	Educación Media Humanístico Científica
	2,31400
	0,21818
	2,53218

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,37392
	0,32402
	3,69794

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,65740
	0,25252
	2,90992

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,39543
	0,22634
	2,62177

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,40524
	0,13317
	1,53841

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,82856
	0,13317
	1,96173

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,04023
	0,13317
	2,17340

	Educación Media Humanístico – Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,21010
	0,18363
	2,39373

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,47628
	0,18363
	2,65991

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,00863
	0,18363
	3,19226

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,25260
	0,18363
	2,43623

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,33761
	0,18363
	2,52124

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel, y Tercer Nivel)
	2,21010
	0,18363
	2,39373


En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno para los años escolares 2016 y 2017 para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (USE), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en USE.

Incluye incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 70/30.
	Valor de la subvención en USE.

Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en USE.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,63427
	0,24655
	2,88082

	Educación Media Humanístico - Científica
	3,12931
	0,29481
	3,42412

	Educación Media Técnico Profesional Agrícola y Marítima
	4,18221
	0,40013
	4,58234

	Educación Media Técnico Profesional Industrial
	3,29727
	0,31177
	3,60904

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,12931
	0,29481
	3,42412


Del mismo modo, para estos efectos, los años escolares 2016 y 2017 se reemplazarán, en el inciso undécimo del artículo 9°, los siguientes guarismos “7,39674” por “7,71945”; “8,14665” por “8,46936”; “6,33267” por “6,55220”, y “7,08258” por “7,30211”. 
Asimismo, para los años escolares 2016 y 2017 se reemplazarán en el inciso cuarto del artículo 12 los guarismos “55,32110” por “55,61166” y “60,50430” por “60,79486”, y en el inciso quinto los guarismos “68,49479” por “68,78535” y “74,91951” por “75,21007”.

Lo establecido en el número 3) del artículo 3° de esta ley entrará en vigencia el 31 de julio de 2017 para los sostenedores del sector municipal. En el caso de los sostenedores de los establecimientos del sector particular subvencionado, el señalado número 3) comenzará a regir cuando se empiece a aplicar a los profesionales de la educación de su dependencia el Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo cuadragésimo séptimo.- El aporte establecido en el artículo 4° del decreto ley N°3.166, de 1980, se aumentará en el mismo porcentaje y oportunidad en que se aumente la subvención de escolaridad conforme al artículo anterior. Este aumento se otorgará mediante resolución del Ministerio de Educación visada por el Ministerio de Hacienda. 

Para estos efectos, el Ministerio de Educación modificará los respectivos convenios suscritos con las instituciones administradoras, estableciendo el nuevo monto del aporte.

Artículo cuadragésimo octavo.- El requisito contemplado en el literal iii) del inciso segundo del artículo 12 ter, que introduce el artículo 1° de esta ley, será exigible al tercer año contado desde la entrada en vigencia de la ley.

Artículo cuadragésimo noveno.- El Presidente de la República enviará dentro del plazo de dos años a partir de la promulgación de la presente ley, un proyecto de ley que establezca un estatuto para los asistentes de la educación.

Artículo quincuagésimo.- El Presidente de la República enviará uno o más proyectos de ley que regulen la educación superior, los que incluirán normas particulares para la formación inicial docente.

Artículo quincuagésimo primero.- El Ministerio de Educación implementará un programa de fortalecimiento del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas para el adecuado cumplimiento de las funciones que se le entregan en esta ley. Para este efecto se dispondrán recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo quincuagésimo segundo.- Los profesionales de la educación que durante el año 2015 rindan el proceso de evaluación docente establecido en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para los efectos de esta evaluación podrán optar por utilizar los resultados obtenidos en este proceso de evaluación docente o en el inmediatamente anterior.

Artículo quincuagésimo tercero.- Lo dispuesto en los artículos 6°, número 6), y 8°, números 2) al 8), de esta ley entrará en vigencia el 31 de julio de 2017 para los docentes que se desempeñen en el sector municipal.

Para los docentes que se desempeñen en el sector particular subvencionado y el regido por el decreto ley N°3.166, de 1980, los números señalados en el inciso primero comenzarán a regir con la gradualidad establecida en el párrafo tercero de las disposiciones transitorias de la presente ley para el ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, en la forma que determine un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda.

Artículo quincuagésimo cuarto.- Antes del 1 de marzo de 2020, el Centro de Experimentación e Investigaciones Pedagógicas deberá efectuar las adecuaciones al portafolio de reconocimiento profesional establecidas en el inciso final del artículo 19 K del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, respecto de aquellas modalidades educativas que requieren de una metodología especial de evaluación, a excepción de las especialidades de educación media técnica profesional a las que se les aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo quincuagésimo quinto.- Antes del inicio del año escolar 2017, el Centro de Experimentación e Investigaciones Pedagógicas implementará los instrumentos para el reconocimiento profesional establecidos en el artículo 19 K del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, que permitan la asignación a los tramos del desarrollo profesional a los docentes que impartan especialidades de educación técnico profesional. Estos instrumentos serán aplicados de acuerdo al ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido para cada sector en los párrafos 2° y 3° de las disposiciones transitorias.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Vallespín López, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO Y LA LEY N° 18.287 CON EL FIN DE ADOPTAR MEDIDAS DE SEGURIDAD Y CONTROL EN LO RELATIVO A LOS MEDIOS DE PAGO DEL TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS, ESTABLECER SANCIONES, CREAR UN REGISTRO DE PASAJEROS INFRACTORES Y MODIFICAR NORMAS PROCEDIMENTALES 

(10.125-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple” el 2 de septiembre de 2015.
- - - - - - - -

Al estudio de este proyecto de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, los Honorables Senadores señores Guillier y Moreira.

Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo; del Gerente de Regulación y Finanzas del Directorio de Transporte Público Metropolitano, señor Julio Briones; del Jefe de Gabinete del Ministro, señor Oscar Carrasco; de la Asesora Legislativa del Ministro, señora Paola Tapia; del Asesor del Ministro, señor Vicente Pinto; de la Asesora de Comunicaciones del Ministro, señora Vanessa Rosso y del Abogado de la División Legal de la Subsecretaría de Transportes, señor Alfredo Steinmeyer.

Asimismo, concurrieron especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista, las siguientes entidades:

- Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie (ACTUS). Asistieron el Presidente del Directorio, señor Héctor Moya; el Director Ejecutivo, señor Víctor Barrueto; el Asesor, señor Francisco Fuentes y el Asesor, señor Juan Pablo Carvajal.

- Redbus Urbano S.A. Concurrieron el Presidente, señor Alberto Urquiza; el Gerente de Márquetin, señor Gabriel Martínez y la Consultora, señora Karin Gauer.

De los invitados, se excusó el Presidente del Instituto Nacional de Jueces de Policía Local, señor Miguel Aguirre Torres.


Además asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Girardi, señora Josefina Correa y señor Nicolás Fernández; del Honorable Senador señor Letelier, señores Roberto Santa-Cruz y Sebastián Divin; del Honorable Senador señor Ossandón, señoras María Angélica Villadango e Israela Rosenblum y señores José Huerta, Arturo Du Moncean y Alberto Jara; de la Segpres, señora María Fernanda Cuevas y señores Daniel Portilla y Luis Batalle y del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Cristina Torres.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El inciso tercero del artículo 22 bis, nuevo, propuesto por el proyecto de ley en el número 3) de su artículo 2°, tiene el carácter de orgánico constitucional, conforme con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley Nº 18.918, del Congreso Nacional, en tanto fija una nueva competencia a los Secretarios de los Juzgados de Policía Local, debiendo ser votado, por consiguiente, con el quórum establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, esto es, los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.
OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA


Se hace presente que la Sala del Senado mediante oficio Nº 135/SEC/15, de 16 de junio de 2015, solicitó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, respecto del artículo 2º del texto del proyecto de ley en estudio, por contener normas que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en cumplimiento con lo preceptuado en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

El máximo Tribunal emitió su opinión mediante Oficio Nº 82 -2015, de 21 de julio de 2015.
ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA


Los incisos segundo y tercero del artículo 22 quáter, nuevo, propuesto por el proyecto de ley en el número 3) de su artículo 2°, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, ya que inciden en materias presupuestarias del Estado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el artículo 27 del Reglamento del Senado.

En efecto, por una parte, el citado inciso segundo habilita a la Tesorería General de la República a retener de la devolución de impuestos a la renta las multas impagas producto de las nuevas infracciones incorporadas en la presente iniciativa. 

Por otro lado, el mencionado inciso tercero, faculta al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a cobrar los derechos y valores de las consultas, informes y certificados de información del “Registro de Pasajeros Infractores” que se efectúen u otorguen, estableciendo, asimismo, que los recursos provenientes de estos cobros constituirán ingresos propios de la Subsecretaría de Transportes.

Lo anterior, en el entendido de que si bien el proyecto no genera gastos adicionales al Fisco por concepto de pago de remuneraciones a personal ni en gasto en bienes y servicios en los Ministerios, Servicios e Instituciones aludidas y que para los años posteriores, el mayor gasto fiscal que pudiere representar, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos, sí tiene incidencia presupuestaria, en tanto establecer nuevas fuentes de obtención de recursos para el Estado.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Modificar el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, como asimismo la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, con el fin de hacer frente a la evasión en el transporte público remunerado de pasajeros de todo el país, logrando controlarla de mejor manera, sancionarla con mayor eficacia y en definitiva reducirla, buscando implementar una serie de medidas y sanciones administrativas y penales orientadas a disminuir la evasión en el pago de los medios de transporte público de pasajeros y la educación y control respecto de tal conducta.
- - - - - - - 
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:
I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


Tienen incidencia, en este proyecto de ley, las siguientes normas jurídicas:

1.- Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.

Artículos 199, 200, 204 y 211.

2.- Ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

Artículos 3° y 23.

3.- Ley Nº 20.378, que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros.

4.- Ley N° 20.484, sanciona el no pago de la tarifa en el transporte público de pasajeros.

5.- Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia, que en su  artículo 7° fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias.

6.- Ley Nº 19.629, sobre protección de la vida privada.

7.- Decreto Supremo N° 20, de 1982, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que regula el pase escolar.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

I. Fundamentos del proyecto


S.E. la Presidenta de la República señala que el transporte público remunerado de pasajeros es un elemento esencial en el desarrollo de la vida de las personas, pues constituye el principal medio de movilización que utiliza la mayoría de éstas. Por lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones vela porque los sistemas de transporte público sean eficientes, seguros y de calidad, revisando y evaluando permanentemente su funcionamiento global.

A su turno, destaca que uno de los aspectos relevantes de la revisión del funcionamiento del transporte público remunerado de pasajeros, dice relación con la conducta de un porcentaje importante de la población que no paga la tarifa para acceder a éste. En efecto, y como es de público conocimiento, la evasión del pago de la tarifa es uno de los principales problemas que enfrenta el sistema de transporte público de Santiago, lo que genera un impacto financiero relevante en dicho sistema. Además, esta conducta afecta a la calidad del servicio y a la mayoría de los usuarios que cumplen con su obligación de pagar la tarifa, y que deben, entre otros malestares, soportar el alza de las mismas. 

Así, prosigue, la evasión implica de forma directa una menor recaudación del Sistema, la cual alcanzó un 27,2% según los datos del último trimestre del año 2014, reportados por el Programa Nacional de Fiscalización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

Dicha conducta, explica, de replicarse en el resto de las regiones del país, puede influir directamente en los montos del subsidio que se entregan por parte del Estado, conforme lo dispone la ley N° 20.378, por lo que es necesario tomar las providencias que eviten y desincentiven el no pago de las tarifas de transporte público remunerado de pasajeros.

En tal sentido, expresa que ha de tenerse presente en esta materia que los servicios de transporte público remunerado de pasajeros de la ciudad de Santiago y también algunos en regiones, particularmente en ciudades como Valparaíso, Concepción, Iquique y Antofagasta, se financian con los recursos provenientes de los usuarios del sistema y con recursos procedentes del Estado. El aporte de los usuarios está constituido por las tarifas que pagan por acceder al sistema, en tanto el aporte del Estado está representado por el subsidio previsto en la ley N° 20.378.

La calidad y continuidad de los servicios de transporte público dependen, entonces, de manera muy importante del pago de la tarifa de los usuarios y del citado subsidio. 

En este contexto, señala que se han implementado diversas medidas tendientes a reducir la evasión en el pago de la tarifa. Así, por ejemplo, durante el año 2011 se aprobó la ley Nº 20.484 que modificó la Ley de Tránsito y tipificó como falta grave la conducta del no pago de la tarifa en la locomoción colectiva. Por otro lado, la misma ley creó el Sub Registro de Pasajeros Infractores, en el marco del Registro de Multas de Tránsito no Pagadas, de conformidad al artículo 24 de ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

A su vez, continúa indicando que en el año 2011 se suscribieron nuevos contratos de concesión para las comunas de la ciudad de Santiago y las provincias de San Bernardo y Puente Alto, que trasladaron parte de la responsabilidad del control de pago de la tarifa a los concesionarios de uso de vías. 

Sin embargo, los cambios incorporados en la Ley del Tránsito que modificaron la sanción a la evasión del pago de la tarifa en el transporte público remunerado de pasajeros, y la creación del referido Sub Registro de Pasajeros Infractores, no han tenido el impacto esperado en la disminución de la evasión. 

En efecto, menciona que las mediciones realizadas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de su Programa Nacional de Fiscalización, revelan que los índices de evasión del sistema en la Región Metropolitana se han mantenido en todos los casos por sobre un 20% durante los últimos años. Asimismo, destaca que en el marco de las tareas de fiscalización de la evasión realizadas por este Programa en la Región Metropolitana, se han cursado entre el año 2013 y 2014 un total de 126.170 citaciones a los Juzgados de Policía Local por evadir el pago de la tarifa del transporte público.

En este mismo sentido, expresa que en el estudio realizado a fines de 2014 por el Programa Nacional de Fiscalización sobre denuncias enviadas a los Juzgados de Policía Local por “Evasión, Paraderos e Informalidad”, dio como resultado que sólo un 32,1% de los evasores paga la multa establecida. 

El referido Programa Nacional de Fiscalización tiene, asimismo, antecedentes que confirman que la situación que ocurre en la Región Metropolitana respecto a la conducta de evadir el pago de la tarifa existe igualmente en todas las regiones del país, afectando con ello a un número importante de pequeñas y medianas empresas que muchas veces prestan servicios de transporte público insustituibles a la población. 

De esta manera, señala que si bien en las demás regiones del país no existen los niveles de no pago de tarifa para acceder al transporte público remunerado de pasajeros que experimenta el Sistema de Transporte Público de Santiago, y atendido que los prestadores de servicios tienen la posibilidad de percibir los montos del subsidio a que se refiere la ley N° 20.378, es necesario contar con los medios que permitan prevenir y cautelar la integridad de los ingresos de los prestadores que podrán percibir los montos del subsidio, de acuerdo a la ley antes referida y con ello impedir que se repliquen las conductas del Sistema de Transporte Público de Santiago en las otras regiones del país.

Por último, destaca que en las fiscalizaciones realizadas se ha podido verificar que, además del no pago de la tarifa, otra forma de evasión consiste en el uso del pase escolar o de educación superior, también denominado como tarjeta nacional estudiantil (TNE), por personas que no son sus titulares. En este sentido, expresa que se ha podido observar que un porcentaje importante de los pasajeros infraccionados reinciden en la conducta de instrumentos o documentos respecto de los cuales no son sus titulares, encontrándonos con casos de infractores que han sido citados hasta en seis oportunidades ante los Juzgados de Policía Local.

De tal forma, afirma que el objetivo del proyecto es hacer frente a la evasión en el transporte público remunerado de pasajeros de todo el país, lograr controlarla de mejor manera, sancionarla con mayor eficacia y en definitiva reducirla, el presente proyecto busca implementar una serie de medidas orientadas a la educación y control respecto de esta conducta.
II. Contenido del proyecto

1. Modificaciones a la Ley de Tránsito


En primer lugar, el proyecto de ley modifica las disposiciones pertinentes de la Ley de Tránsito, estableciendo como una infracción gravísima la conducta consistente en acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros utilizando cualquier mecanismo o instrumento que permita su uso, sin ser el titular, y como una infracción grave la de utilizar los servicios de transporte público remunerado de pasajeros sin pagar la tarifa correspondiente. 

Adicionalmente y como contrapartida a la obligación de pagar la tarifa, se eleva la sanción de la conducta consistente en no detener el vehículo de transporte público remunerado de pasajeros cuando ha sido requerido por un pasajero que desea subirse o bajarse del mismo, en los correspondientes paraderos, de infracción leve a grave.

El proyecto detalla asimismo las atribuciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para regular los distintos medios de acceso al transporte público, señalando que al momento de la entrega de los instrumentos o mecanismos que permitan el uso del transporte público, podrá requerirse al usuario su identificación y su domicilio, para llevar un registro de dichos antecedentes. 

Con el objeto de facilitar el control del correcto uso de los referidos instrumentos y mecanismos, y en definitiva perseguir el cumplimiento de las sanciones que se impongan en caso de detectarse su uso indebido, se establece que las personas que sean citadas a un Juzgado de Policía Local y otorguen un domicilio falso o inexistente serán sancionadas con multa de hasta 10 UTM.

En este mismo sentido, se refuerzan las atribuciones de Carabineros de Chile, inspectores fiscales y municipales y del personal autorizado de ferrocarriles para efectuar las tareas propias del control de la evasión, y se faculta a los concesionarios de uso de vías, los propietarios de buses y, en general, a los prestadores de servicio de transporte público remunerado de pasajeros, a constatar el cumplimiento de la obligación del pago de la tarifa por parte de los pasajeros, pudiendo para ello solicitar al evasor el abandono del vehículo.

Por otra parte, se establece que el instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros con exención o rebaja tarifaria, es un documento entregado por la Administración, de carácter público, personal e intransferible.


A su vez, el proyecto establece delitos específicos de falsificación de los instrumentos que permitan el uso de transporte público remunerado de pasajeros y se tipifican otras conductas ilícitas asociadas a la vulneración de los medios tecnológicos de acceso.

Adicionalmente, el proyecto establece una nueva obligación que deberá ser anotada en la Hoja de Vida del Conductor, consistente en registrar las anotaciones que consten en el Registro de Pasajeros Infractores. Dicho registro, que actualmente se denomina “Sub Registro de Pasajeros Infractores” y es administrado por el Servicio de Registro Civil e Identificación, será entregado al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones como una forma de dotarlo de efectos que generen los incentivos correctos para evitar la evasión del pago de la tarifa. 

En efecto, la información del referido Registro de Pasajeros infractores estará a disposición de cualquier persona natural o jurídica que lo solicite, pudiendo la Tesorería General de la República acceder a dicha información para efectos de retener de la devolución de impuesto a la renta las multas impagas por evasión. 
2. Modificaciones procedimentales


En otro orden de cosas, se incorporan modificaciones a la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, tendientes a simplificar los trámites de citación y notificación a los Juzgados de Policía Local.

Finalmente, como una forma de incentivar el pago, el proyecto establece una rebaja de un 50% si el pago de la multa establecida por evasión se realiza dentro de los primeros cinco días de cursada la infracción.
LEGISLACIÓN COMPARADA


El Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, destaca que la evasión en el transporte público remunerado de pasajeros no es un problema que afecte exclusivamente a nuestro país. En efecto, se trata de un asunto que afecta diversas partes del mundo, incluidos los países más desarrollados. Especialmente en aquellos sistemas donde no existe un control ex ante de acceso (mediante torniquetes o puertas de acceso) y en que se confía al usuario el pago de la tarifa. En tales sistemas el control se hace posteriormente, mediante inspectores que verifican si el usuario ha pagado efectivamente la tarifa correspondiente. 


Se trata de un problema que se ha acentuado en los últimos años, razón por la cual se han aumentado drásticamente las multas y adoptado otras medidas como las que se proponen en el presente proyecto. Por ejemplo, en España viajar sin billete o título de transporte no validado (al inicio o en el transbordo), viajar con uno que no es válido para el trayecto determinado, o viajar con un billete falsificado o manipulado, entre otras conductas, son consideradas “infracciones leves”, las cuales se sancionan con una advertencia o amonestación verbal o con multa de hasta 600 euros (alrededor de $ 390.000 pesos), o ambas.


Por su parte, en Inglaterra si se viaja en tren sin billete, el usuario se arriesga a que se le cobre una tarifa de penalización. Una tarifa de penalización se fija en una tasa superior a la tarifa normal y se debe pagar en el acto. Ésta puede ser de 20 libras (alrededor de $ 18.000 pesos) o el doble de la tarifa única más elevada. Si el usuario no paga tal tarifa de penalización en el acto, los inspectores pueden denunciarlo ante los tribunales competentes y arriesgar que sus datos sean transmitidos a una agencia de cobro de deudas.


En el caso de Australia, si se sorprende a una persona sin pagar la tarifa, además de cobrarle una multa que va desde los 100 hasta los 500 dólares australianos, se le puede incorporar a un registro de multas impagas, suspenderle la licencia de conductor y, en algunos casos, ser privado de libertad. 


Finalmente, en el caso de Portugal, si se detecta a una persona sin un título válido, aunque se invoque la pérdida del mismo o ante la negativa de exhibir el documento, se aplican multas de entre 100 y 150 veces el monto del pasaje más económico, pudiendo también incautarse la tarjeta.


En consecuencia, para hacer frente a este problema, en las regulaciones comparadas se consideran diversos mecanismos que aplicados por sí o en conjunto con otras medidas, buscan disuadir el no pago de la tarifa; tales como la aplicación de multas elevadas que pueden llegar a los 600 euros, incorporación en registros de infractores, transmisión de datos a agencias de cobranzas e incluso privación de libertad.

La Biblioteca del Congreso Nacional analizó cuatro casos de legislación comparada sobre las sanciones a quienes no pagan el pasaje (o ticket) en el transporte público urbano remunerado. Los casos son Bogotá (Colombia), Madrid (España), Los Ángeles (Estado de California, Estados Unidos de América, y Paris (Francia). En algunos, el acceso al medio de transporte es controlado por medio de torniquetes.


En general, existe una norma especial que establece el deber de pagar el pasaje y las sanciones van desde multas a prisión en el caso de reincidencia reiterada en el lapso de un año (Francia), como se detalla a continuación: 
· En Bogotá, la infracción al deber de pago del pasaje se dispone en el Manual de Usuarios y las sanciones se encuentran en los Código Nacional de Policía y Código de Policía de Bogotá y van desde amonestaciones en privado, pasando por represión en una audiencia pública, hasta multa.

· En la ciudad de Los Ángeles, Estado de California, el sistema de transporte público metropolitano (Metro) dispone de un Código de Conducta para sus pasajeros, donde se establece el deber del pago del pasaje, se describen conductas infraccionales asociadas y las sanciones, que van desde multa de 75 dólares de los Estados Unidos de América, hasta expulsión y exclusión del sistema de transporte por 90 días, según la reincidencia.

· En Madrid, existen normas distintas para el transporte de superficie y el tren subterráneo. En ambas se establece el deber del pago del pasaje. En caso de ser sorprendido, el infractor debe pagar el importe del pasaje multiplicado por 20. En caso de no hacerlo, se le pueden imponer multas que van entre 100 y 200 euros dependiendo de las circunstancias de la comisión de la infracción.

· En París, una norma administrativa dispone el pago del pasaje y las sanciones pecuniarias: hasta 24 veces el valor de la tarifa definida para quienes poseen un ticket que no cubre el tramo de viaje o bien es inválido; y 36 veces el valor de la tarifa definida para quienes no disponen del respectivo ticket. El Código de Transporte condena a pagar una multa de hasta 7.500 euros y prisión hasta por seis meses, si el infractor, en un período menor a 12 meses, ha sido sancionado 10 ó más veces por el no pago del pasaje.

En los casos analizados no se distingue si el sistema de acceso al transporte público mencionado requiere o no un control ex ante de acceso (mediante torniquetes o puertas de acceso). La muestra de países da cuenta de realidades sudamericanas, europeas y de EE.UU., y todas corresponden a sistemas de transporte público planificados.


Se recurre, esencialmente, a las fuentes jurídicas donde se establece el deber de pagar el pasaje (normas generales o particulares para el medio de transporte) y las sanciones asociadas por infracción a dicho deber.


Las traducciones son propias.


El presente documento fue elaborado a solicitud de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, bajo sus orientaciones y particulares requerimientos. Por consiguiente el tema que aborda y sus contenidos están delimitados por los parámetros de análisis acordados y por el plazo de entrega convenido. No es un documento académico y se enmarca en los criterios de neutralidad, pertinencia, síntesis y oportunidad en su entrega.

Colombia (Bogotá)


En Bogotá, funciona el sistema de transporte público llamado “Transmilenio”. Conforme al  Manual del Usuario, el ingreso a los sitios de acceso a los vehículos debe ser mediante un torniquete, habiéndose validado previamente el pasaje con la tarjeta correspondiente. 


El mismo Manual señala que en el evento que se infrinjan algunas de sus obligaciones, los pasajeros podrán ser sancionados conforme al Código Nacional de Policía (Decreto 1.355 de 1970) o al Código de Policía de Bogotá. 


En particular, en el caso del Código Nacional de Policía, las sanciones serán aquéllas descritas en los artículos 185, 186, 187, y 189. Por su parte, respecto del Código de Policía de Bogotá, las infracciones serán sancionadas conforme las normas de los artículos 156, 157, 158, 159, 160 y 164.


El Código Nacional de Policía (y el de Policía de Bogotá), establece que sólo se podrán imponer como medidas correctivas algunas de las siguientes sanciones (en relación a una persona natural y a la conducta infraccionada):

· La amonestación en privado.

· La represión en audiencia pública.

· La expulsión de sitio público o abierto al público. 

· La promesa de buena conducta. 

· La promesa de residir en otra zona o barrio. 

· La prohibición de concurrir a determinados sitios públicos o abiertos al público. 

· La presentación periódica ante el comando de policía. 

· La retención transitoria.

· La multa. 


Cabe mencionar que la sanción de amonestación en privado, de acuerdo al Código Nacional de Policía, se hará de modo que el infractor recapacite sobre la falta cometida y acepte no reincidir en ella. Por su parte, la represión en público se hará con fines idénticos pero en audiencia celebrada en sitio a donde tenga libre acceso el público (artículo 189).

EE.UU. (Los Ángeles, Estado de California)


En la ciudad de Los Ángeles (Estado de California), existe el sistema de transporte comúnmente denominado Metro (Los Ángeles County Metropolitan Transportation Authority), el que planifica, coordina y opera el transporte público.


Metro dispone de un Código de Conducta para sus pasajeros. Éste, en su disposición sobre tarifas (6-05-230) establece, en primer lugar que los “clientes que viajan en los vehículos de Metro o usan los servicios de Metro deben pagar todas los pasajes y tarifas aplicables”. Asimismo, los pasajeros deben  entregar prueba del pago de la tarifa a solicitud de un representante de Metro. A continuación y en consecuencia, la norma prohíbe la evasión del pago de una tarifa de Metro incluyendo esta conducta lo siguiente:

1. Abordar un vehículo de Metro o entrar a una plataforma u otra zona que requiere el pago de una tarifa de Metro sin la cantidad de efectivo adecuada o prueba de un medio de pago de tarifa válido.

2. Duplicar, falsificar, alterar o transferir cualquier medio de pago de tarifa no transferible sin la autorización de Metro. 

3. Colocar cualquier otro objeto que no sea una moneda, token o dinero válido y otro medio de pago de tarifas válido dentro de la máquina para pasaje, máquina vendedora de boletos, validador de pases u otro aparato de validación o recolección de pago de tarifas. 

4. Hacerse pasar como persona elegible para una excepción de pago o tarifa especial o reducida u obtener un medio de pago de tarifa al hacer una representación falsa o engañosa. 

5. Rehusarse a mostrar prueba de un medio de pago de tarifa válido, validado o no expirado a solicitud de un representante de Metro.

6. Hacer mal uso de un medio de pago de tarifa con la intención de evadir el pago.

7. Usar de manera indebida un pasaje de precio reducido y no presentar prueba aceptable de elegibilidad de descuento para usar dicho boleto dentro de las 72 horas siguientes.

8. Abordar por la puerta posterior de un autobús para evitar el pago de la tarifa. 

9. Entrar a un vehículo o instalación de Metro cuando una penalidad, multa o cargo por violación del Código no ha sido pagada o durante cualquier periodo de exclusión.

10. Entrar a un vehículo o instalación de Metro de tal manera que se eluda o evite una barrera de una zona que requiere pago de tarifa, tales como máquinas de recolección o validación de medios de pago de tarifas o representantes de Metro que cobran las tarifas.

En cuanto a las sanciones por algunas de las conductas que pueden ser subsumidas en la evasión del pago de la tarifa, Metro informa que son multas progresivas, expulsiones del sistema de transporte y eventualmente exclusiones del mismo.  Así, ellas siguen la siguiente lógica:

· Primera ofensa: Denuncia de infracción, multa de 75 dólares y expulsión.

· Segundo ofensa: Denuncia de infracción, multa de 75 dólares y expulsión.

· Tercera ofensa: Denuncia de infracción, multa de 75 dólares, expulsión y exclusión del sistema de transporte por 30 días.

· Cuarta ofensa: Denuncia de infracción, multa de 75 dólares, expulsión y exclusión del sistema de transporte por 60 días.

· Quinta ofensa y siguientes: Denuncia de infracción, multa de 75 dólares, expulsión y exclusión del sistema de transporte por 90 días.

España (Madrid)


En el caso de la Ciudad de Madrid, existen dos normas reglamentarias que disponen sobre la evasión del pago de la tarifa en los medios de transporte público. 


En primer lugar, respecto al ferrocarril metropolitano de Madrid (Metro), existe el Decreto 49/1987 de la Comunidad de Madrid por el que se aprueba el Reglamento del ferrocarril metropolitano de Madrid. En segundo lugar, respecto del transporte público por superficie, se aplica el Decreto por el que se aprueba el Reglamento de viajeros de la Empresa Municipal de Transportes de Madrid, sociedad anónima (EMT).


En el caso del Metro, el artículo 24 del Reglamento dispone que por regla general “todo viajero habrá de estar provisto de un título de transporte que, antes de iniciar su viaje, deberá haber sometido a la oportuna validación y cancelación para el trayecto que se va a realizar, sin las que carecerá de validez“. 


Asimismo, conforme el mismo artículo 24, “durante todo el viaje y hasta llegar a las barreras de salida de la estación de destino, el viajero deberá conservar el título de transporte a disposición de cualquier agente del Ferrocarril Metropolitano o de la Inspección del Consorcio Regional de Transportes que pudiera solicitárselo. La falta de título de transporte válido será sancionada conforme a lo establecido en el presente Reglamento”.


Por su parte, el artículo 28 regula las sanciones por las infracciones al artículo 24, señalando que quienes no dispongan  de “título de transporte válido”, estarán obligados en primer lugar a “abonar en concepto de recargo extraordinario por el servicio utilizado o que se pretenda utilizar, el importe correspondiente a 20 veces el precio del billete sencillo”.  En caso que no se abone la suma indicada, los agentes actuantes del Ferrocarril cursarán una denuncia a efectos de dar inicio al correspondiente procedimiento sancionador, en pos de que se aplique otra sanción. 


Por su parte, el Reglamento en comento, remite a su vez, en materia de procedimiento sancionador y penas, al Reglamento de ordenación del transporte terrestre (Real Decreto 1.211 de 1990), el que fue indirecta y parcialmente derogado en este punto, por la Ley 9/2013 que modificó la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres. 


En definitiva, la ley del 2013 sanciona como infracciones leves: “Artículo 142 (…) N° 14.7 Viajar careciendo de un título de transporte suficiente para amparar la utilización del servicio de que se trate”.  En cuanto a las sanciones, el artículo 143 de la Ley 9/2013, dispone que se aplicará multa de 100 a 200 euros por la infracción reseñada, y el monto se graduará “de acuerdo con la repercusión social del hecho infractor y su intencionalidad; con la naturaleza de los perjuicios causados, con especial atención a los que afecten a las condiciones de competencia o a la seguridad; con la magnitud del beneficio ilícitamente obtenido, y con la reincidencia o habitualidad en la conducta infractora”.


En cuanto a la EMT, el Decreto que aprueba el Reglamento de sus Viajeros establece en el artículo 2 el deber que “todo viajero deberá estar provisto, desde el inicio de su viaje, de un título de transporte válido, que deberá someter al control de entrada en el vehículo, de acuerdo con sus características”. Este título deberá conservarlo el pasajero y poner lo a disposición de los empleados de la Empresa que puedan requerir su exhibición, durante todo el trayecto, hasta descender del autobús en la parada de destino


A su vez, el artículo 7 señala que “los viajeros que carezcan de título de transporte válido sometido al control de entrada o debidamente validado, estarán obligados a abonar en concepto de recargo extraordinario de carácter tarifario por el servicio utilizado o que se pretendiera utilizar, un importe igual al resultado de multiplicar por 20 el importe tarifario correspondiente al billete de un solo viaje o billete sencillo”.

En el evento que no se efectué el abono mencionado, se aplican las mismas reglas de infracción y sanción que en el caso del Metro, es decir las del artículo 142 y 143 de la Ley 9/2013.

Francia (París)


El sistema de transporte de la ciudad de París (Metro, tren, tranvía, autobús) depende de  la empresa pública Régie Autonome des Transports Parisiens (RATP). 


El deber de pagar el pasaje para utilizar los servicios de RATP, se encuentra en el Décret du 22 mars 1942. Así, el artículo 74 de esta norma señala que se encuentra prohibido a cualquier persona viajar en un vehículo de transporte público (como los de RATP) sin estar en posesión de un pasaje válido.


Por su parte, el artículo 80-3 inciso segundo del Décret establece que será castigado con una multa equivalente a una infracción de tercera clase cualquier persona que ha viajado en los servicios de transporte público, diferente al ferrocarril nacional, sin pasaje o con uno no válido o que no cubre el valor de todo el trayecto.


Luego en el artículo 80-4 se establece dos tipos de multa por la infracción del artículo 80-3 inciso segundo: una equivalente a 24 veces el valor de la tarifa definida, esto es el valor de un pasaje a precio normal de RATP, para quienes poseen un ticket que no cubre el tramo de viaje o bien es inválido; y 36 veces el valor de la tarifa definida, para quienes no disponen del respectivo ticket. 


Ahora bien, si el infractor tiene la habitualidad de viajar sin pagar el ticket o bien éste no es válido o incompleto para el tramo, es decir que en un período menor a 12 meses ha sido sancionado 10 ó más veces por dicha infracción, la persona puede ser condenada a pagar una multa de hasta 7.500 euros y a cumplir prisión de hasta seis meses (Código del Transporte, L2.242-6).

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto de ley está estructurado sobre la base de tres artículos permanentes y uno transitorio. 

En el artículo 1° del proyecto de ley se proponen las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, a través de nueve numerales:

El número 1) elimina en el epígrafe del Título VI, “DEL TRANSPORTE PÚBLICO DE PASAJEROS Y DE LOS PASAJEROS DE VEHÍCULOS DE LOCOMOCIÓN COLECTIVA”, la expresión “Y DE LOS PASAJEROS DE VEHÍCULOS DE LOCOMOCIÓN COLECTIVA”.

El número 2) reemplaza el epígrafe  §2 del Título VI, “§2. DE LOS PASAJEROS DE VEHÍCULOS DE LOCOMOCIÓN COLECTIVA”, por “§2. DE LAS OBLIGACIONES DE LOS PASAJEROS”.

El número 3) agrega un nuevo epígrafe al Título VI, denominado “§3. DEL ACCESO AL TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS Y SU CONTROL”, compuesto por los artículos 88 bis, 88 ter y 88 quáter.

El artículo 88 bis especifica la atribución del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para regular los distintos medios de acceso al transporte público, habilitando a dicho órgano a que, en el momento de la entrega de los instrumentos o mecanismos que permitan el uso del transporte público, pueda requerir al usuario su identificación y su domicilio, para llevar un registro de dichos antecedentes. Asimismo, la disposición establece que el instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros con exención o rebaja tarifaria, es un documento entregado por la Administración, de carácter público, personal e intransferible. Por último,  determina que el pase escolar o pase de educación superior es aquél regulado por el Decreto Supremo N° 20, de 1982, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sus modificaciones o la normativa que lo reemplace.

El artículo 88 ter, por su parte, refuerza las atribuciones de Carabineros de Chile, inspectores fiscales y municipales y del personal autorizado de ferrocarriles para efectuar las tareas propias del control de la evasión. 

En tal sentido, el precepto determina el uso indebido de los mecanismos o instrumentos que permitan el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, entendiéndose por tal el acceso a éste utilizando un pase escolar, pase de educación superior o cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros sin ser su titular. 

Finalmente, el artículo 88 quáter faculta a los concesionarios de uso de vías, los propietarios de buses y, en general, a los prestadores de servicio de transporte público de pasajeros, a constatar el cumplimiento de la obligación del pago de la tarifa por parte de los pasajeros, pudiendo para ello solicitar al evasor el abandono del vehículo.

En los numerales 4) y 5) se agregan, respectivamente, los nuevos artículos 196 quáter y 196 quinquies, los cuales establecen delitos específicos de falsificación de los instrumentos que permitan el uso de transporte público de pasajeros y se tipifican otras conductas ilícitas asociadas a la vulneración de los medios tecnológicos de acceso. 


El numeral 6)  agrega un nuevo numeral 3 al artículo 199, el cual sanciona como una infracción gravísima la conducta consistente en acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros utilizando cualquier mecanismo o instrumento que permita su uso, sin ser titular.

El numeral 7)  sustituye el numeral 42 del artículo 200, estableciendo como una infracción grave la utilización de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros sin pagar la tarifa correspondiente. 

Por otra parte, y como contrapartida a la mencionada infracción, se agrega un nuevo numeral 43 al referido artículo 200, que eleva la sanción de la conducta consistente en no detener el vehículo de transporte público remunerado de pasajeros cuando ha sido requerido por un pasajero que desea subirse o bajarse del mismo, en los correspondientes paraderos, de infracción leve a grave. 

El número 8), con el objetivo de facilitar el control del correcto uso de los referidos instrumentos y mecanismos de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros, y en definitiva perseguir el cumplimiento de las sanciones que se impongan en caso de detectarse su uso indebido, se intercala un nuevo inciso tercero al artículo 204, que fija una multa de hasta 10 UTM a las personas que sean citadas a un Juzgado de Policía Local y otorguen un domicilio falso o inexistente. 

El número 9)  agrega un nuevo numeral 8 al artículo 211, estableciendo que el Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados deberá registrar las anotaciones que consten en el Registro de Pasajeros Infractores.

En el artículo 2° del Mensaje, se proponen las siguientes modificaciones a la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, a través de cuatro numerales:

El número 1)  modifica el artículo 3°, fijando medidas tendientes a simplificar los trámites de citación y notificación a los Juzgados de Policía Local. 

En efecto, por una parte, se habilita a los denunciantes de las infracciones cursadas a personas en vehículos en movimiento para que puedan citar a los infractores a concurrir a la audiencia respectiva, informando de ello al juez de la forma más expedita posible. Y por otra, se dispone que el último domicilio que el pasajero o peatón infractor tuviere anotado en cualquiera de los registros que lleve el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o el Servicio Nacional de Registro Civil e Identificación, sea lugar hábil para dirigirle la correspondiente notificación o citación.

El número 2), como una forma de incentivar el pago, el proyecto reemplaza el inciso noveno del artículo 22, estableciendo una rebaja de un 50% si el pago de la multa fijada por evasión se realiza dentro de los primeros cinco días de cursada la infracción.

El número 3)  agrega los nuevos artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter. 

El artículo 22 bis, crea el “Registro de Pasajeros Infractores”, cuya operación y administración permanente corresponderá al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a través de la Subsecretaría de Transportes, en la forma que determine un reglamento que al efecto dicte dicho Ministerio, el cual, asimismo, señalará el procedimiento de anotación y eliminación de los infractores sancionados. 

A su turno, dispone que el Secretario del Juzgado de Policía Local respectivo, cada dos meses, individualizará a los infractores sancionados que no hayan pagado las multas aplicadas y lo comunicará, para su comunicación, al referido Registro.

Por su parte, el artículo 22 ter, determina que para la eliminación de la anotación de morosidad en el “Registro de Pasajeros Infractores”, el interesado deberá pagar, junto con el valor de las multas y los reajustes que procedan, el arancel correspondiente. Las resoluciones posteriores que acrediten el pago, modifiquen la cuantía de la multa o absuelvan de ella serán comunicadas al Registro para que la anotación que se hubiera practicado sea eliminada o modificada, según corresponda.

Por último, el artículo 22 quáter, establece que la información del referido “Registro de Pasajeros Infractores” estará a disposición de cualquier persona natural o jurídica que lo solicite, pudiendo la Tesorería General de la República acceder a dicha información para efectos de retener de la devolución de impuesto a la renta las multas impagas por evasión. 

El número 4), a fin de que el articulado de la ley no pierda congruencia,  reemplaza, en el inciso primero del artículo 23 la expresión “artículo anterior por “artículo 22”, producto de la incorporación de los tres nuevos artículos señalados en el punto precedente.

El artículo 3° del proyecto de ley en estudio, dispone que los inspectores fiscales del Programa Nacional de Fiscalización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, cualquiera sea su modalidad de contratación, tendrán la calidad de ministros de fe. Asimismo, establece que los inspectores contratados bajo la modalidad de honorarios encargados de ejecutar dicho programa tendrán la calidad de agente público para todos los efectos legales y estarán facultados para efectuar las denuncias en las materias de su competencia ante las autoridades correspondientes.

Finalmente, este proyecto de ley en examen incorpora un artículo transitorio, el cual determina que el proyecto, una vez aprobado y promulgado como ley, entrará en vigencia tres meses después de su publicación en el Diario Oficial. Durante dicho plazo se transferirá la información desde el actual “Sub Registro de Pasajeros Infractores” a cargo del Servicio Nacional del Registro Civil e Identificación al “Registro de Pasajeros Infractores” a que se refiere el artículo 22 bis de la ley N° 18.287 que introduce el proyecto.
DISCUSIÓN EN GENERAL


La discusión en general de este proyecto de ley se inició con la presentación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, quien comenzó su exposición explicando la evolución de la evasión en el transporte público en Santiago, a través del gráfico que a continuación se señala, relativo sólo a buses, el cual permite apreciar los índices de evasión, en conformidad a los datos arrojados por el sistema. Todo lo anterior, bajo los siguientes parámetros:


1.- Universo: todos los viajes realizados en servicios regulares diurnos.


2.- Error muestral: 0,5%.


3.- Modelo de muestreo probabilístico y de actualización dinámica, que incorpora los cambios propios del sistema. 


4.- La evasión del sistema incorpora la corrección por pasajero transportado.


5.- Permite obtener una estimación de la evasión a nivel de unidades de negocio y de sistema, con menor error asociado y mayor estabilidad al realizarse en forma trimestral.
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De esa forma, explicó que la evasión sufrió su mayor alza en el año 2012, principalmente a raíz del aumento de las tarifas, apreciándose a partir de dicha fecha un crecimiento sostenido en la evasión, lo que luego se ha mantenido constante en torno al 20-24% en los últimos años, sin perjuicio del peak experimentado a finales del año 2014, a su juicio, debido a los problemas operativos en el Metro.


Posteriormente, graficó los índices de evasión por unidades de negocio conforme a los siguientes esquemas:
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II. Control de la Evasión


En lo referente a la normativa sobre control de la evasión, señaló que la regulación actual establece que el no pago de la tarifa constituye una infracción grave, sancionada con una multa entre 1,5 UTM a 3 UTM.


A su vez, y desde el año 2010, fecha de la publicación de la ley,  se estableció un sub registro de evasores, en donde se anotan los sujetos infractores conforme al siguiente procedimiento: 
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Luego, expresó que, desde la creación del sub registro, esto es, desde el 30 de noviembre de 2012, se han anotado  un total de 27.561 personas, siendo la cifra actual de 24.869, destacándose asimismo que 264 sujetos han sido infraccionados en tres oportunidades. 


Por otra parte, indicó que en lo referente al control de evasión realizado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el año 2014 aumentó en un 400% la cantidad de inspectores en la vía pública, contándose, asimismo, con 80 Carabineros todos los días en esta labor. Todo lo cual, señaló, contribuyó a realizar más de 1.400.000 controles a pasajeros, de los cuales 85.000 resultaron como infractores. En esa línea, indicó que para el año en curso el objetivo es alcanzar 1.760.000  controles, es decir, un 26% más que el año 2014. Lo anterior, graficado de la siguiente manera:
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Luego, a su turno, ilustró la situación de los controles a la evasión mediante el esquema que a continuación se observa:
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PRESENCIAL: realizada por Fiscalización de Transportes

Balance Enero - Junio de 2015


Por último, concluyó el punto destacando que en el primer semestre de 2015, el balance de las fiscalizaciones llevadas a cabo por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones presenta las siguientes cifras:


- 807.823 controles.



- 48.674 infracciones.



- 1.709 pasajeros con Tarjeta Nacional Estudiantil (TNE) de la cual no son titulares.

III. Post fiscalización Infracciones de Evasión



En lo relativo al posterior seguimiento de las infracciones una vez cursadas, realizó una comparación entre dos estudios al respecto, en los años 2011 y 2014, respectivamente, los cuales arrojaron los resultados que a continuación se observan:  

A. Estudio año 2011



Universo: 12.755 infracciones cursadas entre abril y agosto de 2010, enviadas a 67 Juzgados de Policía Local.


Muestra: 720 casos de 27 Juzgados de Policía Local (error muestral de 3,6% global).


Resultado: El 43,1% de las causas terminan en el pago de una multa.

B. Estudio realizado el Año 2014


Universo: 52.941 casos de 46 Juzgados de Policía Local. 


Muestra: 1.193 casos (error muestral de 5% global). 
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Resultado: El 32,8% de los infraccionados paga la multa. 



En consecuencia, explicó que en tres años la tasa de pago disminuyó en casi 10 puntos porcentuales.

IV. Contenido del proyecto de ley



Para comenzar con la descripción de este punto, mencionó las experiencias comparadas al respecto.



En efecto, expresó que en España, viajar sin billete o título de transporte no validado (al inicio o en el transbordo), viajar con uno que no es válido para el trayecto determinado, o viajar con un billete falsificado o manipulado, es sancionado con una advertencia o amonestación verbal, con multa de hasta 600 euros (alrededor de $ 390.000 pesos), o ambas.



En segundo orden, destacó que en Inglaterra si se viaja en tren sin billete de transporte, se configura un delito, cobrándose una tarifa de penalización fijada en una tasa superior a la tarifa normal, la cual debe ser pagada en el acto. El monto en concreto asciende a alrededor de 20 libras esterlinas (alrededor de $ 18.000 pesos) o el doble de la tarifa única más elevada. Si el usuario no paga tal tarifa de penalización en el acto, los inspectores pueden denunciarlo ante los tribunales competentes y los datos de los infractores serán transmitidos a una agencia de cobro de deudas.



En tercer lugar, mencionó que en Australia si se sorprende a una persona sin pagar la tarifa, las sanciones que se aplican son:


- Multa que va desde los 100 hasta los 500 dólares australianos.


- Incorporación a un registro de multas impagas 


- Suspensión licencia de conductor y, en algunos casos, privación de libertad. 


Por último, destacó que en el caso de Portugal, si se detecta a una persona sin un título válido de transporte, aunque se invoque la pérdida del mismo, o ante la negativa de exhibir el documento, se aplican multas de entre 100 y 150 veces el monto del pasaje más económico, pudiendo también incautarse la tarjeta.

A. Sanciones que se proponen en el proyecto:


Por otra parte, explicó las sanciones propuestas en la iniciativa, las que describió en los siguientes términos:

1) Se incorpora una nueva falta gravísima: hacer uso del transporte público con un pase escolar, educación superior o cualquier otro instrumento que permita el acceso al transporte público, sin ser el titular. Multa de 1,5 a 3 UTM (Art. 199 N° 3, nuevo, Ley de tránsito).


2) Se añaden nuevos delitos en los artículos 196 quáter y quinquies, nuevos, de la Ley de Tránsito: 


Falsificar instrumentos que permitan el acceso al transporte público; hacer uso de instrumento falsificado; alterar medios tecnológicos, entre otros. Pena de presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años) y multa de 11 a 20 UTM.


En la misma línea, quién indebidamente se apodere, comercialice, exporte, transmita, importe o distribuya la información contenida en un medio tecnológico de acceso a los servicios de transporte; y el que indebidamente y de cualquier modo, altere, modifique, dañe o destruya los datos contenidos en un medio tecnológico de acceso, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio (61 días a 3 años) y una multa de 50 a 100 UTM.


3) Se sanciona la entrega de un domicilio falso o inexistente: con ocasión de la citación al Juzgado de Policía Local, con hasta 10 UTM.


4) Se eleva a la categoría de infracción grave el no detener el vehículo de transporte público cuando ha sido requerido por el pasajero. 


5) Se crea un nuevo Registro Público de Infractores: el cual será administrado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en el cual se registrarán los condenados por las infracciones a los arts. 199 N° 3 y 200 N° 42, ambos nuevos, el cual podrá ser consultado por cualquier persona.


6) Se incorporarán al Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados (hoja de vida del conductor) las anotaciones en el Registro de Pasajeros Infractores. 


7) Fortalecimiento de atribuciones en control y fiscalización: i) se faculta a Carabineros, a los inspectores fiscales y municipales, y al personal autorizado de ferrocarriles de servicio metropolitano, a retener el mecanismo o instrumento que permita acceder al transporte público, en caso que se detecte su uso incorrecto; ii) se habilita al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a solicitar el domicilio, la cédula de identidad o requerir se acredite la titularidad del mecanismo o instrumento que permita el acceso al transporte público, al momento de la fiscalización y al momento de la entrega del instrumento; iii) se faculta al personal señalado a requerir a la entidad competente la inutilización del instrumento; iv) se habilita al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a regular la confección, entrega, reposición y demás acciones asociadas, de cualquier mecanismo o instrumento que permita el acceso y uso del transporte público; y v) se permite a los prestadores de servicios de transporte público para constatar el cumplimiento de la obligación del pago de la tarifa, exigir la exhibición del instrumento que permita el acceso a éste y, en caso de negativa, a solicitar el abandono del vehículo.

B. Mejoras procedimentales



Por su parte, se refirió a las propuestas procedimentales destinadas a dotar de mayor eficacia y eficiencia al cobro de las multas cursadas, cuales son:


1) Se incentiva el pago de la multa con rebajas del 50% si se paga dentro de los cinco primeros días.



2) Se faculta a la Tesorería General de la República para retener de la devolución de impuesto el valor de la multa.



3) Se establece que el pase escolar y el pase de educación superior es un instrumento público personal e intransferible. 



4) Se fija como lugar válido para realizar notificaciones o citaciones, el último domicilio que se tuviere registrado en los registros que lleva el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o el Servicio Nacional de Registro Civil e Identificación. 



Por último, para finalizar su presentación, explicó que la evasión del pago de tarifa es un fenómeno multi-causal, por lo que la presente iniciativa pretende introducir nuevos instrumentos y mecanismos para combatir tal situación. 



En consecuencia, recalcó que se requieren una serie de medidas adicionales al proyecto de ley que contribuirían a reducir los niveles actuales de evasión, como por ejemplo:



- Instalar validadores en puertas posteriores de los buses, al menos en la segunda puerta.



- Ampliar y optimizar la red de recarga de tarjetas Bip.



- Implementación de nuevas zonas pagas fijas o móviles.



- Aumentar la fiscalización.



Finalizada la intervención anterior, los señores Senadores formularon las siguientes observaciones:



El Honorable Senador señor Orpis, en virtud de la exposición del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, señaló que, a su juicio, lo que hay tras la evasión es un problema cultural de no pago. Por tal razón, afirmó que el proyecto debiese ser más radical en términos de crear una cultura inversa. 



Lo anterior, en atención al negativo impacto fiscal que dicha conducta genera, cuestión que, a su vez, preguntó al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, compartió lo señalado por el Honorable Senador señor Orpis, esgrimiendo a su turno que, en su experiencia como Alcalde, hay zonas en las cuales el control se vuelve muy complejo, por lo que se debiesen buscar otras alternativas de mayor envergadura. 



En ese sentido, consideró que el hecho de que personal de Carabineros se ocupe de tareas de control de no pago no resulta adecuado, en tanto se desatienden situaciones de mucho mayor peligro para la comunidad.



Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que la misma aplicación de la multa muchas veces se frustra ante el Juzgado de Policía Local, toda vez que la ley posibilita que el infractor sea condenado a realizar trabajos comunitarios, los que de igual forma no se realizan en las mejores condiciones, obstaculizándose, a su vez, su finalidad.



Por otro lado, expresó que, en su opinión, se debiesen ampliar las redes de recarga de tarjetas BIP, incorporando mayor tecnología al sistema. Así, afirmó que las zonas pagas son la única solución para los sectores más vulnerables, no obstante que se debe reforzar el control del pago en tales áreas, en tanto la fiscalización efectuada por los propios concesionarios no ha sido eficaz.



El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, respondiendo a la pregunta del Honorable Senador señor Orpis, señaló que el impacto fiscal irrogado por el no pago es de compleja determinación. 



Lo anterior, ya que si bien habrá mayores recursos ante una reducción de la evasión, eso, a su vez, conduce a un mayor pago a los operadores. En consecuencia, afirmó que resulta determinante analizar el recorrido del evasor. Así, señaló, a modo de ejemplo, que un evasor que toma tres buses, financieramente hablando, es mejor que evada a que pague. 



Por otro lado, expresó que al reducir la evasión, probablemente haya usuarios que no efectúen viajes que actualmente hacen.


Por las razones precedentemente expuestas, explicó, es que se hace compleja la determinación del impacto fiscal de la evasión, la que, de igual forma, estimó entre $80.000.000.- (ochenta mil millones de pesos) a $100.000.000.- (cien mil millones de pesos), como cifra máxima. Enfatizando a su vez, que la reducción de la evasión es importante pero no explica de por sí el déficit.



A su vez, destacó que la evasión genera, además del impacto fiscal mencionado, una sensación sociocultural de injusticia frente al no pago, en tanto los usuarios que cumplen con su obligación pertenecen al mismo nivel socioeconómico que los que no lo hacen, generándose un sentimiento de impunidad y abuso. A su turno, dicha conducta tiene un impacto operacional, en tanto implica soportar una mayor carga de capacidad en cada viaje, la que probablemente disminuiría considerablemente si se pudiese controlar efectivamente el pago de la tarifa.



Para concluir el punto, enfatizó que si la gente paga el Metro, en virtud de los mayores controles que existen en este último y la mayor tradición y cultura a este respecto, carece de sentido que no lo haga en el transporte de superficie.



Por otra parte, haciéndose cargo de la observación efectuada por el Honorable Senador señor Ossandón, indicó que no existe la viabilidad para que se logre recargar la tarjeta por Internet, en tanto la tecnología no lo permite, ya que se requiere de algún medio físico que valide la información digital. Sin perjuicio de eso, mencionó que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones está trabajando en la posibilidad de que los teléfonos inteligentes puedan ser utilizados como medios de validación. 



En lo referente a la red de carga de las tarjetas BIP, afirmó que se está avanzando en identificar todos aquellos paraderos en donde no existe un punto BIP a menos de cien metros, apuntando a esos sectores para implementar una mayor red de carga.



En lo que respecta a la imposición de multas por parte de los Juzgados de Policía Local, mencionó que se han reunido con los Jueces para abordar el asunto, los cuales, afirmó, cada día están cursando mayor cantidad de multas ante el caso del no pago. 



Por último, expresó que comparte la opinión del Honorable Senador señor Ossandón respecto de las zonas pagas, por lo que se están traspasando los controles de las mismas a los operadores. 



El Honorable Senador señor Orpis, en virtud de lo señalado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, solicitó a este último, por intermedio de la Comisión, hacer llegar los estudios que el Ministerio ha realizado acerca del impacto fiscal generado por el sistema.



A su turno, señaló que se debería estudiar la posibilidad de personalizar las tarjetas, en orden a que ante infracciones por no pago se pudiese inhabilitar inmediatamente dicho instrumento, a fin de que el evasor se sujetara a alguna consecuencia directa por su actuar.



El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, en respuesta de la observación realizada por el Honorable Senador señor Orpis, expresó que, sin perjuicio de estudiar la posibilidad de tener tarjetas personalizadas, sería conveniente analizar la viabilidad de tarjetas temporales, de una semana o un mes,  en donde el usuario, por un precio determinado, compre una tarjeta y la pueda usar en cuantos viajes requiera en tal período. Así, solicitó a la Comisión tiempo para evaluar tales posibilidades.

Presentación del Presidente del Directorio de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie (ACTUS)


El Presidente del Directorio de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie, señor Héctor Moya, comenzó su exposición señalando que la asociación gremial que representa se formó hace dos años atrás y agrupa a seis empresas operadoras de buses del Sistema de Transporte Público de Santiago (TRANSANTIAGO), reuniendo a una flota de 5.847 buses, los cuales representan el 90% del total del sistema, que alcanzan una cobertura de 6,2 millones de personas en 34 comunas. Todo lo anterior, señaló, empleando una fuerza laboral de 23.834 trabajadores, de los cuales 17.000 son conductores. 

I. Antecedentes


Posteriormente, expresó que el período enero-mayo de 2014, comparado con el período enero-mayo 2015, todo el sistema de transporte público, incluido el Metro, presenta un déficit estructural. En efecto, afirmó que durante el año en curso se han realizado 23.945.000 validaciones (pasajeros transportados que pagan) menos que el año pasado en el mismo lapso, de las cuales 16.000.000 corresponden a bajas en las validaciones de buses y 7.600.000 a caídas en las validaciones de Metro. Lo anterior, lo describió con los siguientes esquemas:

	
	Val. TS 2015
	Val. TS 2014
	 Val. Bus 2015
	Val. Bus 2014
	Val. Metro 2015
	Val. Metro 2014

	Enero – Mayo
	634.110.312
	658.055.822
	374.311.888
	390.635.584
	259.798.424
	267.420.238

	Diferencia
	-23.945.510
	-16.323.696
	-7.621.814
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Fuente: Archivo Transacciones Sistema enviado por el Directorio de Transporte Público Metropolitano, actualizado al 6 de Junio de 2015. El porcentaje mostrado corresponde a la variación con respecto al total del 2014

De esa forma, explicó, el sistema en su totalidad, entre enero y mayo del presente año, ha caído un 3,64% respecto del mismo período en 2014. Posteriormente, señaló que dicha información es relevante para el análisis global que se realice del sistema del transporte público, ya que de seguir a la baja podría profundizarse aún más la problemática del sector.


Por otro lado, indicó que los contratos que los operadores mantuvieron hasta el año 2012 contemplaban un pago fijo a estos últimos del orden del 80%, por lo tanto, la responsabilidad de cobrar recaía en el Estado a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para lo cual se creó una empresa denominada Administrador Financiero de Transantiago S.A. (AFT). El año 2012, prosiguió, se cambiaron los contratos y el 70% de los ingresos de las empresas operadoras pasaron a depender exclusivamente de las validaciones, por lo que son esencialmente variables. Por lo tanto, afirmó que hoy a quien más daño le hace la evasión es a las empresas del sector. 


Conforme a lo expresado, indicó que las operadoras, a partir del año 2012, han contratado a más de 2.000 fiscalizadores, medida que si bien presentó una pequeña mejoría inicial, actualmente ha perdido su eficacia. En efecto, destacó que durante el año 2014 se presentó un nivel de evasión del 24%. Graficó dicha situación, a partir del año 2010, con la descripción del siguiente esquema:
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En esa línea, recalcó que no existe una disminución de los usuarios que ocupan el sistema, sino que una creciente cantidad de pasajeros que no paga su pasaje.


Por otra parte, señaló que desde una perspectiva pública, el costo de la evasión del sistema, en el año 2014, alcanzó el monto de US$116 millones (alrededor de $66.201 millones), lo que contempla la totalidad del sistema. 


Para arribar a esa cifra, expresó, sólo se considera el total de viajes en bus, los cuales representan el 46% del total.  Lo anterior, en tanto el Metro tiene una evasión inferior al 1%, en concreto, 0,6% según informaciones oficiales. Así,  explicó que la evasión golpea dicho porcentaje y no al 100% del sistema. En el mismo sentido, manifestó que el 25% de los viajes en bus se combina con el Metro, por lo tanto, a su juicio, el usuario evade en el bus pero no en este último, por lo que en este tipo de viajes la evasión no tiene efecto y en consecuencia no entra al cálculo. 


A su turno, y siempre para efectos del cálculo en comento, señaló que luego se distribuyen los viajes en bus según el tipo de usuarios (estudiantes de educación básica, media y superior, y los adultos). De esa forma, concluyó, al aplicar a ese número de personas la tarifa y la tasa de evasión, se arriba a la cifra de US$116 millones (ciento dieciséis millones de dólares estadounidenses).

II. Propuestas


En otro orden de ideas, en lo referente a las propuestas de la asociación que representa, declaró que la opinión que siempre ha mantenido el gremio, como solución al problema de la evasión, es cerrar el sistema. Así, afirmó que todos los países que han avanzado en el transporte público tienen sistemas cerrados.


No obstante lo anterior, explicó que si bien es comprensible que dicho sistema no se pueda aplicar a todos y cada uno de los actuales paraderos, es primordial idear su implementación, en tanto permitiría reducir la evasión a niveles similares a los de Metro.


Dichas zonas pagas (cerradas), en su opinión,  debiesen establecerse en alrededor de 480 puntos en Santiago, que presentan un promedio de más de 500 pasajeros por hora. En el resto de los paraderos, explicó, deberían instalarse zonas pagas al estilo de las 300 ya existentes, las cuales presentan resultados bastante exitosos.



Por otro lado, expresó que deben aumentarse los puntos de carga del sistema. En efecto, destacó que inicialmente el sistema tenía contemplado contar con una red de 15.000 puntos de carga, no obstante que en la actualidad sólo se cuentan con 1.500. Ello ocasiona que muchas personas evaden porque no tienen donde recargar su tarjeta. Ejemplificó dicha situación señalando que, en la Comuna de Puente Alto, si el usuario toma el bus en la intersección entre Avda. Santa Rosa con Eyzaguirre, debe ir a recargar su tarjeta a la plaza de Puente Alto.


El mencionado déficit, en opinión de ACTUS, se originó porque el Metro ya contaba con un sistema propio, lo que obligó a las personas a ir a recargar sus tarjetas a sus estaciones, debiendo adecuarse a dicha red. 


En tal sentido, recalcó como una tarea prioritaria para reducir la evasión el ampliar la red de carga.


A su turno, indicó que sería adecuado flexibilizar el sistema de pago de las tarjetas, estableciendo tarjetas diarias, semanales o mensuales, fijando asimismo rebajas y tarifas diferenciadas según los horarios de mayor o menor congestión. Lo anterior, afirmó, es viable en tanto los validadores actuales permiten hasta 14 perfiles de tarifas, por lo que se podrían aplicar para tales categorías.

III. Propuestas al proyecto de ley


Por otra parte, sugirió incorporar al proyecto de ley una habilitación para que las empresas operadoras puedan incorporar mayor tecnología al sistema de validación de los buses. Así, señaló como ejemplo la instalación de validadores inteligentes, los cuales comprueban la procedencia de los beneficios a que tiene derecho el usuario; la instalación de validadores con verificación de huella digital; o de artefactos controladores de pasajeros, estos últimos permiten calcular la evasión instantáneamente entre las personas que suben.


En lo referente a la infracción al artículo 86 de la Ley de Tránsito, esto es, la no detención del conductor en los paraderos cuando ello ha sido requerido por una persona, la cual en el proyecto es elevada al carácter de infracción grave, propuso que, cuando dicha infracción sea cursada, se notifique la sanción a la empresa concesionaria y al responsable del servicio, según la inscripción del Registro Nacional de Servicios de Transporte Público.


Por último, respecto a los pases escolares, señaló que es necesario que la JUNAEB pueda entregar a los operadores el listado completo de las personas beneficiarias, a fin de incorporar tales datos a los sistemas informáticos de los buses, verificando luego la procedencia de dichos beneficios a los usuarios que emplean el transporte.   


Finalizada la intervención anterior, los señores Senadores formularon las siguientes observaciones:


El Honorable Senador señor Orpis, preguntó al Presidente del Directorio de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie, señor Héctor Moya, si, a juicio de ACTUS, el proyecto de ley en estudio es idóneo para lograr una reducción en las tasas de evasión actual del Sistema de Transporte Público de Santiago.


El Presidente del Directorio de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie, señor Héctor Moya, señaló que, en opinión de la entidad que representa, si bien valora las medidas propuestas en la iniciativa, entiende que ellas deben ser acompañadas por otras para reducir eficientemente el nivel de evasión, primordialmente avances tecnológicos y de infraestructura. 


A su turno, señaló que aprecia la colaboración de Carabineros de Chile en este ámbito, pero que tanto en la actualidad como en la realidad que propone el proyecto no es un factor eficaz en el combate de la evasión. 


Por último, se pronunció favorablemente respecto de la facultad que la iniciativa otorga a las empresas concesionarias para detener el vehículo, verificar el pago de la tarifa por parte de los usuarios y bajar al pasajero evasor, lo que en su criterio es una necesidad imperiosa, toda vez que en la actualidad es sólo Carabineros de Chile quien puede detener el bus y controlar, lo que hace inviable un correcto control en atención a los aproximadamente 6.400 buses en circulación y los 24 funcionarios policiales destinados al efecto.


El Director Ejecutivo de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie, señor Víctor Barrueto, expresó que lo fundamental para disminuir la evasión es cerrar el sistema, sin perjuicio de hacer presente la utilidad del proyecto como mensaje ético, jurídico y cultural de reprobación a la evasión.


El Honorable Senador señor Ossandón, mencionó que el proyecto debe asumir la situación de la mayor infraestructura requerida por el sistema, como asimismo mayor regulación de la operatividad de las zonas pagas. Por su parte, finalizó destacando que no es partidario de que Carabineros de Chile emplee valiosas horas de su trabajo tratando de combatir la evasión. 


El Presidente del Directorio de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie, señor Héctor Moya, expresó que, efectivamente, cuando se inició el sistema todo lo que tenía que ver con el cobro del usuario era responsabilidad del Estado y, por lo tanto, fue el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones quien comenzó a instalar y administrar las referidas zonas pagas.


La situación cambió el año 2012, en tanto se modificaron los contratos y los operadores decidieron hacerse cargo de dicha tarea, sin perjuicio de que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones continuó administrando las zonas pagas, las cuales, a su vez, fueron licitadas para radicar su control en otras empresas. En ese sentido, afirmó que existía un compromiso con el Ministro del ramo, señor Andrés Gómez-Lobo, en orden a que en febrero de 2016, época en la cual concluirán su vigencia los contratos actualmente vigentes, se traspase tal administración a las empresas operadoras, lo que, en su opinión, es del todo lógico si son éstas quienes asumen el cobro en el sistema.

Presentación del Presidente de Redbus Urbano S.A.
I. Introducción



El Presidente de Redbus Urbano S.A., señor Alberto Urquiza, inició su exposición señalando que la entidad que representa pertenece al mayor grupo operador mundial del rubro, en efecto, expresó que Redbus Urbano S.A. está controlada por Transdev, una empresa que pertenece al Estado francés.



A su turno, indicó que desde el inicio del proceso del control de la evasión, impulsado por el cambio de contratos en el año 2012, su empresa ha hecho todo lo necesario para su efectiva disminución, llegando al límite de sus posibilidades, alcanzando la cifra en este ítem los $1000 millones. En efecto, afirmó que por más recursos que se inyecten, en las condiciones actuales, eso no se traducirá en un descenso de la evasión.  



Por otra parte, destacó que la iniciativa en examen, en tanto incorpora medidas de disuasión a los usuarios evasores, es útil y necesaria. Pero, agregó, debe situarse en un contexto de mayores acciones, complejas y de largo plazo, las cuales dicen relación con la organización de la ciudad y la coordinación con las autoridades de la Región Metropolitana y Metro S.A. 



Así, propuso que se empleen en nuevas tecnologías de control de la evasión, en la misma línea señalada anteriormente por el Director Ejecutivo de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie, señor Víctor Barrueto, a fin de evitar que funcionarios de Carabineros destinen horas de su trabajo a fiscalizar esta situación.


Todo lo anterior, destacó, a fin de que el transporte público se revalorice, y se aprecie, por parte de la ciudadanía, más que el transporte privado.

II. Plan de control de vasión


Posteriormente, pasó a detallar el plan realizado por la empresa en lo referente al control de la evasión. En efecto, señaló que en noviembre del año 2011, Redbus Urbano S.A. diseñó un plan piloto a fin de lograr dos objetivos:


- Entregar una señal al pasajero del inicio de una nueva etapa en el que se controlará la validación;


- Evaluar la efectividad de las medidas implementadas en el plan piloto para mejorarlas posteriormente.


Dicho plan, agregó, fue implementado, por una parte, en las comunas de Huechuraba, Quilicura, Renca, Independencia, Conchalí, Recoleta y Santiago, resultando el servicio B01 el con más alto índice de evasión (El Salto - Población Huamachuco). Asimismo y, por otra, el mismo plan luego se ejecutó en la zona oriente, por la importancia en la demanda en temporada normal del servicio C02, que va desde San Carlos de Apoquindo a Escuela Militar (alimentando la línea 1 del Metro), ubicado en dicha zona.


A su turno, destacó que el cálculo fue efectuado en las horas punta y en las horas valle de días laborales de temporada normal, en los cuales se midió:


- Evasión por parada, por servicio realizado y por expediciones;


- Evasión por períodos punta mañana, punta tarde y valle;


Por su parte, señaló que, de igual forma, se definió el tipo de control a realizar en cada servicio:


- Control fijo, situado en el paradero, verificando todas las expediciones del servicio, asegurando un control del 100%.


- Control móvil, a bordo del bus, en el cual se insta al pasajero a validar su tarjeta BIP. Se realiza un seguimiento desde el primer hasta el último paradero, asegurando una cobertura total del servicio. Así, se sitúa al evasor en una situación de incertidumbre, ya que ningún paradero queda fuera de ámbito del control.


En lo referente al personal de control de evasión, indicó que el plan piloto se inició en diciembre de 2012, con un supervisor jefe y 14 fiscalizadores seleccionados a partir de un perfil de cargo bien definido, quienes controlaban dos servicios. Luego, añadió que al mes de mayo del año en curso, el plan de control cuenta con 107 fiscalizadores quienes controlan veintidós servicios. Dicho aumento, expresado en la siguiente gráfica:
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Posteriormente, pasó a enumerar los principales ejes del plan de control de evasión llevado a cabo por Redbus Urbano S.A.:


- Diagnóstico exhaustivo y detallado de la evasión por servicio;


- Detección de tramos y puntos de mayor afluencia y mayor evasión;


- Definición del tipo de control más adecuado (a bordo, en parada, o combinación);


- Cálculo de la cantidad de fiscalizadores a emplear en el control, con un mínimo de expediciones a controlar (en parada un 100%, a bordo un 40% mínimo);


- Selección y capacitación permanente del personal;


- Equipamiento de los fiscalizadores (uniformes, comunicaciones, vehículos, apoyo);


- Mediciones mensuales de la evasión en todos los servicios para evaluar la evolución de la tasa de evasión y recuperación de transacciones;


- Elaboración e implementación medidas correctivas en la operación del control de evasión.


Posteriormente, indicó que a partir de la experiencia recogida por dicho plan, se incorporaron nuevos objetivos específicos para el control de evasión:


- Mejorar la información al usuario;


- Aumentar la seguridad en las paradas;


- Asistir a usuarios con problemas de accesibilidad a los buses;


- Recolectar información relevante para mejorar la operación.


Concluyó el punto destacando que los objetivos antes mencionados se cumplen hoy, por la empresa que representa, a cabalidad.


Por otro lado, luego mencionó las consecuencias, en opinión de Redbus Urbano S.A., del control de evasión:


- La seguridad ha aumentado en las paradas, bajando los niveles de delincuencia; 


- Evidencia de la disminución importante de grafitis;


- La asistencia a los usuarios para acceder y descender de los buses permite mantener una buena relación con los usuarios que validan, que se constituyen en los mejores aliados para cumplir esta función;


- Los fiscalizadores recogen información importante para mejorar la operación, cuando se alargan los intervalos, o cuando hay problemas de congestión por accidentes, manifestaciones u otros eventos.


Prosiguió a continuación destacando la evolución de las personas controladas desde el inicio, junto con la evolución de la tasa de evasión experimentada por la empresa, variables graficadas en el siguiente esquema:
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En consecuencia, manifestó que el gráfico evidencia que los esfuerzos de Redbus Urbano S.A. han logrado reducir la tasa de evasión promedio desde un 28% a un 21,3% desde diciembre del año 2012. Sin embargo, agregó que desde octubre de 2014 no ha habido una disminución de los evasores.


Complementando lo anterior, destacó que el control de la evasión ocurre en un contexto de disminución de la demanda, situación que es prácticamente generalizada para todos los operadores de buses sobre todo a partir del mes de noviembre de 2014.


Por último, indicó que el costo del control de evasión ha experimentado un alza significativa, estimando que para el año en curso la cifra total ascenderá, aproximadamente, a los mil millones de pesos.

III. Conclusiones


Respecto de las conclusiones a las cuales Redbus Urbano S.A. ha arribado, señaló las siguientes premisas:


- Las cifras e indicadores muestran que el esfuerzo del control de la evasión está llegando a un límite en el aumento de la eficiencia alcanzable con los medios disponibles. 


- El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones también ha implementado un plan de control en todas las unidades de Transantiago por lo que la cobertura ha sido mucho más grande que en los años 2012 y 2013, sin embargo la evasión ha seguido aumentando.


- Por otro lado, el servicio de transporte por buses enfrenta una pérdida continua de demanda.


- La penalización de los evasores ayuda, pero es sólo un factor más. 


Coherente con lo anterior, señaló que la respuesta a la pregunta del porqué de la evasión es compleja y tiene múltiples causas. Entre otras, porque los usuarios no sienten al sistema de transporte como un servicio aceptable que les ayuda, sumada a la mala experiencia en el inicio del sistema.


De esa forma, afirmó que el aumento de la efectividad del control de evasión, radica en otorgar más autoridad y amparo legal a los controladores y ciertamente por aumentar las penalizaciones, tal como se propone en el proyecto de ley en estudio.


No obstante lo anterior, señaló que es más importante aún el mejoramiento de la calidad del sistema de modo que los usuarios aprecien el valor de este servicio y su conducta sea de cuidarlo y no dañarlo, destacando que lo señalado es un proceso muy largo donde definitivamente es urgente priorizar al sistema de transporte público.

IV. Propuestas


Por último, para finalizar su presentación, mencionó las siguientes medidas como propuestas que aborden efectivamente la problemática de la evasión:


- Infraestructura que aumente la velocidad comercial de los buses; 


- Semaforización que privilegie el transporte público; 


- Construcción de paradas más acogedoras y que permitan el pago antes de subir a los buses; 


- Estaciones de intercambio modal más eficientes y que hagan que la espera sea en un ambiente más amable;


- Mayor restricción al vehículo privado individual, sobre todo en horas punta y en calles de prioridad al transporte público.


Finalizada la presentación, los Honorables señores Senadores realizaron las siguientes observaciones:


El Honorable Senador señor Orpis, preguntó a los expositores si, a juicio de ellos, las normas contenidas en la iniciativa en estudio pueden lograr el efecto disuasivo que se pretende.


El Presidente del Directorio de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie, señor Héctor Moya, señaló que, de acuerdo con el criterio de la asociación que representa, categóricamente no se alcanza el fin disuasivo. Lo anterior, en virtud de la experiencia recogida en los años del sistema, junto con la visión que los propios funcionarios de Carabineros han acumulado en este ámbito.


El Presidente de Redbus Urbano S.A., señor Alberto Urquiza, se pronunció en una línea similar a la de su antecesor reiterando que el problema ni siquiera radica en mayor inyección de recursos ni medios, sino que se trata de un problema estructural, por lo que recalcó las propuestas mencionadas en las dos presentaciones. Asimismo, valoró como un avance las medidas contempladas en el proyecto en discusión.


El Abogado de la División Legal de la Subsecretaría de Transportes, señor Alfredo Steinmeyer, señaló que las medidas propuestas en la iniciativa en examen se concibieron como complementarias a las mencionadas por los expositores, por lo que el mérito de las mismas debe ser apreciado bajo tal prisma.


Por su parte, y en sintonía con lo mencionado por el Honorable Senador señor Ossandón en su intervención, expresó que precisamente una de las finalidades de la iniciativa es descongestionar de estas labores a Carabineros de Chile, por tal razón, por citar un ejemplo, el proyecto entrega atribuciones de control a inspectores fiscales, municipales y de ferrocarriles de servicio metropolitano.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, expresó que, a su parecer, no hay ningún instrumento que por sí solo pueda combatir eficazmente a la evasión, cuestión que se debe tener presente. 


A su turno, señaló que comparte la opinión del Presidente de Redbus Urbano S.A., señor Alberto Urquiza, en lo referente al necesario avance en la calidad del servicio que se presta, a efectos de la valorización del mismo por parte de la ciudadanía.


Por otro lado, y en relación al problema infraestructural hecho presente por los expositores, mencionó que todavía se encuentra pendiente la implementación, por parte del Estado, de las vías exclusivas para la mejor operatividad del sistema, lo que constituye otro obstáculo con esa finalidad. En efecto, agregó que un funcionamiento a través de vías exclusivas mejoraría mucho la calidad del transporte, en tanto un aumento del flujo significa a su vez mayor disponibilidad de buses. 


En la misma línea, destacó la presentación de la Moción parlamentaria de su autoría, en conjunto con los Honorables Senadores señores Matta y Ossandón, que establece la posibilidad de que la autoridad competente determine, por razones de contaminación atmosférica, restricciones al parque vehicular (Boletín N° 10.184-15).


De esa forma, afirmó que si bien siempre habrá la disposición de debatir y proponer medidas complementarias, se debe avanzar en mejoras de infraestructura y medioambientales clave, en orden a dotar de mayor legitimidad a las sanciones que luego se apliquen.


Así, señaló que debiesen haber zonas pagas cerradas en las zonas de mayor afluencia, como también mayores puntos de recarga, cuestiones que, a su juicio, están fuera del debate y forman parte de una política seria, recalcando que ellas se contemplaban en el diseño original del sistema.


A su vez, manifestó que, sin perjuicio de lo anterior, y no obstante su carácter complementario, es necesario endurecer las sanciones en este ámbito, a fin de que se encuentren en sintonía con el bien protegido, señalando que es ésa la visión que se tiene en experiencias comparadas. 


Prosiguió señalando que los gastos generados en esta área, que alcanzan el orden anual de los US$1.500.000.000 (mil quinientos millones de dólares estadounidenses) sólo en materia de subsidio, son especialmente complejos en un escenario nacional donde los mismos recursos pudiesen ser destinados a áreas de prioridad como salud o educación, por lo que abordar eficientemente esta problemática es una necesidad de primer orden.  


Por último, destacó que las medidas que se adopten deben añadir nuevas tecnologías medioambientales para evitar su pronta obsolencia, como por ejemplo, incorporar buses eléctricos, contando así con una visión prospectiva del transporte público.


El Honorable Senador señor Orpis, solicitó por intermedio del Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, un oficio al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para que se le informe a la Comisión el nivel de inversión en infraestructura en zonas pagas y vías exclusivas.


De igual forma, solicitó a la Biblioteca del Congreso Nacional complementar su informe referente a la explicación de las sanciones por no pago de pasaje en transporte público urbano remunerado, a nivel de Derecho comparado, con las cifras de evasión en los países a que se hace referencia en el documento. En esa línea, destacó que las regulaciones comparadas mencionadas en el texto son de mucho mayor rigor que las actualmente vigentes en nuestro país, y las que, a su vez, propone el proyecto de ley en estudio.


El Honorable Senador señor Ossandón, preguntó al Abogado de la División Legal de la Subsecretaría de Transportes, señor Alfredo Steinmeyer, si la iniciativa se encamina hacia el futuro establecimiento de tarjetas nominativas.


El Abogado de la División Legal de la Subsecretaría de Transportes, señor Alfredo Steinmeyer, contestó afirmativamente a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Ossandó, agregando que en la presente iniciativa sólo se dispone que el pase escolar revista tal característica, para que posteriormente pueda ser fijado este sistema en los demás instrumentos.


El Honorable Senador señor Ossandón, replicó sosteniendo que se debiese analizar la viabilidad de disponibilidad tecnológica para la implementación de tal sistema.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, estimó que, a su juicio, más que un problema tecnológico, ello deber ser parte de una política integral, en tanto inevitablemente el desarrollo de la tecnología podrá alcanzar los estándares que se requieren.


El Honorable Senador señor Orpis, compartió el punto mencionado por los Honorables Senadores señores Ossandón y Girardi, agregando que si el problema no está en la futura accesibilidad tecnológica del usuario a plataformas que permitan pagar su tarifa, sino en su voluntad de no pagar, debiesen ser más severas las sanciones que el proyecto en examen contemple.    


El Presidente del Directorio de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie, señor Héctor Moya, señaló que sería importante revisar, para las futuras licitaciones en los años 2017 y 2018, los contratos. Lo anterior, en tanto las actuales convenciones tienen un defecto, en concreto, generan un negativo incentivo financiero al Estado en materia de evasión, en tanto al Fisco le es más conveniente que el usuario no pague la tarifa a que la pague, ya que así, debe transferir menos recursos a las empresas concesionarias. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, concluyó la sesión expresando que el Ejecutivo debe proponer una iniciativa que se enmarque en un contexto de mejoramiento integral de esta política, ya que de por sí es sólo un instrumento adicional. Lo anterior, a fin de combatir eficazmente la problemática de la evasión. 
Presentación del Gerente de Regulación y Finanzas de la Dirección de Transporte Público Metropolitano


El señor Julio Briones, inició su presentación explicando que pretende describir la evaluación económica del problema de la evasión y el fraude en el empleo de la Tarjeta Nacional Estudiantil (TNE).


De acuerdo al análisis efectuado por la Dirección de Transporte Público Metropolitano, señaló, la evasión, por una parte, alcanza un 25% en los servicios de buses y, por otra, el uso indebido de la TNE asciende a un 7% en el Metro. 


Lo anterior, agregó, generó dos consecuencias en el sistema. Por un lado, el Estado dejó de recaudar recursos, pero por otro, se evitó pagar, esto último, ya que el Fisco recauda por cada viaje realizado, pero, a su turno, paga a las empresas concesionarias por cada etapa de dichos viajes efectuados. 


En esa línea, destacó que la pregunta central es, si los usuarios que evadieron la tarifa o hicieron un mal uso de la TNE hubiesen pagado, ¿habría aumentado o disminuido el déficit de Transantiago? De ahí que para responder satisfactoriamente a esta interrogante, precisamente en virtud de lo complejo del análisis global del particular, se requiera de un sofisticado examen al respecto.


En el mismo sentido, recalcó que su exposición pretende evaluar el déficit que se habría generado en una hipótesis ideal sin evasión y uso indebido de la TNE y compararlo con la situación real actual.


Respecto de los datos con los que dicha evaluación está respaldada, señaló que ellos responden a los resultados de la Encuesta Origen Destino del año 2012, publicados recientemente en el mes de julio del año en curso, los que incluyen una visión completa de todos los viajes que se realizan, mirada con la cual no se contaba. Ello, en tanto esta última proporciona información acerca del 1% de los usuarios del sistema, independientemente de si pagan o no la tarifa, lo que permite tener datos respecto de los evasores, los que sin las respectivas validaciones eran “invisibles” para el sistema, sin perjuicio de los informes entregados por el programa de fiscalización. En este punto, resaltó que, a su experiencia, la estimación entregada por la referida encuesta es una muy buena medición de todos los viajes que se realizan en el Transantiago.


A su vez, señaló que la información antes descrita fue contrastada con los datos que la Dirección de Transporte Público Metropolitano maneja respecto de las transacciones efectuadas en el sistema durante el año 2012. 


Por consiguiente, subrayó, es esta metodología la que diferencia a la evaluación en análisis de otras efectuadas por diversas entidades e instituciones.


I. Situaciones analizadas


En virtud de lo expresado, indicó que el examen parte de una situación base, la cual contempla los niveles de evasión registrados en 2012, y su proyección para los años 2013 a 2015, la que se contrastará con cuatro escenarios alternativos construidos sobre la base de las siguientes dos dimensiones:


a. Porcentaje de reducción de evasión y mal uso de la TNE. Se consideran dos niveles:


• Reducción total, en un 100%, de la evasión y del uso indebido de la TNE. 


• Reducción parcial, en un 50%, de la evasión y del uso indebido de la TNE. 


b. Porcentaje en que las eventuales ganancias que generaría dicha reducción se reparten entre el Estado y los operadores. Se consideran dos niveles:


• Si sólo el Estado se encarga de reducir la evasión y el mal uso de la TNE, entonces el 100% de los eventuales beneficios se destinarían para reducir el déficit de Transantiago.


• Si tanto el Estado como los operadores se encargan de reducir la magnitud de estos problemas, entonces los eventuales beneficios se reparten en partes iguales, esto es, 50% para cada uno.


II. Número y porcentaje de etapas de viajes


A este respecto, señaló que, durante el año 2012, en cuatrocientos dieciséis millones de etapas de viajes se evadió el pago de la tarifa o se usó indebidamente la TNE, lo anterior, descrito en específico a partir del gráfico que a continuación se presenta:
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En ese sentido, expresó que si dicha cantidad de evasiones y fraudes no se hubiesen realizado, el déficit del sistema se hubiese reducido en veintidós mil millones de pesos, ello explicado a través del siguiente esquema:

[image: image19.png]sin evasion ni mal uso TNE con evasion y mal uso TNE
1.000 1.000
900 900
800 162 800
700 700
184
600 600
500 500
400 400
300 300
200 200
100 100
ingreso costo ingreso costo
déficit déficit
Diferencia entre déficit sin y con _ Déficit sin evasion _ Déficit con evasion y
L evasion y mal uso TNE ) L nimal uso TNE L mal uso TNE
T T L
$22 mil $162 mil $184 mil

millones millones millones





En efecto, señaló que las barras de color rojo a la izquierda de ambos gráficos dan cuenta de los ingresos del sistema, advirtiendo que de no haber ocurrido las problemáticas antes reseñadas los ingresos del sistema hubiesen alcanzado a los setecientos catorce mil millones de pesos, a diferencia de los quinientos sesenta y cuatro mil millones de pesos efectivamente recaudados.


Por otro lado, explicó que las barras azules situadas a la derecha de tales gráficos expresan los costos del sistema, observando que, incluso en un escenario sin evasión ni uso indebido de la TNE, el costo aumenta, desde setecientos cuarenta y ocho mil millones de pesos a ochocientos setenta y seis millones de pesos. Lo anterior, reiteró, debido a que el Estado paga a las empresas concesionarias por cada etapa de viajes efectuados.


Por último, y en razón de lo descrito, indicó que el déficit, ilustrado por las barras grises situadas en el extremo superior de las barras izquierdas de ambos gráficos, en el caso hipotético de no existir ni evasión ni fraude, en contraposición a la realidad en donde tales problemáticas sí se manifiestan, se reduce en veintidós mil millones de pesos, a saber, desde ciento ochenta y cuatro mil millones de pesos a cientos sesenta y dos mil millones de pesos.


Sin perjuicio de lo anterior, destacó que las cifras del año 2012 antes descrito sólo representan una parte del déficit, ello ya que el costo del sistema se compone tanto por lo que el Fisco paga a las empresas concesionarias por concepto de pasajero transportado (PPT) como por kilómetros recorridos (IPK), además de pagos por servicios complementarios. 


En ese sentido, explicó que la presente evaluación sólo considera el ítem pago por pasajero transportado (PPT), toda vez que los pagos por kilómetros de esas cuatrocientas dieciséis millones de etapas no pagadas ya se encuentran absorbidas. Así, precisó que independientemente que se evada o no los buses recorren de igual forma los kilómetros de los recorridos, por lo que en este sentido el ítem IPK aparece ya comprendido.


III. Diferencias en déficit entre situaciones con y sin evasión y uso indebido de la TNE para distintos escenarios 2012 - 2015


A su turno, describió con la siguiente figura las cifras del déficit (expresadas en miles de millones de pesos) en los cuatro escenarios hipotéticos antes mencionados:
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En esa línea, explicó que el escenario más realista viene a ser el representado por el último grupo de barras, de izquierda a derecha, situadas en el eje vertical, esto es, una hipótesis en donde se logra reducir en un 50% la evasión y se comparten con las empresas concesionarias, en mitades iguales (50%), las mayores ganancias producto de un esfuerzo conjunto.


IV. Comentarios finales


Concluyó su exposición indicando que tal como se aprecia en el anterior gráfico, en todos los escenarios hipotéticos existe una disminución efectiva del déficit de Transantiago.


Así, y como era de esperar, agregó, el escenario en que se reduce la evasión y el mal uso de la TNE en un 100% y el sistema se queda con el 100% de los beneficios, es el que genera la mayor reducción del déficit.


Por el contrario, añadió, la situación en donde la evasión y el mal uso TNE se reduce sólo en un 50% y el sistema recibe un 50% de los beneficios, es donde menos reducción de déficit se logra.


Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que en todos los escenarios analizados se observa que la disminución de déficit en 2014 y 2015 es sustancialmente mayor que en 2012 y 2013. La razón de ello, destacó, radica en que en 2014 se llevó a cabo un proceso de revisión del equilibrio económico de los contratos con los operadores de buses. En esa línea, precisó que es en tal instancia contractual en donde el sistema puede definir capturar todo o una parte de los beneficios que generaría una reducción de la evasión y el uso indebido de la TNE.


A su turno, reiteró que entre los cuatro escenarios el más realista parece ser el de reducción de evasión y el mal uso de la TNE en un 50% y donde los beneficios se reparten en partes iguales entre Estado y operadores producto de un trabajo mancomunado. Lo anterior, afirmó, en tanto es imposible reducir completamente tales problemáticas, sin perjuicio de que incluso el alcanzar la meta de reducción de aquéllas en un 50% requiere de un considerable esfuerzo conjunto del Estado con los operadores.


Por último, explicó que se debe tener presente, además, los costos de un proceso de reducción de la evasión, por lo que deben analizarse las entidades de las multas, así como las implicancias del desarrollo de mayor fiscalización, esto último, en especial consideración de la disposición de personal de Carabineros de Chile para tareas de esta naturaleza.


Luego de la exposición, los Honorables señores Senadores realizaron las siguientes observaciones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, indicó que el déficit real del sistema viene dado, además de los factores antes señalados, por lo que las empresas dejan de percibir producto de las evasiones o fraudes que los usuarios realizan, por lo que la cifra alcanzaría, aproximadamente, los trescientos mil millones de pesos.


Dicho factor, explicó, debe ser de igual forma considerado, en tanto, a su juicio, no se puede elevar la calidad del servicio en su conjunto si las empresas saben que no se les está pagando por todos los traslados que ellas efectúan.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, señaló que la iniciativa en discusión responde a la idea central del Gobierno de fortalecer el sistema de transporte público, razón por la cual se enmarca paralelamente con el análisis del proyecto de ley que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros (Boletín N° 10.007-15), a fin de otorgar una visión amplia al respecto, haciendo frente de esa forma, destacó, a las observaciones efectuadas con ocasión de la discusión de este último proyecto de no realizar medidas accesorias a aquél. En efecto, reiteró, ambas iniciativas se complementan precisamente para el tratamiento general de los problemas que presenta el transporte público. 


Posteriormente, indicó que la reducción de la evasión es un tema complejo atendida la configuración interna de los contratos con las empresas concesionarias, de ahí la importancia de la información arrojada por la Encuesta Origen Destino del año 2012 y las evaluaciones efectuadas a partir de los cuatro escenarios hipotéticos antes descritos.


En esa línea, destacó, tal como lo explicaba anteriormente el Gerente de Regulación y Finanzas de la Dirección de Transporte Público Metropolitano, señor Julio Briones, que incluso en el escenario más optimista de reducción de evasión y uso indebido de la TNE, de igual forma se hace necesario contar con un subsidio estatal.


Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que dicho objetivo es importante no sólo por cuestiones de carácter financiero, sino también por la imagen proyectada por el sistema, lo cual constituye un factor de la calidad del mismo.


El Honorable Senador señor Letelier, ante el costo financiero y de seguridad que conlleva que un funcionario de Carabineros de Chile realice labores de fiscalización en el pago de la evasión, preguntó al Ejecutivo si el proyecto de ley en discusión contempla facultades a otros sujetos distintos de dicho personal para efectuar tales labores.


Lo anterior, en tanto se manifestó partidario de medidas enérgicas en este ámbito para lograr un cambio de conducta al respecto.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, indicó que la iniciativa faculta, además de Carabineros de Chile, a inspectores fiscales y municipales y al personal autorizado de ferrocarriles de servicio metropolitano, a realizar diversas labores de fiscalización. 


El Honorable Senador señor Ossandón, concordó con el Honorable Senador señor Letelier en lo referente a la severidad de las sanciones, como también en lo concerniente a evitar que sea Carabineros de Chile quien controle exclusivamente esta problemática. Por lo que sugirió replicar las medidas utilizadas en el Derecho Comparado, junto con el desarrollo en paralelo de la infraestructura que sea necesaria para su control, con énfasis en las zonas pagas, incentivando a los operadores a que estas últimas sean efectivas y eficaces.


Por último, propuso que tales ideas fuesen recogidas posteriormente en las indicaciones que se presenten.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, se manifestó favorablemente respecto de las ideas planteadas por los Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, sugiriendo que la presentación de indicaciones se realizara en conjunto con el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Letelier, propuso entrecruzar tres factores a fin de realizar un análisis integral sobre el particular: puntos de mayor evasión, zonas pagas y puntos de recarga.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, concordó con el Honorable Senador señor Letelier en recoger los antecedentes mencionados para el análisis en particular del proyecto, agregando que cuentan, además, con una base de datos de los evasores, lo que ha permitido realizar una interesante caracterización de los mismos. 

- - - - - - -
VOTACIÓN EN GENERAL


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Guido Girardi (Presidente), Juan Pablo Letelier, Manuel Antonio Matta y Manuel José Ossandón.

- - - - - - -
TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia:

1) Elimínase en el epígrafe del Título VI la expresión “Y DE LOS PASAJEROS DE VEHÍCULOS DE LOCOMOCIÓN COLECTIVA”.

2) Reemplázase el epígrafe del §2 del Título VI por el siguiente: “§2. DE LAS OBLIGACIONES DE LOS PASAJEROS”.

3) Agrégase a continuación del artículo 88 el siguiente §3, nuevo: 
“§3. DEL ACCESO AL TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS Y SU CONTROL.


Artículo 88 bis.- Al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones le corresponde regular la confección, entrega, condiciones y procedimiento de uso, supervisión, vigencia, caducidad, retiro y reposición de cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros. Cuando se trate de instrumentos o mecanismos destinados a estudiantes, tales como el pase escolar o pase de educación superior, dicha reglamentación corresponderá conjuntamente a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación.

Al momento de la entrega de un instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, podrá requerirse al usuario su domicilio e individualización, por medio de la exhibición de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. Estos datos serán remitidos al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para efectos de control del uso de estos instrumentos o mecanismos. Para tal objeto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llevará un registro con dichos antecedentes.

Para todos los efectos legales, el pase escolar, pase de educación superior y cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros con una franquicia, exención o rebaja tarifaria, es un instrumento de carácter público, personal e intransferible. Por pase escolar o pase de educación superior se entiende aquél regulado por el decreto N° 20, de 1982, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y todas sus modificaciones, o la normativa que lo reemplace.

Artículo 88 ter.- Carabineros de Chile, los inspectores fiscales y municipales y el personal autorizado de ferrocarriles de servicio metropolitano, podrán retener el instrumento o mecanismo que permita el acceso del transporte público, en el caso de constatarse el uso indebido de éste, debiendo efectuar la denuncia respectiva y entregar al infractor constancia de la retención, con la individualización de quien efectúa el control y el organismo al que se remitirá la denuncia. El instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros será puesto luego a disposición del organismo que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, cuando se trate de la infracción establecida en el artículo 199 N° 3 de la presente ley.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, existe uso indebido del instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, cuando se acceda a éste utilizando un pase escolar, pase de educación superior o cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros, sin ser su titular, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 199 N° 3 de la presente ley.

Para los efectos señalados en este artículo, Carabineros de Chile, los inspectores fiscales y municipales y el personal autorizado de ferrocarriles de servicio metropolitano, deberán consignar los datos de la persona que utilice indebidamente un instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, requiriendo a la entidad competente la inutilización para su uso en estos servicios. Con el objeto de consignar los datos del infractor, Carabineros de Chile, los inspectores fiscales y municipales y el personal autorizado de ferrocarriles de servicio metropolitano, podrán solicitar que el portador del instrumento o mecanismo de pago respectivo, acredite su identidad o la titularidad del mismo o la adquisición del saldo o cuotas de transporte contenidas en ellos.

Artículo 88 quáter.- Los concesionarios de uso de vías, los propietarios de buses y, en general, los prestadores de servicio de transporte público remunerado de pasajeros o quienes sean autorizados por éstos, podrán constatar el cumplimiento de la obligación del pago de la tarifa por parte de los pasajeros, para lo cual podrán exigir la exhibición del instrumento o mecanismo que permita el acceso del transporte público remunerado de pasajeros.

En caso que el pasajero se rehúse a exhibir el instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros o si se constatare el uso de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros sin el pago de la tarifa correspondiente, las personas señaladas en el inciso anterior podrán disponer que los infractores hagan abandono del vehículo de transporte público remunerado de pasajeros.”.

4) Agrégase el siguiente artículo 196 quáter, nuevo: 

“Artículo 196 quáter.- Será sancionado con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, el que falsificare cualquier instrumento o dispositivo de pago de tarifa que permita acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros.

El que maliciosamente hiciera uso del instrumento falsificado para acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros, será castigado con la misma pena descrita en el inciso anterior.

Para estos efectos, se entenderá que comete falsificación el que:

1°. Contrahaga o finja letra, firma o rúbrica.

2°. Altere las fechas verdaderas.

3°. Haga en un documento verdadero cualquiera alteración o intercalación que varíe su sentido.

4°. Dé copia en forma fehaciente de un documento supuesto, o manifestando en ella cosa contraria o diferente de la que contenga el verdadero original.”.

5) Agrégase el siguiente artículo 196 quinquies, nuevo: 

“Artículo 196 quinquies.- Será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y con multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales:

a) El que indebidamente se apodere, comercialice, exporte, transmita, importe o distribuya la información contenida en un medio tecnológico de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros.

b) El que indebidamente y de cualquier modo, altere, modifique, dañe o destruya los datos contenidos en un medio tecnológico de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por medios tecnológicos de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros, aquellos elementos o dispositivos tecnológicos autorizados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o la autoridad competente, que permiten acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros y pagar la tarifa correspondiente.”.

6) Modifícase el artículo 199 de la siguiente manera:

a) Elimínase en su numeral 1.- la conjunción “y”.

b) Sustitúyese en su numeral 2.- el punto y aparte (.) por la siguiente expresión: “, y”. 

c) Agrégase el siguiente númeral 3.-, nuevo: 

“3.- Acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros utilizando un pase escolar, pase de educación superior o cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros, sin ser su titular.”.

7) Modifícase el artículo 200 del siguiente modo:

a) Reemplázase en el numeral 41 la expresión “, y” por un punto y coma (;).

b) Sustitúyese el numeral 42. por el siguiente:

“42. Usar los servicios de transporte público remunerado de pasajeros sin pagar la tarifa correspondiente, y”.

c) Agrégase el siguiente numeral 43., nuevo:

“43. Infringir lo dispuesto en el artículo 86.”. 

8) Intercálase en el artículo 204 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser cuarto y así sucesivamente:

“Las personas que infrinjan lo dispuesto en los artículos 199 Nº 3 o 200 Nº 42 e indiquen un domicilio falso o inexistente con ocasión de la citación al Juzgado de Policía Local, serán sancionados con multa de hasta 10 unidades tributarias mensuales.”. 


9) Modifícase el artículo 211 del siguiente modo: 

a) Sustitúyese en el numeral 6.- la expresión “, y” por un punto y coma (;).

b) Reemplázase en el numeral 7.- el punto final (.) por la siguiente expresión “, y”. 

c) Agrégase el siguiente numeral 8.-, nuevo:

“8.- Registrar las anotaciones que consten en el “Registro de Pasajeros Infractores”.”.

Artículo 2°.- Modifícase la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, en el siguiente sentido:

1) Modifícase el artículo 3º de la siguiente manera:

a) Intercálase en su inciso tercero, entre la palabra “movimiento” y el punto seguido (.), la siguiente oración:

“En este último caso, los denunciantes podrán citar al infractor para que concurra a la audiencia respectiva, informando de ello al juez de la forma más expedita posible”.

b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual cuarto a ser quinto y así sucesivamente:

“El último domicilio que el pasajero o peatón tuviere anotado en cualquiera de los Registros que lleve el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o el Servicio Nacional de Registro Civil e Identificación, será lugar hábil para dirigirle la correspondiente notificación o citación.”.

2) Reemplázase el inciso noveno del artículo 22, por el siguiente: 

“Quienes infrinjan lo dispuesto en los artículos 199 N° 3 o 200 N° 42 de la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, para efectos de lo dispuesto en el inciso cuarto del presente artículo, tendrán derecho a que se les reduzca en un 50% el valor de la multa, que se deducirá de la cantidad a pagar, si dicho pago se realiza en la forma y plazo señalado en dicho inciso.”.

3) Agregánse los siguientes artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter, nuevos:

“Artículo 22 bis.- Los infractores que fueren condenados por infringir lo dispuesto en los artículos 199 N° 3 o 200 N° 42 de la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, serán anotados en un "Registro de Pasajeros Infractores”. 

La operación y administración permanente del Registro corresponderá al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a través de la Subsecretaría de Transportes, en la forma que determine un reglamento que al efecto dicte dicho Ministerio.

El Secretario del Tribunal, cada dos meses, individualizará a los infractores sancionados que no hayan pagado las multas aplicadas y lo comunicará, para su anotación, al referido Registro. El procedimiento de anotación y eliminación de los infractores sancionados se establecerá en el reglamento a que se refiere el inciso anterior. La anotación se eliminará, por el solo ministerio de la ley, transcurridos tres años contados desde su efectiva anotación en el Registro o con anterioridad, si el sancionado paga el total de la multa infraccional aplicada y los aranceles correspondientes.

Si el pago de una multa ya registrada se efectuare en la Tesorería Municipal correspondiente al lugar en que se cometió la infracción o en la entidad recaudadora con la que haya celebrado convenio esa municipalidad, ésta informará al “Registro de Pasajeros Infractores” ese hecho y le enviará el arancel respectivo dentro de los noventa días siguientes.

Artículo 22 ter.- Para eliminar la anotación de morosidad en el “Registro de Pasajeros Infractores”, el interesado deberá pagar, junto con el valor de las multas y los reajustes que procedan, el arancel correspondiente.

Las resoluciones posteriores que acrediten el pago, modifiquen la cuantía de la multa o absuelvan de ella, serán comunicadas al Registro para que la anotación que se hubiera practicado sea eliminada o modificada, según corresponda.

Artículo 22 quáter.- Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar que se le informe o informarse por sí misma, siempre que se identifique, si una o más personas se encuentran anotadas en el referido Registro, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. Un reglamento suscrito por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones regulará el procedimiento, condiciones de acceso y demás elementos que sean necesarios para la correcta operación.

La Tesorería General de la República podrá acceder a este Registro para el efecto de retener de la devolución de impuestos a la renta que correspondiera anualmente, las multas impagas producto de las infracciones a que se refieren los artículos 199 N° 3 y 200 Nº 42 de la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia. En todo caso, tendrá preferencia la retención prevista en el artículo 9° de la ley N° 19.848 y aquella establecida en el número 1 del artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia.

El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar los derechos y valores de las consultas, informes y certificados de información del “Registro de Pasajeros Infractores” que se efectúen u otorguen, cuyo monto se determinará por decreto supremo del Ministerio de Hacienda. Los recursos provenientes de estos cobros constituirán ingresos propios de la Subsecretaría de Transportes.”.

4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 23 la expresión “artículo anterior” por “artículo 22”. 

Artículo 3°.- Los inspectores fiscales del Programa Nacional de Fiscalización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, cualquiera sea su modalidad de contratación, tendrán la calidad de ministros de fe. Los inspectores contratados bajo la modalidad de honorarios encargados de ejecutar dicho Programa tendrán la calidad de agente público para todos los efectos legales y estarán facultados para efectuar las denuncias en las materias de su competencia ante las autoridades correspondientes.

Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia tres meses después de su publicación en el Diario Oficial. Durante dicho plazo se transferirá la información desde el actual “Sub Registro de Pasajeros Infractores” a cargo del Servicio Nacional del Registro Civil e Identificación al “Registro de Pasajeros Infractores” a que se refiere el artículo 22 bis de la ley N° 18.287 que introduce la presente ley.”.
- - - - - - - - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 7 y 14 de julio y 29 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay, Jaime Orpis Bouchon y Manuel José Ossandón Irarrázabal. 


Sala de la Comisión, a 30 de septiembre de 2015.
(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida.- Abogado Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PUBLICIDAD DE LOS ALIMENTOS

(8.026-11)

HONORABLE SENADO:





La Comisión de Salud, en cumplimiento de lo acordado por la Sala en sesión de fecha 11 de agosto del año en curso, tiene el honor de informar el proyecto de ley de la suma, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique.

Se hace presente que el proyecto sólo contiene disposiciones de ley común y no atañe a la organización ni a las atribuciones de los tribunales de justicia.





A las sesiones en que la Comisión consideró esta materia asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:

- Del Ministerio de Salud: El Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows Oyarzún; el coordinador legislativo, doctor Enrique Accorsi; los asesores legislativos, señoras Carolina Mora; Leslie Urrutia y Fernanda Mediano y señor Héctor Reyes; la asesora Comunicacional, señora Geraldine Torrens, y la Jefa del Departamento de Nutrición y Alimentación, doctora Lorena Rodríguez.

- De la Subsecretaría de Salud Pública: El Jefe de Gabinete, señor Daniel Soto Castillo; el Jefe de División de Políticas Públicas de la Subsecretaría de Salud Pública, doctor Tito Pizarro, y el asesor técnico, señor Cristian Cofré.

- De la Subsecretaría de Redes Asistenciales: Los asesores de la Subsecretaria, señora Paulina Palazzo y señor Rafael Méndez. 

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: La coordinadora, señora Catherine Peirano.

- De la Biblioteca del Congreso Nacional: El analista, señor Eduardo Goldstein Braunfeld.

- De la Asociación Chilena de Facultades de Medicina: El representante, doctor Antonio Orellana Tobar.

- Del Centro de Estudios Legislativos Administrativos, Políticos y Económicos: La asesora, señora Camila Cancino.

- Del Instituto Igualdad: La asesora, señora Nicole Reyes.

- De la Fundación Jaime Guzmán: La asesora legislativa, señora María Teresa Urrutia.

- El asesor del H. Senador señor Chahuán, señor Marcelo Sanhueza.

- Los asesores de la H. Senadora señora Goic, señora Natalia Celedón y señor Gerardo Bascuñán.

- El Jefe de Gabinete de la H. Senadora señora Van Rysselberghe, señor Juan Paulo Morales.

-  El asesor de la H. Diputada señora Rubilar, señor Fernando Pérez.

- - - - - -

DISCUSIÓN PREVIA





El Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows, rememoró el origen del proyecto de ley en discusión, dando cuenta de que, si bien tuvo su origen en un Mensaje del Presidente de la República en ejercicio el año 2011, a la actual administración le correspondió participar en la discusión y formular proposiciones de enmienda durante el segundo trámite constitucional en la  Cámara de Diputados, las que solicitó aprobar en el presente trámite, toda vez que la iniciativa enfrenta directamente el problema sanitario generado por la malnutrición por exceso.





En ese contexto, puso en conocimiento de la Comisión un gráfico que demuestra el progresivo avance de las tasas de obesidad infantil:





Agregó que en el grupo etario adulto la obesidad también se ha transformado en una preocupación desde el punto de vista de la salud pública, por cuanto está íntimamente asociada a fallecimientos prematuros y al padecimiento de enfermedades crónicas. De hecho, según cálculos del Ministerio de Salud, en Chile muere una persona obesa por hora y una de cada 11 muertes es atribuible al sobrepeso u obesidad.






A continuación, puso de manifiesto que el escenario antes descrito debe enfrentarse desde una perspectiva individual, relacionada con los hábitos de alimentación, y mediante una estrategia estructural, a partir de los cambios en los datos poblacionales que afectan las determinantes sociales de las políticas de salud. De consiguiente, es preciso ampliar el efecto de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, en términos de enfocarse en la propaganda dirigida a los niños, dado que se ha comprobado su incidencia en la conducta alimentaria de éstos.





Añadió el personero de Gobierno que a través de la publicidad se presentan asociaciones sobre lo que constituye una dieta saludable o lo que preferirán en materia de alimentos ciertos consumidores. Sin embargo, lo que prima en la promoción de los alimentos es la influencia en la elección de determinadas marcas y productos por parte de los consumidores. Por tal motivo, continuó, la Organización Mundial de la Salud ha impulsado la formulación de marcos regulatorios para controlar el tipo de publicidad que se dirige a los niños  en el ámbito alimentario, especialmente en lo referido al tiempo o exposición a los mensajes publicitarios y a su contenido o argumento.





Luego, explicó que, desde el punto de vista del desarrollo infantil, la capacidad para comprender y evaluar un mensaje persuasivo se adquiere con el paso del tiempo y recién a contar de los doce años de edad el menor es capaz de tener un análisis crítico de la propaganda. Por el contrario, entre los 4 y los 6 años el niño, pese a que puede distinguir entre la propaganda y el contenido programático de lo que se emite en la televisión, no está preparado para discernir sobre el mensaje publicitario que se le entrega.  





A la luz de los antecedentes antes expuestos, el señor Subsecretario de Salud Pública advirtió que los niños están en serio riesgo de ser inducidos a una comprensión errónea de los avisos publicitarios, cuyo medio principal de entrega es la televisión, que concentra la mayor parte de la inversión en propaganda de las empresas. Así, observó que en Chile el 10,5% del contenido emitido en programas infantiles por los canales abiertos corresponde a publicidad, cifra que se incrementa a un 14,8% en la televisión pagada.





A modo de referencia, señaló que en Estados Unidos se ha calculado que para que un niño sea permeado por la promoción de un alimento saludable se requiere un lapso de 10 horas de exposición a la emisión televisiva. No obstante, en ese lapso de tiempo ya ha recibido alrededor de 55 anuncios de publicidad de alimentos de baja calidad nutricional y 22 de productos de mediana calidad.





Enseguida, planteó que la oferta de publicidad no se concentra en aquellos horarios en que el público objetivo es infantil, sino que se difunde junto con otros tipos de programas, como los que preceden a los noticiarios, dado que, por ejemplo, las teleseries son vistas por gran cantidad de menores. Ejemplificó dicha afirmación con el siguiente gráfico:

Continuó  su  alocución  dando  cuenta  que la ley 

N° 20.606 tuvo entre sus objetivos primordiales la protección de niños y niñas, al favorecer la selección informada de alimentos y la disminución del consumo de alimentos con exceso de energía y nutrientes críticos, mediante la proscripción de la publicidad dirigida a los menores de 14 años de edad, la prohibición de la venta en las escuelas de alimentos con alto contenido de elementos dañinos para la salud y el etiquetado frontal de advertencias en los envases de esos alimentos.

Sin embargo, enfatizó, durante el debate parlamentario que dio origen a la anterior preceptiva se reconoció la necesidad de complementar su contenido en los términos explicitados en el presente proyecto de ley. 

Una vez finalizada la intervención de la autoridad ministerial, el Honorable Senador señor Girardi consignó que las ideas contenidas en la iniciativa en debate son fruto de un acuerdo político transversal alcanzado durante la tramitación legislativa de la normativa sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, el cual solicitó honrar. Recalcó que en dicha iniciativa se incluían muchas de las disposiciones que ahora son tratadas en el proyecto de ley en debate, pero que no pudieron ser aprobadas en esa oportunidad.


Recalcó la importancia de aprobar el proyecto en discusión, en razón de los alarmantes niveles de obesidad infantil constatados en el país, que incluso superan a los de otras naciones, como Estados Unidos, y que auguran un oscuro pronóstico en la vida adulta, en términos sanitarios.

Manifestó que el combate a la malnutrición por exceso debe convertirse en una prioridad de las políticas públicas sanitarias, tal como lo fueron en su tiempo el tratamiento de las aguas servidas o la desnutrición infantil. Si bien valoró el aporte que hace la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, instó a las autoridades de Gobierno a revisar el tipo de alimentos que ella entrega actualmente a los escolares, con el fin de que estén en línea con la formación de hábitos saludables.

En ese contexto, afirmó que se ha comprobado que el principal factor que determina que los niños consuman ciertos alimentos es la publicidad, especialmente la transmitida a través de la televisión y de la red Internet. 

A su turno, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe expresó sus dudas en cuanto a que la publicidad de comida poco saludable emitida en horarios previos a los noticiarios esté dirigida a los menores de edad, ya que, de ser así, otros rubros, como los de juguetería, por ejemplo, también preferirían esos espacios de tiempo para sus anuncios publicitarios. Sostuvo que es preciso tener presente que los adultos también son grandes consumidores de comida rápida.

Sin perjuicio de lo precedentemente señalado, compartió la preocupación por los índices actuales de obesidad infantil, que afecta principalmente  a los menores de zonas urbanas, dados los hábitos poco sanos a los que están sometidos.

La Honorable Senadora señora Goic, por su parte, solicitó estudiar con detención las disposiciones que finalmente se aprueben,  con el objetivo de que sean  consistentes y  coherentes con la ley 

N° 20.606 y su reglamento.





En tanto, el Honorable Senador señor Girardi pidió al señor Subsecretario de Salud Pública un detalle de la distribución de la publicidad de alimentos dirigida a menores en la televisión.





Seguidamente, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe trajo a colación el hecho de que la reciente dictación del reglamento de la ley N° 20.606 ha permitido constatar ciertas inconsistencias entre dicha norma reglamentaria y las disposiciones del presente proyecto de ley, producto, probablemente, de presiones de grupos que tienen intereses en una u otra preceptiva.





En sentido opuesto, la Honorable Senadora señora Goic consideró que ambas normas están orientadas en una misma dirección y se complementan en muchos aspectos.





Por su parte, el Jefe de la División de Políticas Públicas y Saludables del Ministerio de Salud, doctor Tito Pizarro, postuló que en la legislación sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad se excluyeron explícitamente ciertas materias que serían tratadas posteriormente, de forma complementaria. Por lo anterior, ninguno de los preceptos de la ley N° 20.606 ni de su reglamento son contradictorios con la iniciativa en debate. Incluso, lo que se pretendió fundamentalmente en este proyecto fue regular primordialmente la exhibición de publicidad en horario diurno, cuestión que no fue abordada por la anterior preceptiva legal.  





Agregó que el Ejecutivo está conforme con las modificaciones introducidas al proyecto de ley durante su tramitación en la Cámara de Diputados, acuerdos que solicitó refrendar en el Senado. 

- - - - - -



A continuación, siguiendo el orden del articulado del proyecto, se efectúa una relación de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, así como de los acuerdos adoptados por la Comisión respecto de las referidas enmiendas. 

Artículo 1°

Inciso segundo





El artículo 1° del texto aprobado por el Senado es del siguiente tenor:

“Artículo 1°.- Se prohíbe la publicidad que induzca al consumo de los alimentos señalados en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, que, por su presentación gráfica, símbolos y personajes utilizados, se dirija a menores de catorce años, captando preferentemente su atención. 

Además, la publicidad de dichos alimentos no podrá afirmar que los referidos productos satisfacen por sí solos los requerimientos nutricionales de un ser humano, deberá evitar el uso de violencia o agresividad injustificadas y no podrá asociar a menores de edad con el consumo de bebidas alcohólicas o tabaco.

Se prohíbe el ofrecimiento o entrega a título gratuito de los alimentos señalados en el inciso primero, con fines de promoción o publicidad, a menores de catorce años.”.



La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, efectuó las siguientes modificaciones al inciso segundo:

- Sustituyó la frase “Además, la publicidad de dichos alimentos no” por “Ninguna publicidad de alimentos”.

- Reemplazó la oración “, deberá evitar el uso de” por “. Además, no deberá usar”.

- Suprimió la palabra “injustificadas”.

El Honorable Senador señor Girardi consideró que el artículo 1° del proyecto de ley constituye una de las disposiciones fundamentales de la iniciativa, que procuran impedir cualquier tipo de publicidad engañosa, como aquella que promociona ciertos ingredientes o nutrientes incorporados a sus productos señalando que satisfacen por sí solos los requerimientos alimenticios de una persona. Afirmó que ningún elemento agregado puede reemplazar los beneficios de una dieta saludable, pese a que existen muchos productos a los cuales la publicidad atribuye propiedades que no poseen.

Igualmente, juzgó adecuado el cambio propuesto por la Cámara de Diputados, que amplía la proscripción de la violencia en la promoción de alimentos, dado que es necesario utilizar todos los medios disponibles para que los niños no sean capturados o atraídos de esa manera.

A su turno, la Honorable Senadora señora Goic planteó que la disposición en comento reafirma y complementa las prescripciones contenidas en los artículos 6° y 7° de la ley N° 20.606, en cuanto a la protección de los menores de 14 años de edad.

Por su parte, el doctor Pizarro coincidió en que uno de los objetivos de las enmiendas introducidas es impedir que se instale la idea de que el consumo de un nutriente determinado sustituye una alimentación balanceada consumida durante el curso del día. Estimó adecuado que esa prohibición se extienda a todo tipo de publicidad de alimentos y no sólo a la que promocione aquellos que presenten en su composición nutricional elevados contenidos de calorías, grasas, azúcares, sal u otros ingredientes que el reglamento determine. 

Seguidamente, al dar respuesta a una consulta de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que un ejemplo de aquello son los suplementos destinados al consumo de niños que tienen mala conducta alimenticia o no desean comer y que inducen a pensar que podrían reemplazar la totalidad de los nutrientes que el menor requiere. Resaltó también el incremento de las restricciones al uso de violencia en la propaganda.

En resumen, dejó en claro que el proyecto de ley en discusión discurre sobre la publicidad de los alimentos, en tanto que la ley N° 20.606 se enfoca fundamentalmente en su rotulado.

En cuanto a la publicidad engañosa, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe puso de manifiesto que, en su opinión, dicha práctica ya se encuentra debidamente regulada en la legislación, la que contempla acciones para evitarla. Entonces, en vez de impedir el acceso de los consumidores a la información, argumentó que la finalidad pretendida se conseguiría más fácilmente mediante el incremento de las sanciones a la publicidad engañosa. 

A modo de resumen, el doctor Pizarro comentó que el objetivo primordial del artículo 1° del proyecto de ley es que la publicidad de ciertos grupos de alimentos no induzca a los menores de 14 años a un consumo exagerado o fuera de lo normal.

Finalmente, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe mantuvo sus aprensiones respecto de la primera de las modificaciones en debate, dado que no consideró pertinente que la regulación se extienda a los adultos.





- Sometida a votación la primera de las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, la Comisión recomienda su aprobación por la mayoría de sus miembros, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Quinteros. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.





- Puestas en votación las siguientes dos modificaciones, la Comisión recomienda su aprobación, con el voto unánime de los Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Quinteros.

Artículo 2°




El artículo 2° aprobado por el Senado reza como sigue:

“Artículo 2°.- Todas aquellas acciones de publicidad destinadas a promover el consumo de los alimentos señalados en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, en los servicios de radiodifusión televisiva, sólo se podrán transmitir en dichos medios entre las 22:00 y las 6:00 horas.

Con todo, cuando las acciones de publicidad de los alimentos precedentemente señalados se efectúen en los recintos en que se desarrollen eventos o espectáculos deportivos, culturales o artísticos, la transmisión y promoción de tales eventos o espectáculos podrá realizarse fuera del horario señalado en el inciso anterior.”.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, le introdujo las siguientes enmiendas:

Inciso primero

- Reemplazó la expresión “los servicios de radiodifusión televisiva” por “todos los servicios de televisión y de cine”.

- Sustituyó el punto aparte por la siguiente oración: “, siempre que no estén dirigidas a menores de 14 años.”.




El doctor Pizarro precisó que la primera de las enmiendas tiene por objeto clarificar el alcance de la restricción a la emisión de publicidad, pese a que, en términos técnicos, hablar de “radiodifusión televisiva” y “servicios de televisión y de cine” no presenta mayores diferencias. 




En tanto, sobre la segunda de las modificaciones que practicó la Cámara de Diputados al inciso primero del artículo 2° del proyecto de ley, planteó que la ley N° 20.606 dispone que se prohíbe la publicidad de los alimentos detallados en el inciso primero del artículo 5°, si ella se dirige a menores de 14 años de edad. De consiguiente, la enmienda en debate sólo complementa la referida disposición.




La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe consignó que en la ley N° 20.606 y su reglamento, a efectos de resguardar que los menores sean víctimas de la publicidad de alimentos poco saludables, se apunta a controlar los programas que tengan al menos un 20% de audiencia infantil. Por tal motivo, consultó si esa situación es concordante con lo que ahora se discute en la presente iniciativa.




Del mismo modo, la Honorable Senadora señora Goic afirmó que la referida norma reglamentaria también regula la publicidad emitida a través de sitios web. En ese sentido, requirió una explicación sobre cómo se complementará con el precepto del proyecto de ley en discusión.




El doctor Pizarro acotó que la modificación sólo atañe a la difusión de propaganda en televisión y cine, ampliando el espectro regulado originalmente en la ley N° 20.606 y su reglamento, ya que esta última preceptiva tiene la condicionante de que se aplica sólo a programas con más de un 20% de audiencia infantil.




En ese contexto, el artículo 2° de la presente iniciativa preceptúa que entre las 22:00 y las 6:00 horas puede hacerse publicidad, sólo si no se dirige a los menores de 14 años.




A su vez, la Jefa del Departamento de Nutrición y Alimentación, doctora Lorena Rodríguez, especificó que bajo el imperio de la Ley sobre Composición Nutricional de los Alimentos y su Publicidad, no se puede hacer propaganda dirigida a menores de 14 años, en todo horario, de alimentos poco saludables.




A continuación, el Honorable Senador señor Girardi informó que estudios realizados en Chile han establecido que los menores ven alrededor de 4.700 spots de “comida chatarra” anualmente. Especificó que, en mayor medida, las niñas son expuestas a esos mensajes en horarios asociados a la emisión de teleseries y que los niños, por su lado, los captan en programas asociados a deportes. Agregó que la protección de los menores ante la promoción de ese tipo de alimentos sólo constituye la adopción de un estándar internacionalmente aceptado.




La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe observó que las modificaciones propuestas en el segundo trámite constitucional extienden el espectro de protección incluso a los programas dirigidos adultos; en la especie, se asimila su nivel de discernimiento al de los menores.




Una consideración similar expresó el Honorable Senador señor Quinteros, quien planteó que, en su parecer, la norma exagera la regulación, ya que más allá de proteger a un grupo etario reducido –con lo cual concordó– finalmente extiende su efecto a toda la población. En tanto, desde un punto de vista formal, estimó redundante la disposición, si se compara con lo ya dispuesto por la ley N° 20.606. Sin embargo, se declaró partidario no provocar el trámite de Comisión Mixta, para acelerar la entrada en vigor de esta normativa.




Al respecto, el doctor Pizarro observó que los análisis efectuados por el Consejo Nacional de Televisión han concluido que el 95% de los programas que ven los niños están destinados a adultos. Incluso, se ha constatado que entre las 22:00 y las 24:00 horas un 25% de los niños continúa viendo televisión.




En la misma línea, el Honorable Senador señor Girardi señaló que el objetivo primordial que debe tenerse en vista al discutir el presente proyecto de ley es el resguardo ante la influencia que la publicidad puede provocar en los menores, con independencia del horario en que vean televisión. Los adultos, por su parte, poseen criterio formado y podrán sopesar el impacto de la referida propaganda y adoptarán las decisiones que estimen adecuadas. En ese sentido, juzgó que las normas en debate proponen una reglamentación apropiada a la realidad del país.




La Honorable Senadora señora Goic acotó que uno de los mayores desafíos que la aplicación de la preceptiva impondrá a las autoridades será la determinación de qué propaganda se entenderá dirigida a los menores de 14 años y cuál no.




El Honorable Senador señor Girardi, insistió en que los niños corresponden al grupo de la población más influenciable por la publicidad, dado que no poseen instrumentos de defensa frente a la de carácter engañoso.




Añadió que lo más probable es que a partir de esta reglamentación las empresas alimenticias acomodarán la formulación nutricional de sus productos de tal forma que dejen de estar comprendidos entre aquellos que tendrán el rótulo de “Alto en” y no tengan limitaciones en cuanto a la publicidad que deseen realizar.




En último término, el doctor Pizarro sostuvo, para una mayor precisión, que la regulación propuesta tiene como objetivo posibilitar que entre las 22:00 y las 6:00 horas se emitan notas publicitarias de alimentos de ese tipo, pero, para ser consistente con la ley N° 20.606 ahora se agrega la frase “, siempre que no estén dirigidas a menores de 14 años.”.




- La Comisión recomienda aprobar las enmiendas a este inciso propuestas por la Cámara de Diputados, por la mayoría sus miembros, Honorables Senadores señora Goic y señores  Girardi y Quinteros. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.

Inciso segundo

La Cámara de Diputados lo sustituyó por el siguiente:

“Excepcionalmente, se podrá efectuar acciones de publicidad de los alimentos anteriormente señalados a propósito de eventos o espectáculos deportivos, culturales, artísticos o de beneficencia social, fuera del horario establecido en el inciso precedente, cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que el evento o espectáculo no sea organizado o financiado, exclusivamente, por la empresa interesada en la publicidad o por sus coligadas o relacionadas.

b) Que la publicidad no esté destinada o dirigida, directa o indirectamente, a menores de 14 años.

c) Que la publicidad no muestre situaciones de consumo que induzcan a este ni al producto promocionado.

d) Que la publicidad se encuentre acotada a la exhibición de la marca o nombre del producto.”.




El Honorable Senador señor Girardi mostró su postura favorable a la aprobación de las enmiendas introducidas en la Cámara de Diputados, toda vez que están en sintonía con las ideas matrices del proyecto de ley.




Además, esta materia ha sido latamente discutida, con la finalidad de establecer ciertas excepciones a la proscripción de la publicidad para permitir, por ejemplo, que delegaciones deportivas auspiciadas por productos que califiquen entre los mencionados en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 20.606 puedan presentarse en el país. Por tal motivo, consideró acertado especificar las condiciones en las cuales será permitida la propaganda de esos alimentos en las circunstancias descritas.





- La Comisión recomienda aprobar la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Quinteros.

Artículo 3°

El texto del artículo 3° sancionado por el Senado es el siguiente:

“Artículo 3°.- Modifícase el artículo 6° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, de la manera que sigue:

a) Incorpórase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “media”, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la ley sobre publicidad de los alimentos”.

b) Derógase el inciso segundo, pasando sus actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente.

c) Sustitúyese, en el inciso cuarto, que ha pasado ser tercero, la locución “Toda publicidad de alimentos”, por la siguiente: “La publicidad de los alimentos señalados en el artículo 5º”.

d) Incorpórase el siguiente inciso final:

“En todas aquellas disposiciones de la presente ley donde se utilice la expresión “menores de edad”, deberá entenderse que se refiere a “menores de catorce años”.”.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó íntegramente el texto del Senado, consignándolo en los siguientes términos:

“Artículo 3°.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 6° de la ley N°20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad:

“En todas aquellas disposiciones de esta ley donde se utilice la expresión “menores de edad”, deberá entenderse que se refiere a menores de 14 años.”.”.

En los hechos, la sustitución hecha por la Cámara revisora elimina los literales a), b) y c) del precepto del Senado y mantiene como artículo 3° sólo la norma de la letra d). 

Los miembros de la Comisión estimaron apropiados los términos del reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, ya que simplifica la disposición. Es el caso de la letra a), que resulta innecesaria, puesto que el artículo 2° de la ley N° 20.606 está vigente sin necesidad de que el presente cuerpo legal lo reitere; de la letra b), que  repite la norma que ya está contenida en el inciso tercero del artículo 1° del proyecto de ley en informe, y de la letra c), que acotaba el efecto de la regulación a la publicidad de los alimentos señalados en el artículo 5°, en tanto que la intención es que los mensajes promotores de hábitos de vida saludable estén incluidos en la publicidad de todo tipo de alimentos. 

Sobre la base de los razonamientos expuestos,  la Comisión recomienda su aprobación.





- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Quinteros.

Artículo 4°




El artículo 4° aprobado por el Senado establece:

“Artículo 4°.- Los reglamentos que se dicten sobre la publicidad y promoción de alimentos serán expedidos por el Presidente de la República a través del Ministerio de Salud y serán suscritos, además, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo.”.”.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados suprimió la frase “y serán suscritos, además, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo”.

El Honorable Senador señor Girardi sostuvo que uno de los principales obstáculos que demoraron la tramitación del decreto N° 13, del Ministerio de Salud, de 2015, que modifica el Reglamento Sanitario de los Alimentos, fue la intervención del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, especialmente de la Subsecretaría de Economía. Así, consignó que de no existir una postura decidida por parte de las autoridades de Salud, es probable que la reglamentación se hubiera desvirtuado y sería muy diferente de la que finalmente se dictó.

Puso de manifiesto la necesidad de reponer en este tipo de legislaciones la preeminencia de los objetivos sanitarios sobre los intereses productivos o económicos. En definitiva, sostuvo que abogará para que la institucionalidad de salud sea la rectora en materias que dicen relación con la protección del bienestar de las personas y, por tal motivo, se mostró partidario del cambio propuesto en el segundo trámite constitucional.

Si bien concordó con los lineamientos generales expresados por el señor Senador Girardi, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe postuló que la materia en debate no se relaciona directamente  con  la  protección de la salud –que  ya está  regulada en la ley 

N° 20.606–, sino que pertenece al ámbito publicitario. Por lo mismo, precisó, la institucionalidad encargada de velar por el cumplimiento de esas prescripciones es el Servicio Nacional del Consumidor, entidad dependiente del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

Por lo demás, adujo que, en su impresión, el Ministerio de Salud, al carecer de la experiencia específica, no sería una institución eficiente en el control publicitario. A su entender, es un error asignar atribuciones a organismos que no poseen las competencias especiales requeridas.

En último término, manifestó que es normal que en estos temas intervengan distintos servicios públicos, dado que confluyen diversos intereses comprometidos. En ese sentido, se mostró partidaria del rechazo de la modificación puesta en debate.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Goic planteó que el hecho que determina con mayor claridad el ámbito al cual pertenece el asunto que trata el proyecto de ley en estudio está determinado por el trámite que la iniciativa ha tenido en el Congreso Nacional, donde ha sido analizado únicamente por las Comisiones de Salud de ambas Cámaras. Asimismo, destacó que la necesidad de legislar se origina a partir de un problema de salud pública, constituido por los elevados índices de obesidad infantil que muestra nuestro país.

En ese contexto, sostuvo que los derechos de los consumidores se vinculan con un área diferente. Sin perjuicio de ello, observó que aunque le parece correcto que sean los personeros de Salud quienes se encarguen directamente de la elaboración de los reglamentos respectivos, ello no obsta a que puedan realizar consultas a autoridades y funcionarios de otras reparticiones. 

El Honorable Senador señor Girardi hizo presente que las denuncias incoadas ante el Servicio Nacional del Consumidor tienen la dificultad de que deben ventilarse posteriormente en los juzgados de policía local, lo que redunda en un procedimiento lento y de éxito incierto.

En la misma línea, el doctor Pizarro acotó que el reglamento de la ley N° 20.606 fue confeccionado exclusivamente por el Ministerio de Salud, por lo que sería complejo y engorroso que la norma legal en debate, complementaria de aquélla, requiriera la intervención de otra Secretaría de Estado para su implementación.

A modo de resumen, explicó que el proyecto de ley pretende la protección de los niños ante alimentos poco saludables y procura la disminución de la obesidad infantil, cuestiones de índole estrictamente sanitaria.

Al culminar la discusión, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe concordó en que el etiquetado de alimentos es una materia propia del ámbito de la salud, pero hizo notar que la iniciativa discutida se refiere a su publicidad, que tiene un contenido más propio del área comercial. Si bien ambos temas están relacionados, son distintos, concluyó.




- La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, por la mayoría sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Quinteros. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.

- - - - -

Artículo 5° (nuevo)


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente artículo 5°:

“Artículo 5°.- Se prohíbe toda publicidad de alimentos sucedáneos de la leche materna. Se entiende por sucedáneos de leche materna las “fórmulas de inicio” y “fórmulas de continuación” hasta los doce  meses de edad, según lo establecido en el Reglamento Sanitario de los Alimentos, contenido en el decreto supremo N°977, del Ministerio de Salud, de 1996.

El profesional que requiera indicar estas fórmulas deberá garantizar que el usuario cuente con la información necesaria para seleccionar adecuadamente dicha fórmula, indicando en la receta el nombre genérico de ésta, es decir, fórmula de inicio o de continuación, y la edad del niño o niña que la recibirá.

Las infracciones a las disposiciones de este artículo serán sancionadas de acuerdo al Libro X del Código Sanitario.”.

El doctor Pizarro consignó que la disposición introducida por la Cámara de Diputados está en consonancia con los códigos internacionales que proscriben la publicidad de alimentos sucedáneos de la leche materna.

Relató que uno de los temas más discutidos en relación con esta norma es la determinación del límite de la prohibición, el cual se estableció finalmente para los sucedáneos destinados a niños de hasta doce meses de edad. Si bien reconoció que lo ideal hubiera sido que se extendiera hasta los veinticuatro meses, los expertos han concluido que el tiempo fijado es apropiado, según la realidad nacional.

Aclaró que no se prohíben los descuentos u ofertas de productos, sino que su propaganda.

A su turno, el Honorable Senador señor Girardi afirmó que lo que se intenta es evitar que se incentive a una madre, salvo por prescripción médica, para que cambie la lactancia materna por un sucedáneo. 

La Honorable Senadora señora Goic, por su lado, hizo hincapié en que esta norma complementa los preceptos contenidos en el proyecto de ley que establece medidas de protección a la lactancia materna y su ejercicio, tramitado recientemente por esta Comisión. 

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe expresó su molestia por comentarios que suponen que las mujeres son absolutamente influenciables por la publicidad en una cuestión de tanta relevancia como es la relación madre-hijo. Estimó que las mujeres que recurren a sucedáneos lo hacen porque realmente requieren ese alimento por falta o insuficiencia de leche materna.

Aunque manifestó no conocer en detalle el tratamiento de este tema en legislaciones comparadas, postuló que la disposición en comento, introducida en el segundo trámite constitucional, excede el marco de las ideas matrices del proyecto de ley. 

El doctor Pizarro reconoció que el Estado también entrega fórmulas lácteas a las madres que lo necesitan, pero con la anuencia del equipo de profesionales que está a cargo de su salud y la del menor, y sin publicidad.

En ese contexto, acotó que también se trata de hacer justicia a aquellas empresas que cumplen los estándares internacionales en cuestiones publicitarias.

La Honorable Senadora señora Goic pidió al Ejecutivo recolectar y proporcionar mayores antecedentes sobre los índices a nivel de nacional en materia de lactancia materna y sobre los motivos por los cuales las mujeres dejan de amamantar.

Añadió que es preciso realzar la relevancia de la lactancia materna y, para ello, entre otras medidas, se requiere controlar el constante “bombardeo” publicitario de productos sucedáneos que reciben las mujeres, incluso para fines estéticos y no necesariamente para suplementar la alimentación del niño.

El Honorable Senador señor Girardi recordó que la materia tratada en la disposición en debate también formaba parte del proyecto sobre composición nutricional de los alimentos, pero finalmente su aplicación fue postergada para ser tratada en la presente iniciativa, con miras a lograr el acuerdo para su aprobación. 





- La Comisión recomienda aprobar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la mayoría de sus miembros, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Quinteros. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.

- - - - - - -





En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Salud tiene el honor de proponeros, respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto aprobado por el Senado, que adoptéis los acuerdos que se indican a continuación.

Artículo 1°

Inciso segundo

Primera modificación

Aprobarla. (3 x 2)

Segunda y tercera modificaciones

Aprobarlas. (5 x 0)

Artículo 2°

Inciso primero

Aprobar las modificaciones propuestas. (3 x 2)

Inciso segundo

Aprobar la sustitución propuesta. (5 x 0)

Artículo 3°

Aprobar su reemplazo. (5 x 0)

Artículo 4°

Aprobar la supresión. (3 x 2)

Artículo 5° (nuevo)

Aprobar la incorporación. (3 x 2 abstenciones)

- - - - - - -





Acordado en sesiones de fecha 15 y 29 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señoras Carolina Goic Boroevic (Presidenta accidental) y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Rabindranath Quinteros Lara.





Valparaíso, a 5 de octubre de 2015.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 37 DE LA LEY N° 19.496 SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, A FIN DE ESTABLECER NUEVAS OBLIGACIONES A LOS PROVEEDORES DE CRÉDITO Y A LAS EMPRESAS DE COBRANZA EXTRAJUDICIAL

(10.226-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Ossandón, Guillier y Tuma.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 5 de agosto de 2015,  pasando a la Comisión de Economía.

- - - - -

A una o más las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto, concurrieron especialmente invitadas, las siguientes personas:

Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC): el Director Nacional, señor Ernesto Muñoz; la Jefa de Gabinete, señora Catalina Huidobro, y la Asesora, señora Magdalena Lazcano.

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Asesor, señor Adrián Fuentes. 

De la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS): el Presidente, señor Hernán Calderón.

 Del Comité Retail Financiero: el Presidente, señor Claudio Ortiz; el Asesor Legal del Comité Retail Financiero, señor Eduardo Escalona, y el Gerente de Riesgos de Walmart Servicios Financieros, señor Pío Marshall. 

De la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile (ODECU): el Presidente, señor Stefan Larenas.

También estuvieron presentes, las siguientes personas:

De la Secretaría General de la Presidencia (SEGPRES): los Asesores, señores Luis Batalle y Daniel Portilla.

Los Asesores, señores Fabián Luengo (Senador señor Alejandro Navarro), Eduardo Faúndez y Renato Rodríguez (Senadora señora Lily Pérez), José Huerta (Senador señor Manuel José Ossandón), Pablo Terrazas (Senador Iván Moreira), Gerardo Bascuñán (Senadora Carolina Goic) y Eduardo Barros (Senador señor Eugenio Tuma). 

De la asesoría externa de la Bancada DC, señora María Jesús Mella. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN): la Analista, señora Christine Weidenslaufer.

De la Fundación Jaime Guzmán: el Analista, señor Diego Vicuña.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

No hay.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Imponer a los proveedores de créditos y a las empresas de cobranza extrajudicial, la obligación informar por escrito al deudor los derechos que le asisten en un procedimiento extrajudicial de cobro. 

El contenido de esa comunicación serán los derechos consagrados en el artículo 37 y siguientes de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, así como las regulaciones especiales que el Ministerio de Economía establezca al efecto.

- - - - - 

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

B. ANTECEDENTES DE HECHO


I.- El abuso en las gestiones de cobranza extrajudicial.


De acuerdo al “VII Informe de Deuda Personal”, elaborado por la Universidad San Sebastián con datos proporcionados por EQUIFAX y que incluye las deudas impagas contraídas hasta diciembre de 2014, la cantidad total de deudores morosos se estima en 3,4 millones de personas. Estas cifras evidencian la crítica realidad de gran parte de la población chilena que debe recurrir al endeudamiento por diversas razones. 


Si bien este escenario deja de manifiesto la necesaria presencia de entidades intermedias que se dediquen a realizar la cobranza extrajudicial, los reclamos recibidos por el Servicio Nacional del Consumidor dejan entrever conductas sistémicas abusivas de parte de esas compañías. 


Según informa el Servicio Nacional del Consumidor, desde 2012 las cobranzas extrajudiciales abusivas, es decir, todas aquellas que por una u otra razón no respetan los derechos de los consumidores, mostraban aumentos de 139% en relación al año anterior. De acuerdo a las mismas cifras, se alcanzó la cantidad de 14.671 reclamos en los últimos 12 meses, considerando el periodo entre el 1 de abril de 2011 hasta el 31 de marzo del 2012. 


Según el mismo informe, el mercado financiero ocupa el 78% de reclamos por cobranzas abusivas, seguido de lejos por los servicios básicos (7%) y las autopistas (5%). Considerando el ingreso de reclamos por submercado, el sector de las tarjetas de multitiendas ocupa el 54% de este tipo de reclamos, seguido por los bancos (14%) y las empresas externas de cobranza (6%). Finalmente, en relación con los reclamos por cobranzas, los consumidores se quejan principalmente por cobros indebidos (69%). 


Dentro de los reclamos recibidos por cobros indebidos, las quejas apuntan a los gastos de cobranza que superan los topes establecidos en la Ley del Consumidor, donde se incluyen honorarios de abogados que no corresponden, cobros por deudas ya pagadas o inexistentes, o se exige a los deudores el pago de gastos de cobranza antes del plazo legal de 15 días de vencida la deuda.


Un importante lugar ocupan las acciones de cobranza que afectan la privacidad familiar y laboral, tales como el informar de la deuda existente a terceros, o la realización de llamados con amenazas. Finalmente, el cobro de deudas ajenas es otra situación que afecta a un grupo importante de estas personas, así como las llamadas en días o en horas inhábiles y la recepción de cartas que simulan escritos judiciales. 


En suma, los datos presentados por el Servicio Nacional del Consumidor dejan entrever los múltiples abusos contrarios a los derechos de los clientes asegurados por la ley. Esta situación requiere ser subsanada a través de más compromiso y responsabilidad de parte de las entidades financieras, así como por  parte de las empresas externas de cobranza. 


II.- Necesidad de avanzar hacia una mayor información para los consumidores.


La ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, es sumamente clara al disponer en su artículo 37, inciso quinto: “Las actuaciones de cobranza extrajudicial no podrán considerar el envío al consumidor de documentos que aparenten ser escritos judiciales; comunicaciones a terceros ajenos a la obligación en las que se dé cuenta de la morosidad; visitas o llamados telefónicos a la morada del deudor durante días y horas que no sean los que declara hábiles el artículo 59 del código de Procedimiento civil, y, en general, conductas que afecten la privacidad del hogar, la convivencia normal de sus miembros ni la situación laboral del deudor”.


En consecuencia, para terminar con las malas prácticas de cobro no hace falta realizar grandes reformas legales. Antes bien, corresponde hacer un pequeño ajuste normativo que permita nutrir a los consumidores de más información respecto de sus derechos ante un procedimiento de cobranza extrajudicial. 


Los consumidores no pierden su dignidad ni sus derechos cuando mantienen deudas impagas o atrasadas, por lo que es fundamental que el cobro justo de esa obligación no interfiera en la privacidad familiar y sobrepase los límites legales en los gastos de cobranza. Con esta finalidad, la Corporación Nacional de Consumidores Unidos, CONADECUS, elaboró un listado con consejos claros y concretos para educar en información relativa a los derechos a los consumidores. Entre las sugerencias que hace, resulta pertinente mencionar las siguientes:


1. El derecho a que la empresa de cobranza no realice amenazas ilegítimas al deudor o le envíe escritos que parezcan demandas judiciales para exigir el pago. CONADECUS advierte que, para reconocer una demanda judicial, el documento debe tener el número de rol de la causa, el nombre del juzgado civil que lleva la cobranza judicial, el procedimiento y la individualización de la empresa demandante e individualización del demandado. Además, la Corporación aconseja verificar la autenticidad de la demanda ingresando al sitio web del Poder Judicial. 


2. El derecho del deudor a que la empresa de cobranza, por una parte, no envíe comunicaciones o haga llamados telefónicos a personas que no están involucradas en la deuda (empleador, familiares, vecinos, etc.) y, por la otra, no realice cobros fuera de los días y horas hábiles legales, es decir, de lunes a sábados entre las 8 y 20 horas.


3. El derecho a que se respete la privacidad del hogar del deudor, la convivencia normal de su entorno personal y su situación laboral.


4. El derecho del deudor a que las empresas respeten los montos máximos a aplicar por concepto de gastos de cobranza y de intereses. Estos no deben superar la Tasa Máxima Convencional.


5. El derecho a que sólo pasados 15 días corridos desde la fecha de vencimiento de la deuda se devenguen gastos de cobranza. Además, los límites legales de estos gastos son los siguientes: 9%  para las deudas o cuotas de hasta 10 UF; 6% para la parte de la deuda que exceda de 10 y hasta 50 UF; y 3% para el monto que supere las 50 UF.


6. El derecho a pagar directamente al acreedor el total de la deuda vencida o las cuotas impagas (incluyendo los gastos de cobranza que procedan), no estando obligado a hacerlo a la empresa de cobranza extrajudicial.


7. El derecho a que sea una misma la normativa que se aplica a todos los tipos de crédito otorgados por bancos, entidades financieras, casas comerciales u otros otorgantes de préstamos de dinero (farmacias, supermercados, cooperativas, etc.).


8. El derecho a oponerse al cobro que realicen las empresas de cobranza sobre deudas impagas antes de los 15 días de vencimiento de la obligación; el mismo derecho a oponerse asiste al deudor cuando se le cobra más allá de los porcentajes establecidos por la ley o le practican procedimientos abusivos de cobranza.


Considerando estos consejos como referencia meramente ilustrativa, es deseable que en términos parecidos las empresas de cobranza extrajudicial y los proveedores de crédito informen a sus deudores acerca de los derechos que les asisten ante una gestión de cobro. Esta es la razón por la cual conviene hacer un ajuste legal, de manera que la Ley Nº 19.496 contenga una obligación de esta naturaleza en forma clara y expresa.

- - - - -
DISCUSIÓN EN GENERAL Y PARTICULAR
En la primera sesión en que la Comisión estudió el proyecto, el Director Nacional, del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC), señor Ernesto Muñoz, hizo una presentación respecto de su sentido y alcance.


I. ACTUAL REGULACIÓN.


El artículo 37 de la LPC exige que la forma en la que se cobre extrajudicialmente debe siempre respetar la privacidad y la convivencia normal del hogar y del lugar de trabajo. En ese sentido, está prohibido:  


1.- El envío al consumidor de documentos que aparenten ser escritos judiciales; 


2.- Las comunicaciones a terceros ajenos a la obligación en las que se dé cuenta de la deuda y, 


3.- Las visitas o llamados telefónicos en días domingos o feriados y antes de las  8:00 o después de las 20:00 


4.- Gestiones de cobranza que afectan la privacidad del hogar y la situación laboral de los consumidores, como ocurre con las llamadas reiteradas; las llamadas o visitas al lugar de trabajo del deudor; las amenazas, pudiendo llegar a configurar el delito de amenaza previsto y sancionado en el Código Penal, los amedrentamientos, etcétera.


Sólo transcurridos 20 días desde que venció la fecha de pago, puede cobrarse un determinado porcentaje como gasto de cobranza extrajudicial. En obligaciones de hasta 10 UF: 9%; por la parte que exceda de 10 y hasta 50 UF: 6%, y por la parte que exceda de 50 UF: 3%.


II. DATOS DE RECLAMOS.


Evolución de reclamos calificados como “cobranza extrajudicial no corresponde”.
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Mercados más reclamados.

Los mercados más reclamados son los siguientes:

	 
	2014
	2015
	Total 2014 -jul 2015
	% 2014 -jul 2015

	MERCADO
	Volumen
	%
	Volumen
	%
	
	

	FINANCIEROS
	7425
	70%
	4481
	72%
	11906
	71%

	SERVICIOS BASICOS
	1012
	10%
	524
	8%
	1536
	9%

	TRANSPORTE
	796
	8%
	578
	9%
	1374
	8%

	EDUCACION
	344
	3%
	186
	3%
	530
	3%

	SEGUROS
	369
	3%
	158
	3%
	527
	3%



Por su parte, los submercados más reclamados son los siguientes;
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MERCADO Volumen % Volumen (% 2015 2015
TARJETAS MULTITIENDAS 3503 33% 2188|  35% 5691 34%
BANCOS 2307 22% 1255|  20% 3562 21%
AUTOPISTAS 738 7% 553 9% 1291 8%
EMPRESAS DE COBRANZA 663 6% 493 8% 1156 7%
ELECTRICIDAD 516 5% 341 5% 857 5%
CAJAS DE COMPENSACION 469 4% 220 4% 689 4%
AGUA POTABLE 365 3% 149 2% 514 3%
CORREDORAS DE SEGUROS 284 3% 128 2% 412 2%
EMPRESAS CREDITO AUTOMOTRIZ 208 2% 146 2% 354 2%
UNIVERSIDADES 166 2% 76 1% 242 1%
COOPERATIVAS DE CREDITO 149 1% 80 1% 229 1%
OTRAS EMPRESAS DE CREDITO 126 1% 99 2% 225 1%
GAs 131 1% 34 1% 165 1%
INS. PROFESIONALES 92 1% 55 1% 147 1%
CEMENTERIOS 87 1% 55 1% 142 1%






En relación a la evolución de reclamos por sub mercado, la siguiente gráfica permite apreciar que las autopistas y empresas eléctricas han tenido la mayor alza en volumen durante el primer semestre 2015 respecto del mismo periodo del 2014. Un aumento de 35% aproximadamente.

EVOLUCIÓN DE RECLAMOS POR SUB MERCADO
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Motivos más reclamados.


Indicó que también es importante tener a la vista los motivos más reclamados:

	 
MERCADO
	Total 2014 -jul 2015
	% 2014 -jul 2015

	NO RECONOCE DEUDA
	8399
	50%

	COBRANZA QUE AFECTAN LA PRIVACIDAD FAMILIAR Y LABORAL
	3367
	20%

	COBRO DEUDA DE TERCERO NO CONOCIDO EN EL DOMICILIO
	2245
	13%

	COBRO DE GASTOS DE COBRANZA EXTRAJUDICIAL EXCESIVO
	963
	6%

	INFORMA DEUDA A TERCEROS
	878
	5%

	CARTA SIMULA ESCRITO JUDICIAL
	418
	2%

	LLAMADO EN DIA/HORA INHABIL
	300
	2%

	LLAMADO CON AMENAZAS
	138
	1%

	COBRO DE GASTOS DE COBRANZA EXTRAJUDICIAL ANTES DE 15 DIAS DEL ATRASO
	99
	1%

	LLAMADO DIA/HORA INHABIL
	4
	0%



Resultados de la mediación.


Los resultados de la mediación en el período 2014 a julio de 2015 son los siguientes:


-Proveedor acoge: 58%.


-Proveedor no acoge: 36 %.


-Proveedor no responde: 4%.


-Proveedor informa que caso no procede: 2%.

RESULTADOS DE LA MEDIACIÓN 

EN EL PERÍODO 2014 A JULIO DE 2015
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III. ACCIONES DEL SERNAC EN ESTA MATERIA.


El siguiente cuadro contiene las cifras de las denuncias presentadas por el SERNAC por infracción al artículo 37 de la LPC:

	Año
	JIG iniciados
	JIG cerrados
	Total

	2014
	24
	7
	31

	2015
(a junio)
	6
	2
	8



IV. COMENTARIOS AL PROYECTO EN DEBATE.


La actual regulación no contempla exigencias específicas en cuanto al formato  y disposición de una declaración de derechos.


Este instrumento de política puede ser muy adecuado específicamente respecto de la población más vulnerable, que tiene un alto desconocimiento sobre sus derechos como consumidor. 


Facilitar la información y acceso a los derechos de los consumidores va en la dirección correcta especialmente en cuanto a sus derechos en las acciones de cobranza extrajudicial realizadas por los proveedores.


Finalizada la intervención del Director de SERNAC, señor Ernesto Muñoz, el señor Presidente, Honorable Senador señor Eugenio Tuma, ofreció el uso de la palabra.

La Honorable Senadora señora Lily Pérez se manifestó a favor del proyecto del Senador Ossandón, pero sugiere que, en forma previa a su aprobación, los asesores legislativos de los parlamentarios y del Ejecutivo se reúnan, porque estima del caso afinar su redacción y complementarlo, además, con algunas de las propuestas formuladas por el Director del SERNAC durante la sesión.

Concordó con lo sugerido el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma. Agregó que, tratándose de un proyecto de ley de artículo único, la Comisión está reglamentariamente facultada para tratarlo en general y particular, a la vez. Esta es la instancia de hacer observaciones y mejorar del proyecto.

También se manifestó favorable al proyecto, indicando que va en la dirección correcta, pero para que se cumpla el objetivo, es necesario formular algunas precisiones, toda vez que si se despacha el proyecto como viene propuesto, el proveedor le entregará mucha información al deudor que no sabrá cómo procesarla. En su opinión, el proyecto debe establecer con precisión cuál debe ser la información más precisa que debe recibir el deudor para orientarlo respecto de sus derechos ante una gestión de cobranza extrajudicial.

No basta con que el proyecto imponga la obligación de informar a los deudores sus derechos. Debemos evitar el exceso en la información porque la finalidad es ser eficaz en la tarea de orientar al deudor respecto del significado de esa primera nota de cobranza y de cómo debe proceder.

Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro, complementó lo señalado manifestando su preocupación por los abusos cometidos en esta materia, no por parte de la empresa proveedora sino que por cuenta de las empresas de cobranza. La redacción que está propuesta en el proyecto podría ser afinada, porque la conducta está formulada de un modo muy genérico. No basta con proveer la información, sino que también corresponde evitar que se produzcan abusos, como los cometidos por empresas de cobranzas bajo la amenaza de formatos que parecen ser resoluciones judiciales de embargos, u otras triquiñuelas que son utilizadas a fin de provocar pánico.

En otra materia, el  Honorable Senador señor Navarro también se manifestó contrario a la cláusula de aceleración tal cual como está consagrada en la ley. Considera abusivo que el retraso de dos cuotas permita ejecutar completamente la deuda, y no solo el bien sino también las garantías. Debería ser ilegal y estar prohibida.

En la sesión siguiente en que la Comisión continúo el debate, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, explicó el resultado del trabajo encomendado los asesores de los parlamentarios y del Ejecutivo. Asimismo, les agradeció su esfuerzo y dedicación.

Resaltó que uno de los problemas existentes actualmente sobre el punto que aborda el proyecto es de fiscalización. Estima que esta modificación a la LPC facilitará mucho la labor de fiscalización, toda vez que la ley precisará la obligación del proveedor de crédito y de las empresas de cobranzas de señalar por escrito cuáles son los derechos de los deudores y cuál es el contenido y la razón del cobro. Muchas veces hay acciones de amedrentamiento al deudor de las cuales no queda registro alguno. Por esa circunstancia, no es posible fiscalizarla ni tampoco sancionarla. Con esta modificación, quedará registro de las acciones del proveedor y de las empresas de cobranzas. Estima que éstas sabrán cumplir con la obligación que les impondrá la ley.

También hizo hincapié que la norma legal que propone este proyecto, con las modificaciones propuestas por el grupo de asesores, debe tener un contenido preciso y acotado, y que todo lo relativo al detalle de su implementación debe quedar entregado al reglamento.

A continuación, el representante del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, hizo presente que el trabajo realizado con los asesores de los señores parlamentarios, a instancias de la Comisión, sistematiza mejor la idea original contenida en el proyecto. 


En tal sentido, sugieren a la Comisión aprobar el proyecto con modificaciones, ordenando y enumerando la información que debe ser puesta en conocimiento del deudor, teniendo en cuenta no solo las normas vigentes sobre la materia contenidas en la LPC, sino que también tomando algunos ejemplos de la legislación comparada que establecen criterios de información respecto de qué debe ser informado al deudor que debe pagar su crédito.

La idea subyacente en lo que propone el grupo de asesores es la conveniencia de precisar la información mínima que debe ser proporcionada al deudor que es objeto de una cobranza en el aviso correspondiente, y que sea el reglamento el que determine la forma y los requisitos que debe cumplir tal comunicación.

Lo anterior, siempre en el espíritu de mantener la idea original de la moción. Así, mantiene la obligación de informar aspectos como la deuda que origina la cobranza; quién la está cobrando; los intereses, etcétera, sin ir más allá de las ideas matrices planteadas en el proyecto.

No le pareció indicado al grupo de asesores determinar plazo alguno en la ley, porque estimaron más adecuado dejar este aspecto al reglamento, para evitar que, con el avance vertiginoso de las tecnologías, ese plazo sea demasiado breve o que sea completamente inútil. 

En este último aspecto, hizo un llamado a confiar en que el elemento será abordado y resuelto adecuadamente a través del reglamento. 

Por su parte, el Director de SERNAC, señor Ernesto Muñoz, destacó que uno de los aportes de la moción, particularmente con la nueva redacción propuesta, es que la información debe ser puesta en conocimiento del deudor al inicio de cualquier gestión de cobranza destinada a la obtención del pago de la deuda, porque en ese momento se hace muy relevante contar con tal información, y de un modo bien especificado. Actualmente esta obligación de información se da sólo al inicio de la relación contractual, lo que es del todo insuficiente.

En discusión, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión se manifestaron a favor del proyecto, en los términos propuestos por los asesores. Es así como la Honorable Senadora señora Pérez señaló que las modificaciones satisfacen plenamente lo planteado en la sesión anterior sobre la materia y particularmente en relación a la redacción de la norma.

En la misma línea se pronunciaron los representantes del Retail Financiero, los señores Claudio Ortiz y Pío Marshall, y de CONADECUS, señor Hernán Calderón. Indicaron que el proyecto les parece del todo razonable y que genera la simetría que busca en general el derecho de protección de los consumidores en la relación entre el proveedor y el consumidor. 

Agregaron, eso sí, que es muy importante precisar el momento mismo en que surge la obligación de entregar tal información, porque muchas veces el retardo del deudor en el cumplimiento de su obligación puede salvarse sólo con un llamado telefónico recordatorio. En otras palabras, ante este escenario, el envío de una comunicación por escrito al consumidor puede ser tomado por éste como una acción beligerante o incluso de amedrentamiento, cuando un llamado realizado dentro de los primeros días de atraso en el cumplimiento de su obligación no es más que un recordatorio.


Al respecto, el Director de SERNAC, señor Ernesto Muñoz, destacó que acciones orientadas a recordarle al deudor que ha vencido el plazo para el cumplimiento de una obligación suya, antes que se genere la morosidad, está perfectamente dentro de lo que puede hacerse. Sin embargo, una acción de cobranza propiamente tal, deberá ceñirse a lo que propone este proyecto. Lo anterior, responde al simple hecho que un recordatorio del vencimiento del plazo y la cobranza son dos acciones completamente distintas, que incluso formar parte de dos períodos distintos de las obligaciones en general.

-- Puesto en votación proyecto, fue aprobado en general y particular, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Navarro.

- - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL Y PARTICULAR POR LA COMISIÓN DE ECONOMÍA


Se inserta a continuación el texto del proyecto que la Comisión de Economía propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY: 

“Artículo único.- Modifícase el artículo 37 de la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de intercalar a continuación del inciso quinto, dos incisos, nuevos, pasando el actual inciso sexto a ser inciso octavo, y así sucesivamente, del siguiente tenor:

“Las empresas que realicen cobranza extrajudicial, así como también los proveedores de créditos cuando realicen gestiones de cobro, al iniciar cualquier gestión destinada a la obtención del pago de la deuda, deberán informar por escrito al deudor lo siguiente:

1) Nombre de la persona, empresa mandante o proveedor del crédito según corresponda;

2) Mención precisa del o los contratos, su fecha de suscripción y de la fecha en que debió pagarse la obligación adeudada o que se incurrió en mora  y el monto adeudado;

3) En el caso que se cobren intereses, la liquidación de los mismos, con mención expresa, clara y precisa de las tasas aplicadas, el tipo de interés y el período sobre el cual recaen;

4) En caso que sean aplicables costos o gastos de cobranza, la mención expresa de éstos, su monto, causa y origen de conformidad a la ley, los impuestos, gastos notariales que se pudieren haber generado,  así como cualquier otro importe permitido por la ley;

5) La posibilidad de pagar la obligación adeudada o las modalidades de pago que se ofrezcan, y

6) Los derechos que le asisten en conformidad a esta ley en materia de cobranza extrajudicial.

Un reglamento determinará la forma, condiciones y requisitos que deberá cumplir la obligación señalada en el inciso precedente.”.”.

- - - - -
Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 30 de septiembre de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martin y señores Alejandro Navarro Brain, Iván Moreira Barros y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 6 de octubre de 2015.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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